PRESENTACION

En una sociedad profundamente desigualitaria como la venezolana, la población que se ubica por debajo del nivel de pobreza enfrenta grandes dificultades para hacer efectivos sus derechos, así como para resolver los conflictos que surgen de la convivencia social, acudiendo para ello a los órganos estatales competentes.  En otras palabras, este sector social tiene serios problemas de acceso a la justicia.  La cuestión reviste mayor gravedad cuando se considera que se trata al mismo tiempo de la población que más necesidad podría tener de utilizar herramientas jurídicas para mejorar sus condiciones de vida, tanto en lo individual, como en lo colectivo.  Los dos estudios que integran este libro se ubican dentro de la preocupación por entender mejor el problema del acceso a la justicia de la población de escasos recursos en Venezuela, con el objeto de incidir sobre el mismo a fin de lograr que las instituciones jurídicas puedan cumplir su papel con respecto a todos. 

El primero de estos estudios consiste en una investigación sobre el acceso de personas de escasos recursos a la justicia en el Area Metropolitana de Caracas. Dicha investigación fue realizada en el primer semestre del año 2000 y coordinada por un equipo de investigadores del Instituto de Derecho Privado de la Universidad Central de Venezuela, contratado al efecto por la Dirección Ejecutiva de la Magistratura, dentro del Proyecto de Modernización del Sistema de Administración de Justicia Venezolano, financiado por el Banco Mundial.

El segundo estudio es una investigación de opinión pública sobre la justicia, en sectores de escasos recursos de los estados venezolanos de Lara y Anzoátegui. En su coordinación participaron tres de las investigadoras que habían formado parte del equipo que realizó el primer estudio. Esta investigación se realizó durante el primer semestre de 2001, con financiamiento del Banco Mundial.

Los dos estudios son complementarios. El primero de ellos evalúa el acceso a la justicia desde las instituciones mismas. Es una mirada hacia adentro del sistema. El otro busca indagar sobre la percepción que la población de escasos recursos tiene del sistema de administración de justicia, es decir, sobre las construcciones sociales que esa población se ha hecho con respecto al sistema. Es un estudio que no pretende estudiar el problema del acceso a la justicia como tal, sino sólo uno de sus condicionantes, como es la opinión que tiene sobre la justicia esa población pobre, privada por ello de un acceso adecuado a la misma.  Es por ello que se afirma que los dos estudios se complementan, pues permiten visualizar dos realidades del problema del acceso: una que tiene que ver con el interior del sistema y otra con la visión que desde afuera se tiene de él. Esto ayuda a entender mejor tanto una realidad como la otra.

Los hallazgos de ambos estudios tienen muchos puntos en común, pero existe uno que de alguna manera resume el problema de la falta de acceso a la justicia que enfrentan los sectores populares en Venezuela.  Para estas personas, el Derecho en general, y, sobre todo, el recurso al Sistema de Administración de Justicia, no es considerado como una vía natural y usual para el reclamo de derechos o la resolución de conflictos, sobre todo de aquellos de carácter personal. Sólo se acude a los órganos del sistema en casos extremos y cuando existe una alta probabilidad de éxito.  

Este hallazgo apunta hacia la existencia de barreras culturales que impiden el acceso a la justicia, más allá de las fallas institucionales que ciertamente existen, que serían por lo tanto obstáculos menos serios a ese acceso y más fácilmente subsanables. 

Prólogo

La dinámica que rige a la sociedad actual demanda el cumplimiento del compromiso que hemos adquirido quienes impartimos justicia de contribuir al logro de una convivencia social pacífica. 

Al Poder Judicial le corresponde atender, en la medida de sus competencias, las demandas de la población a la que sirve. Su estructura, su organización y su política institucional, debe formularse y ejecutarse en relación con el contexto social al cual sirve, a partir del pleno conocimiento de su problemática y, por ello, del reconocimiento de las situaciones de desigualdad que hoy caracterizan nuestra realidad social. 

De allí la importancia de atender a los grupos vulnerables o menos favorecidos dentro de esta misma dinámica social, grupos éstos que carecen de las condiciones para acceder a los recursos y a las instituciones, lo que, en definitiva, viene a impedir el legítimo reclamo de los derechos que les corresponden.

Reconociendo esta situación, estamos concientes de que los esfuerzos por la transformación de la justicia no deben agotarse en procesos, proyectos o estrategias que tiendan a la independencia o a la modernización judicial.  Hoy en día, adquieren especial relevancia los temas referidos a los derechos de la ciudadanía frente al sistema de justicia y en consecuencia, los aspectos relativos a los obstáculos que interfieren en el ejercicio de dichos derechos.  

En este aspecto hay que destacar el reciente abordaje interdisciplinario de la problemática a la que hacemos referencia, en el que las investigaciones socio-jurídicas han adquirido un papel fundamental.  

En el mismo orden de ideas y como parte de los beneficios del establecimiento de alianzas con instituciones académicas y organizaciones no gubernamentales, en el contexto de nuestro proceso de modernización, se decidió realizar una primera investigación socio-jurídica a cargo del Instituto de Derecho Privado de la Universidad Central de Venezuela, denominada “Estudio sobre el Acceso a la Justicia de personas de bajos ingresos en el Area Metropolitana de Caracas”, que arrojó como resultado, entre otros, que un 40 a un 52% de la población, que se identifica como la “clase marginal”, no acude a los tribunales para resolver sus conflictos laborales o de protección familiar, ni a aquellos servicios que han sido creados para atender las necesidades de los sectores de escasos recursos, como son, por ejemplo, las procuradurías y las inspectorías, donde se ofrece asistencia jurídica gratuita. 

Resultados éstos que consideramos como primeros pasos en un camino que apenas comenzamos a recorrer y que viene a constituir una herramienta fundamental para hacer viable nuestra declarada voluntad de acercar la justicia a la gente.    

De allí que, una vez terminada esta investigación, no dudamos en participar con este mismo grupo de investigación, esta vez agrupado bajo la “Asociación Civil Paz Activa”, en un proyecto presentado en concurso organizado por el Banco Mundial, denominado "Las voces de los pobres acerca de la Justicia en Venezuela”, consistente en una investigación que corresponde a las áreas de sociología jurídica y de psicología social, cuyos objetivos generales consistieron en la realización de un diagnóstico sobre la percepción social que tienen los sectores de escasos recursos en dos Estados de Venezuela, estos son, Anzoátegui y Lara, a partir de cuyos resultados se han dado nuevos pasos en este tema.

Precisamente, en esta publicación, coeditada por nuestro Tribunal Supremo de Justicia y el Banco Mundial, presentamos a la comunidad interesada estas dos investigaciones, liderizadas por las profesoras Carmen Luisa Roche, Jacqueline Richter y la socióloga Norma Pérez, quienes tuvieron como contraparte al personal del Proyecto de Infraestructura de Apoyo al Poder Judicial y al Proyecto de Modernización de nuestro Tribunal Supremo.      
Quisiera destacar que los resultados de estas investigaciones han sido tomados en cuenta para la elaboración de los siguientes pasos dentro de nuestro proceso de transformación judicial. Específicamente, en la actualidad se vienen desarrollado algunas de las recomendaciones que arrojaron estas investigaciones, se están desarrollando nuevas investigaciones y se preparan las líneas para la elaboración de un Plan Nacional de Acceso a la Justicia.         

Quisiera finalizar esta breve presentación, manifestando la voluntad del Poder Judicial de asumir su responsabilidad en la construcción de un sistema de justicia que permita la inclusión y la participación de los sectores sociales que hasta ahora habían percibido a la justicia como un tema exclusivamente de los abogados.  Estamos comprometidos en escuchar las voces de los venezolanos que claman por la verdadera existencia de un Estado de Justicia.

Iván Rincón Urdaneta.
ESTUDIO SOBRE ACCESO DE PERSONAS DE ESCASOS RECURSOS A LA JUSTICIA
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I. INTRODUCción

En una sociedad donde existen grandes diferencias sociales y en la cual un amplio sector de la población no tiene sus necesidades básicas satisfechas, como es el caso de la venezolana, el tema del acceso a la justicia cobra gran relevancia.  En efecto, para que la consagración formal de derechos en la Constitución y en las leyes, produzca reales efectos en la vida social, el reclamo frente al menoscabo de esos derechos debe poder hacerse efectivo por los ciudadanos, ante los órganos competentes del Estado.  Ahora bien, para poder hacer reclamos exitosos ante dichos órganos no es suficiente que se goce de un derecho y que el mismo haya sido vulnerado, sino que es necesario cumplir con condiciones y requisitos que con frecuencia no están al alcance de quienes pretenden ejercer de esa manera su ciudadanía. La carencia de recursos de todo tipo que caracteriza a amplios sectores de la población venezolana impide que puedan cumplirse las condiciones que garanticen el éxito de los reclamos. Este hecho se une a los problemas de funcionamiento del Sistema de Administración de Justicia, haciendo muy difícil o imposible  para una buena parte de los ciudadanos el planteamiento mismo de sus peticiones ante el sistema y mucho más la obtención de una respuesta satisfactoria por esta vía.  

Por todas estas razones, no es concebible un programa de reformas que tenga por objeto lograr un funcionamiento efectivo del Sistema de Administración de Justicia venezolano que no se plantee como prioritaria la accesibilidad del servicio que el mismo presta, a sus potenciales usuarios, sin distinción de condición social.  En efecto, las mejoras en la prestación del servicio de justicia no pueden limitarse a obtener una mayor eficiencia de la labor que realizan los tribunales.  Con ello sólo se lograría subsanar las deficiencias en el funcionamiento del sistema que afectan por igual a todos los ciudadanos, incluso a quienes cuentan con recursos suficientes para ingresar al mismo. Pero, como de lo que se trata en último término es de hacer efectivo el funcionamiento del Sistema Jurídico en su plenitud, para así garantizar la vigencia del Estado de Derecho para todos los ciudadanos por igual, es necesario, adicionalmente, lograr que el sistema maneje también de manera efectiva las necesidades jurídicas de los sectores de menores recursos, haciendo realidad el principio de la igualdad ante la Ley.

Para lograr ese propósito es necesario determinar la manera como el sistema de justicia ha venido manejando los reclamos de esos sectores, hasta donde ha dado respuesta a sus necesidades jurídicas y qué habría que hacer para garantizar una atención a esta parte de la población, removiendo los obstáculos adicionales que hacen inaccesible para ellos el sistema, aún después de corregidas las deficiencias que le impiden a este funcionar eficientemente. 

El presente estudio se encuadra dentro del tema de las diferencias en el acceso al sistema jurídico que tienen su origen en la desigualdad social y se plantea como objetivo general estudiar el funcionamiento del sistema de administración de justicia en relación con el procesamiento de las peticiones y reclamos de los sectores menos favorecidos de la población. El mismo forma parte del proyecto de modernización del Poder Judicial, que adelanta el Gobierno de Venezuela, mediante convenio con el Banco Mundial.

En concreto, el estudio consistió en una investigación cuantitativa y cualitativa sobre el acceso de personas de escasos recursos a la justicia, en el Área Metropolitana de Caracas, con el objeto de generar políticas y acciones institucionales que puedan dar respuestas a las demandas y necesidades de servicio de justicia de estas personas. Consistió en una investigación exploratoria de alcance limitado, incluso desde el punto de vista geográfico, que pretendió aproximarse al fenómeno en estudio dentro de las limitaciones de tiempo y de recursos impuestos por los términos del proyecto. Se trató, en ese mismo sentido, de una investigación de tipo aplicado, con fines eminentemente prácticos, vinculados a la producción de insumos destinados al diseño de políticas judiciales para acercar el servicio de justicia a los sectores de escasos recursos.

A continuación se expondrán, después de algunas consideraciones de tipo teórico sobre el tema del acceso al sistema jurídico y la desigualdad social y de una descripción de la metodología empleada en la investigación, los resultados obtenidos a través de ella, que serán luego analizados con el fin de llegar a unas conclusiones que permitan formular recomendaciones para diseñar políticas en la materia.

II. ENFOQUE TEORICO

1.  Acceso al sistema jurídico, acceso a la administración de justicia y ciudadanía.

El tema del acceso al sistema jurídico es más amplio que el del acceso a la administración de justicia. Dentro de él se plantean otros problemas vinculados también con la desigualdad social, como sería el tema del acceso a la elaboración de las leyes y de las políticas legislativas en general, vía mediante la cual se cumplen funciones de distribución social de ventajas y beneficios, a través de los criterios de asignación de deberes y derechos. Sin embargo, aunque el tema del acceso al sistema jurídico y sus relaciones con la desigualdad social no se agote en el acceso a los servicios de administración de justicia, éste es un elemento central del problema, pues es a través de esos servicios como en definitiva pueden hacerse valer los derechos que los sistemas normativos modernos reconocen a  todos los ciudadanos por igual.

El tema del acceso al sistema jurídico en general, así como el del acceso a la justicia en particular, implica el planteamiento del papel que cumple el Derecho en la sociedad.  El Derecho expresa las relaciones de poder existentes en una sociedad en un momento determinado, y, en consecuencia, puede contribuir a reforzar las diferencias en la distribución de la riqueza, el prestigio y el poder en esa sociedad y en ese momento. Pero este hecho no es inmodificable. Esa situación puede cambiar si, intencionalmente, quienes están encargados de tomar las decisiones diseñan políticas judiciales para que sirvan a la distribución equitativa de los bienes sociales.  Así, el Derecho puede ser una herramienta privilegiada, ya sea para reproducir los criterios distributivos de una estructura económico-social excluyente, o, por el contrario, para tratar de modificarla, a través de una política judicial que propicie el uso del sistema por todos los ciudadanos, para hacer valer sus derechos y hacer cumplir obligaciones. Ello sería parte fundamental de un programa de impulso de la conversión de los sectores menos favorecidos en ciudadanos.

La noción de ciudadano, referida a los sectores de escasos recursos, resulta una herramienta útil para el análisis del uso del sistema judicial, desde la perspectiva de sus potencialidades o trabas para contribuir a superar las situaciones de injusticia.  La ciudadanía, visualizada como “...el derecho a tener derechos” (Hannah Arendt, citada por Lafer, 1.991:24), no se obtiene simplemente por cumplir con los requisitos consagrados en los textos jurídicos. La concreción de la ciudadanía requiere de una acción positiva y activa del Estado.  Ser ciudadano, en una sociedad desigualitaria, pasa por un proceso colectivo de construcción de espacios compartidos entre sujetos  pertenecientes a clases sociales diversas, cuyo acceso a los espacios de decisión pública es desigual.  La ciudadanía requiere del acceso a las diversas esferas de lo público. Por eso, en una sociedad como la venezolana, caracterizada por la existencia de profundas desigualdades sociales, la construcción de espacios comunes es fundamental.

La ciudadanía implica que se haga realidad la igualdad de tratamiento por parte del Estado y ello ocurre cuando a todas las personas se les brinda la misma consideración en la asignación de recursos y en el procesamiento de sus peticiones (Miller y Walzer, 1.997:8).  No podemos ni siquiera pensar en democracia si amplios sectores de la sociedad no tienen derecho efectivo a hacer valer sus derechos, es decir, carecen de ciudadanía.  Dentro de las esferas del poder público, el poder judicial es, por decirlo de alguna manera, la instancia natural para hacer valer derechos.

Las anteriores consideraciones conducen a distinguir entre las dos perspectivas desde las cuales el acceso a la justicia puede ser estudiado.

El acceso a la justicia, visto desde la perspectiva de la dogmática jurídica, es un derecho humano cuya consagración constitucional tiene ya tradición entre nosotros. La Constitución de 1.961 decía en su artículo 68 que “todos pueden utilizar los órganos de la administración de justicia para la defensa de sus derechos e intereses”.  La nueva Constitución de 1.999, en su artículo 26, hace referencia a este derecho de manera amplia cuando establece que “Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente.  El Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles.”  La consagración constitucional de este derecho responde a la consideración actual del mismo como “un derecho primordial entre los derechos individuales y sociales, ya que la posesión de derechos carece de sentido si no existen mecanismos para su aplicación efectiva” (Cappelletti, 1.996:12).  El rango constitucional de este derecho permite sostener que su desarrollo legislativo debe contemplar prerrogativas sustantivas y procesales que ayuden a garantizar su utilización por todos los habitantes del país.  En este sentido, el legislador venezolano ha previsto algunas medidas que tienen por objeto garantizar su ejercicio, aunque las mismas se consideran generalmente como insuficientes (Pérez Perdomo et alt. , 1.987).

Desde la sociología jurídica, dentro del tema del acceso a la justicia se estudian los obstáculos o barreras que impiden hacer efectivo, en los hechos, este derecho de rango constitucional.  El estudio de estos obstáculos es un paso previo para poder determinar las medidas a través de las cuales podrán atacarse las barreras reales al ejercicio efectivo de este derecho.

Las investigaciones sobre el tema han reportado que la mayoría de los obstáculos se presentan en un contexto estructural históricamente condicionado y en la relación del sistema jurídico con el social (Cappelletti y Garth, 1.996, Carlin y Howard, 1.971, Van Groningen, 1.980, Pérez Perdomo et alt., 1.987).  Estas dificultades, que en cierta medida pueden ser generales para todos los miembros de una sociedad concreta, se acrecientan para los individuos pertenecientes a los estratos bajos de la población, quienes, debido a que cuentan con escasos recursos de todo tipo, enfrentan barreras “adicionales” para hacer valer sus derechos ante cualquier instancia del poder público.  Los obstáculos son de variada índole, desde el acceso a la información necesaria, pasando por los costos que implica mover el aparato jurisdiccional, hasta las percepciones y creencias que se tienen sobre el sistema jurídico (Pérez Perdomo et alt., 1.987; Roche et alt., 1.998; Torres, 1.998).

De los resultados de las investigaciones citadas y de otros estudios, se concluye que los  obstáculos y barreras que enfrentan los sectores de escasos recursos pueden ser agrupados en dos grandes conglomerados:

· Inherentes al funcionamiento del sistema jurídico.
La solución de conflictos en los tribunales resulta muy costosa en la mayoría de las sociedades. A pesar de que el Estado paga los sueldos de todo el personal de la administración de justicia, las partes asumen gran parte de los costos judiciales, en especial los honorarios de los abogados y algunos costos procesales. Esta situación se agrava en los sistemas basados en la regla  “el ganador se lo lleva todo”, como es el nuestro. En estos casos, los litigantes deben asumir el riesgo de perder, por lo cual la tendencia será a presentar querellas sólo en los casos en los cuales la lesión del derecho sea evidente, como ocurre en la mayoría de los despidos o solicitudes de pensión de alimentos  en Venezuela.   Pero, además,  el costo del litigio inhibe la presentación de reclamaciones pequeñas, pues en la medida en que la inversión para recuperar la cantidad disputada se acerca al monto del litigio, se aleja la posibilidad de usar el aparato judicial (Cappelletti, 1996).

El tiempo que demora el sistema para procesar las peticiones es otro factor que hace inaccesible la justicia para muchas personas. En nuestro país, los fallos judiciales pueden demorar varios años. Este hecho acrecienta el costo del litigio y constituye una gran presión para la parte económicamente más débil. En materia de derecho del trabajo es uno de los argumentos más utilizados por los abogados patronales para negociar arreglos extrajudiciales con indemnizaciones muy por debajo de lo establecido en la ley. Similar situación se presenta en otros litigios en los cuales pueden o podrían intervenir como actores individuos de bajos ingresos. Así, el sistema privilegia a las personas que pueden asumir los costos del litigio y  soportar los retrasos en los fallos.  Por ende, las personas con recursos financieros elevados poseen ventajas obvias a la hora de defender sus derechos e intereses.   

Las leyes generalmente están dirigidas a solucionar  problemas de clases sociales con mediano acceso a bienes. En ese sentido, puede considerarse que la visión de la propiedad que atraviesa nuestra legislación civil no contempla los bienes típicos de los sectores de bajos ingresos. En el derecho del trabajo la ley establece un trato diferencial entre categorías de trabajadores. Por ejemplo, los trabajadores domésticos tienen menos derechos que el resto. Estas diferencias en la propia ley  determinan que el procesamiento de las peticiones de los sectores con escasos recursos enfrente dificultades. 

El establecimiento de cuantías para litigar también podría estar afectando el acceso a la justicia, ya que incidiría en la posibilidad de recibir un servicio con cierta calidad técnica. En general, se considera a los tribunales de baja cuantía como los menos técnicos y calificados y, por ende, ello podría estar dirigiendo a  las personas de bajos ingresos hacia una jurisdicción con poca preparación para responder a problemas complejos.

El hecho de que el procesamiento del reclamo o la demanda deba realizarse por instancias burocráticas puede producir el fenómeno que Merton llama “desplazamiento de metas” y que considera inherente a toda estructura burocrática.  El mismo consiste en que el personal de la institución pone énfasis en el cumplimiento de los pasos del procedimiento más que en el logro del objetivo del mismo, que en este caso es hacer justicia.

Por último, aunque no menos importante, está el obstáculo constituido por la exigencia legal de la asistencia o representación por abogados, para comparecer en juicio como actor o como demandado, aunada a las deficiencias en la cantidad y en la calidad de la representación jurídica gratuita. Este hecho constituye una barrera evidente y fundamental para acceder a la justicia, en relación con aquellas personas que, por diversos motivos  vinculados con su pertenencia a los estratos bajos de la población, tienen un deficiente acceso al servicio de los abogados. 

· Propios del grupo social

Se ha afirmado que una de las características del venezolano es su dificultad para la internalización de las normas. En este sentido, varios estudios (De Viana, 1997; González Fabre, 1995) han reportado las dificultades que tendrían los venezolanos para establecer relaciones institucionales. Así, en la sociedad venezolana se observaría una preponderancia de las relaciones primarias, que lubricarían todos los espacios de convivencia colectiva haciendo difícil la distinción entre los ámbitos de lo público y de lo privado.  Lo público y lo colectivo carecerían en nuestra cultura de racionalidad propia y se verían subordinados a la discrecionalidad y arbitrariedad particulares de lo privado y lo individual.   Esta característica estaría más acentuada en los sectores populares, quienes generalmente viven el Derecho como algo ajeno. A esta vivencia se le suma que la mayoría de los encuentros de estos sectores con el sistema jurídico se realizan a través de los órganos policiales, reforzando las percepciones negativas que tienen sobre su funcionamiento.

Ahora bien, las creencias, expectativas y opiniones que se tienen sobre el sistema jurídico influyen de manera  determinante en la relación que se establezca con éste. Si los sectores populares asumen que el sistema de justicia está destinado a procesar peticiones de los sectores con mayores recursos económicos, que poseen  relaciones sociales y políticas con los operadores del aparato jurisdiccional, es poco probable que acudan a él a presentar reclamos. 

La lejanía cultural del Derecho y - en general - de la mayoría de las instancias estatales, a lo cual puede sumarse la distancia geográfica, hace que los sectores populares establezcan sus propios mecanismos de solución de conflictos y por ende no sientan la necesidad de acudir a los órganos jurisdiccionales del Estado.  En los casos de la población indígena, la lejanía cultural de los órganos judiciales es mucho mayor, pues todo el sistema jurídico está construido sobre valores muy diferentes a los de su comunidad, la cual tiene normalmente su propio sistema judicial.

Pero, además, muchos de los problemas de los sectores de escasos recursos no son visualizados como jurídicos, no sólo por los sujetos que los sufren, sino por los abogados y por el personal vinculado a los servicios de asistencia jurídica del país. Por eso, el problema del acceso tampoco se agota en las dificultades para presentar reclamos relacionados con necesidades jurídicas sentidas como tales por los afectados, sino que incluye la existencia de otras necesidades jurídicas, las necesidades jurídicas potenciales, que ni siquiera son percibidas como tales y por tanto escapan completamente al radio de acción de los órganos judiciales y administrativos.

En síntesis de todo lo anterior, cabe insistir en lo siguiente: en la medida en que grupos sociales enfrenten obstáculos para presentar peticiones o defenderse dentro del aparato judicial, estaremos frente a una profundización de la desigualdad social. El Derecho puede ser un instrumento privilegiado para modificar esa situación.  El uso consciente del Derecho para lograr hacer efectiva  la igualdad, pasa por el diseño de una  política judicial que propicie el uso de los tribunales para hacer valer derechos y cumplir obligaciones, por parte de aquellos que no han podido hasta ahora acceder a ellos, para garantizarles una ciudadanía efectiva. De esta manera, el aparato judicial podría tener un importante papel en la distribución de bienes sociales, si se lo pone al servicio de las mayorías. Investigar sobre cómo los sectores de escasos recursos usan el sistema jurídico es vital para diseñar políticas que reviertan la tendencia de ese sistema a reproducir los criterios distributivos de la estructura económica y social del país.

2.  Desigualdad social

El presente estudio parte de la idea de que la división de la sociedad en capas jerarquizadas, como consecuencia de la desigual participación de sus integrantes en las  ventajas y bienes sociales, determina diferencias sustanciales en el acceso a la justicia que esos individuos tienen, según su pertenencia a los distintos estratos que conforman la estructura de una sociedad.

Conviene aclarar que en este estudio no se ha tomado en cuenta el componente económico como criterio determinante o único de diferenciación de los individuos, dentro del sistema de capas jerarquizadas que constituye la estratificación social.  Sin negar la importancia fundamental de ese elemento, parece más conveniente, para evitar simplificaciones que impidan analizar el problema del acceso a la justicia en toda su complejidad, incluir otros componentes del fenómeno a la hora de buscar criterios que permitan identificar a los individuos que pertenecen a los estratos sociales bajos de la población.

 Tal como se ha señalado con frecuencia al hablar de acceso a la justicia y desigualdad social (Carlin y Howard, 1.971; Pérez Perdomo, 1.975; Van Groningen, 1.980) y se afirma una vez más en un reciente estudio sobre la pobreza en Venezuela (Enfoque sociológico de la estratificación social, en el "Proyecto Pobreza" de la U.C.A.B.), la estratificación social no es un fenómeno exclusivamente económico.  El mismo resulta de la confluencia de tres dimensiones: la riqueza, el prestigio y el poder.  Como resultado de la distribución diferencial de ventajas sociales, aparece la división de la sociedad en capas jerarquizadas por su participación desigual en la riqueza, el prestigio y el poder.  El ocupar una alta posición en una de estas dimensiones puede llevar a ocupar también una alta posición en una o ambas de las otras dos dimensiones, y, de hecho, es frecuente que el nivel de estas dimensiones coincida en un individuo.  Sin embargo, esto no es necesariamente así. 

Desde el punto de vista del acceso a la justicia, no puede desconocerse que la dimensión económica es la más evidente y que con ella se relacionan muchos de los obstáculos que impiden hacer efectivo ese derecho constitucional.  Así, el pago de los honorarios a los abogados, de las costas judiciales, el valor económico del tiempo que es necesario emplear sustrayéndolo al trabajo, los costos de transporte, no son más que las barreras de tipo más evidentemente económico con las que tropiezan los individuos de escasos recursos para plantear reclamos o defenderse ante los órganos de la administración de justicia.  Otros obstáculos, como los de índole cultural: el desconocimiento de sus derechos y de cómo hacerlos valer, las actitudes frente a la justicia, derivadas de la experiencia propia y ajena, la distancia cultural con respecto a  los abogados y jueces, entre otros, está sin duda, también relacionados con la dimensión económica de la estratificación social, pero incluyen ya una vinculación con las otras dimensiones del fenómeno.  En este sentido, a quienes ocupan una mejor posición en relación con el prestigio o el poder en la sociedad, debido, por ejemplo, a su nivel educativo o a la profesión o cargo que ejercen, les es posible superar hasta cierto punto las barreras que puede seguir constituyendo la falta de recursos económicos, mediante el uso de recursos de otra índole que les confieren su educación o situación profesional.

Entre los recursos más poderosos que, en una sociedad como la venezolana, pueden ayudar a superar todas las barreras para el acceso a la justicia, sean de índole económica o cultural, está el de las relaciones personales con que cuentan los individuos.  Nuestra sociedad se caracteriza, como se dijo antes, por un predominio de las relaciones personales – lo que ha sido llamado “familismo” (González Fabre, 1997; De Viana, 1993; Montero, 1997; Salazar 1997)-  sobre las relaciones abstractas o relaciones de distancia, necesarias para el funcionamiento de los sistemas sociales abstractos como el Estado y el mercado.  En las relaciones personales,  la vinculación con el otro se basa en quien uno es con respecto a ese otro y no en quien uno es con respecto a la institución social de que se trate, en la cual tanto el uno como el otro cumplen un rol determinado. En las decisiones mediadas por las relaciones personales se toma en cuenta preferentemente la vinculación que se tiene con la persona que es objeto de la decisión.  

Este “familismo”, que, según algunos de quienes lo han estudiado, posee en nuestra cultura connotaciones morales positivas muy arraigadas, pues se trata de una actitud subyacente al ethos cultural venezolano, no constituye entonces para nosotros una forma de “corrupción”, sino una actitud conforme a nuestra ética particular, y, por lo tanto, deseables las conductas basadas en ella.

Afirma González Fabre, que esta característica cultural ha determinado en la práctica que “la división entre ricos y pobres en Venezuela pueda entenderse no tanto por razón del ingreso sino de las conexiones de cada cual.  Ser ‘rico’ significa estar bien situado en la red de relaciones primarias, ser ‘pobre’, no conocer a nadie influyente, no participar en la distribución de privilegios y oportunidades, ser excluido de las mejores partes de esa red”.  Este planteamiento sobre el “familismo” entre nosotros, independientemente de las distintas valoraciones que de él se hagan, apunta al hecho innegable de la importancia que para la estratificación social en Venezuela tienen las dos dimensiones del prestigio y del poder. 

Por ello, parece adecuado, en el caso que nos ocupa, hablar de personas de escasos recursos para hacer referencia a los individuos que, por ocupar posiciones bajas en las tres dimensiones mencionadas, encuentran obstáculos considerables para una adecuado acceso a la justicia, si se los compara con el que pueden tener quienes ocupan posiciones medianamente altas, al menos en alguna de las tres dimensiones.

III. objetivos del Estudio

El estudio se planteó la conveniencia de abordar, no sólo las necesidades jurídicas sentidas, y por tanto expresadas, de la población de escasos recursos, sino también sus necesidades jurídicas potenciales.

1. Necesidades jurídicas sentidas de la población de escasos recursos, desempeño de tribunales y órganos administrativos


Esta parte del estudio  se centró en indagar el procesamiento por el aparato de administración de justicia de lo que para la investigación se denominó necesidades jurídicas sentidas, entendiendo por tales los problemas, asuntos o conflictos que las personas asumen que pueden canalizarse y solucionarse a través del aparato de administración de justicia. En esta parte de la investigación se trabajó con un supuesto: la persona sabe que tiene un problema y que ese problema es jurídico. De ahí, que ha demandado o ha sido demandado. El presentar demandas implica reconocer que se tiene un derecho. 

Para investigar sobre las necesidades jurídicas sentidas de la población de escasos recursos, se seleccionaron algunas áreas del Derecho que integran lo que se conoce como “Derecho protector”, que contiene una serie de garantías sustantivas y procesales para ayudar a las personas que se encuentran en situación de desventaja a hacer valer sus derechos.

Las personas en desventaja social y económica dentro de una estructura social, que por ello mismo pueden considerarse de escasos recursos, es  posible que participen como partes en asuntos relativos a este Derecho protector. Por ello, se planteó que una parte de la investigación debía abarcar los órganos encargados de ventilar asuntos vinculados con dos típicas áreas del Derecho  protector: familia y trabajo.  


Por otra parte, las necesidades jurídicas sentidas pueden manifestarse en diversos órganos del aparato estatal venezolano, ya que, además de los tribunales de justicia, existen una serie de órganos administrativos encargados de canalizar peticiones y en algunas ocasiones solucionarlas, con efecto de cosa juzgada. En nuestro sistema jurídico, la administración posee facultades jurisdiccionales, en la medida en que soluciona conflictos aplicando Derecho. De ahí que la investigación no pudiese centrarse únicamente en los tribunales, sino que debía ampliar su radio de acción hacia la Administración.

En síntesis, se consideró que el estudio debía abarcar el examen del procesamiento de las demandas en los tribunales de municipio, familia y trabajo. Igualmente se analizaría la actuación de las Procuraduría de Menores y de las Inspectorías del trabajo.

Tribunales de Municipio


Los tribunales de municipio fueron seleccionados fundamentalmente por tratarse de tribunales donde se ventilan asuntos de baja cuantía. Por este motivo parecía pertinente, en un estudio como éste, averiguar  quienes demandaban y quienes eran demandados en esa instancia, qué montos estaban involucrados y sobre qué tipo de asuntos versaban las demandas.


Desde el inicio se partió de la hipótesis de que esos tribunales no necesariamente procesaban peticiones de personas de escasos recursos. Se consideró que aunque las  actividades que ellos cumplen se centran en asuntos civiles y mercantiles de bajo monto, estos podían incumbir sólo a personas que poseyeran un mínimo de bienes y referencias comerciales y bancarias, requisitos que excluyen o hacen más difícil la participación de  sectores de escasos recursos. Pero esta hipótesis debía ser confirmada.

En el área metropolitana de Caracas existían, para el momento del estudio,  25 tribunales de municipio, ya que ellos habían absorbido la competencia de los de parroquia en junio de 1999. De esos, se seleccionaron  cinco, en los cuales se revisarían todos los asuntos sentenciados en el segundo semestre de 1999. La competencia múltiple de estos tribunales condujo a indagar con cierto detenimiento sus actividades, ya que justamente lo amplio de su competencia y lo disímil de los procedimientos podría ser justamente un obstáculo para acceder a ellos.

Tribunales de Familia y Menores


Los tribunales de familia y menores fueron seleccionados fundamentalmente por el tipo de Derecho que se ventila en ellos: de carácter protector. En esos tribunales se plantean, entre otros asuntos, los conflictos entre los padres en relación con sus hijos. Igualmente se dirimen allí otras cuestiones de familia que se refieren únicamente a mayores de edad, como el divorcio y la separación de cuerpos. La naturaleza de todos esos asuntos hace presumir que los mismos pueden afectar a la más variada gama de ciudadanos.  Ello condujo a la selección de los tribunales donde esas cuestiones se ventilan, por la posibilidad de encontrar allí a personas de escasos recursos tramitando solicitudes y reclamos.

 Un tema muy tratado por estos tribunales es la pensión de alimentos. Investigaciones  previas permitían asegurar que en este tipo de juicio litigaban personas de escasos recursos,  por lo cual se hizo énfasis en el estudio de  los diversos litigios que se desarrollan en torno a la pensión de alimentos. Sin embargo, como se pretendía indagar además  sobre otros tipos de asuntos tramitados por estos tribunales, se previó seleccionar también un porcentaje de estos,  dando preferencia a los  asuntos litigiosos de menores, es decir, régimen de visitas y guarda y custodia. Se privilegiaron esos asuntos, con el fin centrarse en las cuestiones litigiosas y no en aquellas de jurisdicción graciosa  o de mera declaración de derechos, que constituyen gran parte del trabajo de estos tribunales. Por ello, de los asuntos en los cuales no suele presentarse contención sólo se tomaron las rectificaciones de partidas, por cuanto ellas afectan la identidad de las personas y por tratarse de un problema frecuente entre  las personas de escasos recursos. Además, todo lo que hace difícil determinar la identidad termina impidiendo ejercer derechos y es un obstáculo para acceder a una serie de servicios públicos, en especial a la educación y a los servicios vinculados a la política social.  

Tribunales del Trabajo

 
El carácter protector del Derecho del Trabajo tiene en nuestro sistema jurídico rango constitucional. Este Derecho considera como débil jurídico a una de las partes del contrato de trabajo: el trabajador. Se parte del supuesto de que debe reforzarse legalmente al trabajador  por su desventaja económica y social frente a su empleador. Estas consideraciones llevaron a seleccionar este tipo de tribunal para estudiar el acceso a la justicia de las personas de escasos recursos.

Dentro de los asuntos que se ventilan en esta instancia se privilegió un juicio especial: el de estabilidad laboral. Investigaciones previas señalaban que un porcentaje considerable de las demandas que solicitan la reincorporación al puesto de trabajo son presentadas por trabajadores de escasos recursos. El resto de los asuntos laborales se concentra en diversas reclamaciones derivadas de la terminación del contrato de trabajo. 
Procuraduría de Menores-civil especial


Las Procuraduría de Menores con competencia en “civil especial”, es decir en los asuntos relacionados con la organización familiar, regulados en la Ley Tutelar de Menores, hoy transformadas por la Ley Orgánica de Protección del Niño y Adolescente (LOPNA) en Fiscalías de Protección, eran órganos dependientes de la Fiscalía General de la República, creadas para velar por la garantía de los derechos de los niños y adolescentes. Con el tiempo esas Procuradurías se fueron transformando en una instancia alternativa de resolución de conflictos, por la vía de la conciliación, en la materia alimentaria, de régimen de visitas, e incluso de guarda y custodia.

Los asuntos que más frecuentemente se planteaban en  ellas eran los relativos a las pensiones de alimentos. Si bien es cierto que la función que correspondía a  la Procuraduría en estos casos, según la Ley Tutelar de Menores, era  presentar la demanda en el tribunal, en la práctica la oficina realizaba una labor previa de conciliación y sólo si ésta fracasaba procedía a intentar la acción judicial.

En esta investigación se consideró a las Procuradurías de Menores como una instancia privilegiada para analizar las peticiones de los sectores de escasos recursos, ya que justamente a ellas se iba a solicitar asistencia jurídica, fundamentalmente por no poder pagar un abogado privado.

Inspectorías del Trabajo


El sistema de administración de justicia laboral incluye como órganos de solución de conflictos a aquellos que integran lo que se ha denominado la administración del trabajo, que en nuestro país se concentra en las acciones del Ministerio del Trabajo. La ley le atribuye a este ministerio la obligación de hacer cumplir las leyes laborales, por lo que debe desarrollar una serie de actividades para lograr tal cometido (Art. 586 de la Ley Orgánica del Trabajo). 

El Ministerio del Trabajo cuenta con un órgano de larga data que posee una gran experiencia en la solución de asuntos vinculados con el  trabajo: la Inspectoría del Trabajo.


En el trámite y solución de los asuntos vinculados a la estabilidad en el trabajo, la Inspectoría cumple funciones jurisdiccionales.  Sin embargo, la acción de la  Inspectoría no se agota en estas funciones. Desde hace mucho tiempo, es una instancia de conciliación de reclamos individuales y sobre todo de información sobre derechos laborales. Estas razones, aunadas a la información obtenida a través de investigaciones previas que señalaban que los usuarios más comunes de las Inspectorías eran trabajadores de  estratos sociales bajos, llevaron a seleccionar a la Inspectoría del Trabajo  como instancia para indagar sobre el procesamiento de peticiones de los sectores de escasos recursos. 

En el área metropolitana de Caracas existen tres Inspectorías del Trabajo con competencia por el ámbito geográfico (Este, Oeste y Centro). Para esta investigación se seleccionó la Inspectoría del Centro por su ubicación, que le otorga competencia sobre una serie de pequeñas empresas y comercios del casco central de la ciudad, los cuales  mayoritariamente emplean  trabajadores de baja calificación profesional y, por ende, de escasos recursos.  

La Inspectoría se organiza internamente por salas vinculadas a temas laborales. En vista de que se trataba de buscar información sobre peticiones de trabajadores se trabajó con la sala de reclamos y con las salas de fuero maternal y de fuero sindical. 

Cuestionarios a usuarios de tribunales y órganos administrativos

Un estudio sobre el  procesamiento de las peticiones ante el aparato de administración de justicia no puede obviar la opinión de los usuarios de esos servicios. De ahí, que la investigación se planteó realizar una pequeña indagación sobre la opinión de los usuarios respecto al funcionamiento del sistema de administración de justicia. Para ello se diseñó un instrumento que permitiese indagar sobre varios temas: evaluación del desempeño de los distintos organismos, satisfacción con el servicio prestado y satisfacción con el trato recibido de parte del abogado, en caso de que lo hubiere.    

2..  Necesidades jurídicas potenciales de la población de escasos recursos


El presente estudio se planteó la necesidad de indagar sobre las necesidades jurídicas que no se expresan en ninguna instancia jurídica. Ciertos  problemas de los sectores de escasos recursos no son visualizados como jurídicos, no sólo por los sujetos que los sufren, sino a veces   por los abogados mismos  y por el personal vinculado a los servicios de asistencia jurídica del país.  Es lo que aquí se ha denominado las  necesidades jurídicas potenciales, es decir, aquellos problemas cuya solución no se percibe vinculada con la utilización del sistema de administración de justicia, a pesar de que se refieren a derechos y obligaciones jurídicas.  Dentro de las necesidades jurídicas potenciales se incluyeron además aquellas que, siendo asumidas como necesidades jurídicas, no se plantean ante los órganos formales de la administración de justicia. En la primera situación  podría hablarse de   derechos no asumidos como tales. Es el caso, de muchos asuntos vinculados a la seguridad social, a los problemas  ambientales,  al comercio informal, entre otros.  En estos casos, el problema puede ser asumido simplemente como un problema social y por ende ser canalizado a través de otras  instancias, fundamentalmente a través del sistema político
. En la segunda situación, se trata de una serie de derechos asumidos  como tales, para cuya protección no se utiliza el aparato jurídico. 


El hecho de que el problema no sea visualizado como la violación de un derecho, o que no se asuma que puede ser resuelto por el Sistema de Administración de Justicia,  es una seria limitación a la utilización del aparato judicial para lograr una más justa distribución de bienes sociales y de esa manera poder incidir sobre la desigualdad social. De ahí, que sea éste  un tema de gran trascendencia para la generación de políticas judiciales.

Taller focal con líderes de barrios

Las necesidades jurídicas potenciales se abordaron mediante la técnica del taller focal con líderes de barrio, ya que se partió del supuesto de que éstos eran una fuente privilegiada de información, por ser personas que canalizan y solucionan problemas en sus comunidades, y, en tal sentido, se supuso que si algunas situaciones no eran visualizadas por ellos como problemas jurídicos menos lo serían por los habitantes del barrio.

IV. ASPECTOS METODOLÓGICOS

1. Diseño de la investigación

La investigación pretendió responder a una serie de interrogantes que surgen en torno al acceso de las personas de escasos recursos al sistema  de administración de justicia.  En tal sentido, las preguntas que guiaron este estudio fueron, entre otras, las siguientes: ¿qué demandan esas personas ante los órganos jurídicos?, ¿dónde litigan y donde reclaman las personas de escasos recursos sus derechos?, ¿Cuáles son los principales obstáculos que se les presentan a esas personas para acceder al sistema jurídico?,  ¿Qué tipo de tratamiento le dan los  órganos jurídicos a los problemas planteados por dichas personas?

Para responder a las preguntas antes planteadas fue necesario seleccionar una muestra de los organismos objeto de estudio, así como de los expedientes  llevados en esos organismos durante un tiempo determinado. La recolección de información se realizó a través de la construcción de una serie de instrumentos para recabar datos de los expedientes, sobre las variables relativas a las interrogantes que se habían planteado.  

Los criterios para la  selección de la muestra de tribunales atendieron fundamentalmente a cuatro aspectos: la organización del tribunal, la disposición por parte del personal del mismo a colaborar con los investigadores, la disponibilidad de los expedientes en el tribunal y la ubicación del mismo. En relación con este último criterio, se trató de escoger tribunales cuya  competencia abarcase zonas en las cuales habitaran personas de escasos recursos.  

En lo que se refiere a los organismos administrativos que atienden solicitudes de los sectores de escasos recursos y participan en la solución de conflictos, se seleccionó la Inspectoría del Trabajo del Centro de Caracas y tres Procuraduría de Menores con competencia en organización familiar, ubicadas estas últimas en el edificio de los tribunales.  

Además de seleccionar los tribunales y organismos a estudiar, fue necesario, dadas las premisas de este estudio, tomar en cuenta el tipo de asunto a ser revisado, dando prioridad a aquellos litigios en los cuales se estimaba ubicar como demandantes o demandados a personas de escasos recursos.

Seleccionados los tribunales y los asuntos, se procedió a determinar la muestra de expedientes a revisar así como el período a estudiar. En la selección del período se decidió trabajar fundamentalmente con los asuntos sentenciados en el segundo semestre de 1999, para asegurarse que el expediente se encontrase aún en el tribunal.  En algunos casos, se incluyeron asuntos sentenciados en el primer trimestre del año 2000, ya que por diversas razones no se logró acceder al expediente originalmente seleccionado.

En lo relacionado con pensión de alimentos se trabajó también con asuntos ingresados en el primer semestre de 1999 para indagar cuántos de ellos se habían paralizado con la medida de pensión provisional. Se partió del supuesto de que es más probable que las personas de escasos recursos se conformen con esta medida y no impulsen el proceso hasta la sentencia definitiva.  En el siguiente cuadro se presenta un resumen de los asuntos seleccionados, muestra tomada y período a estudiar.    

Tipos de asuntos seleccionados de acuerdo a los diferentes  tribunales y órganos administrativos del Estado

	Tribunales y órganos administrativos
	Tipo de asunto
	Período estudiado
	Muestra seleccionada

	Tribunales de Familia
	1. Juicios de pensión de alimentos sentenciados


	Segundo semestre de 1999 y primer trimestre del año 2000
	Todos los asuntos sentenciados en 1999 y algunos de 2000  



	
	2. Juicios de pensión de alimentos introducidos
	Primer semestre del año 1999
	El 13% de los asuntos ingresados 



	
	3. Todo tipo de  asuntos
	Segundo semestre de 1999
	El 3% del total de los asuntos decididos 



	Tribunales del Trabajo
	1.Juicio de estabilidad laboral
	Segundo semestre de 1999
	Todos los juicios sentenciados

	
	2. Todo tipo de asuntos (excepto acción de amparo)
	Segundo semestre de 1999
	Todos los juicios sentenciados 

	
	3.Asuntos Perimidos:

tribunal tercero


	Meses (enero y febrero del 2000)


	El 20% de los asuntos perimidos en ambos tribunales

	
	tribunal quinto
	 Segundo semestre de 1999.
	

	Tribunales de Municipio
	1. Todo tipo de asunto
	Segundo semestre de 1999
	Todos los asuntos sentenciados

	
	2. Perimidos en el  tribunal decimocuarto
	Segundo semestre de 1999
	Todos los asuntos perimidos 

	Inspectoría del Trabajo del Centro de Caracas
	1. Todo tipo de asuntos
	Segundo semestre de 1999
	El 5% de  todos los asuntos terminados

	Procuradurías de Menores 
	1. Todo tipo de asuntos
	Segundo semestre de 1999
	El 5% del total de los asuntos introducidos


El desarrollo del estudio requirió la construcción de dos tipos de cuestionarios. El primero dirigido a obtener información de los expedientes (cuestionario tipo A) y el segundo a explorar la satisfacción de los usuarios con el servicio prestado en el sistema de administración de justicia y a evaluar su opinión sobre el desempeño del abogado (cuestionario tipo B). 

Los cuestionarios para recabar información de los expedientes se centraron en indagar sobre el tipo de litigio que se presentaba en los tribunales seleccionados, el tipo de asistencia jurídica, la duración de los juicios, las formas de finalizar los juicios y el desempeño de la asistencia jurídica. Esta última cuestión se exploró a través de la cantidad de páginas del expediente.  Dicho cuestionario fue diseñado tomando en cuenta el asunto (familia, trabajo, municipio) y el tipo de órgano (tribunal, Inspectoría o Procuraduría). Ello llevó a construir seis tipos distintos de cuestionario. 

En cuanto al cuestionario dirigido a obtener información referida a la satisfacción de los usuarios con el procesamiento de sus peticiones por el sistema de administración de justicia y su opinión sobre el servicio prestado por el abogado que lleva el caso, el mismo se elaboró en dos versiones: una dirigida a usuarios de tribunales y otra a usuarios de Procuradurías e Inspectorías. 
El objetivo de llevar a cabo un taller focal con líderes de barrio fue conocer las necesidades jurídicas potenciales, esto es, aquellos problemas cuya solución no se percibe vinculada con la utilización del sistema de administración de justicia, a pesar de que se refieren a derechos y obligaciones jurídicas, así como aquellos que, aunque se asumen como necesidades jurídicas, no se plantean ante los órganos del sistema.  

El taller fue moderado por dos de los investigadores integrantes del equipo de investigación, empleándose para ello un guión compuesto por grandes temas.

a. Cuáles son los principales problemas que se les presentan a los habitantes de los barrios y que pueden resolverse en una oficina pública. 

b. Cómo se resuelven en las comunidades esos problemas. Cuáles se llevan a las oficinas públicas y cuáles no.

c. De ser el caso, cuáles son los motivos por los cuales los problemas no son planteados o no son resueltos.

El taller focal se realizó con la participación de once líderes de comunidades del Área Metropolitana. Este grupo podía considerarse como homogéneo en cuanto a su composición, puesto que todos los participantes vivían en un medio similar y ocupaban una posición de liderazgo dentro de sus comunidades.

En síntesis, las técnicas de recolección de información utilizadas fueron variadas, dependiendo del objetivo perseguido y del sujeto o instancia de los cuales se pretendía extraer información, como puede observarse en el siguiente cuadro:

Técnicas de recolección de información utilizadas

	Sujeto o Instancias
	Tipo de instrumento
	Fin del instrumento
	Formas de aplicar el instrumento

	Expedientes en tribunales y Organismos administrativos
	Cuestionarios tipo A 
	Recolectar información acerca del procesamiento de las necesidades jurídicas sentidas de las personas de escasos recursos
	El instrumento fue aplicado a los expedientes de tribunales y órganos administrativos, por los 10 asistentes del Instituto de Derecho Privado 

	Usuarios de Tribunales y Organismos Administrativos
	Cuestionarios tipo B  
	Recolectar información acerca de la satisfacción de los usuarios con respecto al funcionamiento de los tribunales y órganos administrativos
	El instrumento fue aplicado a los usuarios de Tribunales y órganos administrativos, por los 10 asistentes del  Instituto de Derecho Privado.

	Líderes comunitarios o vecinales
	Taller Focus Group o Entrevista en Grupo
	Conocer acerca de las necesidades jurídicas potenciales de las personas de escasos recursos.
	Reunión con 13 líderes vecinales de diferentes zonas del área metropolitana de Caracas


2. Recolección de la información

La búsqueda de información sobre necesidades jurídicas sentidas comprendió la revisión de expedientes en los tribunales previamente seleccionados y la indagación sobre satisfacción de los usuarios de tribunales y organismos administrativos vinculados a la administración de justicia. 

Tribunales de Familia y Menores

El tipo de asunto  a estudiar en este órgano fue fundamentalmente el juicio de alimentos. Del resto de los asuntos allí ventilados se escogió una muestra.

Se analizó el 86% del total de expedientes de alimentos sentenciados entre los meses de julio a diciembre de 1.999. La idea había sido analizar la totalidad de los sentenciados durante ese período, pero no fue posible acceder a algunos de ellos.  En cuanto a los otros asuntos sentenciados, distintos de las pensiones de alimentos, se extrajo una muestra correspondiente al 5% de ellos, en la cual se incluyeron todos los casos de régimen de visitas, guarda y custodia y patria potestad. Con el resto de los asuntos, fundamentalmente divorcio y separación de cuerpos no contenciosa y rectificación de partidas, se completó la muestra. También hubo problemas para acceder a  estos expedientes, lo que redujo la muestra a un 3%.  Adicionalmente, se seleccionó una muestra de los asuntos ingresados en materia de pensión de alimentos durante el primer semestre de 1.999.

En el siguiente cuadro se indican los totales de los distintos tipos de asuntos en el conjunto de los cinco tribunales de familia y menores seleccionados, así como también las muestras de expedientes que fueron efectivamente revisados de cada tipo de asunto.

	Total de asuntos sentenciados de pensión de alimentos

186
	Porcentaje de asuntos sentenciados que fueron estudiados

86% (160)

	Total de otros asuntos sentenciados 

2.622
	Porcentaje de otros asuntos sentenciados que fueron estudiados

3% (81)

	Total de causas introducidas de pensión de alimentos

473
	Porcentaje de causas introducidas de pensión de alimentos que fueron estudiadas

13% (64)

	Total expedientes revisados


	305


Fuente: Copiador de sentencias y libro de causas

Tribunales del Trabajo

En estos tribunales, se trabajó con los asuntos sentenciados en el segundo semestre de 1999, excluyendo las acciones de amparo.  Los totales de dichos asuntos pueden verse en el siguiente cuadro.

	Total de sentencias en el juicio de estabilidad (incluidas las de perención de la instancia)
	Total de sentencias en otros juicios, excepto acción de amparo
	Total de asuntos sentenciados

	117
	103
	 219


Fuente: Copiador de sentencias

Se trabajó con todas las sentencias del período y adicionalmente se estudió una muestra de 20% de los asuntos perimidos en dos tribunales, ya que una gran proporción de los juicios por estabilidad laboral finalizan por perención de la instancia y era precisamente en este juicio donde se estimaba encontrar a trabajadores de escasos recursos.  

La perención nos indica la inactividad de las partes y esa inactividad, en los juicios de estabilidad, sugiere las dificultades que enfrenta el trabajador para activar el aparato judicial.  Adicionalmente, las estadísticas de los tribunales señalaban que la mayoría de los juicios perimidos eran los de estabilidad laboral, como se aprecia en el siguiente cuadro:

	Total de asuntos  perimidos
	Total de asuntos de estabilidad perimidos
	% de asuntos de estabilidad perimidos sobre el total asuntos perimidos

	377
	371
	98%


Fuente: Copiador de sentencias

De los juicios perimidos se revisó una muestra de un 20% en dos tribunales, correspondiente a 25 expedientes adicionales, lo que sumó un total de 220 expedientes revisados en los tribunales del trabajo.

 Para la selección de los juicios perimidos privó el criterio de la accesibilidad del expediente, es decir, que el expediente se encontrara en el tribunal.  Por ello, se trabajó en un tribunal con los asuntos perimidos en enero y febrero del 2000 y en otro con los perimidos en el segundo semestre de 1999.

	Juicios perimidos
	Cantidad de expedientes

	20% del total 
	25


Tribunales de Municipio

Para estudiar los asuntos en estos tribunales, se analizó el total de los juicios sentenciados en el período julio a diciembre de 1.999.  Adicionalmente,  en un tribunal se tomó una muestra del total de los asuntos perimidos durante el período, con el objeto de determinar si esa situación es más frecuente en las causas de los sectores de escasos recursos. En total, en los tribunales de municipio se revisaron 216 expedientes, correspondientes a 168 asuntos sentenciados y 48 perimidos. 

Inspectoría de Trabajo del Centro

 El total de expedientes inventariado en esta oficina, de casos introducidos en el segundo semestre de 1999, fue de 1850.  De ellos se escogió una muestra de aproximadamente un 5%. En la muestra se incluyeron unos 12 expedientes de la salas de fueros, para indagar el tratamiento de la estabilidad laboral en esas instancias. En total, se revisaron 98 expedientes.

Procuraduría de Menores- Civil Especial

  En esta instancia se analizaron los asuntos introducidos en el  segundo semestre de 1999 y del total de expedientes se escogió una muestra del 5%. Es decir, se revisaron 83 expedientes de todo tipo de asuntos.

En el siguiente cuadro se indica la cantidad de expedientes revisados en los distintos tribunales y órganos administrativos estudiados.

	Órgano
	Cantidad de Expedientes revisados

	Tribunales de Familia
	305

	Tribunales de Trabajo
	220

	Tribunales de Municipio
	216

	Inspectoría del Trabajo
	98

	Procuraduría de Menores
	83

	Total
	922


Satisfacción de los usuarios de tribunales y órganos administrativos vinculados a la administración de justicia

La indagación sobre la satisfacción con el procesamiento de las peticiones ciudadanas por el sistema de administración de justicia y respecto de la opinión sobre el desempeño del abogado, se realizó a través de la aplicación de cuestionarios a usuarios de los órganos judiciales y de los órganos administrativos seleccionados para este trabajo.  

Se aplicaron 200 cuestionarios según la distribución que se indica en el siguiente cuadro:

[image: image2.wmf]90

44,6

44,6

44,6

64

31,7

31,7

76,2

48

23,8

23,8

100,0

202

100,0

100,0

202

100,0

Inspectoría

Procuraduría

Tribunales

Total

Válidos

Total

Frecuencia

Porcentaje

Porcentaje

válido

Porcentaje

acumulado

Tabla de frecuencia Lugar en que se realizó la encuesta


Como puede observarse, el 75% de los cuestionarios fue aplicado a usuarios de servicios administrativos. La decisión de aplicar un mayor número de cuestionarios en la Inspectoría del Trabajo y en las Procuraduría de Menores se debió a que en estos organismos se atiende fundamentalmente a personas de escasos recursos, quienes asisten sin abogados, buscando ayuda para reclamar sus derechos. Puede decirse que estos organismos están orientados de hecho al servicio de estas personas. Por ende, era particularmente importante indagar sobre la satisfacción de los usuarios de esos servicios.

Por otra parte y como consecuencia de lo anterior, resultó mucho más fácil ubicar a personas de escasos recursos en estos organismos que en los tribunales, pues quienes acuden a los tribunales suelen ser los abogados de las partes. 

Necesidades jurídicas potenciales de las personas de escasos recursos

Las necesidades potenciales se indagaron fundamentalmente a través del taller focal  realizado con líderes de barrio. 

3. Criterios para determinar la estratificación social y construir una escala de clasificación por estratos

Un paso previo al procesamiento de los datos recogidos a través de la revisión de expedientes y de las encuestas a usuarios fue la determinación de los niveles de estratificación social y los criterios a utilizar para clasificar por estratos a los individuos que habían participado como demandantes o demandados en los juicios o que habían sido objeto de encuesta como usuarios de la administración de justicia. Debido a la importancia que este punto reviste para el presente estudio, es indispensable dedicarle un detenido tratamiento.

Para lograr los objetivos que se propone esta investigación, a saber,  estudiar el acceso de personas de escasos recursos a la justicia, se hizo necesario establecer los criterios para determinar la estratificación social de los individuos que acuden a los tribunales u órganos administrativos, con el fin de hacer una comparación entre el tratamiento que ellos reciben según el estrato al que pertenecen. Igualmente, se hizo necesario determinar o escoger una escala para la clasificación de los individuos, que coincidiera, en lo posible, con las escalas usualmente utilizadas en el país, con el objeto de permitir una comparación entre la distribución por estratos de la población venezolana en general, con la de la población que acude a los tribunales y organismos estudiados.

Es indispensable recordar, que la observación de campo planteada en el presente estudio, consiste en gran parte en el análisis de la información contenida en los expedientes que se llevan en algunos tribunales y órganos administrativos.  En consecuencia, para la determinación de los criterios de ubicación en la estratificación social hay que tomar en cuenta la disponibilidad en esos expedientes de los datos indicadores de posición socio-económica de los individuos que figuran en ellos.  Precisamente porque el supuesto formal es que todos los ciudadanos son iguales ante la ley y que todos tienen el mismo derecho de acudir ante los órganos de justicia para hacer valer sus derechos, en los expedientes no se hacen distinciones de nivel social.  Por lo tanto, la información que en ellos se incluye, respecto de los individuos que actúan como demandantes o demandados en los distintos procedimientos, es sólo la indispensable para su debida identificación y para hacer posible su ubicación, así como aquellos datos relativos a sus ingresos que sean necesarios para fundamentar las peticiones de las partes o las decisiones de los jueces o de los funcionarios administrativos, si es el caso.  No queda más remedio entonces que ensayar una clasificación a partir de los datos disponibles, que varían según se trate de un tipo de asunto o de otro y que pueden ser diferentes incluso de un expediente a otro, aunque se trate del mismo tipo de asunto.  En todo caso, esos datos son limitados y en ocasiones poco confiables.
La necesidad de adaptar el estudio a la información disponible en los expedientes obligó a tomar en cuenta como variables para definir la clase social, o indicadores de clase, el salario o sueldo del demandado en los juicios por alimentos, o del demandante en los de calificación de despido o de prestaciones sociales en materia del trabajo, la profesión u oficio del demandado o demandante y la ubicación de la vivienda de uno y de otro, sin que fuera posible hacer uso de ningún otro dato y, en el mejor de los casos, si aparecía información suficiente, haciendo uso combinado de los tres indicadores.  Obviamente, esta vía era la que más se adaptaba  a las características de la información de que se disponía para este estudio, de manera que, después de seleccionar los valores correspondientes a cada clase social, dentro de los indicadores previamente establecidos, se procedió a diseñar una matriz con las distintas combinaciones de esos valores que definirían la pertenencia a cada uno de los niveles socioeconómicos.

En cuanto al porcentaje estimado para cada nivel socioeconómico o clase social, los investigadores de opinión pública en Venezuela
 estiman que en la clase alta y media-alta (A-B) está ubicado entre el 2 y el 5 % de la población; en la clase media-amplia (C), de un 16 a 20%; en la clase media-baja entre el 30 y el 37%; y, en la clase marginal, entre el 40 y el 52%.

Estos porcentajes de la escala de distribución de la población venezolana por estratos socioeconómicos, son de gran utilidad para comparar la distribución de la población que utiliza el sistema de administración de justicia en los casos que serán objeto de análisis en el presente estudio. Para ello, fue necesario construir los estratos sociales que se utilizarían en esta investigación, mediante la utilización de la matriz mencionada arriba.

Es conveniente señalar, que los criterios utilizados en esta investigación para ubicar a una persona en un determinado estrato sólo coinciden parcialmente con los criterios empleados por los estudios de opinión.  En particular, la clase marginal de esta investigación coincide más con lo que se denomina “personas en situación de pobreza crítica” en otros estudios.  En este sentido el Proyecto Pobreza de la UCAB reportó para 1998 que el 29% de los hogares se encontraban en esa situación.

Construcción de los estratos sociales a partir de los indicadores

Como ya se explicó, los indicadores seleccionados en esta investigación para estratificar a las personas fueron ingreso, profesión y ubicación de la vivienda, ya que eran los más frecuentes en los expedientes.   A continuación se presentan los cuadros correspondientes a los distintos valores de cada indicador.

Indicador 1: Nivel de ingreso

	Estrato social
	Ingresos

	Clase alta 
	1.501.000 o más

	Clase media 
	701.000 a 1.500.000

	Clase media-baja 
	361.000 a 700.000

	Clase baja 
	120.000 a 360.000

	Clase marginal 
	Menos de 120.000


Indicador 2: La ocupación

	Estrato social
	Profesión

	Clase alta
	Profesionales universitarios en ejercicio libre de la profesión

Empresarios

Oficiales de alto rango de las Fuerzas Armadas

	Clase media
	Oficiales de mediano rango de las Fuerzas Armadas

Comerciantes al mayor (dueños de negocios)

Profesionales  universitarios bajo contrato de trabajo

	Clase media-baja
	Oficinistas (secretarias)

Comerciantes  al detal (no dueños de negocios)

Maestros

Técnicos superiores calificados

Suboficiales de la Fuerzas Armadas

	Clase baja
	Obreros calificados o no calificados del sector formal

Policías

Comerciantes del sector informal

	Clase marginal
	Trabajadores del sector informal, excepto los comerciantes

Personas en actividades marginales de sobrevivencia


Indicador 3: Ubicación de la vivienda

	Estrato social
	Ubicación de la vivienda

	Clase alta
	Urbanizaciones de lujo (Cerro Verde, Country Club, Lagunita Country Club, Chulavista, Valle Arriba entre otras)

	Clase media
	Urbanizaciones

	Clase media-baja
	Viviendas de interés social

	Clase baja
	Barrios consolidados (que cuentan con servicios básicos, en especial, teléfonos, farmacias, vías de fácil acceso)

	Clase marginal
	Barrios no consolidados (normalmente es la parte más alta o más baja del barrio consolidado) 


Como se señalaba en párrafos anteriores, los  indicadores socioeconómicos no se encontraban de forma similar en cada una de las muestras de expedientes revisados  en los tribunales y organismos administrativos estudiados, lo que no permitió utilizar los tres criterios en todos los casos. Ello hizo necesario construir categorías distintas para cada uno de ellos. 

En lo que respecta a las Procuradurías, la clase social se determinó de manera similar a como se hizo en los tribunales de familia y en la Inspectoría del Trabajo como se hizo en los tribunales de trabajo. 

La construcción de la clase social de los usuarios de los servicios se realizó en forma muy similar a la efectuada para los tribunales. Los indicadores que se utilizaron fueron semejantes, lo que llevó a construir una matriz de clasificación similar a la utilizada en los tribunales del trabajo. 

V.  LOS RESULTADOS


La información obtenida a través de las diversas técnicas utilizadas será expuesta y analizada siguiendo la división que ha guiado el diseño de esta investigación, es decir, se expondrá en primer lugar lo relativo a las necesidades jurídicas sentidas de la población de escasos recursos, para luego pasar a tratar la información sobre las necesidades jurídicas potenciales de esa misma población.

1. Necesidades jurídicas sentidas

Estas necesidades, como se mencionó, fueron investigadas en dos áreas en las cuales se esperaba encontrar como partes a personas de escasos recursos: el área de familia y el área laboral. En esas dos áreas se estudiaron, tanto los tribunales de primera instancia competentes en cada una de ellas, como los organismos administrativos que cumplían funciones de resolución de conflictos en la materia: las Procuradurías de Menores y la Inspectoría del Trabajo. Adicionalmente, se examinaron los asuntos que se ventilaban en los tribunales de municipio, por ser los de más baja cuantía.

1.1. Los Tribunales de Familia y Menores 

Se observaron expedientes en 5 de los 10 tribunales de primera instancia en lo civil de la circunscripción judicial del área metropolitana de Caracas, que tenían competencia en la materia de familia y menores, hasta abril del 2.000, fecha en la cual entró en vigencia la Ley Orgánica de Protección Integral al Niño y al Adolescente.  Para el momento del estudio, los tribunales de primera instancia estudiados eran competentes para conocer la materia regulada en el Libro Primero del Código Civil (De las personas) y en el Libro Segundo de la Ley Tutelar de Menores (Organización Familiar).

En los tribunales de familia y menores se ventilaban asuntos muy diversos, algunos de naturaleza contenciosa, muchos de naturaleza no contenciosa, siguiendo procedimientos también muy variados, desde el juicio ordinario, hasta procedimientos de carácter muy breve y flexible y aún sumario, incluso para asuntos contenciosos, como muchos de los que se referían a los menores de edad.

En estos tribunales se trabajó, en el presente estudio, fundamentalmente con expedientes de pensión de alimentos, aun cuando también se revisó una pequeña muestra de expedientes de otros asuntos.  Se partió del supuesto de que muchos de los asuntos relativos a las relaciones familiares eran susceptibles de afectar a la mayor parte de los individuos y de que en aquellos que se referían a la obligación de los padres de “mantener, asistir y educar a sus hijos”, era muy probable encontrar a personas de escasos recursos como demandantes o demandados, según se había constatado en investigaciones anteriores.

Los expedientes estudiados correspondieron a los sentenciados en el último semestre de 1.999, de los cuales se examinaron todos los de pensión de alimentos a los cuales se tuvo acceso  y una muestra de los demás asuntos, dando preferencia a los contenciosos. Además, se revisó una muestra de juicios de alimentos introducidos en el primer semestre del mismo año, para determinar la proporción de esos juicios que se paralizaban con la decisión que acuerda una pensión provisional.

A continuación se expone el análisis de la información recogida en los expedientes estudiados. En primer lugar se examinarán los de pensión de alimentos, para luego analizar los correspondientes a otros asuntos de familia y menores.

1.1.1. Procedimientos de alimentos

La Ley Tutelar de Menores contemplaba la “Prestación Alimentaria” en los artículos 43 y siguientes los cuales se referían a “deber de mantener, asistir y educar” a sus hijos que tienen los padres.  Tratándose de hijos menores, sus padres, representantes o guardadores, así como el resto de los parientes o funcionarios contemplados en el art. 45 de dicha ley, podían presentar la solicitud para la fijación de alimentos y el mismo juez competente podía iniciar de oficio el procedimiento.

Como criterio para fijar la pensión el Juez debía tomar en cuenta las necesidades del menor y los recursos económicos del obligado (art. 47 LTM). Esto responde a los lineamientos generales de la obligación alimentaria regulada por el Código Civil, que no sólo se refiere a la que tienen los padres con respecto a sus hijos menores, sino, en general, a una obligación cuyo cumplimiento puede exigirse en otra serie de supuestos.  La consideración especial que se da en estas disposiciones al cumplimiento de la obligación que tienen los padres de prestar alimentos a sus hijos menores, refleja la importancia que se le atribuye en nuestro ordenamiento, pues del cumplimiento de ella  depende, no sólo la sobrevivencia de los niños o adolescentes, sino su adecuado desarrollo físico e intelectual.

La fuerte garantía que el Derecho busca dar al cumplimiento de esta obligación incide, evidentemente, sobre las características de la regulación del procedimiento para reclamarla, el cual, es expedito y sin mayores formalidades. Para probar la existencia de esta obligación no se requiere otra prueba que la de la filiación de los hijos matrimoniales o reconocidos, mediante la correspondiente partida. Para los hijos nacidos fuera del matrimonio y no reconocidos la ley admite la prueba del vínculo de filiación, sólo para estos fines, a través de otras vías (art.44 LTM).

El análisis de la información recogida respecto de este juicio va a referirse fundamentalmente a los siguientes aspectos: qué se demandó y qué se sentenció en materia de alimentos, quienes demandaron y quienes fueron demandados, con qué tipo de asistencia jurídica contaron, qué montos de pensión de alimentos se discutieron, cómo se desarrollaron estos procedimientos,  cuánto duraron y cuál fue el resultado de estos juicios. Todo ello, evidentemente, con el propósito de llegar a conclusiones vinculadas con los objetivos que persigue este estudio.

Demandas y sentencias en materia de obligación alimentaria respecto de hijos menores

Dentro de los 224 expedientes revisados se tomaron en cuenta todo tipo de casos relativos a  alimentos para menores de edad, incluyendo las ofertas de alimentos que hace el obligado al guardador del menor.  Sin embargo, la mayoría  de los asuntos de alimentos examinados se referían a la fijación de  la pensión de alimentos.

No todos los asuntos examinados habían sido sentenciados, ya que se tomó una muestra de los introducidos en el primer semestre del año 1.999. De ellos, algunos ya habían sido sentenciados.  El total de asuntos sentenciados de alimentos entre los examinados fue de 160, lo que representa más del 71% del total.

Quienes demandaron y quienes fueron demandados por alimentos

Los procedimientos de alimentos suelen intentarse en su casi totalidad por mujeres, generalmente las madres.  Los demandados suelen ser hombres, generalmente los padres. De los casos examinados, el 96 % (214) de las demandantes eran mujeres y el 97% (217) de los demandados eran hombres.  Este dato se corresponde con el estereotipo sobre la división sexual del trabajo según el cual a la madre le corresponde asumir el cuidado y crianza de los hijos, mientras que el padre es responsable de su manutención.  Legalmente está establecido que ambos padres deben contribuir con esa manutención en la medida de sus posibilidades y cada vez se observa con mayor frecuencia en los expedientes de alimentos que los padres demandados alegan esa disposición en los casos en los cuales la madre también trabaja. Sin embargo, todavía es común la situación de la madre ocupada exclusivamente en los oficios del hogar, sobre todo cuando tiene hijos muy pequeños. En conclusión, se puede decir que en la casi totalidad de los casos los menores están al cuidado de sus madres por lo que son éstas las que generalmente demandan alimentos a los padres.

La clase social de demandantes y demandados en estos juicios se determinó de acuerdo con los criterios expuestos en la parte metodológica, utilizando los datos socioeconómicos que aparecían en el expediente, generalmente la ubicación de la vivienda, la profesión y los ingresos del padre demandado. Se catalogó así cada uno de los casos en una clase social. Cuando la pareja estaba o había estado casada o había vivido en concubinato estable, se construía la clase social de la pareja como tal; en cambio, en los casos de unión fortuita, se clasificaba el expediente privilegiando los datos socioeconómicos del demandante.

Los resultados de la clasificación arrojaron los siguientes resultados:
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Como se observa, más del 50% de las personas que demandaron o que fueron demandados en los procedimientos de alimentos eran de clase media, mientras casi un 45% lo era de clase baja. Es notable la importante participación de personas de niveles socioeconómicos medios y bajos en estos juicios, razón por la cual los mismos fueron seleccionados para este estudio. La proporción en que participaron los distintos estratos sociales no se corresponde con la pirámide de estratificación de la población venezolana. La participación de la clase alta (5%) es la única que se corresponde con la de esa clase en la mencionada pirámide. La clase media y baja están sobre representadas en la población que participó como demandantes o demandados en estos juicios.  Y lo que es más notable es la ausencia de la clase marginal, pues no apareció en los expedientes ninguna persona que pudiera clasificarse como tal, a pesar de que esta clase representa cerca del 30% de la población.  Aunque alguna de las madres demandantes hubiera podido clasificarse en ese estrato, si se hubiera dispuesto de datos socioeconómicos más precisos, los datos de los padres demandados, en los casos de matrimonio o de concubinato estable, conducían necesariamente a clasificar a la pareja como perteneciente a la clase baja.  En efecto, el reclamo de alimentos, para ser efectivo, requiere poder comprobar los ingresos y el lugar de trabajo del padre, para lograr la ejecución forzosa de la decisión si fuera necesario, lo que generalmente implica que el padre debe estar empleado en el sector formal de la economía, devengando cuando menos sueldo mínimo.

Asistencia jurídica de demandantes y demandados en los juicios de alimentos

En los siguientes cuadros puede observarse el tipo de asistencia jurídica con que contaron quienes aparecían como demandantes o como demandados en los expedientes de alimentos examinados, discriminados por clase social.

Asistencia del demandante por clase social en juicios de alimentos

	
	Procurador 38%
	Abogado INAM 

3%
	Abogado Privado

57%
	Sin asistencia

1%

	Alta
	
	
	100%
	

	Media
	20%
	2%
	73%
	5%

	Media baja
	32%
	1%
	67%
	

	Baja
	55%
	5%
	39%
	1%


Asistencia del demandado por clase social en juicios de alimentos

	
	Procurador

3%
	Abogado INAM

0%
	Abogado Privado

58%
	Sin asistencia

14%
	No compareció

25%

	Alta
	
	
	 64%
	27%
	9%

	Media
	
	
	73%
	15%
	12%

	Media  baja
	3%
	1%
	64%
	10%
	22%

	Baja
	5%
	
	46%
	16%
	33%


Como puede observarse, la clase baja utilizó, en un 60% de los casos, los servicios de los Procuradores de Menores y de los abogados del Instituto Nacional del Menor para introducir solicitudes de alimentos en los tribunales. La clase media también hizo uso de estos servicios aunque en menor proporción, notándose que su utilización iba decreciendo a medida que aumentaba el nivel socioeconómico de los usuarios.  Estos abogados públicos cumplían en este juicio un papel similar al de los abogados privados que las partes contratan, pero su función en materia de alimentos no se agotaba allí, ni era quizás la más importante, como se verá luego al analizar los datos extraídos de los expedientes que se llevaban en las Procuradurías. 

A pesar de la alta utilización de abogados gratuitos por parte de la población de los estratos bajos, sorprende el alto número de demandantes y demandados de ese nivel socioeconómico que en estos juicios contrataron a abogados privados para que los asistieran o representaran.  Otros datos a los que se hace referencia más adelante en este estudio, cuando se analizan los resultados del taller focal, permiten pensar que una cierta cantidad de los que aparecen como abogados privados son en realidad profesionales del Derecho que prestan asesoría gratuita en las clínicas jurídicas y otras organizaciones de desarrollo social, así como familiares o amigos de las partes.  Para casos como la pensión de alimentos, en los tribunales de familia y menores se llega en contados casos hasta a no exigir que los demandantes pobres estén asistidos por abogado, como fue confirmado en una entrevista hecha a un juez y como puede corroborarse en el cuadro sobre asistencia del demandante, y, aún más, cuando se trata del demandado. Menos aún se exigirá entonces la presencia del abogado en el tribunal para realizar muchas actuaciones, bastando que los documentos vengan firmados por un profesional del Derecho.  Esto podría explicar en parte el importante número de abogados privados que se observa asistiendo a personas de escasos recursos en estos juicios.

También llama la atención el relativamente alto porcentaje en que el demandado no comparece. Ahora bien, dada la característica de estos juicios, que rara vez son declarados sin lugar, se entiende que muchos demandados de pocos recursos opten por no defenderse al percibir que ello resultará poco útil, en vista de la obligación ineludible de la prestación de alimentos a los hijos menores.  La no comparecencia del demandado, o de su abogado, no impide que el juicio de alimentos continúe y llegue a sentencia.

Montos discutidos en los juicios de pensión de alimentos

Las estadísticas descriptivas sobre los montos de la pensión solicitada, de la pensión provisional y de la pensión fijada en la sentencia definitiva de los 83 juicios de fijación de pensión estudiadas, están contenidas en el siguiente cuadro.

Montos de la pensión de alimentos (en bolívares)

	
	Mínimo
	Máximo
	Media

	Monto solicitado*

(83 casos)
	2.000
	980.000
	197.102,41

	Monto provisional

(64 casos)
	2.000
	700.000
	89.604,36

	Monto sentenciado

(141 casos)
	3.654
	700.000
	106.928,84


*No en todos los casos se incluye una cantidad de dinero previamente determinada

en la solicitud de fijación de pensión de alimentos.

Como puede observarse el monto definitivamente acordado suele ser bastante menor que el monto solicitado, y aún más bajo es el monto medio acordado en los 61 casos en que se fijó una pensión provisional.  Este dato no puede extrañar ya que en el momento en que se dicta la pensión provisional, que normalmente es el de la admisión de la demanda,  todavía no se ha establecido de manera cierta la capacidad económica del obligado a prestar alimentos, por cuanto aún ni siquiera ha sido citado.

Llama la atención la distancia entre los extremos mínimos y máximos de los montos solicitados, provisionales y sentenciados, lo que tiene que ver con la heterogeneidad de los usuarios de estos tribunales y con el carácter simbólico de muchas de las pensiones decididas, en vista de la precariedad económica de un buen número de los padres condenados a pagar pensión.  Los casos estudiados fueron sentenciados en el último semestre de 1.999, de manera que los montos corresponden al valor de la moneda para ese momento. De ello puede concluirse que los montos mínimos señalados son verdaderamente irrisorios.  Por otra parte, la media de las pensiones acordadas es bastante baja, lo que se corresponde con la importante proporción de personas de modestos recursos en la población estudiada.

Los cuadros que siguen, sobre los montos sentenciados según la clase social y según la asistencia jurídica del demandante, dan una idea de las cantidades que están en juego en estos juicios, según la clase social de las partes, vinculada estrechamente con la asistencia jurídica.
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Este gráfico muestra muy claramente la relación directa entre los montos de la pensión definitiva y la clase social a la que pertenecen las partes. Cuando se trata de clase baja y media baja los montos se concentran en los intervalos de 0 a 50.000 bolívares y de esa cantidad a 100.000 bolívares, mientras que al 65 % de los casos de la clase media y al 100% de la alta se le asignaron pensiones superiores a los 100.000 bolívares.  En el 60% de los casos de clase baja se asignan pensiones de menos de 50.000 bolívares.  En esos casos se ubican los de aquellas personas que ganan salario mínimo y a quienes, según se pudo observar, se les había condenado a pagar 20.000 ó 30.000 bolívares mensuales como pensión alimentaria, incluso para varios niños.

Monto sentenciado y asistencia del demandante en juicios de alimentos

	Monto sentenciado
	Procurador
	Abogado INAM
	Abogado Privado
	Total

	Hasta Bs.50.000
	58%
	50%
	22%
	36%

	De 50.000 a100.000
	33%
	50%
	44%
	40%

	Más de 100.000
	9%
	
	       34%
	 24%



	Total
	100%
	100%
	100%
	100%


 En el cuadro anterior se evidencia que los Procuradores de Menores atendieron a las personas más pobres, ya que en los casos en que ellos actuaron se fijaron las pensiones más bajas. Podría pensarse que ello se debe a su menor diligencia en comparación con el abogado privado, pero otros datos, que serán analizados posteriormente, apuntan hacia la eficacia del trabajo de los Procuradores, por lo que esta interpretación, aunque no puede descartarse, parece menos plausible.

En lo que se refiere a los montos solicitados, los abogados privados aparecieron solicitando montos más altos que los Procuradores. En este último caso, los montos solicitados se concentraron en el intervalo más bajo (58% hasta 50.0000) y en el caso de los abogados privados, en los intervalos más altos (78% más de 50.000).  Esto posiblemente también esta asociado, al menos de manera parcial, con la clase social de los demandantes, aunque puede asimismo estarlo con la manera de trabajar del abogado privado, quien podría tratar de obtener el máximo posible, al ver en ello un indicador de su éxito como profesional. 

Desarrollo de los juicios de alimentos

En el desarrollo del procedimiento de solicitud de alimentos es necesario destacar un elemento que reviste especial importancia en este tipo de juicio.  Se trata de la asignación de una pensión como medida provisional, que el juez puede acordar, después de admitir la demanda de alimentos, si lo juzga necesario.  Precisamente, en consideración a dicha característica de los juicios de alimentos, se decidió en este estudio seleccionar una muestra de expedientes de asuntos introducidos en el primer semestre de 1.999, a fin de observar en qué medida se producía el fenómeno observado en investigaciones anteriores (no publicadas). Los resultados de estos estudios - sobre juicios de alimentos introducidos entre 1.984 y 1.989 - habían revelado que en el juicio de alimentos se fijaba pensión provisional en más del 70% de los casos y que en los mismos, con bastante frecuencia (40%), el procedimiento llegaba tan solo a la medida de pensión provisional, acompañada del embargo preventivo de la parte correspondiente del salario del padre, así como de sus prestaciones sociales. Este hecho parecía indicar que, al satisfacerse a través de estas medidas el interés del demandante en el procedimiento de alimentos, éste dejaba de impulsar el proceso por lo que el mismo se paralizaba sin llegarse a dictar la sentencia, y, por tanto, sin fijarse la pensión definitiva.

Sin embargo, los datos recogidos en la presente investigación parecen demostrar que en esta materia se han producido cambios.  Se observa, en primer lugar, una disminución de la tendencia a fijar pensión provisional (sólo se fijó en 30% del total de casos revisados).  Por otra parte, los casos no sentenciados en los cuales se había dictado la medida de pensión provisional parecen haberse reducido, aunque las diferencias en la construcción de la muestra no permiten sino una comparación tentativa con la investigación anterior en este aspecto.  Ciertamente, todavía existe un no despreciable número de casos entre los no sentenciados, habiendo transcurrido un tiempo que supera el promedio para sentenciar (véase el cuadro sobre duración de los juicios), y en los cuales se había fijado una pensión provisional (34% de los no sentenciados), lo que puede significar que la demandante se había conformado con la medida y no había seguido impulsando el proceso.  Sin embargo, este fenómeno, observado en las investigaciones mencionadas, parece haber disminuido considerablemente. Esto es coherente con lo expresado por uno de los jueces a quien se entrevistó y quien sostuvo que prefería no acordar pensión provisional sino sentenciar prontamente, lo que parece además confirmarse con los datos sobre duración de estos procedimientos.

Por otra parte, las pensiones provisionales se acordaron con más frecuencia en los casos de clase baja y media baja, como lo demuestra el siguiente gráfico.
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Este hecho podría estar asociado al tipo de asistencia jurídica, ya que en los casos observados la pensión provisional se acordó con más frecuencia cuando el demandante estaba asistido por el Procurador que cuando lo estaba por un abogado privado. En el cuadro que sigue pueden verse las cifras correspondientes a este aspecto.

Pensión provisional y asistencia jurídica del demandante

	Pensión provisional
	Procurador
	Abogado Privado

	Se acordó 
	34%
	28%

	No se acordó 
	66%
	72%

	Total
	100%
	100%


Los jueces a quienes se entrevistó señalaron que cuando quien asistía era el Procurador, el caso llegaba al tribunal con los recaudos necesarios para fijar la pensión provisional (constancia de salario fundamentalmente).  Esto sería una de las razones que explicarían que se dictara esta medida con más frecuencia cuando el demandante estaba asistido por el Procurador, así como también que ella se dictara más rápidamente.

En efecto, el tiempo que transcurre desde que se introduce la demanda hasta que se acuerda la pensión es algo menor en los casos en que asistía el Procurador que en los casos en los cuales asistía un abogado privado. Esa decisión se produjo en el 70% de los casos antes del mes de introducida la demanda cuando asistió el Procurador y en 56% de los casos cuando se trató de abogado privado.  Sin embargo, en el 90% de todos los casos la medida se dictó antes de 3 meses. De aquí que pudiera también pensarse que el hecho de que se fije pensión provisional se relaciona más con la gravedad y urgencia de la situación que se enfrenta, como lo dispone la propia Ley Tutelar (art. 58),  que con otros factores. En la investigación anteriormente realizada se observó en cambio que el fijar la pensión provisional parecía estar dentro de la rutina del tribunal en estos casos.

El resto de las actuaciones que se realizan durante el procedimiento de alimentos fueron apreciadas globalmente mediante la determinación del número de páginas que contenían los expedientes. Este es un indicador que de manera gruesa puede dar una idea del trabajo del abogado, de la complejidad y abundancia de las pruebas, entre otros elementos del desarrollo del proceso.  En el gráfico sobre número de páginas puede apreciarse el escaso volumen que tienen estos expedientes en general, con lo cual se evidencia la relativa poca complejidad de este juicio, en el cual no suelen presentarse otras pruebas que las partidas de nacimiento de los menores y los recibos de la escuela, el médico y otros gastos por el estilo, así como las constancias de sueldo emitidas por el lugar de trabajo del padre o, en algunos casos, los estados de sus cuentas bancarias.  Las actuaciones de las partes tampoco suelen ser muy abundantes. Como puede observarse en el siguiente gráfico, los expedientes tienden a concentrarse en menos de cincuenta páginas.
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Algunos expedientes eran sin embargo voluminosos, denotando una mayor controversia y un mayor trabajo del abogado, variables ambas que pueden asociarse a una mayor capacidad económica de las partes.  En los siguientes cuadros puede apreciarse la relación del número de páginas del expediente con el tipo de asistencia jurídica del demandante y con la clase social en la cual se ubicaban las partes, lo cual confirmaría las hipótesis anteriormente enunciadas.

Número de páginas del expediente y asistencia jurídica del demandante

	Número de páginas
	Procurador
	Abogado privado

	0-50
	58%
	42%

	51-100
	29%
	28%

	101-150
	9%
	14%

	151 y más
	4%
	16%

	Total
	100% (86)
	100%(128)


Número de páginas del expediente y clase social

	Número de páginas
	Clase alta
	Clase media
	Clase media baja
	Clase Baja

	0-50
	9%
	29%
	40%
	70%

	51-100
	27%
	32%
	36%
	21%

	101-150
	
	22%
	15%
	6%

	151 y más
	64%
	17%
	       18%
	3%

	Total
	100% (11)
	100% (41)
	100%      (72)
	100%   (100)


Un dato que apoya la hipótesis anterior es que el número de páginas que tenían los expedientes es aún mayor en los casos en los cuales el demandado también era asistido o representado por un abogado privado.

Duración de los juicios de alimentos 

La duración de estos procesos parece haber tendido a recortarse si se comparan los datos de este estudio con la información recogida en la investigación anterior ya citada, según la cual el promedio de duración se ubicaba en 22 meses. En el cuadro que sigue se puede observar que la duración media de los juicios de alimentos, en el momento que se realizó el estudio, era de algo más de 7 meses.  Sin embargo, la duración máxima registrada era, con todo, muy alta.

Duración del juicio de alimentos

	Duración 
	Mínimo
	Máximo
	Media
	Total de casos

	Hasta la pensión
	0 (menor a 1 mes)
	24 meses
	1,31 meses
	24

	Hasta la sentencia
	0 (menor a 1 mes)
	86 meses
	7,37 meses
	86


Resulta de nuevo interesante relacionar la duración del juicio hasta la sentencia con el tipo de asistencia jurídica que tuvo el demandante y con la clase social a la que pertenece.  En lo que respecta la asistencia jurídica, en el gráfico pueden observarse los resultados de esa relación.
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También es notable la relación que existe entre el nivel social de las partes, que a su vez se relaciona con el tipo de abogado que las asiste, y la duración de estos juicios. Cuando se trata de clase alta, los juicios duraron más (el 66 % duró entre 6 meses y dos años), no así cuando las partes pertenecían a estratos más bajos, en cuyo caso se observó que los juicios eran más cortos mientras más bajo era el estrato de que se tratara (el 79% de los casos de clase media baja duraron menos de seis meses y cuando se trataba de clase baja, el 82% de los casos tuvieron esa misma duración). 

Para los demandantes de mayor nivel socioeconómico parece ser menos importante la rapidez con que se fija la pensión que el monto de la misma.  En estos casos, debido a la capacidad económica del obligado, ese monto tiene un margen dentro del cual puede variar, en función de la habilidad de los abogados de las partes para convencer al juez de la justeza de sus peticiones.  Esto no ocurre cuando se trata de demandados que perciben un ingreso moderado o bajo.   Esta circunstancia explica en gran parte por qué los juicios de las personas de clases más bajas, que son las más frecuentemente asistidas por el Procurador, tienden a ser de menor duración que los que atañen a personas de clase alta o media. Adicionalmente, los demandantes en estos casos están más necesitados de la pensión, lo que explica la menor duración de estos juicios.

Resultado de los juicios de alimentos

Como se dijo antes, este juicio fue declarado con lugar en la casi totalidad de los casos. En la muestra estudiada apareció un solo caso que se declaró sin lugar.  En la investigación anterior, varias veces mencionada, de un total de 309 casos estudiados, aparecieron sólo dos casos de juicios declarados sin lugar. En la gran mayoría de los casos es inevitable que el padre renuente a contribuir con la manutención de su hijo sea condenado a hacerlo, aunque se trate de un monto más o menos simbólico en aquellos casos en los cuales se demuestra la falta de capacidad económica del obligado alimentario.

Comentario final

El juicio de pensión de alimentos se muestra, de acuerdo con el análisis de los datos, tan sencillo en su práctica, como en su regulación.  Es un juicio de resultado seguro, a través del cual las madres de los estratos bajos pueden, con razonable certeza, obligar al padre de sus hijos, empleado en el sector formal de la economía, a contribuir con la manutención de los mismos, aliviando así en parte su precaria situación económica. 

El papel que cumple el Procurador en estos juicios es el de asistir a las madres de estratos bajos que no han podido lograr, a través de la conciliación en la Procuraduría, que el padre de sus hijos les pase la pensión a que está obligado. De los datos recogidos se observa la diligencia de los Procuradores, que logran en un mayor número de casos que se dicte la pensión provisional, y que, aunque realizaron menos actuaciones que los abogados privados y obtuvieron un monto de pensión más bajo que ellos, lograron sin embargo que se sentenciara más rápidamente, posiblemente por su dedicación y especialización en estos asuntos y en función de la mayor necesidad y urgencia que existe en los casos que atienden.

1.1.2. Otros asuntos de familia y menores

La muestra seleccionada de otros asuntos sentenciados en el último semestre de 1.999 en los mismos tribunales, pretendió ser aleatoria, a fin de que fuese representativa del universo de asuntos.  Sin embargo, el escollo que representó el gran número de expedientes terminados en ese año que ya habían sido enviados al archivo judicial para abril del 2.000, fecha en la cual se realizó este estudio, obligó a disminuir el número de expedientes que pudieron revisarse y a sustituir muchos de los casos seleccionados aleatoriamente, por otros asuntos sentenciados que estaban todavía en el tribunal, incluso algunos del año 2.000.  En vista de que la selección aleatoria estaba descartada se decidió privilegiar los asuntos contenciosos de menores, los cuales, por ser más complejos que, por ejemplo, los divorcios por el 185-A, poseen mayor información sobre  datos socioeconómicos y en ellos puede apreciarse mejor la calidad de la actuación de los abogados de las partes. Por ello, este tipo de caso está sobre representado en la muestra que se examinó. También se escogieron todos los expedientes disponibles de rectificación de partidas, por considerarse que son asuntos en los cuales puede aparecer un mayor número de personas de escasos recursos.

La muestra estudiada estuvo integrada por 71 expedientes.   Ella representa, el 3% de los expedientes de los asuntos de este tipo que figuraban como sentenciados en los libros copiadores de sentencias en los 5 tribunales estudiados.  El examen de una selección del resto de los asuntos decididos en los tribunales de familia y menores permite tan solo una exploración de lo que allí ocurre y no puede considerarse representativo del total de esos asuntos.

El análisis de los datos recabados en estos expedientes se dividirá de acuerdo con las siguientes interrogantes: qué otros asuntos fueron estudiados en los tribunales de familia y menores, quienes demandaron y fueron demandados en esos asuntos, qué tipo de asistencia jurídica tuvieron los demandantes y los demandados y cuánto duraron los procesos en esos casos. Esto permitirá tener una idea general del resto de los asuntos que a la vez hará posible su comparación con el juicio de alimentos.

Otros asuntos estudiados entre los  procesados por los tribunales de familia y menores

En el cuadro siguiente puede observarse la frecuencia de cada tipo de expediente en la muestra estudiada.

Tipo y frecuencia de asuntos estudiados

	185-A
	17 (23%)

	Acción merodeclarativa por testamento
	1 (1%)

	Autorización para comprar
	1 (1%)

	Divorcio
	6 (9%)

	Guarda y custodia
	7 (10%)

	Inquisición de la paternidad
	2 (3%)

	Inserción y rectificación de partidas
	10 (14%)

	Interdicción
	2 (3%)

	Privación de patria potestad
	4 (6%)

	Reconocimiento de concubinato
	1 (1%)

	Régimen de visitas
	4 (6%)

	Separación de cuerpos por mutuo consentimiento.
	15 (21%)

	Violencia contra la mujer
	1 (1%)

	Total
	71 (100%)


En el próximo cuadro los tipos de asuntos están agrupados según su naturaleza contenciosa o no contenciosa.  Para ello no se utilizó un criterio estricto desde el punto de vista jurídico, sino más bien un criterio práctico que buscaba distinguir entre los asuntos en que suele darse un mínimo de contención efectiva entre las partes y aquellos que resultan meros trámites de tipo administrativo, aunque no puedan, en propiedad, calificarse de asuntos de jurisdicción graciosa.
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Entre los asuntos revisados, como se dijo, se privilegiaron los contenciosos de menores y los que tenían que ver con partidas del estado civil. Este hecho hace más significativo aún el dato que muestra la preponderancia en la muestra seleccionada de asuntos “no contenciosos”, los cuales, si se añaden a los casos de rectificación o inserción de partidas, en la práctica también asuntos donde no se da contención, sumarían más del 64% del total de asuntos sentenciados. Más aún, en los libros copiadores de sentencias no suelen incluirse muchas decisiones de “jurisdicción graciosa”, como serían las autorizaciones. Puede afirmarse entonces que los asuntos “no contenciosos” que manejaban estos tribunales representaban una proporción muy considerable del total de asuntos, con las implicaciones que este hecho tiene sobre el volumen de trabajo del tribunal y sobre el tiempo del juez, afectando la función específica propia de los tribunales que es la de dirimir conflictos.

Quienes aparecían como demandantes y como demandados en los asuntos revisados

En primer lugar, se observó una diferencia con las pensiones de alimentos en cuanto al sexo de los demandantes en estos asuntos. Hay que hacer la salvedad de que en algunos casos no se dan las dos figuras del demandante y el demandado. Por el contrario, en muchos lo que existe es un solicitante (rectificaciones de partidas) o dos solicitantes que actúan conjuntamente (divorcio por el 185-A y separación de cuerpos). Entonces, de los 39 casos en los cuales existía un demandante o solicitante, un 56% de ellos eran mujeres, lo que sigue resultando alto si se compara con otros juicios examinados en este estudio, en los cuales los demandantes masculinos son más numerosos que los de sexo femenino.  La razón de esta diferencia puede buscarse, al menos en parte, en que se trata de asuntos relativos a la familia y a los niños, materia que culturalmente se asocia al rol de la mujer.

Quienes intervinieron en estos asuntos eran de niveles socioeconómicos más altos que los observados en la materia de alimentos, aunque sigue notándose una preponderancia de las clases media baja y baja, entre las cuales sumaron el 69%. En estos asuntos tampoco intervinieron personas de clase marginal.

Igualmente se observa una mayor representación de la clase alta, que supera la proporción en que ella figura en la pirámide de estratificación venezolana. Estos resultados son conservadores en este sentido, ya que se dio preferencia en la selección a los asuntos contenciosos de menores y a las rectificaciones de partidas, en los cuales es posible que haya una preponderancia de los estratos bajos. En otros asuntos, como se evidencia en el siguiente cuadro, hay una mayor representación relativa de los demandantes de clase alta y media.

Tipo de asunto y clase social

	Tipo de asunto
	Clase alta
	Clase media
	Clase media baja
	Clase baja
	Total

	185-A
	6% (1)
	24% (4)
	29% (5)
	41% (7)
	100% (17)

	Acción merodeclarativa por testamento
	
	100% (1)
	
	
	100% (1) 

	Autorización para comprar
	
	100% (1)
	
	
	100% (1) 

	Divorcio
	
	17% (1)
	50% (3)
	33% (2)
	100% (6) 

	Guarda y custodia
	14% (1)
	
	29% (2)
	57% (4)
	100% (7) 

	Inquisición de la paternidad
	50% (1)
	
	50% (1)
	
	100% (2) 

	Inserción y rectificación de partidas
	
	10% (1)
	30% (3)
	60% (6)
	100% (10)

	Interdicción
	50% (1)
	
	50% (1)
	
	100% (2) 

	Privación de patria potestad
	
	25% (1)
	50% (2)
	25% (1)
	100% (4) 

	Reconocimiento de concubinato
	
	
	
	100% (1)
	100% (1) 

	Régimen de visitas
	
	50% (2)
	50% (2)
	
	100% (4) 

	Separación por mutuo consentimiento
	7% (1)
	40% (6)
	33% (5)
	20% (3)
	100% (15) 

	Violencia contra la mujer
	
	
	
	100% (1)
	100% (1) 

	Total
	7% (5)
	24% (17)
	34% (24)
	35% (25)
	100% (71)


Asistencia jurídica de las partes 

En los expedientes distintos a los de alimentos que se examinaron en los tribunales de familia y menores se observa un predominio de abogados privados en lo que respecta a la asistencia jurídica del demandante (87%), mientras que el Procurador asiste en sólo 10% de los casos y no aparece asistencia en un 3% de los casos. La asistencia del Procurador se concentró, como era previsible, en los asuntos contenciosos de menores (guarda y custodia, privación de patria potestad, régimen de visitas), mientras que los abogados privados se encontraban asistiendo en todos los asuntos.

En lo que se refiere al demandado, también predominan los abogados privados, aunque en menor grado (54%), porque aumentan los casos en que el demandado no aparece asistido (22%) o no comparece (21%). El Procurador aquí figura poco (3%).
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Si se examina este aspecto en relación con la clase social, se observa que tanto los demandantes como los demandados de clase alta y media estuvieron asistidos por abogados privados en  todos los casos.  Por su parte, los demandantes de clase media baja y baja contaban con abogado privado en  82% de los casos, con la asistencia del Procurador en 14% de ellos y aparecían sin asistencia en otro 4%.  Los demandados de las clases media baja y baja se encontraban asistidos por el Procurador sólo en 4% de los casos y en el resto de aquellos en que comparecieron con asistencia jurídica, los asistían abogados privados (47%).

Sobre el sorprendentemente alto número de abogados privados que aparece asistiendo a la clase baja y media baja en estos casos, puede decirse lo mismo que se dijo con respecto a los juicios de alimentos: una parte de ellos es muy probable que sean abogados que presten asistencia jurídica gratuita.  En efecto, al entrevistar al juez de uno de los tribunales de familia y menores, éste afirmó que en los casos de divorcio por el 185-A, y, presumiblemente también en los de separación por mutuo consentimiento, si los demandantes o solicitantes traían su escrito firmado por un abogado de los que prestan asesoría en la Alcaldía del Municipio Libertador o en una Clínica Jurídica, no se les exigía la presencia del abogado en el tribunal.  Esto fue corroborado por uno de estos abogados que a su vez fue entrevistado.

Duración de los procedimientos

La multiplicidad de procedimientos que se seguían en los tribunales de familia y menores para ventilar los variados asuntos que en ellos ingresaban no permite establecer una duración general de los mismos. Sin embargo, es interesante observar lo que aparece en la muestra de asuntos estudiados, en el sentido de que la mayoría de los procedimientos en estos tribunales son de muy corta duración.  Este hecho se asocia a la alta frecuencia con que allí se atienden asuntos que se ventilan con un procedimiento muy sencillo, para el cual la ley pauta lapsos muy cortos.  Es el caso del divorcio por el 185-A y de las rectificaciones de partida, las cuales se producen generalmente por errores materiales.

De los datos recogidos se observa una duración de menos de dos meses en más de la mitad de los asuntos. Sin embargo, también es cierto que más de una cuarta parte de los procedimientos duraron un año o más. Esto probablemente corresponde a la duración efectiva de aquellos en que se da una verdadera contención entre las partes, muchos de los cuales se dirimen por el juicio ordinario.

Se observó que la clase social de las partes no parece afectar la duración de los procedimientos, la cual viene determinada fundamentalmente por el tipo de asunto de que se trata.  El tipo de asistencia jurídica tampoco parece tener en esta materia mayor incidencia debido a la preponderancia en estos casos de los abogados privados.

Comentario final

La heterogeneidad de los asuntos que se atendían en los tribunales de familia y menores exigiría un estudio asunto por asunto para poder llegar a unas conclusiones más firmes y detalladas. De esta exploración, sin embargo, pueden extraerse algunas conclusiones tentativas de tipo general, además de lo ya señalado en cuanto al sexo de los demandantes y su clase social. Por lo pronto, se confirman los presupuestos de que se partió para escoger estos tribunales ya que a ellos acuden con frecuencia individuos ubicados sobre todo en los niveles socioeconómicos medios, así como también, en los bajos, de la población.  Es notable sin embargo el alto índice de asistencia por abogado privado, lo que merece una investigación mayor, pues esta circunstancia no permite, para el nivel del análisis realizado, una comparación entre el tratamiento de las distintas clases en estos tribunales.

Adicionalmente, es necesario hacer un comentario apreciativo de la medida en que estos tribunales en su conjunto pueden o no estar satisfaciendo la demanda de servicios de justicia en el área de familia y menores.

En la publicación de los resultados de una investigación realizada a principios de los años ochenta, dirigida por Rogelio Pérez Perdomo (1985: 155), éste sostenía que “los tribunales con competencia en materia civil y/o de menores son muy poco numerosos para atender un número alto y creciente de casos (lo que ocasiona) congestión en los tribunales y demora en la decisión, con grave perjuicio de encontrar la solución rápida, muchas veces urgente, que requiere el tipo de problema”. Ofrecía como demostración el aspecto general de intensa ocupación que ellos presentaban y la consabida demora en la solución de los juicios, sólo superada a través de la presión de los abogados. 

Para dar una idea del nivel de ocupación, dividía el número de asuntos ingresados en esas materias (23.398 asuntos de menores y 54.506 de familia) entre los tribunales con esa competencia (67 tribunales, de los cuales únicamente 40 conocían sólo de esos asuntos) lo cual resultaba en un total de 1.162,7 asuntos por tribunal. Si para el comienzo del año 2.000 – 20 años después – sacamos la misma cuenta
: 148.581 asuntos ingresados en la materia de familia y menores, entre 139 tribunales que tienen competencia civil y/o de menores, de los cuales únicamente 56 atendían sólo estos asuntos hasta abril del 2000), ello nos da un resultado de 1.069 asuntos por tribunal, un volumen bastante cercano al que existía hace 20 años.

Ahora bien, en esta investigación se pudo observar que el número de causas en un solo tribunal supera esa cantidad, sin que se incluyan todos los asuntos de jurisdicción graciosa, lo que indica que en muchos tribunales el volumen de asuntos supera bastante la cantidad que resulta de esa división.  Para el momento en que se realizó esta investigación, era todavía un hecho común observar un ambiente de alta ocupación en estos tribunales, sobre todo a las horas de despacho, y muchos asuntos, como pudo observarse, tardaban en ser solucionados.

De la observación realizada del ambiente  físico y de los recursos con que cuentan estos y otros tribunales, en los cuales el presupuesto no alcanza ni para comprar el papel que se utiliza y donde las pocas computadoras que allí se encuentran son propiedad de los escribientes o del juez, puede deducirse que los mismos no trabajan en condiciones que les permitan ser eficientes.

 
Pero también observamos, que el grueso de la tarea de estos tribunales lo constituyen procedimientos muy sencillos y de corta duración. Aquellos asuntos más urgentes, como los de pensión de alimentos, suelen resolverse en relativamente poco tiempo, sobre todo cuando quien asiste al demandante es el Procurador de Menores.

Todas estas observaciones llevan a pensar que la eficiencia de estos tribunales puede haber mejorado en estos 20 años, sin que ello suponga necesariamente concluir que se haya solucionado el problema del acceso a la justicia en esta materia, quizás ni siquiera para aquellos que pueden pagarla.

La entrada en vigencia de la LOPNA provocó un caos momentáneo por la falta de preparación para el cambio, a pesar del largo período de vacatio legis.  Ello puede haber resultado en nuevos obstáculos para el acceso a la justicia por parte de todos, pero, evidentemente, más para quienes cuentan con menos recursos.  Es posible que esos obstáculos hayan sido sólo temporales y que, a la larga, algunos de los cambios, como la oralidad de los juicios, entre otras novedades, una vez que se hayan regularizado y que exista familiaridad con su uso, puedan traer una mayor eficiencia y eficacia de estos tribunales, con las consiguientes consecuencias beneficiosas para el acceso a la justicia.  Por otra parte, la creación de un considerable número de nuevos tribunales con competencia en materia de niños y adolescentes puede haber redundado en una mejor atención de las necesidades jurídicas en esta área. Todo ello debería ser evaluado, mediante una investigación rigurosa, una vez que haya transcurrido un tiempo prudencial después de la entrada en vigencia de la nueva ley. 

1.2. En las Procuradurías de Menores  

El Procurador de Menores compartía con el Juez de Menores y con los órganos administrativos competentes la función tutelar o protectora de los niños y adolescentes, en tanto que funcionario del Ministerio Público. La Ley Tutelar de Menores derogada
 (artículo 151) establecía las atribuciones de este funcionario entre las cuales estaban: 1. La representación de los menores, en el sentido de hacer valer sus derechos cuando no fueren ejercidos por falta o negligencia de sus representantes legales y de ejercer todo tipo de acciones en que tuvieran interés los menores; 2. La vigilancia de la aplicación de las normas de protección al menor, lo que implicaba la facultad de intervenir en todo procedimiento en que tuvieran interés los menores y la de velar por el cumplimiento de los lapsos y términos legales.  Adicionalmente, las Procuradurías del área civil fueron de hecho asumiendo cada vez más funciones conciliadoras, constituyéndose en una instancia de solución alternativa de conflictos, principalmente en los casos de obligación alimentaria, régimen de visitas, e incluso en problemas de guarda.

El examen de expedientes en estas oficinas se realizó en tres de las que habían sido Procuradurías de Menores con competencia en civil especial (organización familiar) hasta marzo de 2000. La muestra de expedientes se extrajo del total de los casos que habían sido planteados ante esas oficinas en el último semestre de 1999, los cuales se encontraban todos en los archivos correspondientes.  En total se examinaron 83 expedientes.

Las Procuradurías con competencia en civil especial conocían de los siguientes asuntos:

· Guarda y custodia: privación, modificación, restitución y cesión.

· Pensión de alimentos: fijación, revisión y ofrecimiento

· Incumplimiento de la obligación alimentaria

· Tutela

· Curatela

· Bienes de Menores

· Autorizaciones para Viajar

· Autorizaciones para contraer matrimonio 

Las atribuciones de las Procuradurías se regulaban por la Ley Tutelar,  para el momento en que fueron planteados los casos estudiados. Una de las funciones que tradicionalmente habían ejercido los Procuradores de Menores, en cumplimiento de sus atribuciones, era la de actuar en los tribunales en nombre y representación del menor o asistiendo, generalmente a la madre, en el reclamo de derechos relativos a niños y adolescentes. Ello  pudo observarse al analizar, en este mismo estudio, los asuntos de alimentos planteados ante los tribunales.  Sin embargo, como se verá, la función del Procurador no se agotaba, ni mucho menos, en su actividad en tribunales. Como ya se mencionó, las Procuradurías desempeñaban además una considerable labor dirigida a resolver mediante la conciliación los casos que les eran planteados. 

En el siguiente cuadro se recoge el número de asuntos de guarda, visitas, alimentos y autorizaciones para viajar, introducidos en las Procuradurías del área metropolitana de Caracas, en el período julio a diciembre del año 1999, haciendo una comparación entre los casos que fueron tramitados ante el tribunal y los que fueron resueltos en la Procuraduría por actas, es decir, a través de la conciliación.

Procuradurías de Menores  de Caracas (julio-diciembre 1999)

	
	Tramitados en tribunal
	Acta de Procuraduría

	Guarda
	57
	161

	Visitas
	58
	161

	Alimentos
	229
	449

	Autorizaciones de viaje
	114
	562


A escala nacional la actividad de las Procuradurías en la materia de organización familiar llegó a ser muy voluminosa. Para el año 1999, se registraron un total de 19.299 asuntos atendidos en esta materia específica, entre los cuales, las pensiones de alimentos llegan a un 49% (9.374 casos), los casos de guarda al 17% (3,261 casos), los de visitas al 13% (2.524 casos) y las autorizaciones al 21% (4.140 casos). Cabe destacar que estas oficinas atendían sobre todo a personas de clase media baja y baja, como se verá de la información obtenida de los expedientes en las Procuradurías, así como de la que se obtuvo a través de la encuesta a los usuarios.

La información sobre Procuradurías, fue recogida a través de un cuestionario que se adaptó al tipo de procedimiento seguido en estas oficinas para tramitar los casos que se les planteaban. Los procedimientos se iniciaban con una solicitud en donde se asentaban las peticiones y alegatos de quienes acudían a la oficina. Los funcionarios informaban a los usuarios sobre sus derechos, sobre las alternativas de solución y sobre los documentos y recaudos que debían consignar, relativos a cada asunto.  En pensión de alimentos es importante la constancia del salario del padre emitida por la empresa o lugar de trabajo. En todos los casos se requieren las partidas de nacimiento de los niños o adolescentes de que se trata.

En los casos de conflicto entre los padres, o a veces con algún tercero, sobre guarda, visitas o alimentos, se citaba a la contraparte, a través del mismo solicitante, para que compareciera junto con éste a la Procuraduría, donde se intentaba conciliar todos los asuntos que admiten esta vía de solución. Como se vio en los datos del cuadro anterior, el procedimiento era exitoso, pues un alto porcentaje de los casos se resolvían en la Procuraduría mediante un acuerdo, del cual se dejaba constancia en acta.  En el caso en que no se llegara a un acuerdo o que éste fuera incumplido posteriormente, se introducía la demanda en los tribunales.

El procedimiento dependía del impulso del solicitante.  Si éste no consignaba los recaudos exigidos o no citaba a la contraparte, el procedimiento en la Procuraduría se paralizaba. Una vez introducida la demanda en el tribunal, la Procuraduría se encargaba de impulsar el proceso en esa instancia.

La información recogida de los 83 expedientes que se revisaron en estas oficinas se analizará a continuación, utilizando como guía las siguientes interrogantes: qué tipo de asuntos atendieron las Procuradurías, quienes acudieron a estas instancias y cómo se procesaron las solicitudes en las mismas.

Tipos de asuntos que atendieron las Procuradurías

La frecuencia con que aparecieron los distintos asuntos en los expedientes que integraron la muestra aparece en el siguiente cuadro.

Asuntos que atendieron las Procuradurías

	Autorización
	      12%

	Guarda y custodia
	        20%

	Pensión de alimentos
	        57%

	Régimen de Visitas
	        11%

	Total
	      100% (83)


La proporción de los distintos asuntos en la muestra estudiada difiere algo de la que tuvieron los mismos en el volumen total de los ingresos de esas Procuradurías a nivel nacional durante el mismo período.  Se observa una proporción aun mayor de asuntos de alimentos en la muestra estudiada, así como menor de autorizaciones.

Quiénes acudieron a las Procuradurías de Menores

Los usuarios de las Procuradurías fueron en su mayoría mujeres (78%), de clase baja (52%) o media baja (34%), que acudieron a esa oficina a solicitar la asesoría o la intervención de la misma en algún asunto que implicaba generalmente un reclamo frente a una contraparte, quien mayoritariamente era un hombre (59%).  Sin embargo, en las Procuradurías se encontraron más hombres presentando  reclamos contra mujeres que los que se habían observado en los tribunales de familia y menores, en materia de pensión de alimentos. Esto se debe a que a las Procuradurías acuden también hombres para reclamar sus derechos de visita o para plantear conflictos de guarda, casos en los cuales frecuentemente la contraparte es una mujer.
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Los individuos de clase alta no acuden a las Procuradurías ya que pueden pagar abogados privados para que los asistan o representen en los tribunales, cuando entre ellos mismos no han logrado resolver sus desavenencias. Sin embargo, se observan algunos individuos de clase media que deciden acudir a la Procuraduría en busca de asesoramiento o asistencia. En una investigación anterior (Roche, 1.995), realizada en las Procuradurías de Menores, en el año 93, las funcionarias informaron que el deterioro de la situación económica venezolana estaba obligando a personas de clase media a solicitar los servicios de la Procuraduría.  Esto se corrobora en los datos obtenidos en esta investigación, sobre todo en lo que respecta a la clase media baja que alcanza un 34% de los usuarios de esos servicios como se puede observar en el  siguiente grafico.
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Cabe señalar que en estos expedientes fue más difícil ubicar datos socioeconómicos sobre las partes, sobre todo en asuntos que no tienen que ver con lo económico, como son los casos distintos a alimentos. De allí que un cierto número de individuos no pudieron ser clasificados por su clase social.

 Procesamiento de los asuntos en las Procuradurías de Menores

Los expedientes de los casos planteados en las Procuradurías se inician con un escrito en el cual el funcionario que atiende al solicitante deja constancia de los datos del mismo y de los pormenores del caso. Dependiendo del asunto de que se trate es necesario oficiar al trabajo de la contraparte o se procede simplemente a citarla, mediante comunicación que lleva el mismo solicitante.  En los  siguientes cuadros se puede observar la proporción de casos en los cuales se practicó la citación, así como de aquellos en los cuales la contraparte compareció a la citación en  la Procuraduría.

        Citación en las Procuradurías                  Comparecencia de la contraparte

	Se citó a la contraparte
	         65%(54)
	Compareció
	          51%(42)

	No se citó a la contraparte
	         28%(23)
	No compareció*
	          19%(16)

	No consta
	           7%(6)
	No consta
	          30%(25)

	Total
	       100%(83)   
	Total
	        100%(83)


 *Con frecuencia no se hace constar la no comparecencia
Como puede observarse, la citación de la contraparte se practicó en un 65% de los 83 casos estudiados. La contraparte compareció en un 78% de los casos en que fue citado.  Se constata así la alta proporción de comparecencia de los citados a la Procuraduría. Esto es un indicador de su efectividad como instancia de solución de conflictos. Recuérdese que es el mismo solicitante quien entrega la citación a su contraparte, a diferencia de la citación más formal que se practica en el tribunal.

Merece destacarse que los citados de clase baja comparecieron en más de un 83% de los casos a la citación, en cambio, los de clase media baja comparecieron en menor proporción (57%).  Este dato podría vincularse, al menos en parte, con la distribución del tipo de asunto planteado en la Procuraduría por clase social del solicitante, lo que puede verse en el gráfico que sigue. 
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Es posible que en materia de alimentos la contraparte estuviera más dispuesta a asistir a la Procuraduría, ante la certeza de que, de no hacerlo, se intentaría el juicio de alimentos, en el cual, con seguridad, sería condenado, además de tomarse medidas sobre su patrimonio, para asegurar el cumplimiento de la obligación alimentaria.

Cuando el citado comparece, puede llegarse a un acuerdo entre las partes, en cuyo caso se firma un acta y el asunto se da por concluido, aunque no se cierre definitivamente, ya que en estas materias no hay soluciones definitivas pues las circunstancias pueden cambiar en el futuro. En caso de que no se produzca un acuerdo se introduce una demanda en los tribunales.

Del número de individuos citados que concurrieron a la Procuraduría, llegaron a un acuerdo un 83%, lo que es  un importante indicador del éxito de la conciliación en las Procuradurías.  Esto se reafirma si a ello se añade que sólo consta en los expedientes examinados un incumplimiento del acuerdo del 11%. En el 28% de los casos se termina introduciendo una demanda en los tribunales, lo que es coherente con el número de casos en que no pudo lograrse el acuerdo, sumado a aquellos en que éste fue incumplido, según lo que consta en los expedientes.  En lo que respecta a posibles diferencias en el incumplimiento del acuerdo, según la clase social de quien incumple, se observa una  tendencia ligeramente mayor a incumplir en la clase baja.
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Cabe señalar que los expedientes en las Procuradurías eran bastante informales y poco ordenados, lo que puede ser un reflejo del ambiente de menor formalidad que allí privaba, así como del exceso de trabajo que debía realizar el reducido personal de estas oficinas. Nótese además, que en ellas el contacto de los usuarios con los funcionarios fue más directo y que la manera de trabajar en esas oficinas exigió más tiempo de dedicación para hablar con el usuario. Esto es consecuencia de que se trataba de personas de bajo nivel social que asistieron personalmente, sin abogado, en  busca de asesoría, así como de una justicia rápida y gratuita y de que una gran parte de los asuntos se resolvieron por conciliación.

El tiempo transcurrido hasta el acuerdo fue de menos de dos meses en el 97% de los casos observados en que se llegó a un acuerdo, otro indicador de la eficiencia de esta instancia de resolución de conflictos, si lo comparamos con la duración del juicio de alimentos hasta la sentencia, que sólo en el 55 % de los casos fue menor de 3 meses y cuya duración media fue de más de 7 meses.
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Comentario final

Después de analizar la información obtenida de una muestra de los asuntos tramitados ante las Procuradurías de Menores con competencia en organización familiar en Caracas, muestra que tiene cierta representatividad, si la comparamos con los datos de toda el área metropolitana, así como con los datos nacionales incluidos en este análisis, es posible afirmar que las instancias estudiadas prestaron un importante servicio en la solución de conflictos que confrontaban las personas de escasos recursos.

La forma de trabajar de las Procuradurías, en contacto estrecho con el usuario, y procurando conciliar en el mayor número de los casos, resultó eficiente como lo demuestran los resultados del análisis. Se apreció un alto nivel de éxito en los acuerdos, lo que pudo medirse por el número de casos en que no fue necesario introducir la demanda en el tribunal. 

Si se comparan estos hallazgos con los obtenidos en investigaciones anteriores, una de ellas no publicada y varias veces citada en este estudio, sobre juicios de alimentos, guarda y visitas, en los tribunales de menores durante los años 1.984 a 1.989, y otra  realizada por un equipo de investigadores, sobre la asistencia jurídica de personas de bajos ingresos en Venezuela, a principios de los años ochenta (Pérez Perdomo et alt., 1.985), se observa un avance considerable en la calidad del trabajo que realizan las Procuradurías.

No es fácil todavía prever el impacto que la LOPNA  tendrá sobre el desempeño práctico de las ahora Fiscalías de Protección del Niño y del Adolescente.  Al respecto puede decirse lo mismo que se dijo en relación con los tribunales de protección.  En un inicio es probable que se entrabe su desempeño, pero, a la larga, el reforzamiento de su labor conciliadora seguramente será beneficioso.  En la nueva ley, las Defensorías del Niño y del Adolescente pueden prestar asistencia jurídica a niños y adolescentes o a sus familias en materias relacionadas con esta ley (art.202-h) y los Consejos de Protección están facultados para solicitar la fijación de la obligación alimentaria (art.160-j).  Tal vez sea esta la ocasión para que se establezca una mayor coordinación entre los distintos órganos que intervienen en la resolución de este tipo de conflictos, en pro de su eficiencia en interés del niño y del adolescente de escasos recursos.  

1.3. En los Tribunales del Trabajo

Los juicios que normalmente se plantean en materia de trabajo son el procedimiento de calificación de despido o juicio de estabilidad, como comúnmente se le denomina, y el juicio ordinario del trabajo, referido al cobro derivado de diversas reclamaciones con ocasión del término del contrato de trabajo, conocido como juicio o procedimiento de prestaciones sociales.  Excepcionalmente, se presentan demandas por accidentes de trabajo y amparos constitucionales. De un total de 202 juicios sentenciados revisados, sólo uno correspondía a accidente del trabajo. 

En esta investigación se privilegió el procedimiento de calificación de despido, por considerar que en él se podían encontrar litigando personas de escasos recursos. Este supuesto fue corroborado por el trabajo de campo.  El 72% de las solicitudes de calificación de despido provienen de personas pertenecientes a la clase baja. La poca cantidad de sentencias llevó a trabajar con el total de asuntos sentenciados en el segundo semestre de 1999, excepto las acciones de amparo.  

El proceso laboral está regulado por una ley procesal especial y el procedimiento de juicio de estabilidad posee una regulación propia en la ley sustantiva del trabajo. De ahí, que la calificación de despido (los juicios de estabilidad laboral) se deba guiar por lo dispuesto en la Ley Orgánica del Trabajo (LOT), subsidiariamente se aplican las disposiciones de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo (LOTPT) y por último las de la legislación procesal civil.

Por ley existen una serie de principios que deben orientar la solución de conflictos entre patronos y trabajadores.  El proceso del trabajo tiene como principios rectores la sencillez, la concentración, la rapidez y la gratuidad (Art. 5 de la LOT).  El juez tiene potestades mucho más amplias que cualquier juez civil, que está sujeto al impulso de las partes. En este proceso, los principios dispositivo y de la verdad procesal son atemperados por el legislador. Es así, que se establece que en la búsqueda de la verdad, el Juez tendrá las más amplias facultades para requerir de las partes que subsanen los errores en que hayan incurrido en el procedimiento (Art.116 de la  LOT). 

El proceso laboral puede iniciarse por demanda verbal y en principio podría adelantarse sin abogados. Esto lo prevé tanto la ley procesal del trabajo como la ley sustantiva.  La Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo (LOTPT) señala que cuando el actor no esté asesorado o representado por un abogado, el juez  debe interrogar al demandante para completar la demanda. En el procedimiento de calificación de despido, el trabajador podrá comparecer por sí o asistido o representado por un directivo o delegado sindical. El patrono podrá comparecer por sí o estar asistido o representado por una persona de su confianza. (Parágrafo Único del artículo del 116 LOT). 

El Derecho Procesal Laboral prevé  dos procedimientos  para la solución de controversias del trabajo. Como se señaló, en los casos de despido injustificado existe el procedimiento de calificación de despido y para las demás controversias existe el juicio ordinario del trabajo, a través del cual se desarrolla el de prestaciones sociales.

1.3.1. El juicio de estabilidad laboral

El juicio de estabilidad puede ser definido como un juicio especial dentro de un procedimiento de por sí especial. En este juicio se podría hablar de una doble protección al trabajador: una proveniente del procedimiento específico establecido para este tipo de controversias y la otra del procedimiento general que arropa a cualquier controversia del trabajo.

  En Venezuela sólo se puede despedir a un trabajador permanente, que no sea de dirección y  que tenga más de tres meses de servicio, por haber incurrido en alguna de las causas previstas en la ley, las cuales pueden resumirse como faltas graves a las obligaciones inherentes al contrato de trabajo
. La existencia de límites  para terminar unilateralmente  el contrato de trabajo,  permite afirmar  que los trabajadores en Venezuela están amparados por un régimen legal de estabilidad en el trabajo. 

Dos tipos de estabilidad protegen a los trabajadores. La estabilidad absoluta en el cargo, que puede ser definida como "el derecho que tiene el trabajador de permanecer en el empleo mientras sea capaz de laborar (hasta que se jubile o incapacite), vale decir, a no ser despedido si no media justa causa o justificado motivo, previamente establecido en la Ley, debidamente comprobado y calificado por la autoridad competente y a ser reintegrado a su puesto de trabajo con pago de los salarios correspondientes" (Goizueta, 1999: 134). En cambio, la estabilidad relativa se refiere a una serie de sanciones económicas  que se imponen al empleador que despida sin causa legal.  Este último régimen ampara a la mayoría de los trabajadores en el país y posibilita despedir sin autorización previa. 

El patrono que considere que un trabajador a su servicio ha incurrido en alguna de las causales previstas en el artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo puede prescindir de sus servicios, cumpliendo con el procedimiento establecido en esa ley.  Este patrono debe notificar al   tribunal del trabajo las causas que motivaron el despido.   

La notificación del despido debe realizarse dentro de los cinco días hábiles siguientes  a su realización y debe ser motivada, es decir, no basta con aducir algunos de los supuestos contemplados en la norma, sino que debe describirse en qué consistió el acto o las acciones que realizó el trabajador y subsumirlo en alguno de esos supuestos. En caso contrario, se considera la notificación como no efectuada.  

Pero, el patrono también puede despedir y simplemente esperar que el trabajador solicite el pronunciamiento del tribunal. Este supuesto es el más desventajoso para el patrono, pues opera una presunción legal en su contra: la no notificación del despido se considera una confesión de que se ha despedido sin justa causa. En este caso, opera una presunción desvirtuable en contra del patrono y su defensa en el juicio no puede centrarse en la justificación del despido sino en otros hechos, tales como la inexistencia de la relación de trabajo, no estar sujeta la empresa al procedimiento, por emplear menos de 10 trabajadores, no estar el trabajador amparado por el régimen de estabilidad  o también el patrono puede negar simplemente que hubiese efectuado el despido.     

El desarrollo del procedimiento depende fundamentalmente de las estrategias del empleador, pues éste puede en cualquier momento terminar el procedimiento de calificación de despido, aceptando que fue injustificado y pagando la indemnización correspondiente. También puede intentar probar la justificación del despido (si notificó) o alegar las otras razones legalmente establecidas para exonerarse de  la calificación del despido. 

La sentencia del tribunal puede considerar justificado o injustificado el despido.  En caso de considerarlo justificado, se considera efectuado en el momento en que fue realizado por el patrono y produce todos los efectos legales. Pero, si el tribunal considera injustificado el despido, el juez lo anula y ordena la reincorporación del trabajador a su puesto de trabajo. En este caso, el patrono debe pagar los salarios dejados de percibir por el trabajador durante el procedimiento y computar ese lapso para todos los efectos de la relación de trabajo, excepto vacaciones y utilidades.  

El patrono tiene dos opciones, en caso de que el juez declare injustificado el despido. El empleador puede optar entre  acatar o desacatar la orden judicial.   En el caso que decida acatar la decisión judicial y reincorpore al trabajador, sólo le corresponde pagar los salarios dejados de percibir durante el procedimiento (denominados salarios caídos). En el segundo supuesto, el patrono debe pagar la indemnización por despido sin justa causa, más los salarios caídos. En ambos casos, el trabajador se habrá hecho acreedor de los salarios caídos, que por la duración de los juicios pueden significar una buena cantidad de dinero.
  

La duración del procedimiento es breve, pero, como se expresó, depende en buena medida de la voluntad del empleador y, sobre todo, de las estrategias de sus abogados.  Sin embargo, poner en marcha el aparato judicial depende de la voluntad del trabajador y en su cabeza recae la mayoría de los supuestos de impulso procesal, a pesar de las disposiciones que ordenan al juez subsanar las fallas. De ahí, que no es extraño la cantidad de casos que perimen en esta materia y en muchas ocasiones el trabajador sólo logra acceder al primer paso del procedimiento: la solicitud de calificación del despido. 

Un trabajador injustamente despedido tiene cinco días hábiles para solicitar al tribunal del trabajo que califique el despido como injustificado y ordene su reincorporación al puesto de trabajo. Esos cinco días se cuentan desde el momento en que ocurre el despido y es un lapso  de caducidad.  

Una vez solicitada la calificación de despido, el  patrono tiene un lapso de cinco días hábiles para dar contestación a la demanda, lapso que empieza a correr al día siguiente de la fecha de la citación. Aquí, conviene hacer algunas precisiones.

Por expresa disposición de la ley, el trabajador puede solicitar la calificación del despido y llevar el proceso judicial hasta el final sin asistencia jurídica (Art. 116 de la LOT). Este hecho había sido transformado por la jurisprudencia, la cual aplicando la ley de abogados y en consideración a que el derecho de defensa del trabajador se vería afectado por la carencia de representación judicial, cambió el procedimiento y sólo se permite la presentación de la solicitud sin asistencia judicial. El requisito de la presencia de abogado en el juicio de estabilidad fue incorporado por el artículo 50 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, promulgado en enero de 1999.  

La exigencia, ahora reglamentaria, de la presencia de abogados en este procedimiento    constituye un obstáculo de rango sublegal para acceder a la justicia, que contradice disposición expresa de una ley orgánica.

 El hecho de que se permita sólo la presentación de la solicitud sin representación legal ha llevado a crear un nuevo acto, no previsto ni siquiera en el Código de Procedimiento Civil (CPC), que se denomina la ampliación de la demanda. Presentada la solicitud de calificación de despido por el trabajador se inicia un procedimiento que puede variar de tribunal a tribunal.

Para el momento en que se realizó esta investigación, la práctica de los tribunales de Caracas una vez recibida la solicitud de calificación de despido, no era uniforme y puede subsumirse en dos tipos de actuaciones. El tribunal podía actuar de oficio o esperar la solicitud de alguna de las partes. En el primer caso, el tribunal emitía un auto, asignando el número del expediente y ordenaba efectuar la ampliación de la demanda. En el segundo supuesto, el tribunal esperaba la comparecencia de alguna de las partes para asignarle número al expediente y ordenar la ampliación de la demanda. 

El auto que ordena la ampliación de la demanda otorga al trabajador cinco días de despacho para presentar dicha ampliación, la cual debe cumplir con los requisitos establecidos en el Código de Procedimiento Civil. Esto, a pesar de que la ley especial procesal del trabajo señala que la demanda puede ser incluso verbal y establece requisitos mucho más sencillos que los pautados en el Código de Procedimiento Civil. 

  En el auto de admisión se fijan dos actos: el de conciliación y el de la contestación al fondo de la demanda. El acto de conciliación se fija para el segundo día y el de contestación, al tercer día después de haber ocurrido el acto de conciliación.

 El  lapso para la contestación comienza a correr al día siguiente de que el alguacil deje constancia en el expediente de haber practicado la citación, aunque la ley señala que debe comenzar a correr desde el día en que se fijó el cartel y se entregó la copia. En los hechos, este procedimiento puede tardar varios días, pues depende de la disponibilidad de tiempo del funcionario más que de los tiempos y pasos pautados
.  

Durante los cinco días que deben transcurrir para la contestación de la demanda puede producirse  la conciliación, con lo cual el procedimiento termina. 

Al día siguiente de la contestación de la demanda o  del vencimiento del lapso para hacerlo, el  procedimiento queda abierto a pruebas.  De ahí en adelante se cumplen una serie  de lapsos  previstos en la ley para que el procedimiento llegue a sentencia. 

La duración del juicio de estabilidad laboral se resume en el siguiente cuadro. 

Cuadro resumen

	Duración del juicio de estabilidad sin asociados
	 29 días hábiles más 11 días de despacho

	Duración del juicio de estabilidad con asociados
	37  días hábiles más 11 días de despacho


1.3.2. El juicio de prestaciones sociales

El otro juicio que normalmente se ventila en los tribunales del trabajo se refiere a una serie de reclamaciones relativas a las prestaciones e indemnizaciones que se ocasionan por la terminación del contrato de trabajo.

 Estas prestaciones e indemnizaciones se calculan con base al salario y normalmente existen diferencias entre lo que el patrono y los trabajadores consideran como parte del mismo. Eso lleva a que los cálculos sobre los montos a pagar puedan ser muy disímiles, dependiendo si el cómputo lo hace el abogado del trabajador o el del patrono.

En algunos casos, los patronos no pagan las prestaciones sociales, en otros quedan debiendo diferencias por ese concepto, por horas extras, utilidades y vacaciones. Estas discrepancias inciden en el monto total de las prestaciones  sociales, que en algunas ocasiones, pueden triplicar el originalmente calculado. De ahí, que los trabajadores, al asesorarse con un abogado, decidan demandar a su empleador por esas diferencias.

El  cumplimiento de la legislación laboral es uno de los problemas graves que enfrenta el sistema de relaciones laborales venezolano. Muchos de los derechos consagrados simplemente son ignorados por los empleadores, sobre todo en la pequeña y mediana empresa, justamente la que mayor empleo genera y que normalmente ocupa a trabajadores con poca calificación profesional, es decir, trabajadores de escasos recursos. 

  El 45% de las empresas  del país funciona con nóminas que van desde 10 hasta 49 trabajadores
. En estas empresas normalmente no hay sindicatos y los trabajadores  encuentran dificultades adicionales para gozar de la protección legal, justamente por la precariedad de la empresa en la que trabajan.  

Las estadísticas informan que el incumplimiento de la legislación laboral es una práctica extendida en el empresariado venezolano, como puede observarse en el siguiente cuadro:
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Fuente: OCEI, 1999

Las estadísticas reportan que casi al 40%  de los trabajadores se les niega sus derechos laborales más elementales.  Como se señalaba anteriormente, a medida que la empresa se hace más pequeña, el incumplimiento aumenta. En el caso de las microempresas, sólo el 17% de los trabajadores está amparado por la legislación del trabajo  (Cartaya, 1998).  

El incumplimiento en el pago de las prestaciones sociales y la tendencia a calcular las indemnizaciones por debajo de lo establecido en la ley lleva a que los trabajadores demanden a sus patronos por esos conceptos. Para esta investigación todas las demandas, ya sea por prestaciones sociales no pagadas, por diferencias de prestaciones sociales, por diferencias en vacaciones, utilidades, horas extras que influyen en el monto de las prestaciones y las demandas para cobrar prestaciones sociales y la indemnización por despido
 han sido clasificadas como demandas por prestaciones sociales.  

En estos casos, el trabajador debe demandar mediante el procedimiento ordinario del trabajo, el cual es un procedimiento especial regulado por la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, aunque los tribunales aplican normalmente el Código de Procedimiento Civil, sobre todo en lo referido a los lapsos para sentenciar y a los requisitos de la demanda.

La duración del  juicio ordinario del trabajo está sometida a una serie de vicisitudes que dependen fundamentalmente de la estrategia del demandado, normalmente el patrono. Los lapsos varían dependiendo del tipo de citación que se efectúe, de la oposición o no de cuestiones previas, de las contradicciones a las cuestiones previas, de los tipos de prueba y de la constitución de asociados, entre otros. La ley procesal civil general establece que los días deben ser contados como de despacho, pues  los documentos y diligencias de las partes deben ser presentadas en las horas fijadas por el tribunal para despachar (Art. 194 del CPC). Esta norma es aplicada en forma estricta en estos juicios, por los tribunales del trabajo, a pesar de que puede verse como contraria a los principios de rapidez, sencillez y concentración del derecho procesal del trabajo.  

El cuadro resumen del juicio de prestaciones sociales ha sido construido tomando como referencia el juicio ordinario contemplado en la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo. Por conversaciones con abogados en ejercicio y jueces del trabajo se pudo constatar que normalmente los lapsos  aplicados, sobre todo para sentenciar, son los previstos en el Código de Procedimiento Civil, ya que otorgan una mayor tiempo al tribunal. En cambio, para la contestación y período de prueba sí se aplica la ley especial de procedimientos del trabajo. Este hecho en sí es un obstáculo al acceso a la justicia, pues se requiere de un abogado con conocimientos en derecho procesal para poder desenvolverse exitosamente dentro de un procedimiento laboral. Esto implica una doble especialización del abogado por la materia y por el procedimiento. Ello hace que la calidad de la defensa se vea afectada, si el abogado no tiene conocimientos suficientes de derecho procesal, de las prácticas tribunalicias y de Derecho del Trabajo.  El trabajador que accede a una asesoría jurídica que cumpla con esas características no suele ser de escasos recursos, al contrario, normalmente es un ejecutivo que ocupa cargos vinculados a  la dirección de la empresa.

Cuadro resumen

	Duración mínima del juicio de prestaciones sociales
	 33 días de despacho

	Duración máxima del juicio de prestaciones sociales
	93 días de despacho


En resumen, la ley especial procesal laboral busca que la solución del conflicto del trabajo sea rápida y sencilla. Además, le otorga una serie de beneficios al trabajador para ayudarlo a presentar su petición. Como derecho tuitivo, parte del supuesto de que un débil jurídico tendrá  mayores dificultades para hacer valer sus derechos. Sin embargo, la aplicación de este derecho procesal tuitivo dista mucho de los supuestos normativos, como se verá más adelante.

Por otra parte, la ley no diferencia entre tipos de trabajadores. Para ella, tan débil jurídico es un trabajador calificado y bien remunerado como un obrero sin calificación y con salario mínimo. El no diferenciar también lleva a tratar como iguales a desiguales, a pesar del carácter protector de este Derecho. No es lo mismo demandar siendo un gerente de la empresa que un obrero sin calificación. La calidad de la defensa y la capacidad económica para soportar el juicio van a variar considerablemente, dependiendo del tipo de trabajador.  

1.3.3. Los resultados de la exploración en los tribunales del trabajo

El análisis de la información obtenida, tanto de los expedientes como de las estadísticas que llevan los tribunales, va a referirse fundamentalmente a lo qué se demandó y lo qué se sentenció en materia del trabajo, qué características tiene el trabajador que demandó, con qué tipo de asistencia  jurídica contó, qué montos se discutieron en los juicios del trabajo, cómo se desarrollaron los procedimientos, cuánto duraron los juicios y quién ganó en estos litigios.

Qué se demandó y qué se sentenció en los tribunales del trabajo

En el segundo semestre de 1999 se presentaron un total de 3993 demandas en los cinco tribunales que integran la muestra de este estudio. Esas demandas se distribuyeron de la siguiente manera: 3412 correspondieron a solicitudes de calificación de despido (estabilidad laboral), 502 a prestaciones sociales, 34 a amparos y las 50 restantes se distribuyeron entre recursos de nulidad, daño moral, accidentes del trabajo, entre otras. 

La principal razón por la que se acudió a los tribunales del trabajo fue el juicio de estabilidad laboral, que concentró el 85% de las peticiones.  

Distribución de las demandas en los tribunales de trabajo

	Total de demandas
	Total de estabilidad laboral
	Total de prestaciones sociales
	Total de otras

	3993
	3412

85%
	502

12%
	79

1%


La distribución de las demandas no se corresponde con la distribución de las sentencias del mismo período. En el segundo semestre de 1999,  los cinco tribunales dictaron un total de 194 sentencias definitivas, cuya distribución se presenta en el siguiente cuadro:

Distribución de las sentencias por tipo de juicio

	Total de sentencias
	Total de sentencias en estabilidad laboral
	Total en prestaciones sociales 
	Total en jubilaciones
	 Total en otros asuntos

	194
	92

47%
	77

39%
	21

10%
	4

2%


De esta información hay que resaltar dos aspectos. En primer lugar, la cantidad de demandas supera con creces las decisiones. Aun cuando es cierto, que las sentencias corresponden en la mayoría de los casos a demandas introducidas  por lo menos dos años antes, se observa una tendencia  a la disminución de los casos presentados, sobre todo en materia de estabilidad laboral. Por ello, en el mejor de los supuestos, en 1997 se debieron presentar una cantidad similar de demandas, por lo menos en estabilidad del trabajo
, pero no se recabó información estadística sobre ese año.  Lo que sí se puede sostener que las sentencias dictadas en el segundo semestre de 1999 representan  un 5% de las demandas ingresadas en el mismo periodo.  

El otro hecho llamativo es la distribución de las sentencias. La mayoría de las peticiones que se presentaron en esa instancia se refieren a estabilidad laboral, que concentra la no despreciable cifra del 85% de las demandas. El tribunal no respondió en igual o cercano porcentaje. Las sentencias de estabilidad laboral representaron el 47% del total y sólo el 3% en relación con el total de las demandas de estabilidad laboral introducidas en el segundo semestre de 1999. 

Los juicios sobre prestaciones sociales parecieran ocupar un lugar preferente en la actividad del tribunal, ya que representan casi el 40% del total de las decisiones, a pesar de que  las demandas ingresadas en esa materia sólo llegan al 12%. Este hecho puede deberse a varias causas, que también  explicarían la situación de los juicios de estabilidad laboral. En primer lugar, la perención de la instancia ocurre mayoritariamente en los juicios de estabilidad laboral. Es raro que se dejen perimir los juicios de prestaciones sociales. Ello implica que un porcentaje considerable de las solicitudes de calificación de despido no llegan a estado de sentencia, a diferencia de lo que ocurre con las demandas de prestaciones sociales. 

El hecho de que el 98% de las perenciones se refirieran a estabilidad laboral es un buen indicio de las dificultades que enfrentan los trabajadores de escasos recursos para llevar adelante los procesos laborales.    

Varias razones pueden explicar  que sea el juicio de estabilidad laboral el que concentra las perenciones de instancia y no el de prestaciones sociales. El juicio de estabilidad es de por sí un juicio al que logran “entrar” las personas de escasos recursos, ya que casi el 70% de los demandantes en los juicios sentenciados sobre este tipo de peticiones  eran personas de clase baja, seguido por los trabajadores de clase media baja (26%).  

Las dificultades adicionales que enfrentan los sectores de escasos recursos se reafirma en el hecho de que la perención de la instancia se concentró en esos estratos:  el 75% de  las perenciones pertenecían a trabajadores de la  clase baja y  el 25% restante se ubicaron en la clase media baja. No hubo perenciones en la clase media. Este dato es muy elocuente sobre quien puede utilizar el aparato judicial para hacer valer derechos.  
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Otra razón muy relacionada con lo anterior, es que la actividad de los abogados en los juicios de prestaciones sociales puede ser mayor, ya sea por las cantidades involucradas o por la necesidad de probar una serie de hechos más complejos que el simple despido sin justa causa.  En cambio, en el juicio de estabilidad laboral, el patrono impulsará el proceso sólo en la medida en que pueda prever que no será condenado. Por este hecho, el impulso procesal recae mayoritariamente en el trabajador. De ahí, que periman en una  proporción tan elevada.

Otro elemento que pudiese explicar una menor cantidad de sentencias sobre estabilidad laboral fue la aparición de los juicios de jubilaciones de la empresa Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela (CANTV). Esta empresa tiene por contrato colectivo un sistema de jubilaciones especial, del cual ha intentado desligarse de diversas maneras, después de su proceso de privatización en 1991. Una de las estrategias utilizadas fue ofrecer prestaciones sociales triples a cambio de que el trabajador renunciase a su derecho de jubilación. Muchos trabajadores aceptaron y posteriormente demandaron a la empresa para hacer efectiva su jubilación. Algunas sentencias de 1994 a favor de los trabajadores crearon un efecto de expansión de estas demandas.  

 Quién demandó en los tribunales de trabajo

El perfil del trabajador que demandó ante los tribunales del trabajo presenta varias características relevantes a la hora de determinar su pertenencia a los sectores de escasos recursos. En primer lugar, por lo menos en los juicios de estabilidad, era un trabajador de la economía formal empleado en empresas de más de 10 trabajadores. Este hecho de por sí excluye a un porcentaje importante de los trabajadores asalariados, ya que deja fuera parte importante de la pequeña industria, a todas las microempresa y al sector informal de la economía. 

Para el segundo semestre de 1999, la encuesta de hogares de la Oficina Central de Estadísticas e Informática (OCEI) reportó 5. 077.791 trabajadores asalariados, lo que representaba el 50% de la Población Económicamente Activa (PEA) y el 58 % de la fuerza de trabajo ocupada. La cantidad de asalariados disminuyó en 9% con respecto al año 1990. Ese año, los asalariados representaban el 59% de la PEA. 

La categoría de los asalariados privados había presentado también una reducción al pasar de 46% en 1990 a 44% en 1999. La única categoría que se ha ido incrementado es la de los trabajadores por cuenta propia, los cuales, de representar el 24% en 1990, pasaron a ser el  32% de la población ocupada en el 1er. Trimestre de 1999 (Hernández y Richter, 2000).

La distribución de los asalariados dentro de la fuerza de trabajo es otro dato significativo, que nos habla de la cobertura del Derecho del Trabajo. En el segundo semestre de 1999, el 75% de los asalariados prestaban sus servicios en el sector formal de la economía, el cual, en 1998,  generó  sólo el  43% de los empleos urbanos.  Este dato nos habla de la gran segmentación del mercado laboral venezolano, lo que incide fuertemente en la aplicación de las normas laborales.

 Los datos presentados permiten realizar varias aseveraciones bien importantes a la hora de evaluar la cobertura del sistema de administración de justicia laboral en Venezuela. La primera conclusión es que un 25% de los asalariados (los empleados en el sector informal de la economía) no tiene ninguna posibilidad de presentar demandas ante los tribunales del trabajo, ya que la informalidad los excluye de por sí. Estos trabajadores normalmente viven al margen de cualquier noción de juridicidad, y, probablemente, un porcentaje importante de ellos ni siquiera se asuman como trabajadores asalariados.

Dentro del sector formal, quedan excluidos del juicio de estabilidad laboral los trabajadores que presten sus servicios a patronos que ocupen menos de 10 trabajadores, ya que estas empresas  no tienen la obligación de reenganchar al trabajador.  

Es de resaltar, que a medida que la unidad productiva se hace más pequeña, su forma de producción es muy artesanal, ya que generalmente no posee tecnología de avanzada. Ello hace que utilice una mano de obra poco calificada y que la remunere mayoritariamente con salario mínimo. Este perfil del trabajador de esas empresas puede considerarse típico de los trabajadores de escasos recursos. Este trabajador tampoco tiene muchas posibilidades de presentar demandas por prestaciones sociales, pues generalmente su tiempo de antigüedad en la empresa no sobrepasa los cinco años  y  su remuneración es baja, lo cual no hace atractivo el juicio para el abogado.  
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El gráfico permite observar que,  con cálculos conservadores en relación a la capacidad de empleo de las empresas que ocupan menos de 10 trabajadores, cerca del 40% de los asalariados tiene serias dificultades para acceder al sistema judicial de administración de justicia.  Dentro de los trabajadores de escasos recursos, ese porcentaje tiende a subir, pues justamente éstos se concentran en la pequeña y microempresa.

El aumento de la cantidad de trabajadores independientes también está incidiendo en la cobertura del sistema de protección laboral, ya que éstos quedan automáticamente excluidos, a pesar de que muchas veces sus condiciones de trabajo son mucho más precarias que las de los asalariados. En este punto, es necesario referirse a las prácticas patronales de encubrimiento de la relación de trabajo. En estos casos, el empleador obliga a los trabajadores a celebrar contratos civiles o mercantiles con la expresa intención de excluir la prestación de servicio del manto protector del Derecho del Trabajo.  Este tipo de trabajador tiene dificultades adicionales para probar su relación de trabajo y en la medida en que es un trabajador poco calificado que presta sus servicios en pequeñas empresas, las posibilidades de accionar ante el tribunal se van reduciendo. 

Entonces, la construcción del perfil del trabajador que presentó demandas ante los tribunales del trabajo debe tener en cuenta que los sectores de escasos recursos que lograron ingresar en el sistema vendrían siendo los más privilegiados de esa clase social. 

  A continuación se presenta un gráfico con la distribución por estrato social de los demandantes que obtuvieron sentencias en los tribunales del trabajo en el segundo semestre de 1999: 
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Como puede observarse, el 55% de los trabajadores cuyos casos fueron sentenciados en el segundo semestre de 1999 pertenecían a la clase baja. Esta cifra llegó al 68% en los casos de estabilidad del trabajo. 

La clase media tendió a concentrarse en los juicios de prestaciones sociales y jubilaciones. Del total de casos decididos, que correspondían a esa clase social, el  83%  se refería a esos juicios.  

La mayor presencia de la clase media en los juicios de prestaciones sociales se debe a que los trabajadores de esta clase social ganan salarios superiores al salario mínimo y poseen una antigüedad en la empresa de varios años,  lo que facilita  interesar a un abogado, pues los montos a reclamar suelen ser elevados. 

En los juicios de jubilaciones, la clase social media baja obtuvo la mayor cantidad de sentencias  El 61% de sentencias sobre esta materia se referían a demandas provenientes de esa clase social. La aparición del juicio de jubilaciones sólo se explica por los montos millonarios envueltos en esas peticiones, producto de un sistema de jubilaciones contractuales muy beneficioso para los trabajadores.   

El perfil de los trabajadores que obtuvieron sentencias en materia de prestaciones sociales se acercó más a la clase media que a las clases de menores recursos. Estos trabajadores ganaban en promedio 267.465 bolívares en 1997, es decir casi cuatro salarios mínimos y tenían una antigüedad promedio de 6 años en la empresa.  Obviamente, en estos casos es rentable, tanto para el trabajador como para el abogado, intentar la demanda. Para el trabajador, pues la suma a recuperar es considerable y por sus ingresos previos tiene mayor posibilidad de sufragar el costo del juicio. Para el abogado, porque los montos de la indemnización le permiten cobrar una suma atractiva como  honorarios profesionales.

En cambio, el perfil del trabajador que obtuvo sentencia en los juicios de estabilidad laboral es diferente. Estos trabajadores ganaban  en promedio 146.906 en 1997, es decir, cerca de dos salarios mínimos y su antigüedad en la empresa era de 3 años y siete meses. 

Perfil del trabajador por tipo de juicio sentenciado

	Datos de los trabajadores

	
	Salario
	Antigüedad en la empresa

	Prestaciones sociales
	4 salarios mínimos
	6 años

	Jubilaciones
	10 salarios mínimos
	19 años

	Estabilidad laboral
	Menos de 2 salarios mínimos
	3 años


La distribución por sexo de los trabajadores que obtuvieron sentencias en el segundo semestre de 1999 fue la siguiente. Del total de los casos sentenciados, el 35% correspondió a mujeres, proporción que refleja su  participación dentro de la fuerza de trabajo, que se ubicó ese año aproximadamente en un 37%.

Distribución por género de los demandantes que obtuvieron sentencias

	Sexo
	Porcentaje

	Femenino
	35 %

	Masculino
	65%


Qué montos se discutieron en los juicios de prestaciones sociales y en los de jubilaciones

 En los juicios de prestaciones sociales, los trabajadores cuyos casos fueron sentenciados solicitaron en promedio pagos por aproximadamente ocho millones de bolívares y en los juicios por jubilaciones solicitaron en promedio pagos por 18 millones bolívares. 

Montos solicitados

	Prestaciones sociales
	Bs. 8.278.305

	Jubilaciones
	Bs. 18.751.668


En el juicio de estabilidad laboral no se discute montos a pagar sino la calificación de un hecho, por lo cual no se solicita el pago de una cantidad de dinero determinada. Pero tomando como referencia los datos  sobre el salario devengado en el momento del despido y el tiempo de duración del juicio, se puede hacer un calculo muy tentativo de los salarios caídos. En términos muy generales, la indemnización por este concepto debió rondar cerca de los cuatro millones de bolívares en promedio.

Con qué  tipo de abogados contaron los trabajadores 

Un hecho llamativo  de la investigación de campo fue constatar que la mayoría de los trabajadores fueron asistidos por abogados privados y que la presencia de Procuradores del Trabajo fue mínima en estos  tribunales, a diferencia de lo que ocurre en los juicios de alimentos.  

Montos Solicitados

	Procurador del trabajo
	5%

	Abogado privado
	95%


La asistencia del Procurador se concentró en la clase baja, ya que, de un total de nueve casos que se presentaron con la figura del Procurador, ocho eran trabajadores de esa clase. Sin embargo, el  93% de los demandantes de la clase baja estuvieron representados por abogado privado. Este hecho reafirma lo señalado en relación con el tipo de trabajador que logró acceder al tribunal del trabajo. Era un trabajador protegido en el amplio sentido de la palabra, pues trabajaba para un patrono que le reconocía la relación de trabajo, gozaba de la mayoría de los beneficios laborales consagrados en la ley y, por estar en el sector estructurado de la economía, tenía mayores posibilidades de contactar y contratar un abogado. En los casos de juicios de estabilidad, la duración del juicio es un incentivo para que el abogado tome el caso, ya que la indemnización por salarios caídos depende de la duración del proceso
. 

 Un indicador que puede dar indicios sobre la calidad de la asistencia jurídica es el número de páginas del expediente, pues en cierto sentido, indica la actividad de las partes.  Este dato es relativo, ya que incluye las actuaciones del abogado del empleador, pero, como se observó una disminución considerable del número de páginas en los casos de trabajadores de escasos recursos, puede dar alguna idea sobre la calidad del abogado al que logra acceder este tipo de trabajador, así como la complejidad del juicio. En especial, se debe tomar en cuenta que el impulso procesal y la mayor actividad recae sobre el abogado del trabajador, sobre todo en el juicio de prestaciones sociales.

Número de páginas de los  expedientes

	Clase social
	Número de páginas del expediente

	Clase media
	211

	Clase media-baja
	114

	Clase baja 
	86


Como  puede observarse, la cantidad promedio de páginas disminuyó a menos de la mitad en los expedientes de los trabajadores de clase baja, aunque el dato en sí no permite llegar a  una conclusión tajante, pues engloba todo tipo de juicios. 

En general, los juicios de estabilidad son más sencillos y por ende el número de páginas de esos expedientes suele ser menor que el de los juicios de prestaciones sociales. La clase baja se concentra en este tipo de juicio, por lo cual esa razón puede influir en la diferencia tan marcada en el número de paginas entre la clase media y la baja.  

La diferencia tan marcada entre la clase media y la baja, tomando en cuenta que la presencia de la clase media es minoritaria en los juicios laborales, puede indicar que por lo menos los abogados de esta clase han realizado más actuaciones que los que representan a la clase baja.

La diferencia entre Procurador del Trabajo y abogado privado es un indicador de la menor dedicación de ese funcionario, la cual es significativa, tomando en cuenta que el mismo representa fundamentalmente a trabajadores de escasos recursos. 

	Tipo de asistencia jurídica
	Número de páginas

	Procurador del trabajo
	63

	Abogado privado
	125


 Cómo se desarrollaron los juicios y  cuánto duraron

En los juicios laborales hay una tendencia a aplicar las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, no sólo en  los casos en que la ley especial no regula la situación, sino también en muchos actos expresamente regulados por la ley procesal del trabajo. Los jueces y los abogados litigantes tienden a privilegiar el procedimiento general sobre el especial, sobre todo en los requisitos para la presentación de la demanda y en los lapsos para sentenciar. 

Uno de los hallazgos de la investigación de campo fue la laxitud existente tanto para iniciar el procedimiento como para citar. Se observó que los tribunales tenían prácticas y rutinas diferentes en relación con qué hacer con el caso asignado  y cómo practicar la citación. En  algunos tribunales se espera que una de las partes solicite al tribunal que emita el auto de admisión. Desde ese momento se le asigna número al expediente y en los casos de estabilidad se ordena ampliar la demanda.  Esta práctica puede ser el origen de que muchas solicitudes de calificación de despido lleguen sólo al primer paso: su presentación, pues probablemente el trabajador no logra conseguir el abogado para seguir el proceso.  La otra razón se vincula con una estrategia de los abogados en ejercicio: presentar varias veces la demanda hasta que sea asignada al tribunal de su preferencia.

La citación, fundamental para el desarrollo del proceso, puede demorar meses en practicarse. La LOTPT señala que ésta debe realizarse dentro de los tres días siguientes a la fecha de expedición de la orden de comparencia. En cambio, el Código de Procedimiento Civil no le establece al alguacil un lapso para practicarla, por lo cual como es ésta la norma que se aplica, la citación se efectuará dependiendo de factores tales como el tiempo disponible, la insistencia del abogado del trabajador, y sobre todo, la organización que pueda tener el alguacil para desarrollar  su trabajo. Es comprensible que si el tribunal recibe un promedio de  8 demandas diarias  no se puedan cumplir los lapsos previstos en la ley especial. Además, la citación personal es difícil de practicar  y como es necesario agotar esta vía, el trabajo del alguacil tiende a recargarse. 

La investigación de campo indicó que la mayoría de los juicios duran 2 años, pero existen algunos extremos importantes. De los 219 casos sentenciados habían varios cuya duración fue mayor de 8 años, existiendo un caso de prestaciones sociales que duró 15 años. A continuación se presenta un cuadro de la duración promedio de los juicios laborales, con indicación del juicio que duró más tiempo.

	
	Promedio
	Máxima duración

	Prestaciones sociales
	2 años y dos meses
	15 años

	Jubilaciones
	2 años y siete meses
	6 años y cinco meses

	Estabilidad
	2  años y cuatro meses
	9 años y nueve meses


 La duración de los juicios se aleja considerablemente de lo previsto en las normas procesales. En términos generales, se puede sostener que los juicios de estabilidad duraron casi nueve veces más de lo que se prevé en los procedimientos, como puede observarse del siguiente cuadro:

	
	 Duración en la norma
	 Duración en la práctica

	Estabilidad laboral
	3 meses
	2  años y cuatro meses

	Juicio ordinario 
	8 meses
	2 años y dos meses


El cuadro anterior fue construido tomado como referencia la duración máxima en la norma, ello implica incluso el nombramiento de defensor ad litem en los juicios ordinarios y la constitución de asociados en ambos juicios, supuestos éstos que no se dan en la mayoría de los juicios analizados. En los casos en que el procedimiento preveía días de despacho, se partió del supuesto de tres días de despacho por semana. 

El hecho de que los juicios de estabilidad duren en promedio dos años es grave, pues lo que se pretende con la declaración del tribunal es proteger el empleo.  Esta situación ocasiona una incertidumbre excesiva para ambas partes. Por un lado, el trabajador no sabe si conservará su trabajo o recibirá la indemnización correspondiente y por el lado del empleador, no puede determinar el costo de esa mano de obra. 

Quién ganó en los tribunales del trabajo

Las decisiones en estos juicios favorecieron en proporción similar a una y otra parte, lo que contraría la percepción corriente que atribuye a estos tribunales una marcada tendencia a favorecer a los trabajadores.

	Sentencias que declaran con lugar la demanda
	Sentencias parcialmente con lugar
	Sentencias que declaran sin lugar la demanda

	73

38%
	36

19%
	81

43%


Una de las razones que podría explicar estos resultados son los juicios de jubilaciones, que se tramitaron en este período, ya que todas estas demandas fueron declaradas sin lugar, por considerar el tribunal que su presentación fue extemporánea. Los tribunales del trabajo aplicaron la prescripción anual a las demandas por jubilación y por tal razón todas las que se introdujeron después de haber transcurrido un año de la terminación del contrato de trabajo fueron declaradas sin lugar.  

La distribución general varía un poco en el juicio de estabilidad, ya que en estos casos se declaró injustificado el despido y se ordenó  el reenganche en el 56% de los casos.   

En el juicio de prestaciones sociales, los trabajadores ganaron totalmente el juicio en el 25% de los casos. Adicionalmente, obtuvieron sentencias parcialmente favorables en el 48%. De ahí, que puede afirmarse que el 73% de los trabajadores que obtuvieron sentencias en este juicio tenían fundamentos sólidos para demandar a sus patronos. 
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Varias razones podrían explicar que los trabajadores no obtuvieran sentencias totalmente favorables en la mayoría de los casos. En el juicio de estabilidad, un porcentaje importante de sentencias que declararon sin lugar la demanda del trabajador, se basaron  en el hecho de que el mismo había recibido la indemnización al momento de ser despedido y -en menor medida-  en la circunstancia de que el trabajador no logró probar la relación de trabajo. Ambas situaciones reflejan falta de información y deficiente asesoría jurídica.  En el primer caso, el abogado debió informarle a su cliente que si existían documentos que probasen el pago de la indemnización, el juicio no prosperaría. En este caso, el abogado debe evaluar los pagos realizados y si considera que no son los establecidos en la ley puede proceder a demandar la diferencia por el juicio ordinario del trabajo. 

La prueba de la relación de trabajo requiere de una asistencia jurídica de cierta calidad, ya que muchas veces el contrato de trabajo es verbal y no hay documentación sobre el pago del salario. En estos casos, es necesario informar al trabajador de la necesidad de conseguir algún soporte o recurrir a testigos para probar la prestación de servicios. De ahí, que no cualquier abogado pueda asumir con éxito este tipo de defensa. 

Pero, los resultados tampoco varían considerablemente por clase social como puede observarse  en el juicio que más esfuerzo requiere de los abogados, como lo es el de prestaciones sociales. Es más, la clase baja obtuvo menos sentencias desfavorables que la clase media, lo que podría significar que la clase baja intenta la acción sólo cuando tiene un alta posibilidad de ganar.
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Los datos muestran que en estos tribunales los trabajadores obtuvieron sentencias favorables en mayor proporción que los empleadores si se suman las sentencias que declaran con lugar y parcialmente con lugar la petición, como puede observarse en el siguiente grafico.
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 En la construcción de este gráfico no se consideraron los casos de las jubilaciones de la CANTV, pues todas las demandas fueron declaradas sin lugar, sin pronunciarse sobre el fondo de la petición.  

Los resultados de la conciliación en los tribunales del trabajo

En todos los juicios del trabajo, el tribunal realiza un acto de conciliación, para intentar el avenimiento de las partes.  En el acto se exige la presencia personal de ellas  y no de los abogados, pero éstos normalmente acompañan a su representado, en los casos  en los cuales logra realizarse. En los juicios de prestaciones sociales, normalmente, el acto se declara desierto, pues las partes no asisten, por lo que ha pasado a ser un ritual más del proceso. En los juicios de estabilidad laboral está ocurriendo algo similar.

La investigación de campo indicó que en los juicios de estabilidad, el acto de conciliación no solucionó el conflicto en el 80% de los casos analizados.  Esta situación presenta una gran diferencia en relación con lo que ocurría, cuando el proceso se desarrollaba en las comisiones tripartitas, dependientes del Ministerio del Trabajo.

En una investigación anterior se observó que las comisiones tripartitas solucionaban el  61% de las calificaciones de despidos, mediante la  conciliación. En los asuntos resueltos por decisión administrativa, se ordenaba la reincorporación del trabajador en casi el 60% de los casos (Richter, 1996). En esa investigación se comparó la actuación de la Comisión Tripartita en sus primeros años de existencia con la de sus últimos y se observó que con el transcurso del tiempo se tendía a consolidar una tendencia a sentenciar menos favorablemente a la petición del trabajador en comparación con las sentencias de sus años iniciales.  Sin embargo, como las comisiones tripartitas   realizaban una importante labor de conciliación, en términos generales se puede afirmar que esa instancia tendía a favorecer más al trabajador  que al patrono, en comparación con la actuación de los tribunales.   
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Las razones que explicarían la poca efectividad de la conciliación en el procedimiento de calificación de despido que se desarrolla en los tribunales del trabajo, son de variada índole. En primer lugar, la presencia de los abogados en el acto de conciliación.   En segundo lugar, los jueces no han recibido formación para realizar esta actividad. En tercer lugar, podría estar influyendo la convicción de los jueces de que su función es la de impartir justicia y por ende tendrían menos predisposición para negociar salidas, que finalmente pueden imponer.  

Desde la perspectiva de los jueces, la conciliación se  dificulta  por dos razones: la presencia de los abogados y la intransigencia que muchas veces manifiestan tanto patronos como trabajadores.  Los abogados tratan de convencer a sus clientes de continuar el juicio, pues creen que podrán probar los alegatos que los favorecen y que además un mayor trabajo pudiese implicar que los honorarios profesionales que cobrarán serán más significativos.  En el caso de los abogados de los trabajadores, cuyos honorarios profesionales dependen de las indemnizaciones, la duración del juicio les conviene porque aumenta el monto de los salarios caídos.  También a veces, los patronos  que no quieren reincorporar al trabajador, le ofrecen el pago de la indemnización, pero esta oferta generalmente está muy por debajo de lo que le correspondería  por despido injustificado.  Otras veces, los trabajadores no están dispuestos a negociar el monto de la indemnización de ninguna manera. En síntesis, tanto las posiciones patronales como la de los trabajadores reflejan la dificultad de componer un litigio que expresa los conflictos entre capital y trabajo. 

La ausencia de formación y experiencia en negociación y conciliación, influye en la aplicación de un régimen cuya característica esencial es ser producto de la conciliación de intereses opuestos. La carencia de una cultura de conciliación en el poder judicial, a diferencia de lo que ocurría en las comisiones tripartitas, también  ha influido para que esta vía de solución haya disminuido. En cambio, en los órganos administrativos del trabajo, la conciliación sigue siendo el mecanismo más utilizado para solucionar conflictos, justamente por la experiencia que han adquirido los funcionarios en esta materia.
Un hecho importante es que la conciliación se utiliza para negociar los montos de las indemnizaciones, no así la reincorporación del trabajador, que es el objetivo que persigue el procedimiento. Esto ocurría en las comisiones tripartitas y ahora en los tribunales. Tal situación demuestra, que una vez rota la relación de trabajo, es muy difícil su recomposición y que la norma se aleja tanto de las expectativas de los trabajadores como de las de los patronos. Los trabajadores generalmente accionan ante el tribunal buscando la indemnización y los patronos se defienden justamente para no pagarla.  La reincorporación parecería ser un objetivo de la ley y no de los sujetos que actúan en el procedimiento. 

El menor uso de la conciliación tiene aspectos positivos y negativos. Por un lado, podría significar un mayor respeto del Derecho como forma de resolución del conflicto. Podría interpretarse como la manifestación de una mayor confianza de las partes en la imparcialidad y en los conocimientos de los jueces, a diferencia de lo que ocurría con las comisiones tripartitas.  Pero por otro lado, la decisión del juez tarda en llegar. Los conflictos se acumulan sin cauces rápidos para su solución. Esto último es negativo para la sociedad en su conjunto que no cuenta con mecanismos institucionales eficaces para solucionar sus controversias. Una cantidad desmedida de conflictos sin  resolver afectan la paz social y la convivencia democrática. En este sentido, la conciliación podría significar una trasgresión del Derecho, ya que siempre supone renunciar a la expectativa de hacer valer plenamente los derechos laborales, pero fue un mecanismo eficaz para terminar estos conflictos, en la época en que la solución de ellos estaba radicado en las comisiones tripartitas, dependientes del Ministerio del Trabajo.

Comentarios finales

Los usuarios de los tribunales del trabajo no son los trabajadores más vulnerables del mercado laboral venezolano. El juicio de estabilidad laboral concentra un grueso de las peticiones presentadas por trabajadores de clase baja, pero éstos no pueden considerarse como los más desprotegidos del mercado laboral, ni tampoco de su clase. Al contrario son los que en mejores condiciones se encuentran dentro de su clase social.

En esta investigación se demostró que los trabajadores que litigaban en los juicios de estabilidad laboral ganaban casi el doble del salario mínimo, poseían una estabilidad promedio de tres años y prestaban sus servicios dentro del sector formal de la economía, en empresas de más de 10 trabajadores.  Este perfil no se asemeja en nada al del denominado trabajador precario, que gana en el mejor de los casos salario mínimo, alterna el trabajo con largos períodos de desempleo y labora en pequeñas unidades de producción (Lacabana, 1992, 1998; Cartaya, 1997).

Para el momento que se realizó esta investigación se observó que la duración de los juicios había disminuido en comparación con períodos anteriores, aunque también era menor la productividad de los tribunales. En 1999, los tribunales dictaron mucho menos sentencias que en años anteriores.   Por ejemplo, en 1995 el tribunal octavo dictó 457 sentencias durante ese año, lo que duplica  el total de las dictadas por los cinco tribunales en seis meses durante 1999. 

La reestructuración del poder judicial influyó en la disminución de las sentencias en el período. En uno de los tribunales estudiados se nombraron tres jueces en un año. El resultado fue que ese tribunal dictó una sola sentencia en materia de estabilidad, en el segundo semestre del año.

La cantidad de asuntos ingresados a estos tribunales no aumentó en la misma proporción que el aumento de la población asalariada en el país. Si bien es cierto, que ésta porcentualmente ha disminuido su presencia dentro de la fuerza de trabajo, en términos absolutos ha crecido. Este crecimiento no se ve reflejado en la cantidad de asuntos procesados por los tribunales del trabajo.

En 1999, existían 106 tribunales de instancia con competencia en materia laboral. De ellos, sólo 32 eran especializados. Los usuarios potenciales de estos tribunales eran 5.077.791 asalariados.  

En  el primer semestre de 1998 habían ingresado 21.986 asuntos a los tribunales del trabajo. La cantidad de asalariados rondaba ese año en los cinco millones.  Según datos de la OCEI, citados en este trabajo, casi el 40% de los trabajadores no recibieron ese año el pago de las prestaciones sociales y de otros beneficios laborales. Esos grados de incumplimiento de las normas laborales permiten suponer que por lo menos el 40% de los asalariados tenía algún motivo para demandar a su patrono. Sólo el 1% lo hizo. 

Los datos existentes indican que una parte importante de los conflictos de trabajo no llegan a expresarse en ninguna instancia del sistema de administración de justicia laboral, ni siquiera en la Inspectoría del Trabajo, como se verá en la próxima parte de este trabajo. Ello es grave para la convivencia pacífica y la paz social, objetivos últimos de la acción del poder judicial.

1.4. En  la Inspectoría del Trabajo


La Inspectoría del Trabajo es una dependencia del Ministerio del Trabajo con una larga experiencia en la solución de conflictos laborales.  Posee facultades jurisdiccionales para solucionar los conflictos derivados de la aplicación de los diversos regímenes de estabilidad absoluta previstos en la Ley Orgánica del Trabajo, a saber, los relacionados con el ejercicio de los derechos de sindicación, negociación colectiva y huelga, los derivados de la protección de la maternidad y  en los supuestos de suspensión de la relación de trabajo.

En el tema de la estabilidad laboral, la competencia de este órgano no se agota en los supuestos nombrados, pues por tradición los decretos presidenciales de aumento de salario mínimo van acompañados de una prohibición de efectuar despidos. En estos casos, el procedimiento de calificación de despido se realiza en la Inspectoría del Trabajo y no en el tribunal del trabajo. 

La experiencia del Ministerio del Trabajo en la solución de conflictos sobre estabilidad laboral se acrecentó durante la vigencia de la Ley Contra Despidos Injustificados,  que creó las comisiones tripartitas, adscritas al Ministerio del Trabajo, para la calificación de los despidos. 

El conocimiento que los trabajadores siempre han tenido sobre la existencia de la Inspectoría del Trabajo facilitaba la presentación de las solicitudes de calificación de despido ante la Comisión Tripartita, ya que ésta funcionaba en las dependencias de la primera. Ello llevó a que la identificación entre Comisión Tripartita, Inspectoría del Trabajo y Ministerio del Trabajo fuese total. Para los trabajadores, sobre todo los de escasos recursos,  cualquier problema laboral se resolvía en la Inspectoría del Trabajo. Esta identificación y la atención que obtienen de esta dependencia hace que  acudan frecuentemente a ella.

La Inspectoría del Trabajo presta servicios de información, conciliación y, como ya se dijo,en algunos supuestos, cumple funciones jurisdiccionales. El servicio de información está dirigido a  informar al trabajador sobre los montos que le corresponden por prestaciones e indemnizaciones por término del contrato de trabajo. Esta información es muy valiosa para el trabajador, ya que  muchos patronos –fundamentalmente de la pequeña y mediana empresa- cancelan voluntariamente el monto que la Inspectoría del Trabajo señala.    Este servicio es muy utilizado por los trabajadores y el de la Inspectoría del Trabajo del Centro de Caracas se encuentra automatizado. 

La Inspectoría del Trabajo cumple funciones de conciliación tanto en materia de derecho colectivo como individual. En el primer caso, se trata de intervenir en los procesos de negociación colectiva y conflictos colectivos del trabajo. En materia de derecho individual su acción se concentra en la conciliación de casos  de prestaciones sociales.

La función jurisdiccional que cumple la Inspectoría del Trabajo se refiere a los supuestos de estabilidad absoluta señalados, para cuya solución se aplican los procedimientos establecidos en la Ley Orgánica del Trabajo y en la  Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. 

En resumen, la Inspectoría del Trabajo cumple variadas funciones en materia de solución de conflictos del trabajo, aparte de la que debería ser su función principal: la inspección del cumplimiento de la ley y los procedimientos de sanción en caso de incumplimiento. Esta importante función siempre ha estado relegada dentro de las prioridades del Inspector del Trabajo.

Este estudio se centró en los casos de reclamos individuales por diversas acreencias laborales y en las solicitudes de calificación de despido (estabilidad laboral), cuya solución se realiza en las salas de reclamo y fuero, respectivamente, terminología interna de la Inspectoría para designar las dependencias que realizan dichas funciones. La mayoría de los expedientes revisados correspondían a la sala de reclamos (85 de un total de 98), ya que por investigaciones previas se poseía información sobre el uso por parte de los trabajadores de escasos recursos del servicio que presta esta sala.  

La descripción de los resultados de la exploración de campo sobre las actividades que la  Inspectoría del Trabajo cumplió en materia de solución de conflictos laborales va referirse fundamentalmente  a  qué características tenía el trabajador que demandaba, qué asuntos se ventilaban en esa instancia, con qué tipo de asistencia jurídica se contaba, qué montos se discutieron,   cuánto duraron los procedimientos y  qué montos recibió el trabajador.

Qué tipo de trabajador utilizó los servicios de la inspectoría.  

El trabajador que solicitó la intervención de la Inspectoría del Trabajo era de escasos recursos. Los datos demuestran que el 71% de las solicitudes fueron presentadas por trabajadores de clase baja.  Era un trabajador que ganaba salario mínimo y tenía una antigüedad promedio en la empresa de 1 año. Estos dos hechos, salario bajo y antigüedad reducida, hacían difícil  que pudiese presentar su reclamo en los tribunales de trabajo, ya que no contaba con recursos para sufragar los gastos que ello ocasiona. 

La distribución de los usuarios por clase social se concentra en la clase baja, seguida, pero con mucha distancia, por la clase media baja, como puede observarse en el siguiente cuadro:

Distribución por clase social de los usuarios de inspectorías

	Clase social
	Porcentaje

	Clase media
	2%

	Clase media-baja
	26%

	Clase baja
	72%


Las mujeres presentaron sus reclamos en una proporción mayor en la Inspectoría del Trabajo que en los tribunales. El 46% de los reclamos fueron presentados por mujeres, en comparación con un 35%  en los  tribunales del trabajo.

	
	Inspectoría del Trabajo
	Tribunal del trabajo

	Mujeres
	46%
	35%

	Hombres
	54%
	65%


La presentación de reclamos por parte de las mujeres en la Inspectoría del Trabajo superó en 10 puntos su participación en la fuerza de trabajo. Para 1998, las mujeres representaban el 36% del total de los asalariados en el país.  Los datos de los tribunales del trabajo reflejaron esa participación, pero los de la Inspectoría del Trabajo indicaron que las mujeres utilizaron en mayor medida este servicio que los hombres. Ello puede deberse justamente al hecho de que son remuneradas con salarios más bajos que los hombres y tienden a ubicarse en los puestos de trabajo más precarios del mercado laboral, excepto las que trabajan en la administración pública. Estos hechos conllevan a que su posibilidad de reclamar judicialmente disminuya.

Qué asuntos se ventilaron ante la inspectoría

Una de las principales actividades que desarrolla la Inspectoría es la conciliación en reclamos  por prestaciones sociales. Cabe destacar, que esta actividad junto con el servicio de información, son los dos servicios que más comúnmente presta la Inspectoría del Trabajo a los trabajadores, debido a que las negociaciones colectivas y las huelgas no suelen ser frecuentes en nuestro país.

Distribución de los asuntos en las inspectorías del trabajo

	Tipo de asunto
	Cantidad de casos
	Porcentaje 

	Cesta tickets
	3
	3%

	Inamovilidades
	13
	13%

	Prestaciones sociales
	80
	82%

	Otros (vacaciones y utilidades)
	2
	2%

	Total
	98
	100%


La principal actividad de conciliación que efectúa la Inspectoría del Trabajo se desarrolla una vez concluida la relación de trabajo, pues se refiere a la determinación de los montos a cancelar por la ruptura del contrato de trabajo. Los tribunales del trabajo también se dedican a solucionar conflictos derivados de la terminación del contrato de trabajo, ya sea en estabilidad laboral, en prestaciones sociales o en jubilaciones. Esto implica que no hay instancias dedicadas a solucionar los conflictos durante la vigencia de la relación de trabajo, con lo cual una serie de situaciones conflictivas, como cumplimiento de los horarios, pagos por horas extras, seguridad e higiene, pagos diversos, que podrían solucionarse sin llegar al rompimiento de la relación, quedan sin canales institucionales de solución para la gran mayoría de los trabajadores asalariados. 

La asistencia jurídica de las partes

Los trabajadores suelen presentar sus reclamos en esta instancia sin necesidad de la asesoría de un abogado. El 80% de los trabajadores interpusieron su reclamo sin la asistencia de  un abogado.   

Asistencia jurídica del trabajador

	Tipo de asistencia
	Porcentaje

	Procurador del trabajo
	4%

	Abogado privado
	14%

	Sin asistencia
	80%

	Asistido por delegado sindical
	2%


En cambio, los patronos sí asistieron asesorados por un abogado en la mayoría de los casos.  

Asistencia jurídica y estrategias patronales

	
	Porcentaje

	Abogado privado
	50%

	Sin asistencia
	20%

	No compareció
	30%



Investigaciones previas no publicadas han demostrado que el trabajador sólo cuenta con la posibilidad de presión que pueda ejercer el funcionario que realiza la mediación, ya que los Procuradores del Trabajo no suelen estar presentes en las conciliaciones. En estos casos, el conciliador prácticamente se convierte en el asesor del trabajador, desvirtuándose su función. 

La no comparecencia del patrono en el 30% de los casos es un buen indicador de los límites de esta instancia para solucionar los conflictos.  

 La duración del procedimiento 

Una de las grandes ventajas de esta instancia es la celeridad en la respuesta en comparación con los tribunales del trabajo. En este estudió se observó que la Inspectoría normalmente efectúa el acto de conciliación a los dos meses de iniciado el procedimiento. En el acto de conciliación se produjeron acuerdos en más del 70% de los casos, lo que significa que la solución del conflicto se realizó  a los dos meses de haberse planteado el reclamo.  En cambio, en los tribunales del trabajo la duración promedio del proceso fue de 26 meses. 

Obviamente, en los tribunales del trabajo se desarrolla un juicio y no puede compararse  la duración de la conciliación con la duración de un proceso judicial. Pero, lo que se pretende resaltar es que el acto de conciliación al que rutinariamente llaman los jueces del trabajo,  que en el 80% de las causas estudiadas fue infructuoso,  en cambio en la Inspectoría del Trabajo es exitoso en el 70% de los casos estudiados.

Los casos de estabilidad laboral que se ventilan en las inspectorías del trabajo también tienen una duración menor que en los tribunales del trabajo. Estos procedimientos duraron en promedio  once meses, en comparación con los veintiocho meses que se tardaron en los tribunales de trabajo. Acá, la diferencia puede explicarse por la cantidad de casos que cada instancia procesó. Los tribunales del trabajo reciben una cantidad de solicitudes infinitamente mayor que las inspectorías del trabajo.

Los resultados de la conciliación

La  actividad de la Inspectoría del Trabajo fue exitosa, en los casos en que se logró la comparecencia del patrono. De un total de 85 casos analizados en 58 de ellos (68%) se logró realizar el acto de conciliación, es decir, el patrono respondió al llamado efectuado por el órgano, aunque un porcentaje no despreciable no lo hizo. 

 En la mayoría de los casos en que se realizó la conciliación  se logró un acuerdo, ya sea porque el trabajador aceptó el monto ofrecido por la empresa o porque efectúo una transacción, como se desprende del cuadro siguiente:

	
	Número de casos
	Porcentaje

	Aceptación del monto ofrecido
	35
	60%

	Transacción
	7
	12%

	No hubo acuerdo
	13
	22%

	Sin información
	3
	5%


Como puede observarse, en el 72% de los casos en que se realizó la conciliación, el trabajador obtuvo un resultado sólo relativamente favorable. 

El hecho de que la mayoría de los trabajadores aceptara lo ofrecido por la empresa, significa que generalmente obtuvieron una cifra mucho menor de lo que realmente se le adeudaba. Los pagos representaban el 57% de la cantidad que el patrono adeudaba al trabajador, según la misma Inspectoría del Trabajo. Sin embargo, el hecho de obtener el pago en mucho menor tiempo que lo que hubiera implicado efectuar el cobro en vía judicial, es una ventaja no despreciable para quien vive de su salario. 

 La cifra de lo obtenido en la Inspectoría del Trabajo, a  pesar de ser baja en comparación con lo adeudado,  representa mucho más de lo que obtuvieron los trabajadores que reclamaron esos pagos por la vía judicial,  los cuales -en promedio- obtuvieron el 40% de lo solicitado, como puede observarse en el siguiente gráfico:

Montos solicitados y obtenidos en los juicios de prestaciones sociales en tribunales
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Una posible explicación de la menor cantidad de dinero obtenida por los trabajadores que reclamaron  en la vía judicial, pudiese estar en ciertas prácticas de los abogados en ejercicio. Suele ser común que los abogados incluyan en sus cálculos reclamaciones de acreencias inciertas o difíciles de probar.  Pero más allá de lo fundado de la petición o reclamación, el trabajador tiene la expectativa de cobrar el total de la acreencia que ha reclamado y recibir sólo un 40% después de un largo proceso es sin duda un desincentivo adicional para utilizar el aparto judicial.   

La actividad de la Inspectoría del Trabajo también debe ser evaluada en relación con las expectativas que tenían los trabajadores cuando acudieron a ella, sobre todo porque lo que esperaban recibir se fundamentaba en la información dada por la misma Inspectoría.  De ahí, que la diferencia entre los promedios de montos solicitados y obtenidos en esta instancia no deja de ser un dato elocuente, pues puede estar reflejando una pérdida considerable de derechos, ya que en esta instancia no hay un pronunciamiento sobre la justeza de la petición, como ocurre en los tribunales, sino que simplemente se renuncia a parte del reclamo.  No es descartable que recibir en los tribunales el 40% de lo reclamado tal vez sea mayor que el 50% obtenido en la Inspectoría del Trabajo, pues la tendencia a “abultar” las acreencias laborales  por parte de los abogados de los trabajadores, puede hacer que ese 40% sea mucho más cercano a lo que realmente se le adeudaba al trabajador y por ende mayor de lo que el trabajador recibe en la instancia administrativa del trabajo.  
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La conciliación en manos de una instancia con más poder de imposición, como los tribunales del trabajo, tal vez podría significar que se alcanzaran acuerdos en menor tiempo, con un mayor cumplimiento en el pago de los montos adeudados por conceptos laborales. En tal sentido, se trataría de propugnar acuerdos rápidos y favorables para ambas partes, evitando que la rapidez  signifique una pérdida significativa de los derechos de los trabajadores, como ocurre en los casos que concilia la Inspectoría del Trabajo, lo que en la práctica normalmente significa, que los trabajadores terminan  renunciando a casi el 50% de lo que les correspondía.  

En los procedimientos de estabilidad absoluta, la tendencia a favorecer al trabajador fue mucho mayor en comparación con lo que ocurre en tribunales, lo que se evidencia en el hecho de que en la mayoría de los casos se declaró sin lugar la solicitud de calificación de despido presentada por el empleador. De igual manera,  la mayoría de las solicitudes de reincorporación presentadas por los trabajadores fueron declaradas con lugar y se ordenó a los patronos reincorporar al trabajador. En estos casos, los patronos no pueden insistir en el despido mediante el pago de la indemnización.

Decisiones en materia de inamovilidad laboral

	A favor del trabajador
	 62%

	A favor del patrono
	 38%


Comentarios finales

Los datos analizados indican que este servicio no sólo atendió a trabajadores de escasos recursos sino que solucionó con cierta rapidez el conflicto planteado, lo que en caso de obligaciones laborales es un hecho en sí positivo. Los trabajadores que accedieron a la Inspectoría del Trabajo eran más vulnerables que los usuarios de los tribunales y muchos de ellos no hubieran logrado presentar sus reclamos ante la instancia judicial, pues su salario y tiempo de servicio no hacía el caso atractivo para los abogados.

La existencia de servicios de conciliación en manos del poder judicial, como instancia autónoma diferente del juez del caso, no ha sido intentada en materia del trabajo en Venezuela y pudiese ser un camino a transitar para obtener mayor certeza en  los derechos y celeridad en la decisión.   El proyecto de ley procesal laboral que discute actualmente la Asamblea Legislativa intenta consagrar la figura del juez conciliador diferente del juez sustanciador de la causa.

1.5. En los Tribunales de municipio

1.5.1. Los cambios en  los tribunales de municipio
En 1999, los tribunales de municipio sufrieron modificaciones importantes. La transformación de los tribunales de parroquia en de municipio significó un aumentó de su competencia por la cuantía para conocer de  asuntos civiles, mercantiles y de tránsito hasta cinco millones (Resolución del Consejo de la Judicatura Nro. 100, de fecha 06 de julio de 1999, publicada en Gaceta Oficial N° 36.759 de fecha 08 de agosto del mismo año). La modificación afectó también la competencia por la materia de estos  tribunales, ya que  el Consejo de la Judicatura asignó competencia exclusiva a algunos de ellos para la ejecución de medidas y a otros para la sustanciación de causas.  Otra  modificación fue la asignación a un sólo tribunal en Caracas de la competencia para la consignación de cánones de arrendamiento. Esta actividad, que ocupaba un tiempo considerable de los tribunales, fue atribuida al tribunal vigésimo quinto de Municipio.

Antes de la eliminación de los tribunales de parroquia, éstos tenían competencia para conocer las causas civiles, mercantiles y de tránsito, cuya cuantía no excediera de dos millones quinientos mil bolívares (Resolución del Consejo de la Judicatura Nro. 619 del 30 de enero de 1996, publicada en Gaceta Oficial N° 35890 de la misma fecha). 

Los tribunales de parroquia eran los de menor cuantía y en ese sentido, la hipótesis de que en ellos pudiesen litigar personas de escasos recursos, se hacia más plausible en ese nivel. La muestra seleccionada de tribunales de municipio, incluyó cuatro antiguos tribunales de parroquia, que habían sido transformados en tribunales de municipio, como puede observarse en el siguiente cuadro:

	Tribunal de Municipio Número
	Antes Tribunal de Parroquia Número

	Tercero
	--------------------------------------------

	Decimocuarto
	Quinto

	Vigésimo
	Undécimo

	Vigésimo Segundo
	Décimo Tercero

	Vigésimo Cuarto
	Décimo Quinto


El hecho de que cuatro de los cinco tribunales estudiados fuesen de los que antes de la reforma se ocupaban de los asuntos que envolvían disputas hasta por dos millones quinientos mil bolívares, sumado a que las sentencias dictadas en el segundo semestre de 1999 se refirieran a juicios iniciados en esos  tribunales, cuando eran de parroquia, determinó que el monto de los litigios de la muestra seleccionada, se ubicase mayoritariamente en menos de  dos millones quinientos mil bolívares.

Los tribunales de municipio, no sólo absorbieron la competencia en materia civil, mercantil y de tránsito de los de parroquia, sino que también son competentes para conocer de las faltas y ciertos delitos penales de acuerdo al artículo  413 del Código de Enjuiciamiento Criminal. Esta competencia tenderá a desaparecer en la práctica con el sistema acusatorio previsto en el Código Orgánico Procesal Penal. Pero, hasta 1999, estos asuntos ocupaban un lugar destacado dentro de las actividades declaradas como resueltas por esos tribunales. Normalmente, se dictaba un auto de averiguación terminada en esos delitos y faltas, por prescripción de la sanción.

El procedimiento aplicable a los asuntos que no excedan del millón quinientos mil bolívares  es el juicio breve (Resolución del Consejo de la Judicatura Nro. 619 del 30 de enero de 1996, publicada en Gaceta Oficial N° 35890 de la misma fecha).  Este juicio, regulado por el Código de Procedimiento Civil en los artículos 881 y siguientes, es de lapsos más breves y concentrados, lo que tiene como finalidad lograr que la duración del juicio sea menor que si la reclamación se tramitase por el procedimiento ordinario.

La duración promedio de los juicios -que se ubicó en dos años en los tribunales de municipio- sugiere que el procedimiento breve no está cumpliendo su principal objetivo, que es reducir el tiempo de tramitación. Este hecho reafirma que los intentos de obtener mejoras en la celeridad de la justicia no tendrán éxito si adicionalmente a la reforma legislativa no se enfrentan los obstáculos burocráticos y sobre todo la cultura jurídica de los operadores del sistema de administración de justicia.

Asuntos que ingresaban y  eran resueltos en los tribunales de municipio hasta 1999

Los asuntos ingresados comprenden causas, comisiones, matrimonios y actuaciones de jurisdicción voluntaria, como puede observarse del siguiente cuadro:

	Asunto
	Totales

	Causas
	1059

	Comisiones
	43

	Inspecciones
	37

	Notificaciones
	18

	Oferta real
	1

	Esponsales
	54

	Otros
	6

	Total de Asuntos 
	1218


 

 Fuente: Informe anual del juzgado vigésimo cuarto de municipio 

Las causas, que son la principal demanda de servicio, ya que constituyen el 87% de los asuntos ingresados, se distribuyen mayoritariamente entre resolución y cumplimiento de  contratos y cobro de bolívares. El cumplimiento y resolución de contratos se refiere normalmente a los de arrendamientos.

	Tipo de Causa
	Totales

	Cumplimiento de contrato
	81

	Resolución de contrato
	201

	Cobro de Bolívares
	520

	Desocupación
	18

	Ejecución de Hipoteca
	39

	Acción merodeclarativa
	1

	Reivindicación
	1

	Otros
	49

	Causas penales
	142

	Total de causas
	1059


   Fuente: Informe  anual del juzgado vigésimo cuarto de municipio 

 Los asuntos que ingresan al tribunal son resueltos de diversas formas, entre las cuales la sentencia definitiva es una de ellas, como puede observarse si se discrimina entre los  diversos tipos de decisiones que dicta el tribunal.

	Tipo de sentencia
	Total

	Sentencias definitivas
	109

	Sentencias interlocutorias que ponen fin al proceso
	36

	Perención
	97

	Averiguaciones penales terminadas
	548

	Total de sentencias
	790


Fuente: Informe  anual del juzgado vigésimo cuarto de municipio
El tribunal, además de su función de sentenciar, realiza una serie de actuaciones que ocupan una parte importante de su actividad,  como puede observarse en el siguiente gráfico.
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     Fuente: Informe  anual del juzgado vigésimo cuarto de municipio
Es conveniente resaltar, que del total de sentencias dictadas durante 1999 en este tribunal,  sólo el 13% corresponde a sentencias definitivas de fondo y que el 63% de ellas, son averiguaciones penales terminadas, por prescripción de la pena. 

Los nuevos retos de los tribunales de municipio

Es de esperarse, que en un futuro próximo, ocurran cambios importantes en la actividad de los tribunales de municipio. Por un lado, la materia penal  no será una de las actividades que realice, en consideración del  sistema acusatorio previsto en el Código Orgánico Procesal Penal. Por otro lado, es previsible un aumento de las demandas en materia de arrendamiento, ya que la nueva ley de arrendamientos somete a la jurisdicción de estos tribunales la mayoría de los conflictos relacionados con el alquiler de inmuebles. En efecto, el decreto-ley dictado en 1999 (véase infra) establece que todas las cuestiones relacionadas con el arrendamiento inmobiliario se ventilarán  ante los tribunales,  reservando a la sede administrativa sólo la fijación del canon de arrendamiento.  Esto significa que las demandas por desalojo, cumplimiento o resolución del contrato de arrendamiento, reintegro de sobrealquileres, reintegro de depósito en garantía, ejecución de garantías, prórroga legal, preferencia ofertiva, retracto legal arrendaticio y cualquier otra acción derivada de una relación arrendaticia se intentarán ante la jurisdicción civil ordinaria. Estas demandas se  presentarán, tramitarán y sentenciarán de acuerdo al procedimiento contenido en dicho decreto y al procedimiento breve previsto en el Código de Procedimiento Civil, independientemente de su cuantía (Art. 33 del Decreto  con rango y fuerza de ley de arrendamientos inmobiliarios, publicado en Gaceta Oficial N° 36845 de fecha 7 de diciembre de 1999). 

En la legislación anterior, sólo la acción para solicitar el cumplimiento o la resolución del contrato de arrendamiento prevista en el artículo 1.167 del Código Civil, se tramitaba ante los tribunales. El procedimiento intimatorio, previsto para el desalojo, se tramitaba por el juicio breve (Art. 1-a del Decreto Legislativo sobre Desalojos de Viviendas de 1947).  De ahí, que es factible suponer que en  los tribunales de municipio aumenten las demandas vinculadas a la relación arrendaticia.  

1.5.2. Los resultados de la revisión de los expedientes sentenciados en los tribunales de municipio

En estos tribunales se revisaron todos los asuntos sentenciados en materia civil, mercantil y de tránsito, en el segundo semestre de 1999. Además se revisó una muestra de asuntos perimidos en el tribunal vigésimo cuarto.  En total, se trabajó con 210 casos sentenciados. 

El análisis va a referirse fundamentalmente a quién demandó y quién fue demandado en los tribunales de municipio; qué asuntos se demandaron en esa instancia; con qué tipo de asistencia  jurídica contaban las partes; cómo se defendió el demandado; qué montos se discutieron; cuánto duraron los juicios y cuál fue el resultado de esos juicios. 

Quién demandó y quién fue demandado en estos tribunales

El perfil del demandante y del demandado fue muy similar en los tribunales de municipio, ya que ambos fueron, en su mayoría,  personas naturales, de sexo masculino y  de clase media baja.  

Perfil de las partes en los juicios sentenciados en los tribunales de municipio

	
	Demandante
	Demandado

	Persona natural
	135

(64%)
	165

(78%)

	
	Hombre
	Mujer
	Hombre
	Mujer

	
	67%
	33%
	75%
	25%

	Persona jurídica
	75

(35%)
	45

(21%)

	Clase social


	Alta
	Media


	Media baja
	Baja


	Alta


	Media


	Media baja
	Baja



	
	 3%
	38%
	47%
	10%
	1%
	32%
	61%
	6%


Como puede observarse en el cuadro anterior, un porcentaje cercano al 30% de las partes, en los casos sentenciados que se examinaron, eran personas jurídicas. Las personas jurídicas representaban el 35% de los demandantes que obtuvieron sentencia en el periodo analizado. La presencia de las personas jurídicas, a pesar de no ser mayoritaria, es significativa, y, por tanto, es un indicador importante del usuario de este tipo de tribunal.  

El estrato social más representado en los expedientes que se examinaron es la clase media baja,  hecho cuyo significado no ha sido fácil de interpretar para esta investigación, pues los montos reclamados, la duración de los procesos y la necesidad de contratar un abogado para efectuar el reclamo, no justifican el uso de estos tribunales por este estrato social. El 61% de las sentencias correspondió a juicios en los que el demandado era de esa clase social,  como puede observarse en el siguiente gráfico:
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El 10% de las sentencias dictadas en el período, se referían a una demanda presentada por personas de clase baja. Estas personas, a diferencia de lo que ocurría en los otros tribunales estudiados, no representaban un porcentaje significativo de los litigantes  que obtuvieron respuesta del tribunal en el tiempo estudiado. 

Qué asuntos se sentenciaron  en los tribunales de municipio

Los tribunales de municipio dictaron sentencias fundamentalmente en los asuntos vinculados a arrendamientos y cobro de bolívares por diversas causas. La distribución de estas  sentencias coincide bastante con la de las causas ingresadas en esos tribunales, lo que mostraría que no existían asuntos que se ventilasen con más rapidez o facilidad que otros, aunque los arrendamientos se solucionaban en una proporción un poco mayor de lo que ingresaban.  
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Qué tipo de asistencia jurídica tuvieron las partes

En este tipo de tribunales ambas partes deben comparecer asistidas de un abogado y, por el tipo de asuntos que se ventilan, es difícil suponer la presencia de abogados de los servicios de asistencia jurídica gratuita. Efectivamente, no se encontró presencia de abogados gratuitos en estos juicios. 

Por su parte, los demandados, en un 53% se hicieron representar por un abogado privado y un 47% no comparecieron, debiendo nombrarse defensor ad litem. 

Cuáles fueron los montos que se discutieron en esta instancia

Los montos de los litigios fueron realmente bajos, inclusive si se asume que la mayoría de los casos correspondían a los que se ventilaban en los tribunales de parroquia.  Este es uno de los hallazgos difíciles de explicar.

La mayoría de las sentencias se referían a disputas cercanas al millón de bolívares, concentrándose los litigios por alquileres en menos de 500 mil bolívares, como puede observarse del siguiente gráfico.
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Los  cánones de arrendamiento rondaban  los sesenta y ocho  mil bolívares. Ello explica que la mayoría de las disputas fuesen por cifras menores al medio millón de bolívares. El hecho de que el objetivo del juicio no sea cobrar el canon adeudado sino recobrar el inmueble, justifica que se intente la demanda. Acá, el valor verdadero de la demanda es la recuperación del inmueble. En cierto sentido, el juicio es una inversión que se realiza para volver a poseer el bien. Este hecho explicaría por qué se litiga por montos tan pequeños en municipios en esta materia. Pero, ese razonamiento no es aplicable a los casos de cobro de bolívares.

Los casos  sentenciados en materia de cobro de bolívares se distribuyen un poco más uniformemente dentro los intervalos construidos para analizar este dato, pero un considerable 35% de las sentencias se refiere a litigios de menos de quinientos mil bolívares.   Al bajo monto se le agrega el hecho de que los juicios duraron en promedio dos años, lo cual hace por lo menos sorprendente que se invierta  tanto tiempo y dinero en recuperar pequeñas cantidades de dinero.  

 Quién ganó en los juicios de municipio

Una de las posibles  explicaciones  a la existencia de litigios por cantidades tan pequeñas, es la casi absoluta certeza del triunfo por parte de quienes intentaron estos juicios. En el 82% de los casos sentenciados, se declaró con lugar la demanda.  En arrendamiento, los propietarios lograron recuperar su inmueble en la mayoría de los casos. Las pocas veces en las cuales la demanda fue declarada sin lugar, se refería  a contratos que simulaban el arrendamiento bajo la figura del comodato o por falta de cualidad del actor.  

En los casos de cobro de bolívares, en los cuales se discutían montos inferiores a quinientos mil bolívares, el 88% de las demandas  fueron declaradas con lugar. Pero, la declaratoria con lugar no parece compensar  el tiempo que los demandantes tuvieron que esperar para recibir la sentencia favorable. 

Comentarios finales

La hipótesis de que los sectores de escasos recursos litigan en esta instancia no se confirmó en la exploración de estos tribunales, aunque el usuario principal de los tribunales de municipio es de clase media baja. 

Los tribunales de municipio están siendo utilizados para peticiones cuya justeza es casi incuestionable. Se demanda en los casos en que se tiene una alta posibilidad de ganar y probablemente existe algún bien que ejecutar. La parte demandada, en consecuencia, debe pagar los costos y costas del proceso. En cierto sentido, para el demandante, el juicio es una inversión que recuperará y no es descartable que obtenga alguna ganancia. Detrás de los cobros de bolívares debe haber bienes que ejecutar,  si no es así,  no es razonable el tiempo y el dinero  invertido  en esos litigios.  

Por otra parte, un usuario importante de estos tribunales son las personas jurídicas, las cuales cuentan con abogados contratados en forma permanente para realizar este tipo de cobranzas. Se trata de un trabajo que es parte de la rutina de esos abogados y no representa un costo adicional para la empresa que contrata el  servicio jurídico.

1.6. La  satisfacción de los usuarios con el servicio y su opinión sobre  el desempeño de sus abogados 

En este punto se reseñarán los principales hallazgos de la aplicación de los cuestionarios de opinión a los usuarios de los servicios de justicia.

La estratificación de los usuarios se efectúo con criterios similares a los utilizados para determinar la clase social de las partes en los expedientes judiciales y administrativos, aunque es bueno destacar que en las encuestas a usuarios se dedicó una sección a obtener datos socioeconómicos, por lo que se contaba con mayor información para poder efectuar una estratificación más precisa. 

Los usuarios de los servicios de administración de justicia pertenecientes a la clase alta y de la clase marginal, presentan como característica común su poca presencia personal en estos servicios. Este hecho puede deberse a razones muy diferentes por cada estrato social.  

Una de las razones que podría explicar que no se lograse encuestar a individuos de clase alta se debe a que la encuesta se aplicó mayoritariamente en servicios administrativos de solución de conflictos, los cuales están dedicados fundamentalmente a atender a personas de escasos recursos. Tal es el caso de la Inspectoría del Trabajo y la Procuraduría de Familia y Menores, por lo que era razonable no encontrar usuarios de la clase alta en dichos sitios. Sin embargo, era factible suponer que a estas oficinas acudirían personas de clase marginal. No fue así, ya que de las 154 encuestas aplicadas en esos sitios, sólo 9 correspondían a personas de clase marginal, 5 de las cuales asistieron a Inspectorías, mientras que 4  acudieron a Procuradurías.  

En los tribunales se encuestó una muestra muy pequeña de usuarios (48 personas), lo que no permite construir tendencias en esta instancia.  En los tribunales tampoco se pudo encuestar a personas de clase alta, pero su ausencia se debe a razones diferentes a las que explican su no presencia  en los servicios administrativos. 

La ausencia de los usuarios de la clase alta en los tribunales se puede deber al hecho de que designan un abogado apoderado que los represente y descargan en él toda la responsabilidad por los tramites que sea necesario efectuar durante el desarrollo del juicio.  

En síntesis, los usuarios de clase alta no asistieron personalmente a presentar reclamos ante los órganos del sistema de administración de justicia y se encontraron muy pocos usuarios de clase marginal. De un total de 202 personas encuestadas sólo 11 pertenecían al estrato social marginal.   

La presencia personal de las clases sociales media, media baja y baja en los tribunales puede expresar varias cosas. En primer lugar, un porcentaje de éstos cuenta con abogado público o que no le cobra por el servicio, lo que puede tener como consecuencia que algunas actividades del proceso tengan que ser impulsadas personalmente por ellos.  En el taller focal, los líderes de barrio señalaron que ellos redactaban solicitudes de pensiones de alimentos y documentos en general y que un abogado amigo se los firmaba. Ello implica que la persona deba efectuar toda la tramitación. En los casos de personas de estratos bajos con abogado privado, podría estar ocurriendo algo similar. El pago de honorarios profesionales  suele ser pequeño, por lo que el abogado descarga parte de su trabajo en su cliente. La clase alta, en cambio, paga bien por el servicio, por lo que éste se presta en forma integral y las personas pertenecientes a esa clase social sólo acuden al tribunal en los casos en los cuales su presencia sea  necesaria, como por ejemplo ocurre si tienen que testificar en el proceso. 

Del total de las personas encuestadas, ya sea en los tribunales o en los servicios administrativos de solución de conflictos, el 70% son de clase baja. De ahí, que se puede sostener entonces que esta es la clase social que asiste personalmente a tramitar sus problemas ante las instancias de la administración de justicia. 

A continuación se presenta un resumen de las respuestas de los usuarios con relación a: cómo se obtuvo información sobre la existencia del servicio, qué tipo de actividad se dejó de realizar para acudir al órgano del sistema de administración de justicia y con qué tipo de asesoría jurídica contaba la persona para presentar su reclamo. Posteriormente, se reseña la evaluación que hacen los usuarios sobre el desempeño del sistema de administración de justicia. Acá, se presentan las respuestas sobre la opinión acerca de las facilidades o dificultades que enfrentaron para acceder a la oficina, el trato recibido en ella y la imparcialidad para decidir el caso. 

La pregunta del cuestionario destinada a obtener información sobre cómo la persona supo que esa oficina pública podía solucionar su problema  fue de gran utilidad para construir algunas posibles explicaciones del alto uso que hace la clase baja de los servicios administrativos de solución de conflictos y de la casi ausencia de la clase marginal en estas oficinas.
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La mayoría de las personas informó que sabía de la existencia del servicio por conocimiento propio, por información obtenida en otra oficina pública o por informaciones de amigos y compañeros de trabajo. En la clase social baja predominan como fuentes de información las amistades y los familiares, seguido muy de cerca por los abogados y el conocimiento propio.  Ello nos refiere a la importancia de las relaciones personales y también nos habla del acervo cultural que posee dicho estrato social.  


La clase social baja cuenta con una mínima estructura de relaciones personales que le permite enfrentar las situaciones adversas que pueda estar viviendo. La red de relaciones personales es una fuente de apoyo para los individuos de esta clase social, puesto que les provee de los recursos mínimos para acceder al sistema de justicia, tales como: la información indispensable para adquirir conciencia de que se tiene un problema jurídico y para proceder a su solución y los contactos necesarios para  obtener la asesoría de un profesional del Derecho que le ayude en la solución del mismo. Esta red de relaciones quedó en evidencia  en el taller focal con líderes de barrios, quienes poseían información con cierto grado de detalle sobre la existencia de abogados gratuitos y de las competencias de las oficinas públicas.

 
La pregunta sobre qué actividad la persona dejó de realizar para acudir al órgano a presentar un reclamo nos sitúa en el tema de las elecciones que debe hacer y la importancia que tiene para la persona solucionar el problema que está viviendo. 
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La principal actividad que la mayoría de los usuarios declaró dejar de efectuar fue  asistir al trabajo, seguida por la búsqueda de empleo o la realización de las tareas del hogar.  Esta última actividad fue declarada principalmente por las mujeres que acudían a las Procuradurías de Menores, ahora Fiscalías de Protección.

La mayoría de las personas encuestadas no utiliza los servicios de un abogado  cuando acude a una Procuraduría o a una Inspectoría, aunque como se expresó anteriormente,  en estas instancias no se requiere de la asistencia de un profesional del Derecho para presentar reclamos. En los tribunales sí contaban con abogados, de los cuales sólo el 30% eran públicos. 

El tiempo invertido es otro factor que fue evaluado. Los usuarios señalaron que las oficinas de los servicios de justicia se encuentran alejadas de sus lugares de residencia. Esta respuesta nos indica que debe invertirse un tiempo considerable para hacer valer derechos ante los órganos del sistema de administración de justicia.  

La distancia geográfica y el aplazamiento de actividades importantes es compensada por la percepción de que el sistema de justicia responde positivamente a su petición. Varias respuestas permiten sostener que la mayoría opina favorablemente sobre el trabajo que  realiza el servicio de justicia. 

En su conjunto, los usuarios evalúan en forma positiva el desempeño de los funcionarios encargados de trabajar en la solución de su problema, sobre todo a los que prestan sus servicios en los órganos administrativos. La mayoría de ellos estima sentirse bien en esos servicios y considera que las oficinas son ordenadas. También afirma que los funcionarios muestran interés por el problema, utilizan un lenguaje adecuado, el trato que ofrecen es bueno y la dedicación de los mismos  a su caso es suficiente. 

La opinión sobre la imparcialidad del funcionario que va  a solucionar el caso se manifiesta con mucha claridad en relación con el desempeño de los funcionarios administrativos mas no así frente al juez. La evaluación de la imparcialidad del juez no es clara, pues la respuesta mayoritaria fue que no se sabía si el juez tomaría la decisión de manera imparcial. En cambio, sí se confiaba en la imparcialidad del funcionario administrativo. 

Los usuarios -tanto en los servicios administrativos como judiciales- declaran  que ha existido un contacto directo con el funcionario encargado de su caso, ya que la mayoría expresó que ha conversado con el mismo, cuando así lo ha  solicitado y que este funcionario los ha ayudado en la búsqueda de la solución del conflicto. 

Por otra parte, la mayoría de los usuarios  no percibe la existencia de discriminación alguna en estas oficinas y considera fácil presentar un problema en esos sitios, aunque un porcentaje importante de la clase baja, percibe de manera menos positiva, el sistema de administración de justicia, pues refirieron una serie de obstáculos que enfrentan para presentar sus peticiones ante él. Entre los obstáculos más mencionados por la clase baja - y por ende por la mayoría de los encuestados, pues son el 70% de la muestra-  tenemos la falta de información, la pérdida o falta de tiempo, la complejidad del proceso y el retardo procesal.

Como se informó, la presencia de la clase marginal es muy reducida en los servicios de administración de justicia, lo cual impide construir una tendencia o analizar las opiniones de este estrato social, aunque  no deja de ser un hallazgo relevante el hecho de que algunos de  sus miembros encuestados percibiesen discriminación en el trato recibido por parte de los funcionarios de las Procuradurías, de las Inspectorías y de los tribunales.  También es el único estrato social que manifiesta en un porcentaje importante sentirse mal en estos lugares. Esta respuesta es coherente con la percepción de sentirse discriminados en el sistema de administración de justicia, pues nadie se siente bien en un sitio que los discrimina, y en ella también puede estar influyendo la carga  de problemas cotidianos que enfrenta dicho estrato, los cuales se hacen evidente en la parte de este trabajo dedicada al análisis del taller focal.  

La percepción sobre la existencia de discriminación en el sistema de administración de justicia no se relaciona con la opinión expresada por este estrato social sobre el trato recibido por parte del personal que lo atiende.  La mayoría de la clase marginal considera que son bien tratados. De todas formas, una posible explicación de la percepción de la existencia de algún tipo de discriminación puede deberse a la opinión sobre el tiempo que los funcionarios le dedican a la solución del caso, puesto que un grupo importante de la clase marginal realiza evaluaciones negativas en este aspecto. Por otro lado, la clase marginal es la que más expresa que las Procuradurías, Inspectorías y tribunales quedan muy lejos de sus residencias  y sus miembros son los que más tardaron en encontrar estos sitios la primera vez que los visitaron.  

En resumen, si tomamos en cuenta todos los elementos que caracterizan a la clase marginal, podremos comprender por qué este grupo social es el único que, en su mayoría, estima difícil presentar un caso ante estos canales.  En el caso de la clase marginal, el problema del servicio de justicia puede estar, tanto en la prestación del mismo,  como en las severas carencias que padece este estrato social. Por ejemplo, entre las dificultades que menciona el estrato más pobre de nuestro país, las más importantes son el tener que ir muchas veces, la falta de información y de influencias y la pérdida o falta de tiempo. Estos datos -aunque insistimos que lo minoritario de su presencia no permite efectuar generalizaciones-  nos dan algunos indicios de los obstáculos que enfrenta este estrato social para usar el servicio de justicia.  

Las otras clases sociales reportan dificultades más vinculadas con el funcionamiento mismo del sistema de administración de justicia, presentándose cierta homogeneidad en sus quejas sobre los problemas que enfrentan para usar el servicio de justicia.  Las dificultades más comunes que reportan los otros estratos sociales son el horario de atención, el retardo procesal, la falta de información y  la no comparecencia de la contraparte. 

Para la clase media, el principal obstáculo es la falta de atención por parte de los funcionarios;  su asistencia al  trabajo es la única actividad que deja de realizar para acudir ante estas instancias. Al igual que la clase marginal, opina que esos lugares quedan muy alejados de su residencia, pero es el único estrato social  que considera que los funcionarios emplean  un lenguaje enredado. Esta respuesta nos da indicio que evaluar la atención recibida no es una tarea sencilla, pues las otras clases opinaron que los funcionarios se expresaban en un lenguaje entendible y que sus consejos ayudaron a solucionar su reclamo. No es una hipótesis descartable, que un mayor nivel educativo de la clase media le permitió evaluar en mejores condiciones el lenguaje de los funcionarios.  

En el desempeño del abogado también se observa  una posible influencia de la clase social.  Entre los usuarios que contaban con este servicio, su  evaluación  parece depender de la clase social a la que se pertenece, haciéndose más negativa a medida que se desciende en la escala social.  

1.6.1. Las diferencias por tipo de servicio

En la sección anterior, se ha trazado un perfil general de las opiniones de  los usuarios sin diferenciar por el lugar en el cual se aplicó la encuesta y con pocas referencias al estrato social del usuario. Esta parte del análisis estará dirigida a reseñar las especificidades que indicaron los usuarios en cada uno de los sitios donde se aplicó el cuestionario, haciéndose más énfasis en las diferencias de opiniones por clase social, aunque se vuelve a insistir que la alta presencia de la clase baja (70% de la muestra) hace que las opiniones de los otros estratos sociales sean poco representativas. 

En los tribunales

En relación con los tribunales, es importante destacar que existe una insatisfacción con el desempeño de los tribunales en todos los estratos sociales, en comparación con la evaluación efectuada a los órganos administrativos.  En especial, se diferencian las opiniones, con respeto a lo expresado en las dependencias administrativas, en las respuestas a las preguntas sobre atención recibida y organización interna de los tribunales. Los usuarios  afirman sentirse mal en los tribunales y consideran que esos sitios son desordenados. 
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Igualmente, la mayoría opina que la atención prestada a su caso por los funcionarios  es insuficiente. 
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La evaluación de la imparcialidad del órgano judicial es el indicador que presenta la diferencia más marcada en relación con lo expresado sobre los órganos administrativos. Los usuarios tienen dudas sobre la imparcialidad del juez, pues un porcentaje considerable responde que no sabe si su caso será solucionado de manera imparcial.  En cambio en los órganos administrativos la respuesta mayoritaria es la confianza en el funcionario. Este respuesta  es muy importante, pues nos dice que no se confía en el órgano cuya función esencial es administrar justicia.
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Las respuestas  de los usuarios encuestados permiten sostener que la mayoría de ellos opina que el funcionamiento y desempeño de los tribunales no es satisfactorio, pues casi la mitad de los encuestados  opina que las  oficinas son desordenadas y un tercio considera que la dedicación de los funcionarios a su caso es insuficiente. Estos porcentajes son las evaluaciones más negativas  en comparación con lo expresado sobre esos mismos indicadores en los órganos administrativos.   

La evaluación del abogado fue uno de los pocos indicadores que mostró cierta relación con la clase social del usuario. Así, por ejemplo, la confianza en el abogado va disminuyendo a medida que se desciende en la estratificación social. 
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En las inspectorías.

Los usuarios de la Inspectoría del Trabajo manifestaron saber de la existencia de este servicio por informaciones obtenidas de los amigos y compañeros de trabajo.   Un sector de ellos expresó que su principal fuente de información fueron los medios de comunicación. La influencia de los medios de comunicación como canal para adquirir información  sobre las instancias estatales a las que se puede acudir a presentar reclamos fue corroborada en otra investigación realizada acerca de opinión pública sobre el Derecho y reafirma la importancia de las estrategias comunicacionales para difundir la oferta del servicio de justicia en el país y aumentar el conocimiento de la población sobre sus derechos. (Roche y otros, 2001) 

En la Inspectoría del Trabajo, los usuarios pueden presentar sus reclamos sin requerir de la asistencia de un abogado. Entre los que cuentan con ese servicio, una importante proporción no paga por ello. El desempeño del abogado no es evaluado tan positivamente como en otros lugares, pues un porcentaje de los encuestados manifestaron sentirse insatisfechos con el servicio del abogado que los representaba. De las 25 personas que contaban con los servicios de un profesional, 11 opinaron que sus abogados les dedicaban poco tiempo y mostraban  poco o ningún interés en la solución de su caso.

Los usuarios de la Inspectoría  expresaron que estas oficinas quedaban  lejos de su zona de residencia. Además,  estiman que los funcionarios de estas dependencias no le dedican suficiente tiempo a la solución de su  problema. 

En las Procuradurías.

Este servicio es utilizado fundamentalmente por personas de escasos recursos. La clase marginal lo utiliza en una muy baja proporción, aunque fue en estas oficinas en donde se encontraron algunos de los pocos usuarios de este estrato social.  Del total de personas encuestadas en esta instancia, el 6% pertenecía al estrato marginal.  

La mayoría de los usuarios de esta instancia administrativa de solución de conflictos familiares no utiliza un abogado para tramitar peticiones en ella. Una de las pocas quejas expresadas sobre este servicio fue su ubicación. Una alta proporción  opina que estos sitios quedan muy apartados de los lugares donde residen. 

Los usuarios de las Procuradurías en su mayoría opinan que el funcionamiento y el trato recibido en estas dependencias es bueno.  Los usuarios señalaron que el tiempo dedicado a su caso es suficiente, que los funcionarios le ayudan a solucionar su problema y les hablan en un lenguaje sencillo, creen que la solución será imparcial y que la organización interna de la oficina es adecuada. Todo esto refleja satisfacción con el servicio prestado por esta dependencia del sistema de administración de justicia.

Comentario final


Entre los usuarios encuestados, los que se consideraron mejor atendidos fueron los que utilizaron la Procuraduría de Menores, actual Fiscalía de Protección. En la Inspectorías del Trabajo se perciben problemas en relación con el horario de atención y el tiempo dedicado por los funcionarios a la solución del caso, lo que hace que sea valorada menos favorablemente.

En cambio, la opinión que tienen los usuarios de los tribunales del trabajo, así como de los de familia y menores es la más negativa en comparación con la expresada por los usuarios de los servicios administrativos del sistema de administración de justicia.  El hecho de que el poder judicial sea evaluado negativamente  por sus usuarios debe ser tomado en cuenta por quienes diseñan y ejecutan la política judicial del país, ya que los tribunales son los únicos que tienen facultades de imponer sus decisiones y por ende son los reales garantes de los derechos de los ciudadanos.

2.  NECESIDADES JURÍDICAS POTENCIALES

2.1. Taller focal con líderes de barrio 

La discusión planteada en el taller focal giró alrededor del siguiente tema: cuáles serían los principales problemas que enfrentan los habitantes de los barrios populares, que pudiesen resolverse en una instancia del sistema de administración de justicia.

El análisis de la información obtenida a través de lo expresado por los participantes puede estructurarse en cuatro grandes dimensiones: 

1. Acercamiento a la idea o noción de justicia.

2. Principales problemas que enfrentan las comunidades de escasos recursos en el área metropolitana de Caracas y que podrían plantearse para su solución ante instancias del sistema de administración de justicia. 
3. Mecanismos e instancias que utilizan esas personas para resolver esos problemas.

4. Obstáculos que enfrentan las personas de escasos recursos para acceder al sistema jurídico formal.

2.1.1.  La noción de justicia

La noción de justicia que se manejó en el taller se vincula con la realización de la justicia social en un sentido amplio, sin que se relacionara de manera explícita con la existencia de un sistema de administración de justicia.

En el transcurso de la dinámica, los participantes en el taller aluden reiteradamente a la idea de justicia, contrapuesta a lo que se percibe como una situación de exclusión social, presente en la mayoría de los espacios sociales de la vida cotidiana de las personas que habitan en los barrios. Se hace referencia a una noción de justicia social que aparece como un valor vinculado a la convivencia social, a la igualdad entre las personas, a la solidaridad, a la tolerancia. En ningún momento la noción de justicia que emplean los participantes se vincula con la de justicia judicial, es decir, aquella que se obtiene a través del sistema de administración de justicia.

Dicha noción de justicia se deduce de lo expresado por los líderes de barrio con respecto a dos cuestiones. La primera es la exclusión social de que se siente objeto el barrio. La segunda, la discriminación social que se observa dentro del mismo. Lo dicho por los líderes permite sostener que los habitantes de los barrios se perciben a sí mismos como excluidos sociales. La discriminación social interna, en cambio, sería la que se da entre los más antiguos habitantes de la parte consolidada del barrio con respecto a los recién llegados que ocupan las zonas no consolidadas. Es decir, no sólo excluye el “rico” al “pobre”, sino que los “pobres” se discriminarían también entre sí.

Con relación a la discriminación social dentro de la comunidad misma cabe observar, que la ubicación de las viviendas en un barrio determina niveles de bienestar, ya que posibilita el acceso a los servicios públicos. Estos niveles de bienestar a su vez establecen los niveles de discriminación. En este sentido, la ubicación espacial concede a un grupo familiar status y prestigio entre los habitantes que conforman una barriada. Aquellas personas que viven en las zonas menos accesibles, al no estar favorecidas por los servicios básicos, son consideradas como los verdaderos “pobres” y “marginales” del barrio. La discriminación presente dentro de la comunidad se expresó también en forma de prejuicios que se manifestaron dentro del mismo taller. Algún participante aseguró que era posible reconocer a los malandros dentro del barrio, incluso desde edades muy tempranas, tan solo con “mirarlos a los ojos”. 

La exclusión social que se vive en el barrio es entendida por los líderes como una consecuencia de la percepción que tienen quienes no habitan en barrios respecto de los habitantes de éstos, en cuanto a su pertenencia u origen social.  La valoración social estaría determinada en este caso fundamentalmente por el lugar de residencia y se relacionaría con una visión dicotómica que opone la ciudad al barrio.  El hecho de vivir en un barrio les niega a sus habitantes la posibilidad de ser reconocidos como ciudadanos en igualdad de condiciones por aquellas personas que no habitan en los barrios. La exclusión social que de allí deriva se manifiesta en diversos espacios o ámbitos, desde los laborales y los educativos, hasta las instancias jurídicas formales.

Algunos fragmentos de la discusión sustentan lo anteriormente expuesto:

Discriminación social dentro del barrio:

· “...lo que nosotros vivimos es que las familias más pobres del barrio, o sea, a los muchachos, les tienen como una cruz, son los que peor se visten, los que tienen los peores sobrenombres, entonces resulta que hay una exclusión familiar, hay una exclusión individual, incluso hay exclusión de sectores...”

·  “...por ejemplo, en el caso de la comunidad de nosotros que tiene tres calles, los que viven en la orilla de la calle tienen pues su casita de bloque, no se, pero a medida que la gente va bajando por la escalera, ya va encontrando ranchitos de zinc, y a medida que más avanza, se va haciendo más agresiva”.

·  “...nosotros vivimos en una pendiente, y los que viven en el sector de Los Hipos, en el de La Seca a 150 metros más arriba dicen... es que los del cerro, entonces los del cerro son los que están un poquito más arriba, porque claro, es que las características van cambiando, y es lógico, mientras más abajo nos encontramos, más cercanos a la ciudad como tal, como tal, y van disminuyendo los servicios en la medida que nos vamos alejando.”

·  “...hay un muchachito negrito, pero el muchachito tiene una cara de decente que la vemos nosotros... con los ojos de nosotros los pobres, vemos que el muchachito tiene cara de decente, uno reconoce cuando una persona es un malandro de barrio o cuando es una persona decente...”
Exclusión social fuera del barrio:

· “...la gente delinque porque no tiene nada que hacer, porque los niveles de pobreza son ciertos y porque la sociedad donde se vive, la sociedad que tenemos es una sociedad que excluye...”

· “...mira... yo tengo bastante... bueno bastantes cuenticos que echar, en que en... en... relacionado a esto... a nosotros la gente de los barrios nos llaman marginales, orilleros, chancletúos, bueno, todo los que les de la gana.”

· “...en nuestro sector, cada día se ha esquematizado, se ha martirizado más la pobreza, prácticamente hoy ser joven y ser pobre es sinónimo de malandro”.

· “...toda la gente clase media o clase alta cree que la gente que vivimos en barrios andamos armados, todos somos malandros, nuestros hijos son malandros, nuestros padres son traficantes, y están bastante equivocados”.

· “Mi hermana es administradora, licenciada en administración, y hace unos siete años, hubo un señor de una compañía que le dijo, mire su perfil es perfecto, pero le voy a ser claro, no le voy a dar el trabajo. La próxima vez que introduzca su currículo no coloque la dirección...”

· “Y entonces se crea toda una estructura de exclusión que se refuerza en todo lo existente, entonces vemos que en la escuela... en la escuela parroquial, cuando le preguntan a un niño de qué sector viene, y ese niño dice que viene del sector el Guarataro no le dan el cupo, nunca dicen por qué no se lo dan pero es que resulta que los niños que viven en ese sector, aun teniendo posibilidad de pago, privilegian a los que viven en el eje San Martín”.

La justicia, como puede observarse, es percibida por los participantes del taller en contraposición a situaciones de exclusión social, las cuales se evidencian a través de hechos de discriminación, de estigmatización y por los estereotipos existentes en relación con los habitantes de los barrios, así como por la discriminación interna. Durante la discusión, la idea de justicia se vinculó a la necesidad de alcanzar mejores y mayores niveles de igualdad, tanto dentro del barrio como fuera de éste, con lo cual, según la percepción de los líderes comunitarios, se disminuirían significativamente los problemas que se originan a raíz de estas diferencias sociales. 

2.1.2. Problemas que enfrentan las comunidades de escasos recursos.

Los problemas que enfrentan las comunidades de escasos recursos en el área metropolitana de Caracas fueron vinculados por los distintos líderes comunitarios con la exclusión social que padecen, presentándose en distintos niveles, individual, familiar, comunitario y a nivel nacional. 

Los líderes coincidieron en señalar que el problema más sentido por parte de los individuos que habitan en los barrios de Caracas, es el problema de la inseguridad. Ésta es entendida, en un sentido muy amplio, como sinónimo de inestabilidad y de incertidumbre en lo individual, en lo familiar y en lo comunitario y estaría relacionada con la situación de desequilibrio del país.

La mayoría de lo señalado por los líderes, cuando se les preguntó por  los problemas que enfrentaban los habitantes de sus comunidades y que serían susceptibles de ser planteados para su solución ante una instancia del sistema de administración de justicia, puede vincularse con el problema global de la inseguridad. Una categorización de esos problemas comprende:

 El problema de la violencia

La inseguridad se vincula en primer término con la violencia que es quizás el problema más destacado y que se manifiesta de distintas maneras y en los distintos ámbitos de la vida de la comunidad.  A la violencia se le atribuye haber sido causante de la desarticulación de la organización comunitaria.

La violencia se manifiesta en la realidad de las zonas de escasos recursos de distintas maneras, fundamentalmente: 1) como violencia juvenil que se expresa en las pandillas; 2) como violencia familiar, bien sea del padre hacia la madre o de alguno de ellos para con los hijos; 3) como violencia intracomunal, es decir, aquellas agresiones físicas y verbales que se presentan entre los miembros de la comunidad; 4) como carencia de servicios públicos; 5) como abuso en la actuación de los organismos de seguridad. Todos estos aspectos son vistos como manifestaciones de una violencia estructural, relacionada con la ausencia del Estado en los barrios, lo que contribuye a la exclusión social.  En palabras de los líderes:

“…ya lo decíamos, la violencia de pandillas, la violencia entre jóvenes, pero como nosotros teníamos como causa de ello y origen de ello, las…las familias y el ambiente… y en general la violencia entre la familia, el padre que maltrata, la madre que maltrata, el niño que va a la calle…la…la violencia que se da entre la misma gente de la comunidad, del chofer que agrede, que usa un lenguaje… que dice “vieja del coño, bájate de yo no se que, por qué te montas aquí en mi jeep”…entonces ese tipo de cosas, todo ese manejo del trato, la interacción social que se da es de manera violenta, o sea, no hay un trato amable y cortés…”.

“… me disculpan pero realmente yo pienso que el primer problema que tenemos, la mayoría, y es…precisamente que nosotros tenemos desde hace muchos años una ausencia de Estado…”.

El problema de la carencia o deficiente prestación de los servicios públicos

La precariedad de los servicios públicos, tales como el empotramiento de  aguas –tanto blancas como negras-, la electricidad, el aseo urbano, el transporte y la vivienda, forman parte esencial de la problemática que afecta cotidianamente a los miembros de los barrios. La ausencia o deficiencia de estos servicios contribuye a generar un ambiente agresivo y hostil y forma parte esencial del clima de inseguridad que caracteriza la vida de los barrios. En este sentido se señaló que:

“un entorno que es violento o agresivo, es un entorno…es un entorno donde no hay, donde no están todos los servicios, donde no…donde quizás el aseo urbano no se recoge a diario, donde el agua, el servicio de agua pública es intermitente, como un derecho al cual tenemos…al cual tenemos…este…donde la gente no tiene una vivienda con todas las…los requerimientos que debería tener”.
Los problemas de delincuencia 

Estos tienen que ver fundamentalmente con los atracos que se presentan en la zona y con la tenencia de armas, que origina los disparos que constantemente realizan los individuos en el barrio por distintos motivos. La distribución y el consumo de drogas es otro de los problemas que más enfatizan los líderes de las comunidades de Caracas.

Los problemas familiares

Los problemas familiares están relacionados, básicamente, con la desintegración que padecen las familias de los barrios del Área metropolitana de Caracas. Entre los casos de “problemas familiares” se hallan los referidos a violencia familiar, conflictos de guarda, exigencia de una pensión de alimentos,  falta de documentación de los niños y las dificultades que se confrontan para entregar un hijo en adopción.
Los problemas vecinales

Los problemas vecinales comprenden las ofensas verbales y las agresiones físicas entre personas que forman parte del mismo vecindario o comunidad. Estos problemas, según lo reportado por los líderes comunitarios, pueden ser de menor gravedad, - aun cuando no dejan de ser importantes- generalmente consistentes en insultos y ofensas; o pueden ser más graves o más complejos, como los que se refieren a disputas o problemas por la propiedad o por la posesión de la tierra (invasiones), delimitación de terrenos, títulos de propiedad, títulos supletorios, transacciones de compra y venta de casas, desalojos, problemas de bote de basura o aguas servidas y riñas violentas entre vecinos.
Los problemas laborales 

Los problemas laborales son definidos como los abusos que con frecuencia realizan los patronos de sus empleados y que constituyen violaciones de los derechos de los trabajadores.  Los problemas laborales se hallan asociados al incumplimiento de las condiciones contractuales, específicamente del pago del seguro social, del pago del trabajo realizado, así como de las prestaciones que se derivan del mismo.
Los problemas de violación de los derechos humanos 

Las múltiples carencias que confrontan los habitantes de los barrios implican en sí mismas la violación de muchos de los derechos sociales y económicos consagrados por nuestro ordenamiento jurídico. Los problemas ya mencionados tienen que ver con la ausencia de garantía efectiva de varios de esos derechos.

Ahora bien, los abusos que fueron más frecuentemente señalados, como expresión concreta de la violación de los derechos humanos de los habitantes de los barrios populares, son las amenazas y las violaciones a la integridad física y moral, originadas, tanto por la acción de los cuerpos policiales, comprendidos los ajusticiamientos de los delincuentes, como por las bandas y por las acciones de los mismos habitantes de los barrios.
2.1.3. Mecanismos e instancias que utilizan los habitantes de los barrios para resolver sus problemas  

Los líderes comunitarios hicieron referencia a una serie de mecanismos e instancias que las personas de los barrios emplean cotidianamente para resolver sus conflictos y problemas, sin que se llegara a mencionar expresamente a los órganos del sistema de administración de justicia. Los mecanismos e instancias mencionados pueden considerarse en muchos casos como alternativas a ese sistema.

Cuando se trata el tema de los mecanismos utilizados por los habitantes de los barrios para resolver sus problemas, hay que partir del hecho de que en las comunidades existen una serie de problemas estructurales cuya solución pasa por superar la exclusión social, por lo que son muy difíciles de solucionar con la mera presentación de un reclamo ante una instancia competente. De allí que los niveles de frustración pueden ser elevados. Como lo expresó con claridad uno de los líderes de barrio:

 “Entonces, yo digo: ‘son problemas sin resolver’. Cuando el joven insiste: ‘cómo los resuelven?’, yo digo: ‘es que no los resuelven’, según mi concepción y según mi visión, no los resuelven, se los aguantan”.

Esta frase hace referencia a la alta frecuencia con la cual los problemas no son enfrentados; a las situaciones en las cuales la respuesta es la inacción o la evasión, ante la certeza del inmenso esfuerzo, frecuentemente inútil, que supondría enfrentar el problema para buscar solucionarlo.  

Sin embargo, cuando un individuo decide no soportar más una situación problemática, no  suele acudir ante una instancia del sistema de administración de justicia. La visión que tienen los líderes de barrios es que las instituciones en general no funcionan, que no son capaces de dar respuesta a las peticiones de los ciudadanos:

“aquí las estructuras jurídicas no funcionan para nadie, eso es mentira que aquí hay leyes para los ricos y hay leyes pa’ los pobres. Mentira, aquí no hay ley pa´ nadie, pa´ nadie, y la policía aquí abusa a todo el mundo y cuando no pueden abusar es porque sienten que el otro es capaz de hacerle daño al policía; pero aquí el policía abusa de todo el mundo, de todo el mundo”.

Ello no obsta para que se perciba a los organismos públicos como especialmente renuentes a actuar con miras a la resolución de los problemas planteados por los habitantes de los barrios. Según lo expresado en el taller, algunas instituciones formales no toman en cuenta las demandas presentadas por los miembros de estas comunidades debido, principalmente, a la condición social de los mismos: 

“No es que no existan los entes, verdad, no es que no... no es que no esté organizado nuestro país, no. Sí lo hay, sí está organizado, por supuesto. Pero nosotros no alcanzamos muchas veces esas cosas. No las podemos alcanzar porque, bueno, nos ponen el ojo rapidito los que no les conviene; o porque la gente pues nos excluye porque somos de barrio. Entonces yo soy una persona decente de barrio, pero yo no puedo ir a denunciar, pero si soy una persona que viva en la Avenida Baralt o que viva en una autopista, que viva en algo más urbanizado, ah, a esas personas sí las van a oír, a mí no...”

Es más, los canales formales de la administración de justicia son percibidos como instituciones dirigidas, más que todo, en contra de los habitantes de los barrios. Según lo afirmado por algunos participantes del taller focal, la justicia se aplica de manera diferencial, desfavoreciendo principalmente a los sectores de bajos ingresos y a quienes viven en los barrios. Se llegó incluso a sostener que tanto las leyes como los organismos encargados de su aplicación son instituciones de los sectores formalmente establecidos en la ciudad en contra de los sectores informales que habitan en la misma:

“…porque yo creo que los que vivimos en los barrios de alguna manera y en sectores como el que vivimos se sienten ajenos a esa ciudad…somos excluidos sociales y sabemos que esa policía que está ahí no la hicieron para defendernos a nosotros…sino la hicieron para ir en contra de nosotros, porque la ciudad se defiende de nosotros…”. 

La desconfianza en las instituciones en general, y en los órganos formales de la administración de justicia en particular, conduce a que los habitantes de los barios utilicen canales informales a fin de dar alguna solución  a sus problemas.

Uno de estos canales son los medios de comunicación. Los líderes de barrio y los miembros de esas comunidades suelen acudir frecuentemente a la radio y a la prensa con el objeto de hacer pública una denuncia. Ante la expectativa de inacción por parte de los órganos competentes, se recurre a la presión de la opinión pública para acelerar las gestiones que requiere la solución de los problemas que se plantean en las comunidades.

Un segundo canal, no menos importante, que suele emplearse para resolver algunos de los problemas que plantea la vida en las comunidades, se halla representado por sus líderes.  Frente a una situación problemática, los individuos buscan a ciertas figuras de autoridad en la comunidad, con el propósito de obtener asesoría y sugerencias sobre alternativas de solución a sus problemas. 

En los casos de conflicto entre los mismos miembros de la comunidad se suele intentar resolverlos a través del diálogo con las partes involucradas, a fin de evitar que se llegue a utilizar una vía que podría resultar violenta. Citando a uno de los líderes: 

“Una de las cosas que yo he visto, cuando nosotros hemos logrado controlar, porque en realidad se ha podido, hasta con los malandros fuertes del barrio, que yo lo he visto que se ha hecho en la comunidad, es reunirse con ellos, llamarlos a ellos a punto. Pero el mismo vecino, el ciudadano decente, pues, considera que en su familia tiene que haber un respeto y que en la comunidad tiene que haber un respeto, pues llama a punto, lo que no hace el gobierno. Porque si usted va y denuncia, no es que uno no debe denunciar, uno debe denunciar, verdad, pero como hay el problema de que uno va y denuncia y, de pronto, a uno ya le conocen hasta toda la familia, porque uno denunció a alguien y uno se rayó, ¿verdad? Entonces tiene que haber otra alternativa. Entonces, si varias personas estamos padeciendo por un problema de inseguridad, bueno, entonces todos los vecinos deben de ponerse de acuerdo, reunirse y, si es posible, llamar a esas dos o tres personas que están echando lavativa en el barrio de uno y llamarlo a punto. Uno por la autoestima tiene ese privilegio, uno puede entre familias, cinco familias hasta que cuando uno venga a ver van a haber veinte familias: ‘No, vamos a reunirnos todos; no, vamos a hablar entre todos porque tenemos que llamar a fulanito y tratar de resolver esas diferencias’; que es donde yo sí estoy muy de acuerdo con la falta de gobierno.” 

Las vías de la mediación entre los vecinos y de la negociación con las instancias competentes, como alternativas efectivas de solución de muchos problemas, son señaladas por uno de los líderes. 

“Una de las maneras, yo diría... siempre hemos dicho que hay estrategias de sobrevivencia en un ambiente tan agresivo; pues yo no sé cómo funcionará la cosa en la jungla, pero yo creo que, si yo percibo que aquel carajo me va a devolver en una agresión con un tiro, yo me armo igualito y me pongo una pistola en la cintura. Y la única manera de no esperar que el otro me dé un tiro es que sepa que yo le puedo responder de manera igual. Y eso se da en la práctica. Entonces, nosotros creemos que algunas de estas cosas pasan de lo pequeño a lo grande.(…) entonces yo creo que si pudiéramos contar con instancias de mediación; donde el vecino, precisamente ante una situación, que perfectamente puede arreglarse entre ambos, donde la respuesta está precisamente en él. Yo no puedo atender un problema de un colector de aguas negras. Pero yo te apuesto que las diez, veinte o treinta familias que hacen uso de ese colector, perfectamente si no lo pueden reparar ellos, tienen capacidad de negociación con una instancia local”.

Otra de las maneras informales que las comunidades de bajos ingresos utilizan para resolver sus conflictos está relacionada con el código de valores existente en el barrio. Las comunidades tienen sus mecanismos de distribución de castigos a aquellos miembros que cometan alguna falta. Como expresa uno de ellos de manera particularmente clara: 
“... pero hay mecanismos de control con eso, porque cuando en la bodega pides prestado, y tú pides cincuenta mil bolívares, cien mil bolívares, te colocan en una lista de moroso y no te presta nadie. Y lo peor que hay en el barrio, porque ese es el control de la comunidad, ese es el control social, te dicen: “ah, tú no me pagas treinta mil bolívares, no te puedo demandar, no te puedo llevar a la jefatura porque el monto no (...) ah pero te pongo en una lista negra en donde diga:’ a éste no’”; y pongo: ‘Pedro no paga a nadie’. Entonces, resulta que como en el barrio no solamente necesitamos pedir hoy, sino mañana, pasado mañana y el otro, entonces resulta, es preferible que yo te pague tu plata a que [me incluyas en] una lista [para] que nadie me preste. Y el control social funciona, funciona porque priva para uno el hecho de tener la base que uno es buena paga, que no puede pagar por equis circunstancia, pero que uno salda sus deudas. Y las deudas no solamente son de dinero, las deudas son de otro tipo: son morales, son de cualquier tipo. O sea, tú echas vaina, tú me echas broma aquí, pero yo te la cobro, y eso funciona porque la ley del barrio, la ley de la comunidad, el control social siempre te va a cobrar tu deuda. Y eso lo sabe la gente del barrio, porque ni te puedes ir, ni te puedes mudar, ni puedes hacerte, estás obligado a ir cada día ahí. Por eso es que la gente asume y presume que te puedo prestar. Claro... y yo arriesgo, arriesgo esa cantidad de suma de dinero que no es tan alto, pero yo se que siempre el otro va a pagar y si no paga es más lo que pierde que lo que gana, eso es lógico”.

De esta forma, los miembros de las comunidades no requieren  acceder al sistema formal de justicia para resolver muchos de los problemas que deben afrontar. Como se señaló en el taller, ellos tienen sus instancias, informales, claro está, y sus procedimientos, para ejercer presiones que incidan favorablemente en el restablecimiento de sus derechos e intereses vulnerados. 

Sin embargo, pesar de la desconfianza en las instituciones y de la percepción de que ellas en general no funcionan, existen instancias públicas ante las cuales los miembros de la comunidad presentan algunas denuncias y reclamos. De acuerdo con lo que se desprende de las afirmaciones de los líderes de barrios, hablar de la institucionalidad y del Estado significa muchas veces, en términos concretos, hacer referencia a las Juntas Parroquiales,  a las Jefaturas y a las Prefecturas,  todas ellas instancias públicas del nivel local. La función que asumen estas instituciones es generalmente la de la mediación, con el objeto de  lograr acuerdos, y, de esta forma, resolver pacíficamente los conflictos, en los casos en los cuales no son suficientes los mecanismos informales. 

En estos casos las personas de escasos recursos utilizan preferentemente las instancias locales que existen en sus comunidades para plantear y resolver casos de problemas familiares, otros problemas civiles y problemas vecinales.

Se señaló por otra parte que muchos de estos problemas están siendo resueltos por asociaciones de la sociedad civil que trabajan cerca y para la comunidad, como es el caso de aquellas de las cuales forman parte los diferentes líderes de barrio que participaron en el taller. Además, gran parte de la tarea que asumen estas asociaciones consiste en dar asesoramiento a quienes allí acuden con un problema.
De los hallazgos del taller focal, uno de los más resaltantes es el que se refiere a la casi absoluta ausencia, en el discurso de los participantes, de la mención de los organismos encargados de la administración de justicia. Nunca hicieron mención alguna sobre la posibilidad de resolver sus conflictos en un tribunal, en una Inspectoría del Trabajo o en una Procuraduría del Trabajo o de Menores. Los que ellos visualizan como problemas se dirimen, casi en su totalidad, a través de los canales informales que manejan en su realidad cotidiana; por ejemplo, la denuncia ante los medios de comunicación, las acciones de protesta -como el cierre de calles -, las presiones que puede ejercer el grupo como tal sobre alguno de sus miembros, o el diálogo entre las partes involucradas en el conflicto sin la presencia de instancias formales. Según llegaron a decir, algunos problemas son planteados ante instancias públicas locales.  Sin embargo, el sistema judicial no está dentro del discurso habitual de los sectores de bajos recursos del área metropolitana.  

No obstante, la referencia que se hizo en la discusión a cuestiones como títulos supletorios, pensión de alimentos, documentos en general, lleva implícito el posible uso de un órgano del sistema de administración de justicia. Aparentemente, estas situaciones no son visualizadas como problemas porque pueden resolverse con relativa facilidad.
Esta conclusión se vincula con otro fenómeno observado en el transcurso del taller. Los líderes participantes no consideraron necesaria la asistencia de abogados para la realización de los trámites jurídicos más comunes. Cuando quieren resolver algún problema de tipo jurídico, ellos no creen que es necesario recurrir a la ayuda de un experto en la materia, porque, de acuerdo con lo expresado por uno de los participantes: 
“... Yo creo que toda la gente del Guarataro tiene títulos supletorios, títulos de propiedad. Hemos asesorado en cartas, qué sé yo, documentos para la reclamación de pensión de alimentos. Y nosotros agarramos el formulario, lo copiamos, le decimos al abogado amigo: “eh, ahí”, en el camino nos firma y esas son cosas resueltas sin ser abogados. Pero nosotros sabemos que un documento, para llevarlo, para registrar una empresa, te cobran treinta mil, cincuenta mil bolívares. A nosotros no nos cobran nada (…) nos copiamos, el otro compañero nos presta aquel formulario, cambiamos algunos detallitos allí, que se tiene que el nombre, la dirección, la cosa y está listo. Y cuánto dinero no nos ahorramos. ¿Se requiere tener, ser abogado, ir a una universidad para ese tipo de cosas? Se requiere ser abogado para otras cosas: para producir conocimiento, pa’, pa’ cambiar el derecho de no sé qué cosa, pa’ eso sí debería irse para la universidad. Pero para cosas mecánicas, que me parecen las cosas más tontas, para eso podemos estar cada uno de nosotros haciendo eso”.

Los líderes, entonces, no ven necesario o útil el uso de profesionales del Derecho, ni para resolver lo que ven como sus principales problemas y conflictos, ni para problemas jurídicos menores. El dato es importante porque refuerza lo que se había observado sobre la ausencia de la mención del sistema de administración de justicia en el discurso de los líderes de barrio, y, puede ahora añadirse, del Derecho en general, como herramienta para hacer valer los derechos de las comunidades, incidiendo efectivamente en su calidad de vida. Esa posibilidad, según se pudo constatar, está totalmente ausente de su mundo de representaciones.

Este hecho incide fuertemente sobre la falta de acceso a la justicia de los habitantes de los barrios.  En efecto, su falta de acceso no sólo está constituida por una dimensión objetiva –la falta de los recursos necesarios-, sino también por una dimensión subjetiva, es decir, la creencia de que recursos que objetivamente pueden ser importantes no lo son -como tener un abogado, por ejemplo-. De esta manera, el acceso a la justicia de los sectores de bajos ingresos se puede ver desfavorecido, no sólo por los obstáculos que impone al individuo la realidad material, fundamentalmente de tipo económico, sino también y quizás aún más en algunos casos, por aquellos que el individuo se impone a sí mismo

2.1.4. Obstáculos para acceder al sistema jurídico formal 

El acceso a la justicia de los sectores de escasos recursos está limitado por una serie de obstáculos e impedimentos, muchos de los cuales son percibidos como tales por los mismos líderes, según se evidenció en el taller focal. 

Los distintos obstáculos que fueron señalados por los participantes o que pudieron inferirse de lo expresado en la discusión y que resultan factores determinantes de la falta de acceso a la justicia, pueden agruparse en dos categorías: factores de índole económica y factores de índole cultural.

Factores de índole económica.

Estos factores tienen que ver con los costos que, tanto en dinero como en tiempo, supone el acudir a los órganos de la administración de justicia.

Los líderes de barrio consideran que el monto implicado en una demanda inhibe el reclamo de los intereses que se pudieran ver afectados en un momento dado. Así lo expresó uno de ellos:

“Se ven muchos casos que requieren ya de demandas y, entonces, ya eso no está al alcance de la gente del barrio. Una demanda, por más pequeña que sea, hay que moverse y ningún abogado se va a estar moviendo por un millón de bolívares. Ahorita hacer una demanda por un millón de bolívares, ningún abogado hace ese tipo de cosas, eso es lo que quiero decir. Te estoy poniendo un ejemplo nuestro. Yo no lo puedo demandar, no puedo demandar treinta mil bolívares, ochenta mil bolívares, hasta un millón de bolívares, porque más caro sale el servicio del abogado”.
Otro aspecto del problema está relacionado con la posibilidad de perder algún día de trabajo y por ende los ingresos que de éste se derivan, lo cual hace a las personas desistir de antemano de emprender una acción que se oriente hacia el reclamo de algún derecho violentado.

“…o sea, un vecino no tiene tiempo para perderlo en ese tipo de cosas, no, a la tercera va y te dice, voy a perder mi trabajo, yo creo que no iba a resolver nada, estoy perdiendo dinero cada vez que vengo aquí, al final decide, mejor no vengo más pues…”.

 El obstáculo que representa la situación de vulnerabilidad económica en la que se encuentran los habitantes de los barrios entonces, no sólo se refiere a la dificultad para contratar los servicios de un abogado y para financiar los gastos que implica un proceso judicial, sino también al hecho de que deberán verse obligados a emplear quizás más de un día laborable para hacer efectivo su reclamo, dejando de percibir sus ingresos.

Factores de índole  cultural

Estos factores incluyen una variedad de elementos cuya incidencia sobre la falta de acceso a la justicia de los habitantes de los barrios es fundamental.

Normas de cohesión interna

En primer lugar habría que hacer referencia a lo que podrían calificarse como “normas de cohesión interna” de las comunidades de escasos recursos.  Se trata de ciertas normas que se han ido configurando dentro de ellas, como formas de preservar la integridad individual y familiar, las cuales son aceptadas generalmente y presentan toda una estructura lógica en su funcionamiento. La más importante de estas normas que suelen observarse en el barrio, a los efectos de lo explorado en el taller, es la que los líderes llamaron la “ley o código del silencio”.

Esta regla informal, que rige las interacciones entre los miembros de la comunidad, en parte tiene su base en el temor. Fundamentalmente consiste en abstenerse de denunciar por el miedo a ser objeto de represalias.

“…las denuncias, sucede esto: cuando una persona denuncia…va a poner denuncia a la policía o llama por teléfono y denuncia, entonces para este: que al parecer no se, a la policía le dan el nombre y el apellido de la persona que denunció, que pasa con esto, mira, a las personas que denuncia lo agarran a golpe, este…le…lo…le marcan la casa con una “X”, bueno eh…le matan los muchachos…yo no se…”.

Las fuentes del temor –según lo que se pudo constatar -, derivan de dos supuestos: de las posibles represalias por parte de los denunciados y de la desconfianza en los organismos de seguridad. Es decir, ante la ocurrencia de una situación irregular o delictiva dentro del barrio, el ciudadano que ha sido víctima o testigo, opta por guardar silencio por temor a que el denunciado, sea que se trate de un ciudadano común o de un agente de seguridad del Estado, tome represalias contra él.

“La ley del silencio protege a nosotros que estamos en situación de minusvalía en relación a esa ciudad que no es nuestra, que no hizo las leyes para nosotros sino que las hizo para…entonces, yo creo que…lejos de ser un antivalor es un valor que protege, de alguna manera al ciudadano que vive en esas circunstancias, porque esas leyes no las hicimos nosotros, y yo pienso que es legítimo que se haga así”.

La renuencia a denunciar se apoyaría en este caso en el valor solidaridad, que se sustenta en parte en la percepción de su identidad como grupo social frente a la sociedad que los excluye. De alguna manera u otra, los miembros de una comunidad entienden que deben establecer alianzas, y, ante casos susceptibles de denuncia, optan por no hacerlo, lo que resulta de este modo en  una suerte de complicidad entre ellos. No obstante, los líderes comunitarios esgrimieron, que si alguno de los miembros de estas alianzas se excede en sus actos, la denuncia puede ser socialmente aceptada. Así lo expresa uno de ellos:

“... la gente irrumpe y…y rompe el código del silencio, cuando las cosas pasan a mayores, entonces resulta que entre dos bandas que todos sabemos que existen, que el hijo de éste es el que mata, que éste es el que roba, que el otro es el que trae las armas...ah...pero entonces, en el enfrentamiento, por accidente matan a una carajita de cinco años...y aquí llega esa señora desesperada, o llega la tía, llega la abuela, llega el hermano, que toda la vida han tolerado y habían visto eso y entonces...todo el mundo en la comunidad apoya ese tipo de cosas, porque eso no debe suceder. Tú robas, tú matas, tú fumas droga la que tu quieras, pero tú a mis hijos no me los tocas, en el momento en que suceden un tipo de cosas de esa... tú rompes el código...ese cuerpo de protección de toda esa vagabundería, no puede ante la presión colectiva de la mayoría....ayyy mataron a una niña en tal sector...entonces es cuando la banda del barrio es apresada, es puesta presa eh...expuesta a la luz pública, toda la vida sabían quién era la banda, pero el momento se presta para ese tipo de cosas...porque hay un denunciante, un denunciante que no tiene temor, y sabe que nadie va a tocar a esa señora porque tendría el rechazo de toda la comunidad, porque la señora no está sola...”

Una tercera razón por la cual los habitantes de los barrios se abstendrían de hacer una denuncia, sobre todo en materia penal, o incluso un reclamo ante una instancia pública, tiene que ver con la imagen que tiene un individuo en su comunidad. Dentro del código de valores que manejan los sectores de escasos recursos caraqueños, denunciar es sinónimo de delación; cualquier denunciante puede ser visto como un delator, y, por tanto, como un individuo merecedor del repudio comunal.

“el sentido común del sujeto que vive en el barrio, no pierde tiempo haciendo denuncias que no van a prosperar, no lo pierde el tiempo, porque lo otro es que te rayas…haces la denuncia, no prospera y te rayas como sapo, y mira, no hay cosa peor u ofensa peor en un barrio que te digan sapo, no hay peor cosa, ojo con eso…”.

De alguna manera, los participantes dejaron entrever que según sus normas y sus códigos ellos pudiesen remediar y hacer frente a muchas situaciones conflictivas sin necesidad de acudir a instancias externas.
Falta de información

La información es un elemento que influye indudablemente en el acceso a la justicia. Según lo afirmado por los líderes de barrios, una mayor información puede permitir a los miembros de una comunidad que tomen conciencia de ser sujetos de derechos y, por tanto, capaces de intentar cualquier reclamo ante una instancia pública. La falta de información sobre los derechos que se tienen y sobre la manera como pueden ser exigidos, inhibe con frecuencia la aparición del reclamo.

Desconfianza en las instituciones jurídico-formales

La desconfianza en las instituciones que muestran los habitantes de las zonas de escasos recursos comienza por lo que perciben como falta de fiabilidad de los cuerpos de seguridad del Estado venezolano. Esta apreciación se deriva de las experiencias negativas con estos cuerpos, que ha determinado que la imagen que de ellos se tiene en los barrios es de ineficacia, de complicidad con los delincuentes, de abuso de autoridad.  De aquí la poca disposición por parte de las comunidades para aceptar a estos órganos como sus aliados ante hechos delictivos. En lo expresado por parte de los participantes puede observarse claramente esa desconfianza:

“…cuando tú denuncias, o.k. te tomaron la denuncia, si tu te atreviste a denunciar, entonces, que pasa, que a ti te localizan como sea, bueno de paso que tu estás dejando tu…tu…hasta tu…tu número de cédula y si es posible la copia, el…la dirección completa tuya y si es posible, el teléfono, el número de teléfono…cuando ellos van otra vez para el barrio y si te agarran te llevan este…que pasa, te siembran droga…te siembran armas, así tu nunca hayas estado en una cárcel, tu vas preso porque te siembren droga, eso pasa…”.

“el vecino se cohíbe de…de ir a denunciar porque no…no ha…no ha puesto la denuncia cuando ya el delincuente sabe o el jíbaro sabe quien fue que lo fue a denunciar…ve…y entonces, el gobierno…tanto local, como regional, nacional, no ha…no tiene planes tampoco que busquen soluciones a ese problema, hace redadas, pero redadas donde agarras al que va saliendo para el trabajo o el que viene del trabajo…”.

“Cuando venía entrando al barrio se lo han llevado a él, lo montaron con en…en una jaula como se llaman normalmente no…a él y a…como a treinta personas que venían…señores que venían de hacer mercado, otros venían con sus bolsitas con pollo, con…con pañales, con todo…se los han llevado día viernes, los que pagaban cuarenta mil bolívares salían el mismo viernes…”.

“…todos los malandros se perdieron y agarraron a los pendejos y perdónenme la expresión, la gente que estaba metida debajo de sus carros arreglándole alguna falla, o que estaban pintando la fachada de su casa, o algo así, se los llevaron, y se llevaron a un grupo como de veinticinco señores, hombre…eh…que iban en chores, iban todos pintados, el esposo mío iba todo lleno de grasa, porque le estaba acomodando una cosa al camión, mi cuñado que estaba acomodando el camión junto con mi esposo también, y a todos les dieron con peinillas y los hicieron bajar más o menos como un kilómetro, dándole y dándole…a un pobre señor gordito que fue el último que se quedó, ese pobre señor después no podía ir a trabajar, de tanto peinillazo que le dieron…”.

“te agarra la policía…y montan una hilera, y te suben a ti hacia el cerro y te dicen camina y tu vas de carnada, tu vas de primero caminando, los policías atrás, y tu caminando por el cerro, ellos comienzan a darte la vuelta cuando están haciendo redada, entonces ahí salen botellas, plomazos, el escudo eres tú…”.

La percepción negativa del sistema penal, que comienza por la imagen que se tiene de la policía, parece irradiar hacia el resto de las instituciones del sistema de administración de justicia.  Esta desconfianza, según los participantes, tiene también su origen en la politización de las instituciones y en la complicidad que observan entre éstas y los cuerpos de seguridad.

De aquí la tendencia a considerar que el reclamo o la denuncia son inútiles. Un importante elemento inhibitorio del acto de denunciar y al cual ya se hizo referencia, tiene que ver con la anticipación del fracaso ante cualquier gestión que se haga para resolver una situación irregular. El posible denunciante considera que el esfuerzo que supone reclamar, tanto por los obstáculos que debe superar, como por los riesgos que debe asumir, no tendrá efecto alguno o será contraproducente. Las razones que impiden esperar alguna respuesta son varias, aunque todas se centran en las deficiencias de las instituciones competentes para procesar denuncias, que van desde la incompetencia, hasta la falta de interés y la complicidad con los denunciados.

Adicionalmente, como ya se señaló, las personas de escasos recursos tienen la idea de que sus reclamos no serán tomados en cuenta por las instancias públicas competentes, debido a su condición social, especialmente por el hecho de vivir en un barrio. Los líderes de barrio consideran que las instancias públicas sólo toman en cuenta las demandas de los individuos que viven en las áreas del sector formal de la ciudad

De la desconfianza en las instituciones deriva, en último término, la pérdida de credibilidad de lo público y la apatía, que inhiben la formulación de denuncias y reclamos.

A modo de conclusión

             Varias necesidades jurídicas potenciales se manifestaron durante el desarrollo del taller focal. El tema ambiental fue una de ellas. Los problemas en relación con la basura trataron de ser solucionados por varios canales, pero la posibilidad de presentar una acción de amparo ante los tribunales ni siquiera fue imaginada como una vía de solución. Esta posibilidad era totalmente ajena para los líderes de barrios.

La discriminación que sufren los niños del barrio para acceder a ciertos planteles educativos fue relatada sin asociar tampoco este caso a la posibilidad de enfrentarla a través de acciones de amparo. El hecho de que en los planteles se prefiera a niños de  San Martín y no a los del Guarataro, a pesar de que pueden pagar el servicio, es una discriminación que disminuiría, si los directores de esos colegios hubiesen tenido que enfrentar decisiones judiciales que los obligasen a inscribir esos niños.  Similar situación ocurre con los puestos de empleo. Es bueno recordar que en otros países mucho del avance en la disminución de la discriminación en el trabajo se ha logrado, justamente a través del uso de los tribunales. Los patronos de esos países saben que si niegan el empleo por razones de sexo, origen étnico o social pueden ser demandados y que esa  posibilidad no es remota. 

El cobro de deudas dentro del barrio tampoco es canalizado a través del tribunal. Si bien es cierto que los montos son pequeños, no siempre es así. Los préstamos para mejorar la vivienda, para enfrentar gastos por enfermedad o funerarios pueden ser cantidades  similares, y, en algunos casos mayores, a los montos de las disputas en los tribunales de municipio. En estos tribunales se litiga por montos menores de un millón de bolívares, pero la clase social que utiliza el tribunal no es la baja. El barrio tiene otros sistemas de cobro,  ya sea la perdida del crédito o la difusión dentro del barrio que la persona es “mala paga”.

Estos ejemplos permiten sostener que existen varios problemas que podrían ser solucionados por el aparato judicial y que en algunos casos ni siquiera son percibidos como problemas jurídicos (problemas ambientales, de discriminación)  y en otros se considera más eficaz el sistema propio para solucionarlos (cobro de bolívares). 

 Las ideas de justicia y de exclusión social atraviesan cualquier discusión sobre los problemas que enfrenta el barrio.  La noción de  justicia, vinculada a la idea de exclusión social, es el hilo  del cual penden todo el resto de las opiniones que se expresaron respecto de las situaciones que se viven en el barrio. Es decir, según la experiencia de los participantes, como líderes y miembros de comunidades de escasos recursos, la carencia de  justicia, entendida como justicia social y no como justicia judicial, es consecuencia de la exclusión y de la desigualdad social en la que cotidianamente se vive, lo que incide en las dificultades para acceder a las instancias de resolución de conflictos.  Vale la pena citar aquí a una de las participantes en el taller, comentando la impresión que tuvo al ser invitada al mismo:

“Cuando yo escuché la pregunta…cuando recibí la invitación, yo dije…’acceso a la justicia’…pero es que decir acceso a la justicia cuando se vive en un barrio, a cual justicia ? si no hay servicios, si la vivienda es inhumana, si agarrar una tremenda cola para…todos los derechos están quebrantados, entonces yo decía…’Dios mío…qué difícil’…”. 
Un segundo aspecto se refiere a los mecanismos de resolución de conflictos distinguidos en el taller, que pueden ser clasificados de la siguiente manera:

· Mecanismos formales de la administración de justicia 

· Mecanismos alternativos a los anteriores

El uso de mecanismos alternativos para la resolución de los conflictos que enfrentan los habitantes de los barrios se origina, en primer lugar, en su visión del Derecho y de los abogados y en la percepción negativa que tienen de los órganos de justicia, hasta el punto de que ni siquiera consideran la posibilidad de utilizarlos.

El funcionamiento de las instancias jurídicas, así como la actuación de los cuerpos de seguridad del Estado, han originado su deslegitimación, causando al parecer daños profundos en la percepción del ciudadano en general. Los habitantes de las zonas de escasos recursos, no difieren de esta percepción, por el contrario, se consideran como los más afectados por el funcionamiento ineficiente de la administración de justicia y el  uso arbitrario del poder.

Paralela a esta circunstancia, la dinámica social que se genera en los barrios, fortalece la tendencia de los miembros de las áreas marginales, a no acudir al mecanismo formal, y, en su defecto, construir un mecanismo alterno, el cual se circunscribe estrictamente a estas zonas y a su realidad social.

En este sentido, cabe insistir en que la idea o noción de justicia social, en la percepción de estos grupos sociales, no se encuentra vinculada al funcionamiento del sistema de administración de justicia.

Vi. CONCLUSIONES

La exposición de las conclusiones de este estudio se dividirá siguiendo las dos grandes líneas que han guiado esta investigación sobre acceso de personas de escasos recursos a la justicia en el área metropolitana de Caracas.

1. EXPLORACIÓN SOBRE NECESIDADES JURÍDICAS SENTIDAS

Las conclusiones de esta exploración se expondrán agrupándolas de acuerdo con los siguientes aspectos: usuarios de los servicios, resultados de los procedimientos, tipo de asistencia jurídica y satisfacción de los usuarios. 

1.1.Usuarios de los servicios

A este respecto es necesario distinguir entre los dos tipos de órganos observados: tribunales y órganos administrativos.

· Usuarios de los tribunales

En los tres tipos de tribunales estudiados se constató la presencia significativa de usuarios pertenecientes a estratos bajos de la población, entiéndase, de clase media baja y de clase baja.  Sin embargo, no se observó ningún caso que pudiera ubicarse en la clase marginal.  Por otra parte, en estos tribunales, que por hipótesis serían adonde acuden con más frecuencia las personas de escasos recursos, la representación de la clase media fue muy superior a la que ella tiene en la pirámide de estratificación social venezolana.

Las razones por las cuales  la clase marginal no accedió a los tribunales estudiados son, además de aquellas referidas a los obstáculos generales que enfrentan los pobres para acceder al sistema formal de administración de justicia, algunos específicos a los problemas que se plantean ante estos tribunales.

Para demandar por pensión de alimentos, aquel a quien se demanda debe estar empleado en el sector formal de la economía, con lo cual su salario será, cuando menos, el mínimo; o deben adeudársele prestaciones sociales o poseer cuentas bancarias u otros bienes; todo lo cual es indispensable para calcular el monto de la pensión, así como para ejecutar las decisiones que se tomen.

En los tribunales del trabajo, igualmente, quienes demandan por calificación de despido o por prestaciones sociales, y, con mayor razón por jubilación, pueden estar en ese momento desempleados, pero su demanda se refiere a una relación de trabajo de la que fueron parte, lo que también implica que devengaban al menos salario mínimo. En ambos casos, pues, se requiere estar inserto en el sector formal de la economía.

A los tribunales mencionados se puede acudir asistido por un abogado gratuito, y , en ocasiones, aún sin asistencia, en cambio, en el tercer tipo de tribunal estudiado, los tribunales de municipio, se acude representado por un abogado privado, lo que explica la casi ausencia en ellos de la clase baja.

La proporción de individuos de estratos bajos en cada uno de estos tribunales no fue igual, como puede verse en el siguiente cuadro.

Distribución de clase social por demandante

	
	Clase alta
	Clase media
	Clase media baja
	Clase baja
	No consta

	Tribunales de familia y menores
	7 %
	24%
	34%
	35%
	-----

	Tribunales del trabajo
	-----
	8 %
	25%
	55%
	12 %

	Tribunales de municipio
	3 %
	38 %
	47 %
	10 %
	2 %


Dentro de cada tribunal, la distribución por clases de los demandantes varió según el tipo de juicio o asunto de que se tratara. En pensión de alimentos y en calificación de despido los usuarios de clase baja fueron más numerosos que en los demás asuntos (45% de clase baja en pensión de alimentos y 68% en estabilidad laboral).

El sexo de los demandantes fue otro dato significativo, especialmente en los tribunales de familia y menores, en los cuales las mujeres aparecieron como demandantes en 56% de los casos examinados en esos tribunales, y si se trataba de pensión de alimentos, en el 96%. Esto puede asociarse al rol tradicional que se asigna a la mujer en la sociedad, vinculado a lo doméstico y al cuidado de los hijos.  Sin embargo, tratándose de tribunales en los cuales se observó un importante porcentaje de clase media baja y baja, pudiera tener que ver con una situación que  ha llamado la atención en los últimos tiempos, el de la feminización de la pobreza.

En los tribunales del trabajo, la mayoría de los demandantes fueron hombres (66%), así como también en los de municipio (67%).  Sería interesante poder comparar estas cifras con las del resto de los tribunales con competencia en el área civil y mercantil y administrativa, donde no litiga la clase baja, pues es posible que las cifras de mujeres demandantes sean menores, lo que apuntaría también en el sentido de que existe un mayor número de mujeres que de hombres que son pobres.

· Usuarios de los órganos administrativos

Los usuarios de las Procuradurías y de las Inspectorías son pobres y mujeres en una mayor proporción aún que lo observado en tribunales. En las Procuradurías, la mayoría de las personas que acudieron a solicitar lo servicios que allí se prestan son mujeres (78%), de clase baja (52%) o media baja (34%). A diferencia de lo que ocurre en los tribunales, a estas instancias no acudieron personas de clase alta, y en muy poca medida las de clase media .

En la Inspectoría sube la proporción de mujeres usuarias, en relación con lo que se observó en tribunales (46% son mujeres y 54% hombres), ubicándose esta cifra en 10 puntos por encima de la participación femenina en la fuerza de trabajo.  Entre los usuarios de las Inspectorías se encontró  la mayor proporción de clase baja (71%), seguida a cierta distancia por la media baja (26%). A esta instancia, entonces, acuden casi exclusivamente (97%) usuarios de los estratos bajos de la población.

Cabe destacar que en las Procuradurías e Inspectoría, donde se presta un servicio que resuelve los mismos problemas que se plantean ante los tribunales,  de manera eficaz y rápida y sin que se requiera la asistencia de abogados, se observó una altísima proporción de las clases media baja y baja.

Al examinar los expedientes de asuntos en esas instancias, tampoco aparecieron individuos de clase marginal, por las mismas razones expuestas arriba respecto de los tribunales.

1.2.Resultados de los procedimientos en los tribunales y órganos administrativos

Una característica tienen en común los resultados que los usuarios obtuvieron en los casos examinados y es que los que impulsaron los procedimientos lograron, en un alto porcentaje,  resolver sus problemas.

En lo que respecta las pensiones de alimentos, se observó un solo caso declarado sin lugar en los tribunales.  En las Procuradurías, el índice de contrapartes que acudió a la citación fue elevado. Cuando eso ocurrió, en la mayoría de los casos se llegó a un acuerdo entre las partes, que en una gran proporción fue cumplido. Los casos que no se resolvieron dieron lugar a la introducción de una demanda.

En los tribunales del trabajo, así como en las Inspectorías, la mayor parte de los casos fueron resueltos a favor del trabajador, aunque, ciertamente, en los tribunales esto puede tomar bastante tiempo.  Además, las perenciones en estos tribunales son un indicador de las dificultades que los trabajadores de escasos recursos enfrentan para litigar.

En los tribunales de municipio también fueron declarados con lugar la mayor parte de los casos que llegaron a sentencia.

Los resultados de la observación apuntan entonces hacia una conclusión. Las personas de escasos recursos litigaron en situaciones en las cuales la certeza de que su demanda sería declarada con lugar era casi total. Estas personas usaron el sistema cuando había una altísima probabilidad de ganar el litigio, es decir, cuando se trataba de derechos indiscutibles, como la obligación de pagar pensión alimentaria, de pagar salarios caídos en un caso de despido injustificado, de pagar las prestaciones sociales que claramente se adeudan, de lograr la resolución o cumplimiento de un contrato de arrendamiento cuando el mismo ha sido incumplido, de cobrar un monto de bolívares por una deuda que puede probarse con certeza.  Lo único que realmente se discutió durante el juicio en estos casos fue el monto a pagar.

1.3.Tipo de asistencia jurídica

En todos los tribunales, y en todos los asuntos, llama la atención el empleo mayoritario de abogados privados, aún por personas de clase baja.

Sólo en materia de pensión de alimentos se observó una alta participación de los Procuradores de Menores (55% de los casos de clase baja y 31% de los de clase media baja). No se notaron en estos casos grandes diferencias entre el trabajo que realizan los abogados privados y el que realizaron los Procuradores. Los resultados que lograron éstos son tanto o más exitosos que los que obtuvieron los abogados privados y las diferencias entre esos resultados, que se refieren a los montos de las pensiones, se asocian más bien con la mayor capacidad económica de algunos de los representados o asistidos por abogados privados.

En los demás asuntos de familia, los demandantes de clase baja y media baja también se hicieron asistir por abogados privados en toda clase de asuntos. 

La explicación de por qué abundaban las personas de clase baja asistidas o representadas por abogados privados merece más investigación, pero, a manera de hipótesis, fundamentada en otros datos recogidos en este estudio, puede pensarse que la poca complejidad de muchos de los asuntos tramitados en los tribunales de familia y menores, se presta para que las personas de bajos recursos puedan acudir por sí mismas, con el escrito que les ha redactado un abogado de asistencia jurídica gratuita, o contactado por otras vías (véanse los resultados del taller focal), a presentar sus asuntos ante estos tribunales, sin que se les exija la presencia del abogado.  Es posible, también, que sean precisamente las personas de estratos bajos que conocen abogados las que puedan acceder por eso mismo a los tribunales.

En los tribunales del trabajo los demandantes estaban representados por abogados privados, casi en su totalidad.  Las características de estos juicios, en los cuales pueden recuperarse sumas de suficiente importancia y con alta probabilidad, permiten a las personas de bajos recursos contratar abogados que están seguros de poder cobrar al decidirse el caso.

En los tribunales de municipio, las partes estuvieron representadas siempre por abogados privados, lo que hace  difícil de explicar por qué se intentaron algunos juicios, por personas de clase baja o media baja, para recuperar cantidades irrisorias, después de esperar dos años hasta la sentencia, teniendo que cubrir los costos del mismo. La explicación puede estar en que tratándose de juicios en que el resultado será, con seguridad, favorable al demandante, el demandado deberá pagar las costas, incluidos los honorarios del abogado. Habría que añadir que, quizás precisamente porque se trataba de personas de clase baja o media baja, no escatimaron esfuerzos para recuperar cantidades que para ellas no eran despreciables y que seguramente se trataba de casos en que el demandado tenía bienes que permitirían ejecutar la sentencia de manera forzosa, si fuese necesario.  En todo caso, fueron relativamente pocas las causas que se introdujeron en estos tribunales y menos aún las que llegaron a sentencia. Pueden entonces considerarse como excepcionales y por tanto no representativas de la conducta general de las clases baja y media baja.

1.4.Satisfacción de los usuarios con los servicios de tribunales y organismos administrativos
La clase alta no acude personalmente a los tribunales y está totalmente ausente de las Procuradurías e Inspectorías, por lo que ella no estuvo representada entre los usuarios a los cuales se aplicó esta entrevista. Por otra parte, entre los usuarios de tribunales, dos pertenecían a la  clase marginal. En las Procuradurías y en la Inspectoría se encuestó un reducidísimo número de individuos de clase marginal, lo que demuestra claramente su casi completa exclusión hasta de aquellos servicios que están destinados a los sectores de escasos recursos, como son las Procuradurías y las Inspectorías.

Los individuos encuestados, tanto en los tribunales como en las Procuradurías y en la Inspectoría, fueron en una pequeña proporción de clase media. La mayoría de los usuarios que respondieron la encuesta en ambos tipos de órganos eran de clase media baja y de clase baja (90%).  Su presencia en los tribunales podría explicarse porque estos usuarios contaban con abogados públicos o privados que no les cobran o que les cobran poco por sus servicios, por lo que los usuarios mismos deben impulsar el proceso, al menos parcialmente.  En cuanto a las Procuradurías y a la Inspectoría, estas instancias están dedicadas fundamentalmente a servir a personas de escasos recursos, por lo que no puede extrañar que las clases baja y media baja sean sus usuarias más numerosas.

La ausencia casi total de la clase marginal debe asociarse con su exclusión social.  Como parte de esta situación, estos individuos no sólo carecen de medios económicos, sino también de una estructura de relaciones personales que les permita enfrentar situaciones adversas, proveyéndolos de información o de otros recursos necesarios para resolver sus problemas.

En cuanto a la satisfacción de los usuarios, la encuesta mostró que ella era baja con respecto al funcionamiento y desempeño de los tribunales, a pesar de que, como se dijo, los casos en ellos planteados fueron sentenciados a favor del demandante en una alta proporción. La mayoría de los usuarios, con alguna variación según el estrato social, se quejaron de la distancia geográfica con sus lugares de residencia, dijeron sentirse mal en los tribunales, consideraron que ellos eran desordenados, que no se prestaba suficiente atención a sus casos y que se invertía mucho tiempo en acudir a ellos.

En cambio, los usuarios de las Procuradurías e Inspectorías mostraron satisfacción con el servicio, lo que pudiera indicar que las sentían más cercanas que los tribunales, por el contacto más directo con los funcionarios, y que tenían la percepción de que podrían resolver allí con seguridad sus problemas, rápidamente y de manera poco costosa, pues los servicios son gratuitos y no se requiere contar con abogados.

2. Exploración sobre necesidades jurídicas potenciales
Del análisis de los resultados del taller focal se concluye, que las comunidades de escasos recursos no  asumen el sistema jurídico  formal como canal para la solución de sus conflictos y para  mejorar su calidad de vida. En los barrios, la ausencia del Estado Social de Derecho se acrecienta y así fue percibido por sus habitantes. El sistema estatal y sus leyes fueron asumidas como ineficientes para todas las clases sociales: “ no hay ley pa´nadie” expresó un líder comunal.  El Derecho, la policía y el Estado no sirven para nadie y las veces que éstos actúan lo hacen en contra del barrio.

El barrio tiene entonces una doble visión de lo jurídico y de lo estatal: ausencia para todos y actuación en contra de ellos. La ley es de la ciudad contra el barrio, pero parece que se percibe que esa ley tampoco le sirve mucho a la ciudad.

La lejanía de todo lo jurídico es una expresión más de la situación de exclusión social que se vive en el barrio. La imagen negativa del sistema en su conjunto refuerza la exclusión social. El sistema no es visualizado como una herramienta que podría ayudar, sino al contrario, es un elemento extraño, hostil, con reglas diferentes a las  propias. El barrio posee sus propios códigos, sus formas de hacer y solucionar las cosas. La exclusión social conduce inevitablemente a la falta de integración con el resto de la sociedad. De ahí que los excluidos construyan su propio mundo, con sus reglas y mecanismos de solución de conflictos.  

Adicionalmente, la ausencia de una cultura del reclamo dificulta la utilización del Derecho para mejorar la calidad de vida. En nuestro país es mal visto reclamar, se asume a la persona que reclama como “conflictiva”. De ahí que las acciones de amparo para reclamar derechos difusos o colectivos, luchar contra la discriminación no son frecuentes en ninguna clase social. Los sectores de escasos recursos no escapan de este patrón  cultural,  que en su caso se acentúa por las pocas posibilidades de éxito que tienen dentro del aparato jurídico formal. Experiencias previas refuerzan esa valoración. Los aparatos burocráticos no responden a sus reclamos y  los tratan mal. Nada hay que ir a buscar a esos lugares.

Así, el Derecho queda relegado a un plano instrumental, secundario. El Derecho es algo con lo que se topan cuando hay que hacer trámites. El Derecho es formulario que requiere la firma de un abogado. Los conflictos son canalizados por otras vías: la denuncia, la presión ante el gobierno local, las protestas públicas, las tomas de vías.  Los conflictos dentro de sus comunidades son resueltos a través del diálogo con quienes los plantean, de la búsqueda de figuras de autoridad para que medien en los mismos, acudiendo a instancias locales u optando por evadir el conflicto.

Lo importante, lo que tiene que ver con mejorar, aunque sea un poco, su existencia cotidiana, no se busca a través de lo jurídico que no es una referencia para ellos en este sentido.  

La exclusión social no puede ser superada por el uso del sistema judicial. Es obviamente un problema mucho más complejo, pero la acción del propio poder judicial para acercar sus servicios a los sectores de escasos recursos podría ayudar a mejorar muchos aspectos de la vida cotidiana de los habitantes del barrio.

VIi. Recomendaciones

El acceso a la justicia no soluciona los problemas sociales que enfrentan los sectores de escasos recursos y menos la exclusión social en la cual vive una parte importante de ellos. El enfoque del acceso a la justicia no pretende más que acercar el Derecho y la justicia  a la gente y así poner a su disposición una herramienta útil para luchar por mejorar su situación de desventaja social y económica.

Las maneras de acercar el Derecho y la justicia a la gente no se agotan en proponer servicios de asistencia jurídica gratuita o mejorar el desempeño de los tribunales. El enfoque sobre acceso a la justicia plantea atacar los problemas que enfrentan las personas para hacer valer sus derechos, por varios frentes (Cappelleti, 1996).  

Las reformas que se proponen abarcan, desde cambios en la organización y funcionamiento  de los tribunales, hasta reformas legislativas, pasando por el establecimiento de canales fluidos de comunicación entre instancias que procesan conflictos, pero que pertenecen a diversos órganos estatales y entre el poder público y las iniciativas privadas en la materia. Los  cambios en el poder judicial abarcan también modificaciones en patrones culturales arraigados. Pero, la labor no se agota dentro del poder judicial sino que se requieren acciones en otros ámbitos públicos, sobre todo en los locales. De ahí que las recomendaciones serán  agrupadas en  las que puede realizar el poder judicial, la que requieren del concurso de otras instancias y por ende podrían ser impulsadas por el poder judicial, y, por último, las áreas que ameritan un estudio más profundo, que pueden ser nuevas investigaciones que impulse el poder judicial, para mejorar su gestión y el acceso a la justicia.  

1. Reformas que puede adelantar el poder judicial por sí mismo

1.1. Mejorar el sistema de administración, organización y gestión de los tribunales.
En materia de la modernización del poder judicial se han dado pasos de avance significativos, pero no son suficientes. Los tribunales no contaban con las más elementales  condiciones de funcionamiento. La carencia de materiales básicos  de oficina fue reportada por todos los jueces. Los tribunales no tenían computadoras, excepto las que pertenecían a los propios funcionarios Ello, es grave, pues la memoria digitalizada sobre el funcionamiento y las actuaciones del tribunal reposa en computadoras personales de los funcionarios.

Un aspecto importante en el mejoramiento del servicio es uniformar los procedimientos.  Se observó que cada competencia y cada tribunal tenían diferentes rutinas y formas de hacer las cosas. Esta tendencia era muy marcada en materia laboral. Este hecho impide tener certeza sobre los pasos a seguir para movilizar cualquier asunto dentro del aparato judicial. Esto debe cambiar lo antes posible. 

El tema de la modernización abarca la selección y evaluación del personal en su conjunto, no sólo de los jueces. De ahí, que una buena selección del personal administrativo del tribunal debe ser una prioridad a asumir. Los jueces en su mayoría reportaron deficiencias en el personal a su cargo.

La evaluación del desempeño debe abarcar temas no previstos en las actuales evaluaciones efectuadas por la Inspectoría de Tribunales. Más que acopiar datos sobre la cantidad de actividades realizadas, se deben diseñar instrumentos que permitan evaluar qué hacen los tribunales y cómo lo hacen. La actual evaluación privilegia la medición de productividad, basada en criterios cuantitativos, como el número de sentencias dictadas, número de días de despacho, obviando los  temas significativos de una evaluación. La evaluación cuantitativa estimula la presentación de datos, que si bien no tienen por qué ser falsos, no dicen mucho sobre lo qué hacen los tribunales.

La evaluación de la opinión de los usuarios sobre el funcionamiento del servicio y el desempeño de los funcionarios, prevista por los órganos de gestión del poder judicial, requiere que se diseñen instrumentos para hacerla efectiva.  

El diseño de cursos de capacitación en gestión, organización del trabajo, en formación profesional y  atención al público, para todos los operadores del sistema judicial es parte de la mejora del servicio de justicia. 

Aunque un mejor  servicio significa incidir en el acceso a la justicia de todos los sectores, tiene efectos positivos fundamentalmente para los que ya  utilizan el sistema de administración de justicia. Si bien es cierto, que los mismos no son mayoritariamente de escasos recursos, ello no implica que deban seguir sufriendo los efectos de un servicio con tantos problemas en su funcionamiento cotidiano.

1.2. Reorganizar las competencias de los tribunales

Una reforma sencilla con un efecto expansivo considerable se refiere a la reorganización de competencias dentro del poder judicial.

Esta investigación  llegó a la conclusión de que la cantidad de tribunales de municipio que tenían competencia para la sustanciación de causas es excesiva y que su trabajo no ha aumentado considerablemente, a pesar del aumento de la cuantía. De ahí, que se considera conveniente disminuir la cantidad de estos tribunales, creando una mayor cantidad de tribunales en otras materias.  

1.3. Evaluar la creación de  los tribunales de “varias puertas”

Esta experiencia, que ha sido exitosa en otros países, valdría la pena probarla  en  el nuestro. El tribunal de “varias puertas” permite intentar la solución del conflicto por diversas vías, siendo la adjudicación una posibilidad más. El tribunal de  “varias puertas” ofrece a las partes en disputa la conciliación y el arbitraje, entre otras alternativas para la solución de sus conflictos. En estos casos, las partes escogen el tipo de solución que consideran pertinentes.

La conciliación requiere que se prepare al funcionario o a la persona que la va a efectuar en técnicas de conciliación y no se requiere que sea un abogado, quien la lleve a cabo. 

1.4. Diseñar una política comunicacional

Una estrategia comunicacional que promocione los servicios que ofrece el poder judicial es una tarea que debe emprenderse. El poder judicial no posee una estrategia que mejore su imagen institucional. Tampoco informa a sus potenciales usuarios de cómo y dónde presentar sus peticiones. Este hecho se agrava al no existir  procedimientos uniformes ni siquiera en una misma competencia. Todo ello contribuye a acentuar la dependencia de los ciudadanos de los abogados, lo que puede ser un obstáculo fundamental para el acceso a la justicia.

 La estrategia comunicacional debe contemplar material impreso con información sobre los puntos mencionados anteriormente y sobre las otras instancias existentes para presentar reclamos, es decir, difundir lo más posible la oferta pública y privada de servicios de justicia, incluyendo los de asistencia jurídica gratuita.   

1.5. Estimular el uso de procedimientos sencillos y rápidos

El Código de Procedimiento Civil prevé el uso del juicio breve en asuntos de cuantías pequeñas. Este procedimiento no está cumpliendo su objetivo, como se pudo observar en los tribunales de municipio, lo que pudiera estar vinculados con patrones culturales arraigados más que con cuestionamientos de fondo a esos procedimientos. De ahí, que el cambio  pasa por atacar una cultura conservadora, transmitida en las aulas universitarias y reforzada en la práctica cotidiana del ejercicio. 

1.6. Impulsar una política de convenios

Las variadas organizaciones que prestan asesoría jurídica y solucionan conflictos interpersonales actúan sin coordinación entre ellas y tienen un conocimiento parcial de las actividades y servicios que ofrecen las demás. La comunicación de estas organizaciones con el poder judicial es insuficiente. 

Los Jueces de Paz, las Prefecturas, la Procuraduría de Menores, la Inspectoría del Trabajo y los servicios de asistencia jurídica son, por decirlo de alguna manera, aliados naturales del poder judicial. De ahí, que establecer mayores contactos con ellos, fortalecer su trabajo y formar una especie de red que trasmita información y canalice las peticiones puede ayudar a que todas estas instituciones realicen en forma más eficiente su trabajo. 

Existe una oferta de servicios dispersa que alguna institución debe intentar coordinar e integrar. El poder judicial sería la instancia natural para coordinar todos los servicios de justicia que se prestan en el país. En tal sentido, se propone  la creación de una red de información y solución. Así, se ayudará a la gente a conocer los servicios y elegir el que más le convenga para la solución de su problema.   La estrategia comunicacional debe incluir la difusión de la red de  servicios.  

1.7. Diseñar formularios para la presentación de algunas solicitudes.

Esta propuesta se relaciona mucho con la estrategia comunicacional y con la mejora del servicio,  pero  merece un punto especial por su significado para el acceso a la justicia. 

Existen una serie de asuntos muy sencillos que se tramitan ante los tribunales y  que no son de naturaleza propiamente litigiosa. Es el caso del divorcio por separación prolongada de la vida en común, la separación de cuerpos de mutuo acuerdo, la rectificación de partidas, los títulos supletorios, las autorizaciones y las pensiones de alimentos. En todos estos casos, en los cuales no suele haber disputa sobre derechos, no se debería exigir la asistencia jurídica sino permitir que las partes efectúen personalmente estos trámites. De ahí que unos formularios, con indicación de los recaudos necesarios, sería una forma de facilitarles a las personas la tramitación de estos asuntos, muchos de los cuales, por otra parte, podrían ser resueltos por órganos administrativos, como se propone más adelante.

2.  Reformas que puede impulsar el poder judicial
El poder judicial debería impulsar algunas reformas legislativas que  mejoren su funcionamiento. El Tribunal Supremo de Justicia ha  elaborado varios proyectos de ley. Esta labor debe ser profundizada, ya que ciertos asuntos de los que se plantean en sede judicial deben salir de la misma, así como otros que no se plantean allí deben ser incluidos. 

2.1. Estudiar la posibilidad de la creación de los jueces de pequeñas causas

En varios países existen jueces competentes para solucionar asuntos de pequeña cuantía o asuntos sencillos, aplicando Derecho. En estos casos, las partes se presentan ante el juez sin abogados y mediante un procedimiento oral y breve, el juez soluciona el conflicto. Las modalidades que han asumido estos jueces varían de país a país, pero tienen en común que permiten acercar la justicia a la gente y cumplen funciones que van desde la solución del conflicto mediante la adjudicación, hasta pedagógicas, pues  permiten utilizar el Derecho de manera sencilla. Ello ayuda a acercar la justicia a la gente, más aún si funcionan dentro o en lugares cercanos a las comunidades a las cuales sirven. Estas experiencias deben ser evaluadas para analizar su factibilidad en nuestro medio. 

2.2. La desjudicialización de asuntos no contenciosos

Los asuntos no contenciosos como las rectificaciones de partidas por error material, los títulos supletorios, las autorizaciones y los que pudiendo ser contenciosos no lo son, ya sea por la certeza del derecho que se reclama (pensión de alimentos) o porque su tramitación implica el acuerdo entre las partes (divorcio por separación prolongada de la vida en común y separación de bienes y cuerpos de mutuo acuerdo), deberían tramitarse  ante funcionarios administrativos, posibilitando la apelación de la decisión de dicho funcionario ante el poder judicial.

2.3. La ley del registro civil

La materia de la identidad de las personas presenta una serie de obstáculos y exigencias legales que han dificultado el ejercicio de derechos. Además existen una serie de vacíos en cuanto a la organización del Registro Civil que urge enfrentar. Los problemas en torno al Derecho a la identidad  afectan  con mayor intensidad a los sectores de escasos recursos, justamente por la lejanía con que viven cotidianamente el Derecho. Son los sectores de escasos recursos, lo que con mayor frecuencia inscriben tardíamente a sus hijos, con todas las consecuencias que ello tiene para acceder al sistema educativo, a los servicios médicos y a los servicios sociales en general. Enfrentar las inscripciones con errores materiales, las efectuadas fuera de los lapsos y las no inscripciones, son tareas urgentes en el medio venezolano. 

2.4. La ley de asistencia jurídica

Una ley de asistencia jurídica que cree las oficinas comunitarias de asistencia jurídica parece ser otra área en la cual el poder judicial puede aportar. Los abogados de la asistencia jurídica deben ser capacitados en la defensa de los intereses difusos, derechos colectivos y derechos humanos.  Estos abogados también deben ser formados en una visión de lo jurídico que les posibilite ampliar  su percepción del radio de competencia del sistema judicial. Es decir, deben ser  abogados que asuman un concepto amplio de la propiedad, que visualicen como jurídicos problemas que normalmente no son asumidos así y que los presenten  ante las instancias judiciales junto con los problemas jurídicos tradicionales que, por falta de acceso, no son canalizados a través del aparato judicial .   

Esta ley debe contemplar la figura de los “paralegales”, es decir, de personas, que sin ser abogados, conocen de la le y y pueden ayudar a las personas a tramitar asuntos sencillos, así como  también conciliar disputas. 

3.  AGENDA  DE INVESTIGACIÓN

La investigación mostró algunas áreas que deben ser estudiadas con más detenimiento para mejorar el servicio de justicia.

3.1. La elaboración de las estadísticas

Uno de los problemas de vieja data en el poder judicial es el levantamiento y procesamiento  de las estadísticas. En otros países, como Francia, existe una larga tradición al respeto que sería conveniente evaluar para tomar experiencias útiles. 

La forma actual como  se levanta y procesa la información no es adecuada y no ayuda ni siquiera para obtener información sobre lo que hace el poder judicial, menos aun para  su evaluación.

Una fuente de información que no es suficientemente apreciada es el informe anual del tribunal. En tal sentido, unas instrucciones claras, uniformes y detalladas para realizarlo y su posterior agrupamiento por materias, por competencias y por instancias podría ser de mucha más utilidad que la información que actualmente se procesa y publica.

3.2. Evaluación de funcionamiento y desempeño

Parece necesario construir indicadores de funcionamiento y desempeño adecuados a la función que cumplen los jueces y los funcionarios de los tribunales, que permita una evaluación continúa del servicio por la Inspectoría del Trabajo. El servicio de justicia es un servicio público esencial, cuyo funcionamiento debería evaluarse con criterios de calidad del servicio, oportunidad del mismo, opinión de los usuarios sobre su funcionamiento, entre otros. Ello requiere la construcción de una serie de instrumentos y  el entrenamiento del personal para su aplicación.  

La evaluación del desempeño de los jueces es difícil y requiere de la elaboración  de indicadores  muy especiales, cuya aplicación no puede hacerla un profesional no entrenado. La calidad de las sentencias es un tema espinoso, ambiguo, con muchas aristas, pero que debe ser abordado. Una investigación exploratoria sobre este particular ayudaría a tomar decisiones sobre la manera de evaluar un área tan delicada y sobre todo subjetiva. 

3.3. Seguimientos a casos no sentenciados

Esta investigación se centró en asuntos “exitosos”, es decir, que llegan al final. La situación de muchos asuntos ingresados pero no procesados fue apenas tocada en los casos de las perenciones. Por información dada por  los jueces se supo que existía un cúmulo de asuntos que ni siquiera llegan a la perención, simplemente porque el tribunal espera que alguna  de las partes solicite el auto de admisión. En otros casos, los juicios duran muchos años sin que periman, pues las partes de vez en cuando los impulsan. ¿Qué hace que un asunto sea impulsado y otro no, si presentan características similares? ¿Qué hace que una petición se demoré años en ser procesada? Estas interrogantes podrían ser abordadas en estudios posteriores y darían importante información sobre los obstáculos para acceder a la justicia.

3.4. Estratificación social de la profesión de abogado

Un tema que fue apenas rozado por esta investigación fue el de la calidad de la representación judicial. Uno de los hallazgos de esta investigación fue la cantidad de abogados privados que trabajan para la clase baja ¿Qué tipo de abogados son? ¿Cuánto cobran? ¿Qué formación poseen? ¿Cuál es la calidad de su trabajo? ¿Qué éxito tienen? Estas interrogantes están  abiertas. 

3.5. Perfiles de los jueces

Un tema poco investigado en nuestro país es la conformación social del poder judicial ¿quiénes son nuestros jueces?  ¿cuál es su extracción social? ¿qué formación tienen? ¿qué piensan? ¿cuáles son sus valores y creencias? 

3.6. Estudios de opinión sobre el Sistema de Administración de Justicia 

Una herramienta indispensable para lograr el mejoramiento del Sistema de Administración de Justicia, son las investigaciones de opinión pública sobre el Derecho y la Administración de Justicia. Esta herramienta se viene utilizando en varios países desde la década de los  ochenta.

Por el hecho de ser una fotografía de la opinión en un momento dado, las encuestas de opinión deben realizarse periódicamente. 
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IX. ANEXOS:

· Cuestionario
I. INTRODUCCIÓN

La presente investigación pretendió explorar la percepción de la “justicia” que tienen los “pobres” en los estados venezolanos de Lara y Anzoátegui, estados pilotos en el proyecto de modernización del poder judicial que se adelanta en Venezuela, con financiamiento del Banco Mundial.

El estudio es de tipo exploratorio y descriptivo porque su objetivo era iniciar la indagación sobre un tema poco investigado por los estudios nacionales. Se han efectuado, sin embargo, otras investigaciones generales sobre los valores y las actitudes de los venezolanos de todos los estratos sociales, algunas de las cuales sirven de marco de referencia para esta investigación (Zapata, 1996; Salazar, 1997; Montero,1997; Consultores 21, varios años; entre otros).  También fue muy útil la información recogida dentro del marco del estudio que este mismo equipo de investigación llevó a cabo en el año 2000, sobre el acceso a la justicia de personas de escasos recursos en el área metropolitana de Caracas.

Existen investigaciones sobre opinión relativa a la justicia, al Derecho y a los abogados, realizadas en otros países de mayor desarrollo económico, así como en algunos países latinoamericanos.  Entre éstas revisten el mayor interés para  el presente estudio las que se han realizado en España bajo la dirección de José Juan Toharia.  Esos trabajos resultaron muy útiles como insumos para la construcción de las variables que debían medirse con el objeto de auscultar la opinión pública  respecto al Derecho.  Sin embargo, conviene aclarar que no puede hablarse propiamente de repetir en este caso las investigaciones hechas en otros países, pues el enfoque utilizado en éstas, y, aún más, su formulación concreta, no sólo están determinados por el hecho de que normalmente se dirigen a la población de todos los estratos sociales, sino que están influidos por la cultura específica de los países donde se llevaron a cabo.  Lo cual no significa que no se esté de acuerdo con Toharia en la necesidad de generar datos que puedan ser comparados, a través del empleo de “una especie de patrón mínimo común, susceptible de ser utilizado en eventuales sondeos de opinión en países diferentes” (Toharia 1999).  En este estudio se ha usado en lo posible ese “patrón mínimo común” establecido por Toharia, no sólo con el fin de hacer comparables los hallazgos obtenidos, sino por la evidente utilidad que tiene en sí mismo ese patrón, fruto de una extensa experiencia en estudios de opinión pública sobre el Derecho.

II. objetivo de la investigación

El estudio al que se refiere este informe puede verse como una investigación sobre un aspecto de la cultura jurídica o cultura legal de los venezolanos de los estratos bajos de la población.  El término cultura jurídica lo identificaremos “con el conjunto de actitudes y opiniones respecto del mundo de lo jurídico prevalecientes en una sociedad dada en un momento determinado... entre el público en general” (Toharia, 1999:21), en este caso, entre los sectores de escasos recursos de la sociedad venezolana, en concreto, los pobres de Barquisimeto y Barcelona.  Es lo que Toharia denomina, siguiendo a Friedman, “cultura jurídica externa”, para distinguirla de la “cultura jurídica interna” que sería la de los propios operadores jurídicos. En este caso, y repitiendo de nuevo a Toharia, se pretende  investigar sobre “la opinión pública respecto del Derecho”.

Es necesario insistir que se trata aquí de realizar un estudio de opinión pública. El objetivo es indagar sobre la percepción que tiene la población venezolana de escasos recursos del sistema de administración de justicia, es decir, la forma en que la realidad  es vista y definida y, por tanto, reconstruida por los entrevistados (Toharia,1999).  De aquí, que sólo interese la experiencia real de nuestra población de escasos recursos con el sistema de administración de justicia, en la medida en que ello sirve para contextualizar su opinión, para profundizar sobre ésta más allá de lo expresado por los individuos que integran la muestra, para indagar sobre su conocimiento, actitudes y valoraciones efectivos y no sólo sobre el discurso referente a estos aspectos. Porque, en definitiva, de lo que se trata es de saber qué es lo que la gente cree y piensa sobre ese sistema, asunto fundamental a tomar en cuenta si se parte de una concepción del sistema de administración de justicia como servicio público dentro de un Estado democrático (Toharia, 2001). 


Cabe también aclarar, que el propósito de la investigación no fue estudiar con profundidad toda la cultura jurídica de los venezolanos de estratos bajos.  Ello iría más allá del objetivo y de las posibilidades de la misma. De aquí que no se abordaran todos los temas que Toharia incluye en su breve, y, quizás por ello muy útil, estudio titulado “La cultura legal: cómo se mide” (1999). Por otra parte, algunos aspectos y elementos característicos de la cultura jurídica del venezolano, que parecen ser comunes a todas las clases sociales, son muy importantes para situar en contexto su opinión sobre la justicia.  De ahí que se analizaran brevemente también, dentro del marco general del estudio, las actitudes de los venezolanos ante el Derecho y ante el conflicto.

Si partimos de que la “pobreza significa sufrir múltiples privaciones,(y) por ello tiene múltiples caras, pero todas ellas coinciden en la privación como denominador común de la pobreza” (Proyecto Pobreza-UCAB-1999), podemos suponer que entre esas privaciones, y como consecuencia de ellas, se encuentra también un menor acceso de los pobres a las instituciones estatales de resolución de conflictos.  Estudios anteriores han comprobado y medido esta falta de acceso a la justicia de la población de escasos recursos en Venezuela (Del Olmo, 1972; Hernández, 1977; Linares, 1981 y 1981A ; Van Groningen, 1985; Pérez Perdomo et alt., 1987; Roche et alt., 2000).  El presente estudio también se vincula con el tema del acceso a la justicia, aunque su enfoque es más restringido. No se pretende estudiar el acceso, sino uno de sus condicionantes,  como lo es la opinión que tiene sobre la justicia esa población pobre privada de un acceso adecuado a la misma.


La importancia de esta investigación, entonces, aparte del valor general que tiene un estudio de opinión pública sobre la justicia  en el marco de un sistema democrático, se acentúa por estar dirigida a la mayoría pobre.  Dentro de una sociedad profundamente desigualitaria como lo es la venezolana, esa mayoría es al mismo tiempo la que enfrenta mayores problemas para hacer efectivos sus derechos, así como para resolver sus conflictos cotidianos producto de la convivencia social, acudiendo a los órganos estatales obligados a dar satisfacción a los ciudadanos en esa materia. 

Variables de la Investigación

Las variables que en esta investigación se han considerado relevantes para medir la opinión que de la justicia tienen los pobres en Venezuela son las siguientes:

1. Juridicidad

2. Conocimiento

3. Confianza

4. Accesibilidad

Como se verá de la explicación de cada una de ellas, estas variables, a excepción de la juridicidad, se corresponden en parte con los rasgos o atributos esenciales que caracterizarían a una “buena justicia” según Toharia (2001).  Esos rasgos son los siguientes: imparcialidad, independencia, responsabilidad, competencia, accesibilidad y eficacia.      

Antes de explicar brevemente cada una de las variables consideradas, conviene tener en cuenta algunos aspectos generales para entender el enfoque utilizado en la definición de las mismas y el sentido que debe atribuírseles dentro de esta investigación concreta.

En primer lugar, insistimos en que es necesario partir del hecho de que se trata de una investigación de opinión pública, de manera que el objetivo fundamental es la indagación relativa a lo que opina la población a investigar del sistema de administración de justicia.  En tal sentido, la pesquisa no se dirige a averiguar sobre la experiencia de los individuos encuestados o entrevistados o sobre los hechos concretos que los han afectado, sino en la medida en que ello es necesario para entender su percepción del significado de esos hechos, así como la que tienen de los organismos a los cuales se han dirigido o podrían dirigirse para su solución.

Esa aclaratoria es especialmente importante para entender la variable  accesibilidad.  No se trata de medir el acceso efectivo a la justicia de la población que se investiga, sino de indagar sobre la opinión que esa población tiene sobre lo accesible o inaccesible del sistema para ella.  Evidentemente, esa opinión influye sobre el acceso, pero no debe confundirse con él, pues la opinión sobre la accesibilidad forma parte de los factores culturales que dificultan o facilitan el acceso, mientras que este último es un problema que incluye otros elementos adicionales.

En segundo lugar, es conveniente aclarar que el término “justicia” se refiere en esta investigación al “sistema de administración de justicia”, entendido en un sentido muy amplio que incluye, no sólo los tribunales y sus órganos auxiliares, sino otros órganos del poder público, de naturaleza administrativa, ante los cuales la población de escasos recursos puede, y suele, acudir a plantear los conflictos que confronta en su vida cotidiana.  De ceñirse la pesquisa sólo a los tribunales de justicia, los resultados mostrarían seguramente, además de la opinión de esa población sobre estos entes, que los mismos son poco utilizados por ella.  Pero nada habríamos aprendido sobre la opinión que tienen de otros organismos más cercanos a esa población, que estarían llamados a resolver, y de hecho resuelven, con mayor eficacia los problemas que los sectores de escasos recursos suelen plantearles, como se demostró en la investigación sobre acceso a la justicia (Roche et alt., 2000).

Después de estas consideraciones generales, se pasa a la descripción de cada una de las variables.

1. Juridicidad 

La variable juridicidad se ha definido en este estudio a través de dos dimensiones: a) el conocimiento que tiene la población objeto de que determinadas situaciones consideradas del ámbito privado son reguladas por la ley;  y b) la disposición a ventilar o no ciertos conflictos privados en el ámbito público, y, en consecuencia, a acudir  para ello a los órganos del sistema de administración de justicia.

En cuanto a la primera dimensión, no interesa a este respecto indagar sobre el conocimiento general de la población sobre leyes e instituciones, aspecto al que se refiere la variable conocimiento que se tratará más adelante. Se trata más bien de determinar si la población está consciente de que determinadas áreas, consideradas del ámbito privado, son susceptibles de regulación legal y efectivamente están reguladas por el Derecho.  Esta percepción es fundamental como elemento para la toma de decisiones frente a un conflicto planteado en esas áreas.  Si no se conoce, ni se cree, que una situación determinada esté regulada legalmente, no se pensará tampoco que pueda buscársele una solución jurídica.

Este aspecto está por supuesto vinculado con el conocimiento jurídico de la población (Toharia, 1999), pero referido específicamente a su grado de conciencia de la existencia de regulación en algunas áreas específicas, como podrían ser ciertos problemas familiares. 

Por otra parte, y a esto se refiere la segunda dimensión, no basta con tener conciencia de que una determinada situación conflictiva es objeto de regulación legal.  Si las personas involucradas consideran que no es apropiado ventilar ese tipo de situaciones ante los organismos públicos de resolución de conflictos, no acudirán a los mismos para demandar una solución.

De aquí que se entienda a esta variable, en sus dos dimensiones, como previa a la percepción del sistema mismo de administración de justicia, porque de los conocimientos y apreciaciones considerados depende que los individuos piensen en el sistema y entren en contacto con él.  

2. Conocimiento de leyes y de instituciones estatales de solución de conflictos XE "Conocimiento de leyes y de instituciones estatales de solución de conflictos" 
En cuanto al conocimiento, para Toharia (2001)  se trata de un componente de la opinión, “un sustrato fáctico: aquello sobre lo que se opina”, pero como él mismo señala, “opinión no es conocimiento” y, además, “lo realmente peculiar y específico de la opinión pública como fenómeno social no es la calidad o cantidad de su sustrato informativo sino la toma de postura que expresa”.  Por estas razones, el conocimiento vendría a ser  una variable de alguna forma previa a la opinión sobre el sistema de administración de justicia, al menos si la comparamos con las otras dos variables confianza y accesibilidad que son más propiamente valoraciones, “toma de postura”, opiniones, en un sentido más estricto. 

La información influye en el tipo de opinión que se exprese, tan es así, que Toharia reporta una  relación entre una percepción rígida y más influenciada por los estereotipos en las personas que poseen menor conocimiento sobre la ley. Por ello, era interesante indagar si un mayor conocimiento del sistema de administración de justicia lleva a formarse una imagen diferente de él, en comparación con las personas con menor nivel de información. 

La variable conocimiento en esta investigación se define como el nivel de información que tienen los ciudadanos de la existencia de las leyes y de las instituciones estatales de solución de conflictos.  Los  indicadores de esta variable son:  a) el conocimiento de la existencia de determinadas leyes y de sus objetivos específicos, b) la identificación de instituciones estatales de solución de conflictos, y  c) el conocimiento de las funciones específicas de las distintas instituciones.


Como bien dice Toharia (1999), la cuestión del conocimiento de los distintos elementos del sistema jurídico por la población, es lo primero a tener en cuenta cuando se trata de indagar sobre la cultura jurídica de cualquier sociedad.  Si partimos del hecho de que la población objeto de esta investigación es de escasos recursos, esta  variable  adquiere especial relevancia, ya que es posible presumir que esos estratos sociales  tendrán un nivel educativo más bajo, lo cual debería afectar su grado de conocimiento de leyes e instituciones.  Por otra parte, el menor acceso que tienen dichos sectores  a redes de información, también incidiría en desmedro de la posibilidad de acceder al conocimiento de estos aspectos.  

Evidentemente que no se trata aquí de examinar a la población sobre su conocimiento del Derecho.  Como ya se dijo, la idea es indagar respecto de la información que ella tiene sobre lo jurídico en un nivel muy básico, que permita contextualizar, no sólo las actitudes frente a las distintas situaciones problemáticas, sino también las opiniones que se expresan sobre los distintos componentes del sistema de administración de justicia, de una manera que ayude a la interpretación de esas respuestas. 

3. Confianza en el sistema de administración de justicia 

Esta variable se refiere a la opinión que tienen los usuarios sobre el grado de independencia, de imparcialidad y de eficiencia del sistema de administración de justicia, así como sobre la honestidad de los jueces y abogados

En primer lugar, interesa medir la opinión sobre la independencia del sistema de administración de justicia frente a los otros poderes estatales, particularmente frente al Poder Ejecutivo, así como frente a los partidos políticos y frente al poder económico.  Se trata de indagar en qué medida la población encuestada opina que los jueces deciden los asuntos que les son sometidos y aplican las leyes en los casos concretos, de acuerdo con su propio criterio jurídico, sin dejarse influir por la presión que sobre ellos puedan ejercer otros poderes públicos y sin ceder ante influencias políticas o económicas.

La opinión sobre el grado de imparcialidad que los jueces observan al decidir sería la segunda dimensión de esta variable. Un componente importante de la variable confianza en el sistema de administración de justicia lo constituye la expectativa de que el juez será imparcial, en el sentido de “equidistante por igual de las partes implicadas, sin sesgo alguno previo hacia ninguna de ellas ni hacia lo que plantean o representan o significan” (Toharia, 2001).  

La opinión que se tiene sobre la eficiencia del sistema de administración de justicia, es decir, sobre la calidad del servicio y sobre la rapidez con que se presta, forma parte también del grado de confianza que manifiesta la población en el sistema.

Por último, la medida de la confianza de la población de escasos recursos en el sistema de administración de justicia exige determinar la opinión de esa población respecto de la honestidad de los jueces, a lo que Toharia llama “imparcialidad de intereses” y que se refiere a su actuación recta, libre de corrupción.  Medir esta dimensión de la confianza por separado es  importante en Venezuela en los actuales momentos de intervención del poder judicial, fundamentada principalmente en las acusaciones de corrupción que se han hecho a los jueces. La opinión que la población de escasos recursos tiene sobre la honestidad de los abogados es también importante para medir su grado de confianza en el sistema de  administración de justicia, porque estos operadores del Derecho constituyen una barrera de entrada a los tribunales.

4. Accesibilidad XE "Accesibilidad" 
Como se dijo, se trata aquí de valorar la opinión que los usuarios tienen sobre la accesibilidad de las instituciones. Esta variable se define entonces como la opinión de la población objeto de estudio sobre la posibilidad de utilizar el sistema sin barreras de tipo económico, social o cultural.

Los indicadores de esta variable son:  a) la distancia cultural y social entre los usuarios y los abogados y jueces y otros operadores del sistema de administración de justicia, y b) los costos, tanto en dinero como en tiempo, que implican para los usuarios hacer uso de las instituciones del sistema.

Para medir esta variable entonces, es preciso inquirir, en primer lugar, cómo la población de escasos recursos se siente tratada en las instituciones, lo que incluye la atención a sus peticiones, así como la opinión que tienen sobre la claridad o complejidad del lenguaje, de las reglas y de los procedimientos jurídicos. En segundo lugar, debe determinarse también la valoración que la población hace de los costos de la justicia, tanto en dinero como en tiempo.

* * * * * *

Con el fin de medir cada una de las variables explicadas se adoptaron unas estrategias de investigación que se describen en el siguiente punto.

III. estrategias de investigación

Por tratarse de una investigación de opinión pública, la indagación sobre las variables descritas se basó fundamentalmente en la realización de una encuesta de opinión mediante la administración de un cuestionario diseñado al efecto. La información cuantitativa recogida a través de esa encuesta fue complementada con información cualitativa obtenida a través de un taller focal y de entrevistas en profundidad con habitantes de las mismas comunidades en donde se realizó la encuesta.

Para la elaboración del cuestionario se utilizó, en primer lugar, información proveniente del taller focal con líderes de barrio realizado en el marco de un estudio anterior sobre acceso a la justicia de los sectores de escasos recursos en el área metropolitana de Caracas (Roche et alt., 2000). A esa información se añadió la que se obtuvo de la realización de otro taller focal con habitantes de las comunidades pobres de la ciudad de Barquisimeto, sobre sus necesidades jurídicas y las estrategias utilizadas para enfrentarlas. La coincidencia en los resultados de los dos talleres dieron sustento a la elaboración de una batería de preguntas abiertas, pero de respuestas precodificadas, lo que facilitó la administración del cuestionario y su posterior procesamiento (ver cuestionario en anexo).

Debido a la necesidad de reducir la extensión del cuestionario, entre los muchos aspectos y situaciones que podían explorarse, hubo que seleccionar un número limitado, aunque suficiente para cubrir el tema.  De allí que se escogieran tres áreas fundamentales para ubicar en ellas las situaciones conflictivas respecto de las cuales se pediría a los encuestados que respondieran, a saber, las áreas penal, laboral y civil.  Dentro de ellas se ubicaron problemas cotidianos de ocurrencia común, de acuerdo con la información obtenida en los talleres focales y en la investigación mencionada sobre acceso. Esto se complementó con algunas preguntas hechas en estudios anteriores sobre justicia (Consultores 21), así como otras que pretendían explorar ciertas actitudes de los venezolanos con el fin de construir un marco general para interpretar las respuestas más puntuales.

El cuestionario quedó así integrado por 75 preguntas, más las que se hicieron sobre los datos socioeconómicos de los encuestados.

La encuesta se aplicó a un total de 200 personas, divididas de la siguiente manera: 174 en comunidades de escasos recursos y 24 en urbanizaciones de clase media, como grupo de control.   Tanto en las comunidades como en el grupo de control de clase media, la muestra se construyó con base en la distribución por edad y sexo de la población venezolana en general.

La muestra seleccionada para este estudio no tiene carácter probabilístico. Tratándose de un estudio exploratorio pionero  no se consideró necesario ni conveniente proceder a un muestreo de este tipo.  Se trata por lo tanto de una muestra intencional por cuotas, que se construyó, en primer lugar, escogiendo dos comunidades pobres de Barquisimeto y dos de Barcelona que reunieran las siguientes características: que en ellas habitase una proporción importante de personas de clase marginal y no solamente de clase baja, de manera de incluir también a los más pobres, y que dichos barrios se ubicasen a diferente distancia de los órganos del sistema de administración de justicia. Esta última variable se utilizó para indagar si la ubicación de la vivienda cercana a los  órganos del sistema  influía en el conocimiento, uso e imagen que los individuos tenían de éstos.  Siguiendo estos criterios, y con la ayuda de informantes claves de ambas ciudades, se escogieron cuatro comunidades. En Barquisimeto: El Trompillo y Pila Lara.  En  Barcelona: La Ponderosa y Brisas del Mar.

En Barquisimeto, El Trompillo es un barrio con más de 50 años de fundación que se caracteriza por poseer un alto nivel de organización comunitaria. En este barrio existe un periódico y una biblioteca popular y sus habitantes se han organizado para abaratar los costos de la comercialización de varios productos esenciales: funciona un mercado popular y una panadería comunitaria. También existe una organización de mujeres. Todas estas organizaciones funcionan y desarrollan sus actividades fundamentalmente en lo que se denomina la “Parte Baja del Trompillo”, que es la parte consolidada del barrio, es decir,  la que cuenta con todos los servicios públicos básicos.

La Parte Alta del Trompillo es producto de  una invasión relativamente reciente, aunque ya con cierto tiempo de haber ocurrido. La población que habita esta parte del barrio puede considerarse como perteneciente a los sectores más pobres, pues no hay cloacas, no hay servicio de agua y sólo se cuenta con servicio eléctrico.  

Pila Lara fue seleccionada por su cercanía a los órganos del sistema de administración de justicia. Este barrio se encuentra ubicado en el centro de la ciudad de Barquisimeto y está totalmente consolidado, cuenta con todos los servicios públicos, incluyendo el teléfono.  

 En Barcelona, se seleccionaron dos comunidades con características similares a las de Barquisimeto. Brisas del Mar está ubicada cerca de los tribunales y La Ponderosa hacia las afueras de la ciudad.
Distribución de la muestra en las comunidades por barrio y sector

	Barrio
	Porcentaje

	Trompillo Parte Baja
	9%

	Trompillo Parte Alta
	15%

	Pila Lara
	25%

	La Ponderosa
	22%

	Brisas del Mar
	26%


Dentro de esas comunidades, así como en el grupo de control, se administró el cuestionario respetando las cuotas de sexo y edad correspondientes a la población urbana venezolana (según la proyección del Censo de la Oficina Central de Estadística e Informática –OCEI- para el año 2001): por sexo, 49% hombres y 51% mujeres; y por edades, 23% de 18 a 24 años, 47% de 25 a 44 años, 30% de años o más.

Distribución de la muestra por edad

	
	Grupo control 
	Comunidades 
	  Total de grupo

	Edad 
	18 a 24 
	20.8% 
	22.7% 
	22.5% 

	
	25 a 34 
	29.2% 
	22.2% 
	23.0% 

	
	35 a 44 
	20.8% 
	24.4% 
	24.0% 

	
	45 a 54 
	16.7% 
	18.2% 
	18.0% 

	
	55 o más 
	12.5% 
	12.5% 
	12.5% 

	Total de grupo 
	100.0% 
	100.0% 
	100.0% 


Como se verá luego, las respuestas al cuestionario no revelaron diferencias fundamentales entre las comunidades de una misma ciudad, ni siquiera entre las de una ciudad y otra.  Esta circunstancia reafirma la pertinencia de los criterios con los cuales se construyó la muestra y permite sostener que los resultados obtenidos son, en efecto, representativos de la opinión de los estratos bajos de la población sobre la justicia, en ambas ciudades.

En lo que respecta al procesamiento de la información recogida a través de los cuestionarios, cabe señalar que las respuestas a las preguntas sobre conocimiento de leyes e instituciones y las referidas al ámbito familiar y a las relaciones de pareja fueron previamente categorizadas antes de ser vaciadas en las plantillas diseñadas para el procesamiento en el programa Foxpro. Así, se crearon las categorías  Sabe y No sabe en relación con el conocimiento sobre la existencia y finalidad de las leyes; buen trato y mal trato, para el tratamiento recibido en las oficinas públicas; organismo de protección a la infancia, ámbito público y ámbito privado para las respuestas referidas a la familia y a la pareja.  

Con el objeto de recoger información cualitativa que permitiera profundizar en el tema se había previsto la realización de dos talleres focales, uno en cada una de las dos ciudades seleccionadas para el estudio, así como también 20 entrevistas en profundidad a habitantes de las mismas comunidades donde se administraría el cuestionario.  En vista de la coincidencia de los resultados del taller focal de Barquisimeto y los obtenidos en la investigación anterior, se decidió no hacer un segundo taller.

En cuanto a las entrevistas, se diseñó una guía previa dirigida a explorar con mayor profundidad los aspectos abarcados en el cuestionario, así como otros que no pudieron tocarse en éste.  Como estaba previsto, se entrevistaron 20 personas de las mismas comunidades encuestadas.  Los resultados de las entrevistas fueron analizados conjuntamente con los del taller focal.  El procesamiento de la información se realizó construyendo las categorías para el análisis de contenido, luego de lo cual se diseñó una matriz para el vaciado de la información cualitativa con base en esas categorías.

El análisis de la información, tanto cuantitativa como cualitativa, evidenció una gran coincidencia, lo que permitió reforzar los datos cuantitativos con los hallazgos cualitativos.  Esto fue muy significativo para la interpretación de los resultados pues, tratándose de una primera investigación de opinión pública sobre el tema, no era posible su comparación con estudios anteriores, por lo que la información cualitativa permitió contextualizar y dar mayor significado a los datos del cuestionario.

Antes de realizar el análisis de la información obtenida por las diversas técnicas de investigación empleadas para  indagar la opinión sobre la justicia, es necesario efectuar una referencia a las principales características socioeconómicas y culturales de la población encuestada. Esta descripción es indispensable para poder comprender e interpretar muchas de las respuestas dadas en este estudio de opinión.
 IV. Características socioeconómicas de la población

La sociedad venezolana se caracteriza por grandes desigualdades sociales, que se han profundizado en los últimos dos decenios. En 1982, sólo el 5,4% de los hogares venezolanos se encontraba en condiciones de pobreza crítica, en comparación con el 23,8% en el año 2000.

La pobreza, en términos generales, ha aumentado en más de 20 puntos en los últimos 20 años. En el año 2000, el 33,3% de los hogares se encontraba en condiciones de pobreza, mientras que en 1975, sólo el 17,3% estaba en esa condición (Proyecto Pobreza, UCAB, 2001). 

Las definiciones de pobreza son múltiples y variadas, ya que no hay uniformidad en los criterios usados para medirla. En este trabajo se ha asumido la metodología basada en los ingresos, que se denomina pobreza de ingresos. Con esta metodología se ubican en la condición de pobres los hogares que se encuentren bajo la línea de  pobreza, la cual se construye tomando como referencia el costo que para una familia de cinco miembros  implica adquirir un conjunto de alimentos, bienes y servicios (Canasta Básica Normativa de Consumo Total). Los hogares que no poseen ingresos para cubrir el costo de esa canasta se consideran  en condiciones de pobreza.

La pobreza crítica o extrema se mide utilizando como referente el costo para una familia de cinco miembros de un conjunto de alimentos, considerados necesarios para cubrir un mínimo de requerimientos  calóricos y protéicos. Este conjunto de alimentos se conoce como la Canasta Normativa de Alimentos.   

La estratificación socioeconómica para este estudio se construyó fundamentalmente con los indicadores de nivel educativo, ingresos familiares y situación en el mercado laboral. La pobreza se midió con base a la línea de pobreza.

En lo que se refiere a los ingresos familiares, la población encuestada en las comunidades se  encontraba mayoritariamente por debajo de la línea de pobreza, tomando como referencia la Canasta  Básica Normativa, que se ubicaba en el mes de abril del 2001 en 295.740 bolívares mensuales. En las comunidades de escasos recursos el 67% de la muestra reportó ingresos familiares inferiores a 300 mil bolívares mensuales. Lo más grave en materia de ingreso es que el 34,7%  de los encuestados ganaba menos del salario mínimo vigente para el momento del estudio (Bs. 140 mil), por lo cual,  no es exagerado asumir que un tercio de la muestra estaba en condiciones de pobreza crítica, ya que la canasta normativa de alimentos se ubicó en la fecha señalada arriba en 147.870 bolívares. En el Trompillo, parte alta, el 50% de los encuestados tenía unos ingresos familiares menores al  salario mínimo.
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El nivel educativo de los encuestados es relativamente alto, sobre todo, si se lo compara con su situación salarial y su ubicación en el mercado de trabajo. En las comunidades, el 46,6% poseía estudios secundarios y un 23,9% tenía cursada la primaria completa. En una de las comunidades más pobres (El Trompillo, parte alta), el 29% poseía algún nivel de educación secundaria a pesar de ser ésta la comunidad en la cual la mitad de sus miembros se encontraban en condiciones de pobreza crítica. 
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La inserción laboral mayoritaria se realiza como trabajador independiente (26,8%),  seguido por el empleo en el sector formal privado (15,3%). El empleo en el sector público es minoritario, siendo éste el que mayores beneficios otorga a sus trabajadores, pues los obreros y empleados públicos están amparados por la contratación colectiva, a través de la cual se acuerdan mejores condiciones de trabajo a las establecidas en la ley.  El desempleo se ubica en 21,6%, es decir, más de 7 puntos por encima del promedio nacional. Los porcentajes de desempleo más altos se encuentran en Pila Lara (25%) y Brisas del Mar (23,4%) 

V. Características culturales del venezolano 

Las respuestas, tanto del cuestionario como de las entrevistas en profundidad, y la discusión en el taller focal, no podrían ser comprendidas sin hacer referencia a ciertas características culturales de la población venezolana en general, algunas de las cuales pueden presentarse con rasgos más marcados en la población de escasos recursos.  

A. Actitudes frente al Derecho 

Una de las características del venezolano, recurrentemente señalada en las investigaciones relativas a valores, es la poca internalización de la norma jurídica. Se afirma, que en general, en todas las clases sociales existe escaso apego a las normas jurídicas, las cuales son visualizadas como referentes de  comportamiento posible más que como preceptos de obligatorio cumplimiento (De Viana, 1996; González Fabre,1995 y 1997; Roche et alt., 2000). Pero el poco apego a la norma jurídica no significa que no existan normas  de obligatorio cumplimiento para el venezolano. Existe un conjunto de normas, sobre todo sociales, cuya trasgresión es severamente sancionada. Este es el caso de la mayoría de las normas que regulan las relaciones familísticas primarias, cuyo radio de acción no se limita al ámbito privado sino que también se extienden a la interacción en los espacios de convivencia pública. 

La falta de internalización de la norma jurídica y la preponderancia de relaciones familísticas primarias en la mayoría de las esferas de la vida social, han producido una actitud esquizofrénica frente al Derecho: represión y permisividad a la vez. La represividad  se manifiesta claramente en las discusiones sobre la elaboración de las leyes, que  tienden a centrase en la imposición de sanciones. Sin embargo, a la hora de aplicar dichas sanciones al caso concreto aparece la conducta solidaria, comprensiva y no sancionadora. Esta característica cultural del venezolano se suele observar en las discusiones públicas sobre la regulación de cualquier aspecto de la vida social. La conducta generalizada es pedir sanciones severas, pero al tratarse de un  caso concreto, aparecen inmediatamente en el discurso consideraciones del contexto y la necesidad de no ser tan rigurosos (Torres, 2001).  

Varios estudios de opinión han reportado esta actitud del venezolano frente a lo normativo. A las preguntas sobre la regulación de la vida social y económica normalmente se responde que se quiere intervención estatal en materias tales como regulación de precios, subsidios y empleo; pero a la pregunta sobre regulaciones que limiten la acción  individual de los encuestados, la mayoría responde negativamente (Consultores 21, 1996 y estudios anteriores).  

Las repuestas a algunas de las preguntas de la encuesta en el presente estudio podrían ser un buen ejemplo de la actitud formalmente represiva del venezolano. En la pregunta  sobre la finalidad de las  leyes, un 34,9% de los encuestados respondió que ellas tenían por objeto defender derechos y un 33,7% que su objetivo era castigar.  

[image: image39.emf]Resultados de la Conciliación en Procuraduría

83%

17%

Acuerdo

Sin acuerdo


La actitud represiva parece también quedar de manifiesto en las respuestas a la pregunta sobre los linchamientos. El 74% de los encuestados en las comunidades se mostró de acuerdo con el uso de esta medida extrema para combatir la delincuencia.   En cambio, respecto a la pregunta sobre la posibilidad de establecer la pena de muerte en el país, el  64,2% de los encuestados en las comunidades se mostró en contra. En este aspecto hay una clara diferencia con el grupo de control de clase media. La clase media es partidaria tanto de los linchamientos como de la pena de muerte en más de un 70%, como lo muestra el  siguiente  gráfico:
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La opinión de las comunidades en esta materia, podría ser también ser expresión de la actitud diferente ante lo abstracto y ante lo concreto. Ante la posibilidad de la pena de muerte impuesta por el Estado, es fácil situarse en el plano del deber ser y se la rechaza. En las entrevistas en profundidad, varias personas partidarias del linchamiento se oponían sin embargo tajantemente a la pena muerte bajo el argumento de que “Venezuela es un país libre y democrático”. La aceptación del linchamiento puede deberse a que éste permite a la gente ubicarse en su cotidianidad, en los problemas que enfrenta a diario y sobre todo en las sanciones que impone ella misma.  

En el rechazo de la pena de muerte impuesta por el Estado puede estar influyendo la profunda desconfianza hacia los órganos de justicia, ya sea la policía, los tribunales o las cárceles. Como se verá más adelante, se asume que la justicia es incompetente y parcializada. Una explicación posible, entonces, del rechazo de la pena de muerte y de la aceptación del linchamiento, es que la justicia estatal podría aplicar la pena a quien no se la merezca, como se percibe que ocurre actualmente con la acción cotidiana de los órganos penales. En cambio, la comunidad no se equivoca al sancionar a sus delincuentes más peligrosos e irrecuperables. 

Dentro del tema de la actitud frente al Derecho cabe también hacer referencia a  la opinión que tienen los sectores de escasos recursos en relación con la posibilidad de mejorar o cambiar su condición social. La encuesta incluyó la siguiente afirmación: “El que haya ricos y pobres es cosa del destino y no puede hacerse nada para cambiar esa situación”. Frente a esa afirmación se le pidió a los encuestados que manifestaran si estaban de acuerdo o en contra.

En las comunidades, el 56% se mostró de acuerdo con tal aseveración.  Esta cifra se ubicó en un 64% en el Trompillo, parte baja, en Barquisimeto. En cambio, fueron los individuos de la clase media los que se declararon en desacuerdo con una  expresión tan marcada de fatalismo y resignación.

En las comunidades más pobres, el porcentaje que estaba de acuerdo con tal afirmación se sitúa en casi 60%. Esta actitud fatalista y resignada también apareció en las entrevistas en profundidad.  Por ello, no es de extrañar que no se asuma al Derecho como una herramienta útil para mejorar la condición social, la cual se considera como inalterable.
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B. Actitudes frente al conflicto 

Una característica cultural que aparece, tanto en la encuesta como en las entrevistas, y que va a irradiar todas las opiniones sobre el sistema de administración de justicia, es la actitud del venezolano frente al conflicto interpersonal.  En las entrevistas en profundidad esta característica quedó claramente en evidencia cuando trataba de explorarse sobre el uso del sistema de administración de justicia. A la pregunta de si la persona había tenido algún caso en los tribunales, la respuesta más frecuente fue “Dios no lo quiera” “Nunca me he metido en problemas”. La primera lectura de tal respuesta podría ser que la palabra tribunal se asocia fuertemente con tribunal penal y comisión de delitos. De ahí que la posibilidad de haber tenido un caso en tribunales se rechace instintivamente. Pero, ante la insistencia de las entrevistadoras sobre el particular, haciendo referencia expresa a la parte civil, laboral o familiar,  frases como “nunca he tenido ningún tipo de problemas” o, en relación con los tribunales, “ Sí he pasado por allí pero nunca he entrado, no he tenido nada que buscar ahí, ni nada que hacer allí”, merecen un análisis más detallado, sobre todo, teniendo en cuenta que, más adelante,  durante  el transcurso de las entrevistas, aparecían situaciones de conflicto familiar o laboral y casos de uso de los tribunales. ¿Qué hay detrás de la negación del conflicto interpersonal? ¿Simplemente evasión o se trata de aversión al conflicto? La visión social del conflicto requiere ser explicada. 

La sociedad venezolana ha sido caracterizada por algunos autores como consensual en lugar de conflictiva (Naím y Piñango, 1984; Rey, 1985; Salamanca, 1998 entre otros).  

En general, se tiende a neutralizar el conflicto interpersonal.  Las personas que reclaman sus derechos en su ámbito vecinal o laboral son socialmente asumidas como conflictivas. Ahora bien, la actitud frente al conflicto cambia en cierta medida cuando se enfrenta un conflicto colectivo o social con un ente abstracto. Si bien es cierto que no se puede hablar tampoco de la existencia de una cultura del reclamo institucional, existe una mayor propensión a enfrentar los problemas que nos afectan como parte de una comunidad. En el ámbito de los conflictos sociales o colectivos hay al menos una cierta predisposición a reconocer la existencia del problema, y aunque no se puede sostener que exista  una tendencia mayoritaria a enfrentarlos, se suele hacerlo en los casos graves y evidentes.  

La manera como los sectores populares tienden a asumir la ciudadanía puede ayudar a entender la poca propensión a reclamar frente a las violaciones de derechos por las instituciones estatales. Los derechos no son asumidos como tales, sino que su satisfacción suele visualizarse como una dádiva del poder. La cultura clientelar y populista en nuestro país está aún muy arraigada y por ello no se tiene conciencia de la obligación del Estado de prestar ciertos  servicios. 

La percepción de los derechos como favores  y no como obligaciones  y servicios que pueden exigirse  se traslada desde las instituciones públicas hacia las privadas. En el taller focal se relacionaba la buena atención recibida en un servicio público con el azar: haber tenido suerte de encontrar a alguien que hiciera bien su trabajo. 

Un buen ejemplo de que el respeto de los derechos se asume como una dádiva del poderoso y no como el cumplimiento de su obligación, es la actitud de las trabajadoras pobres en los países andinos, en relación con sus derechos laborales.  Las trabajadoras de escasos recursos asumen en la cotidianidad sus derechos como "regalías" de sus patronos. Las vacaciones, los permisos pre y post natal, el cumplimiento de los máximos legales con relación a la  jornada de trabajo,  no son visualizados como derechos, sino que dependen  de que  el patrono sea buena persona y  de que les  "tenga consideración" (Acosta, 1998).

La encuesta reafirma la característica anterior en materia de derechos humanos
. El 46,6% de los encuestados en las comunidades pobres no identificó ninguna institución obligada a solucionar el problema suscitado en caso de que le maten un hijo. Es llamativo que ante una violación tan evidente de un derecho no se mencione que hay un órgano estatal que está obligado a intervenir. Dentro de ese porcentaje, un 35,2% señala que la solución de ese problema depende de ellos mismos. Acá, lo que también puede estar expresándose es justamente la idea de que no hay servicio debido. Sólo se consigue respuesta del Estado si se insiste, si la persona “mueve” el aparato. 

La  percepción del servicio debido en materia del trabajo también es baja
. El 51,8% de los encuestados no identificó ninguna institución obligada a solucionar el problema suscitado por el hecho de haber sido despedido injustificadamente de su trabajo.

Por otro lado, la propensión a enfrentar los problemas laborales es también baja.   Las relaciones de trabajo son por esencia  un  área conflictiva. Con mucha frecuencia, en algún momento de su  vida laboral, el trabajador puede sufrir un despido o un pago incompleto de sus prestaciones sociales. Esta conflictividad potencial debería transformarse en muchos casos en real, si se toman en cuenta los datos de incumplimiento de la legislación laboral, que reportan que casi el 40% de los patronos no paga las prestaciones sociales (OCEI; 1998).  Sin embargo, los trabajadores mayoritariamente tienden a no enfrentar judicialmente sus problemas laborales. En 1998, sólo el 1% de los trabajadores que tenían motivos para demandar a sus patronos lo hizo (Roche et alt., 2000). 

La poca propensión a utilizar las instituciones para solucionar los conflictos abarca no sólo los individuales sino también los de carácter colectivo. Estos últimos tienden a ser enfrentados con la denuncia ante la opinión pública, la presión ante las autoridades, las tomas de las calles y, en menor medida, con marchas organizadas. El uso de los tribunales para enfrentar carencias básicas de servicios públicos tampoco está presente en las comunidades. Una excepción frente al poco de uso del Derecho para solucionar problemas comunitarios fue la utilización del recurso de amparo en materia educacional por parte de las líderes comunitarias de Barquisimeto, cuyo alto nivel de formación en el área de infancia y mujer es producto de la acción consistente de la organización feminista a la cual pertenecen
.

El limitado uso de las instituciones para hacer denuncias y para obtener el cumplimiento del Derecho no puede dejar de relacionarse también con el miedo, con la percepción de la complicidad de la policía con los delincuentes o con el  hecho de que la misma policía ha sido acusada de cometer delitos.  En varias ocasiones, en el taller focal y en las entrevistas en profundidad,  se señaló, que al denunciar ante la policía, hay que tener mucho cuidado, pues ésta puede estar en complicidad o haber sido  comprada por los delincuentes:
“Tienes que saber a quién le vas a plantear ese problema, porque muchas veces uno se lo plantea al policía y resulta que el policía está involucrado con ese asunto,  por eso hay que ir al jefe” 

“Si la policía del país estuviera mejor pagada, de repente no hubiera tanta corrupción, de repente tienen un cuadro de muchachos en la casa, de repente tienen que decidir a favor del delincuente que le ofrece dinero” 

“Por la misma corrupción que hay en la policía, porque hay policías que los sueltan si son choros, los sueltan pero dentro de dos días, el choro tiene que irle a llevar una broma que se ha ido a robar, ellos hacen siempre negocios con los policías”

“Hay muchos policías corruptos, demasiados. Por ahí sale que tal policía lo agarraron porque se robo tal camioneta. Es el primer promotor de los robos que hay”

Otra razón del poco uso de la denuncia en caso de delitos se relaciona con la ineficacia de la policía y los tribunales para imponer las sanciones. La gente piensa que los delincuentes van a salir al día siguiente y tomarán venganza contra los que los denunciaron:

“Si uno denuncia a una persona le pueden mandar a una pandilla, entonces, para que lo maten, es por eso que la gente le da miedo denunciar. Para poner una denuncia primero llega el ladrón a la casa. Si lo agarran, va pa´juera al otro día. Porque tiene padrinos, tiene dinero, que tiene palanca, que tiene agarradero con el mismo gobierno”  

“Por ejemplo, un azote de barrio, si lo agarran hoy, la persona denuncia y denuncia, pero tiene unas horas preso y al día siguiente sale a echar broma”

“Porque la justicia no hace nada y ellos andan por ahí matando gente y no le hacen nada o los meten presos y al ratico los vuelven a soltá”
Las quejas relativas a los excesos de la policía y a la arbitrariedad de los tribunales son otras razones que explicarían el poco uso de estas instancias para solucionar los problemas de seguridad ciudadana: 

“Los castigos que le aplican son de lo más brutal”

“Las cárceles, los sitios de reclusión están llenos de inocentes, que tienen mucho tiempo pagando pena que no deben”

 
Las razones que explicarían el poco uso y la desconfianza en  las instituciones en materia penal no son fácilmente proyectables al área civil. Por ejemplo, hay una buena imagen de la Procuraduría de Menores y  en menor medida de la Inspectoría del Trabajo.

En el tema laboral surge la visión clasista y las dificultades que enfrentan los pobres para hacer valer sus derechos frente a los ricos:

“El capitalista pisa al proletariado” 

“La Inspectoría del Trabajo, mire, se vende con el patrón. Porque cuando va uno a reclamar un derecho, ya saben qué es, el patrón llamó pa´ allá. En lugar de defender a uno defiende a la empresa “

La visión del sistema como clasista apareció con mucha fuerza en el taller focal. Se percibe a todo el sistema de justicia como funcionando para  favorecer a los poderosos:

“Los que tienen parece que este país fuera de ellos, parece que nos tienen en sus manos, y ellos son los que mandan, las leyes las cumplimos nosotros los pobres, siempre somos nosotros los que estamos presos, a los que nos presionan a pagar esto y lo otro”

En síntesis, la actitud esquizofrénica frente al Derecho, la visión de los derechos como dádivas, la evasión del conflicto, la tendencia hacia la búsqueda de soluciones consensuales en la mayoría de los ámbitos de la vida social, la opinión de lo inmodificable de la condición social y la percepción de lo arbitrario y clasista que es el sistema de administración de justicia, son elementos que deben tenerse presentes a la hora de analizar muchas de las respuestas dadas en este estudio de opinión pública sobre el Derecho.

VI.  La  opinión sobre la justicia de los sectores de escasos recursos XE "VI. Análisis de la información\:" 

La información sobre la opinión de los sectores de escasos recursos se presentará agrupándola en torno a las cuatro variables que en esta investigación han sido seleccionadas con el objeto de medir esa opinión.  

1. Juridicidad XE "Juridicidad\:"   

La variable juridicidad se ha definido en este estudio a través de dos dimensiones: conocimiento de la ley y disposición a utilizarla para solucionar el conflicto. 

En lo que atañe la primera dimensión, interesa determinar hasta dónde la población tiene conocimiento de que algunas situaciones pueden o no estar reguladas por el Derecho. Es posible que algunos ámbitos de la vida sean visualizados como estando al margen de la regulación legal, como no susceptibles de regulación legal.  Tal percepción sería determinante a la hora de decidir cómo actuar frente a un conflicto planteado en esas materias. Igualmente, y a esto se refiere la segunda dimensión, a pesar de tener conocimiento de la existencia de regulación legal en una determinada situación conflictiva, las personas pueden considerar que no es adecuado ventilar ese tipo de situaciones ante los organismos públicos de resolución de conflictos.

El ámbito privado por excelencia es el de la familia, el de las obligaciones entre sus miembros, y, en particular, el de las relaciones de pareja. Por eso se escogieron ciertos problemas que tienen que ver con la familia para diseñar las preguntas Nº  26 y 32  del cuestionario, destinadas a medir esta variable. 

La existencia de regulación en materia de protección a la infancia ha sido objeto de intensas campañas de divulgación en nuestro país. En 1999, se aprobó una nueva ley que cambió el paradigma que sustentaba la protección de la infancia. Tanto los órganos estatales como las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la protección de los niños y adolescentes, han hecho un esfuerzo considerable por promocionar la nueva legislación. Este esfuerzo ha dado algunos frutos, pues  la legislación más conocida dentro de todas las que fueron objeto de indagación fue justamente aquella sobre la infancia. En el siguiente gráfico se muestra que la mayoría de la población conoce esta ley.   
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Este conocimiento sobre la “existencia de una ley que protege a los niños” quedó reafirmado por las entrevistas en profundidad y en el taller focal. Más del 60% de los entrevistados nombraron la Ley Orgánica de Protección al Niño y al Adolescente, al ser interrogados sobre las leyes que conocían. En las comunidades existía un alto conocimiento de la protección hacia los niños y de la existencia de organismos estatales encargados de velar por sus  derechos.   El grado de detalle con que la población conoce el contenido de la ley no fue objeto de indagación en la encuesta, pero sí fue explorado en el taller focal y en las entrevistas en profundidad. En general, las personas saben que la violencia contra los niños es sancionada y que los padres están legalmente obligados a mantener  a sus hijos:

“La madre le decía a su hijo que viniera, que si no le iba a pegar, y el muchacho le dijo, a ver tú vas a ver que te voy a denunciar, voy a salvar mis derechos”

“Él no le da nada –a los hijos, y no he hecho nada porque- él desprecia mucho a los hijos...” (Al preguntarle si sabe que puede hacer respondió): “Bueno me han dicho que tengo que ir al INAM”

El conocimiento de la existencia de regulación y de los órganos  de protección no necesariamente significa que se haya internalizado que ese  problema debe ventilarse en los espacios públicos.  En estos casos la regulación se topa con una creencia cultural arraigada, que se manifiesta incluso frente a una obligación elemental de los padres: la de asumir la manutención de sus hijos.

[image: image43.wmf]0

10

20

Media

Media

-

baja

Baja

Distribución del 

tipo de 

sentencias 

por 

clase

social

Con 

lugar

Sin 

lugar

Parcialmente con 

lugar


El gráfico que antecede resume los resultados de las respuestas a la  pregunta sobre qué se puede hacer si un padre se niega a contribuir con el sustento de sus hijos.  Un 72,6% de la población encuestada es partidaria de que la madre exija al padre de sus hijos la manutención de ellos, planteando el conflicto ante las instancias públicas competentes. Sin embargo, no es despreciable el 21,7% que respondió que si el padre no contribuye con la manutención de los hijos, la madre debe resolver el problema ella misma o que debe ayudarla su familia.  Este dato es importante si se piensa que la obligación alimentaria con respecto a los hijos está legalmente establecida en Venezuela por lo menos desde que se dictara el primer Código Civil en el siglo XIX.  La renuencia a plantear este tipo de problemas ante la autoridad competente para hacer cumplir la ley parece derivar entonces, para una parte de la población, de la opinión de que se trata de problemas que deben mantenerse en el ámbito privado.

Los problemas de pareja son mayoritariamente asumidos como del ámbito privado, a pesar de que parece existir un amplio conocimiento de las leyes que protegen a la mujer y de la posibilidad de denunciar el maltrato:

“Por aquí hay mucha gente que maltrata a las mujeres, ellas no lo denuncian” 

“Ahorita un muchacho golpeo a  una mujer, lo fueron a denunciar y porque no iba bien golpeada no le pusieron cuidao”

“Que ahorita hay una ley que ampara a la mujer”

El gráfico que sigue presenta los resultados de las respuestas a la pregunta de si en caso de violencia doméstica existe algún órgano obligado a solucionar el problema o depende de la mujer que sufre la agresión.  La gran mayoría de los encuestados (78,9%) opina que los problemas de violencia ejercida por el hombre contra su compañera deben resolverse en el ámbito privado.  Se piensa que la mujer sola debe enfrentar el problema, y que los terceros deben intervenir sólo en  caso de que ella lo solicite.   
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Discriminando la información, las propias mujeres consideran, en forma mucho más marcada que los hombres, que ese es un problema privado. El 85% de las mujeres de escasos recursos señaló que la solución depende de la propia mujer, en comparación con el 70% de los hombres. Éstos, en un 22,4%, asumieron que la mujer podía necesitar ayuda externa para solucionar el problema y que éste debía ser planteado en el ámbito público. No puede sorprender entonces que en Venezuela los problemas de violencia doméstica entre individuos de escasos recursos sean poco planteados ante las instancias públicas competentes para resolverlos.

Las entrevistas en profundidad reafirman la percepción de que los problemas de violencia doméstica son del ámbito privado.  Frases como “en problemas de marido y mujer si uno se mete sale mal” o “para qué si ella vuelve con el hombre”  fueron frecuentes.   Por ello, el 80% que  piensa que la solución de ese problema depende de la mujer no es que no sepa que existen leyes e instituciones, sino que considera que la utilización de las mismas está subordinada a la acción de la propia afectada. No se asume que la mujer afectada puede necesitar ayuda externa para enfrentar la agresión de su pareja.

2. Conocimiento del sistema de administración de justicia XE "2.Conocimiento del sistema de administración de justicia" 
Esta variable fue definida para la presente investigación como el nivel de información que tienen los ciudadanos de la existencia de las leyes y de las instituciones estatales de solución de conflictos.  Los indicadores de esta variable son los siguientes:    a) conocimiento de la existencia de determinadas leyes y de sus objetivos específicos, b) identificación de instituciones estatales de solución de conflictos,  c) conocimiento de las funciones específicas de las distintas instituciones.

Conocimiento de leyes XE "2.1Conocimiento de leyes"  

El cuestionario incluyó una batería de preguntas ( Nº 8 a la 14) dirigidas a medir el conocimiento que tiene la población de escasos recursos de algunas leyes que pueden considerarse básicas, en el sentido de que regulan aspectos de la vida social que afectan a  la mayoría de las personas, cuando no a todas.  Tal es el caso de la Constitución, del Código Civil y de la Ley Orgánica del Trabajo. En lo que se refiere a la Ley Orgánica de Protección al Niño y al Adolescente y al Código Orgánico Procesal Penal, son dos leyes que fueron reformadas recientemente, después de un proceso de discusión que recibió amplia difusión y que con posterioridad a su entrada en vigencia han seguido apareciendo en los medios de comunicación, sea para continuar su promoción en el primer caso, o como objeto de críticas y de propuestas de reforma en el segundo caso.  A la ley de amparo se la incorporó debido a su importancia para hacer valer derechos de manera rápida y efectiva. Estas leyes fueron escogidas para ser incluidas en el cuestionario por presumirse que serían las más conocidas por el público por las razones expuestas arriba.

Dentro de este aspecto no sólo se indagó sobre el conocimiento de la existencia de una ley, sino también sobre la identificación del objetivo de la misma. Con ello se pretendió investigar, en un nivel menos superficial, sobre el conocimiento de leyes, aun aceptando que a través de un cuestionario de opinión no se podía profundizar más en este aspecto. 

En los sectores populares se tiende a confundir la  ley con el órgano de aplicación de la misma. Pero, como lo que se trataba de indagar era si se tenía alguna noción sobre la existencia y objetivos del ordenamiento jurídico, se construyó la  categoría “sabe de leyes”, incluyendo, tanto  las respuestas que identificaron el nombre de la ley, como las que identificaron la institución que aplica la ley. Así por ejemplo, a la pregunta de si existe una ley que proteja a los trabajadores, muchos respondieron la Inspectoría del Trabajo. En el tema laboral, la identificación entre el órgano y la ley es muy fuerte, al punto de que muchos trabajadores llaman ley del trabajo a la Inspectoría del Trabajo. Es usual que los trabajadores de escasos recursos expresen que  fueron a la ley del trabajo para que les calcularan sus prestaciones, cuando se están refiriendo a la Inspectoría del Trabajo.
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El promedio general de conocimiento no deja de ser alto,  tomando en cuenta que también  se consultó sobre una  ley menos cercana al ámbito cotidiano, como es el caso de la ley de amparo. En general, las encuestas de opinión en otros países reportan un bajo nivel de conocimiento de la existencia de leyes (Toharia, 1999). 

En la encuesta, según la ley de que se trate, la situación varía considerablemente, pues hay leyes muy conocidas por la población, como es el caso de la de niños y adolescentes. Dentro de las leyes medianamente conocidas,  llama la atención que casi el 20% de la población tenga alguna noción sobre la acción de amparo y en qué casos puede utilizarse.
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En el gráfico anterior se observa que la ley más conocida por la población de escasos recursos es la Ley Orgánica de Protección al Niño y al Adolescente. El 51.7% de la población tiene al menos una idea de su existencia en relación con su objetivo específico referido a la protección de los niños. En el nivel más bajo se encuentra el conocimiento de la existencia y los objetivos que persigue el Código Civil.

El conocimiento de leyes no parece variar significativamente por clase social, pues el grupo de control de clase media mostró un conocimiento similar al de las comunidades. La diferencia se presenta por nivel educativo, aunque no es tan significativa como pudiese pensarse.  Los encuestados con primaria incompleta conocían en promedio en  un 23% de la existencia y finalidad de las leyes incluidas en la encuesta, en comparación con un 37,5% de las personas que habían culminado la secundaria, como se evidencia en el siguiente cuadro. 

[image: image47.emf]0,00%

20,00%

40,00%

60,00%

80,00%

100,00%

Prefectura Notaria Fiscalía Procuraduría

de Menores

Inspectoría

del Trabajo

Tribunales

Uso por tipo de institución

No ha ido

Sí ha ido




La mayor educación da acceso a diversas fuentes de información, sin embargo, más de cinco años de diferencia en nivel formativo no se reflejan,  como cabría esperarse,  en la distancia de sólo 14 puntos entre estos dos segmentos de la población encuestada.

La cercanía a los órganos del sistema de administración de justicia tampoco influye en el conocimiento de las leyes. Comunidades como Pila Lara, ubicada al lado de los tribunales en Barquisimeto, muchos de cuyos habitantes trabajan en ellos, no mostró un conocimiento superior a otras comunidades más lejanas. En cambio, el factor organización social parece que influye un poco más. El Trompillo, parte baja, caracterizado por una importante organización comunitaria, mostró un conocimiento un poco mayor de algunas leyes que el resto de las comunidades. Así,  por ejemplo, es la comunidad con más alto conocimiento de la Constitución (35%), la que más identifica la protección legal en caso de detenciones (29%) y está en igualdad de condiciones frente a Pila Lara en relación con el Código Orgánico Procesal Penal (40%). 

La mayor diferencia en conocimiento de leyes se puede observar discriminando  entre los líderes comunitarios y el resto de la comunidad. En el taller focal y en las entrevistas en profundidad se pudo constatar que los líderes manejan abundante información sobre el contenido de las leyes, las competencias de las diversas instituciones y los mecanismos jurídicos y políticos que hay que activar para poner a funcionar el sistema. Podría sostenerse que existe una cierta especialización por área jurídica, dependiendo de los asuntos a los que se dedique el líder o el tipo de organización comunitaria a la que pertenece. Así por ejemplo, en el barrio La Antena de Barquisimeto, los líderes entrevistados poseían un gran conocimiento de la ley de política habitacional,  de las funciones del Consejo Nacional de la Vivienda (CONAVI) y de los órganos judiciales con competencia en la materia. La razón de ese  conocimiento es que ellos se dedican a solucionar problemas relacionados con la vivienda y con la mejora del habitat del barrio. En el taller focal, las mujeres de “Círculos Femeninos” utilizaban adecuadamente el lenguaje de género y conocían también con profundidad las normas de protección de la mujer y de los niños. Similar situación ocurre con los dirigentes sindicales, que normalmente manejan, con más propiedad que un abogado no especializado, la legislación laboral y -en especial- su contrato colectivo.  

Conocimiento de instituciones XE "2.2 Conocimiento de instituciones" 
El conocimiento  de las instituciones fue indagado, no sólo en referencia a la existencia de la institución, sino también en lo relacionado al tema de los derechos ciudadanos, es decir, a  la convicción del servicio debido. 

El sistema de administración de justicia en Venezuela está compuesto por una serie de órganos judiciales y administrativos, obligados a dar respuesta en las diversas situaciones en las cuales se alegue  la violación de derechos subjetivos. La Constitución, tanto la de 1961 como la actual,  establecen el derecho de petición y el de obtener una oportuna respuesta. 

La obligación de garantizar el cumplimiento de los derechos recae, sin lugar a dudas, en el poder judicial. En los sistemas democráticos, a los jueces compete ser  guardianes del recto uso del poder del Estado y  protectores  de los derechos ciudadanos. Esta función ha sido desarrollada por normas constitucionales y legales. 

Por expresa disposición de la ley, los jueces están obligados a responder a todas las peticiones que los ciudadanos  les sometan a su consideración, so pena de caer en la comisión del delito de denegación de justicia (artículo 19 del Código de Procedimiento Civil).

Así mismo, otros órganos -como la policía y el Ministerio Público- también están obligados a tramitar los asuntos vinculados con su competencia, aunque no posean facultades jurisdiccionales. De no proceder diligente y oportunamente, los funcionarios  son responsables personalmente por sus acciones y omisiones. En el caso del Ministerio Público, sus competencias ya eran amplias en la Constitución de 1961, pues estaba encargado de velar por la exacta observancia de la Constitución y de las leyes (Art. 218 y 220 de la Constitución).  Estas competencias han sido reforzadas y aumentadas en  el actual esquema constitucional y legal, pues este órgano cumple ahora funciones de acusador público, producto de la adopción del sistema acusatorio previsto en el  Código Orgánico Procesal Penal.

Los órganos de carácter administrativo, como la Prefectura
 y la Procuraduría de Menores
, no poseen tampoco facultades jurisdiccionales. El caso de la Inspectoría del Trabajo
 es diferente. Este órgano posee facultades jurisdiccionales en el tema de estabilidad de la mujer embarazada y en todos los casos relacionados con la defensa de los derechos de sindicación, negociación colectiva y huelga. Pero, en los asuntos de indemnizaciones por despido injustificado y cobro de prestaciones sociales, no posee dichas facultades. Fue sobre estos últimos asuntos mencionados que se consultó en la encuesta de opinión,  en las entrevistas en profundidad y en el  taller focal. Sin embargo, la mayoría de las personas identificaron como órgano con potestad jurisdiccional en el área laboral a la Inspectoría y no al tribunal del trabajo. 

En este sentido, es especialmente llamativo, que en lo que se refiere a la identificación de las funciones de los tribunales, es decir, del servicio debido, la mayoría de las personas encuestadas y entrevistadas no los señaló como los órganos obligados a prestar el servicio de justicia en las diversas situaciones planteadas en las encuestas y en las entrevistas en profundidad.  

En la encuesta se construyeron tres situaciones para indagar sobre el conocimiento de las funciones de las instituciones en general, lo que incluye la identificación del órgano con potestades jurisdiccionales. Una referida al derecho a la vida (asesinato de un hijo), otra al mundo del trabajo (despido injustificado), y una referida a la vida familiar (violencia doméstica). Se les preguntó a las personas si en esas situaciones había alguien obligado a resolver el problema o si ello dependía de quien había sufrido el daño.  El 1,7% de los encuestados consideró que el órgano obligado a solucionar un caso de violencia doméstica era el tribunal. En caso de despido injustificado, el 4,5% identificó al tribunal como la instancia que debía solucionar ese conflicto. Es particularmente llamativo que en materia de defensa del derecho a la vida sólo el 9,7% identifique al tribunal como el ente competente por excelencia.  
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Los encuestados tendieron a identificar como instituciones obligadas a los entes que no poseen potestades jurisdiccionales, como es el caso de la Inspectoría del Trabajo (29%) y de la policía (13,6%).

La población encuestada  mayoritariamente consideró que las instancias obligadas a solucionar problemas que implicaban graves violaciones a sus derechos eran justamente las que no poseían facultades jurisdiccionales. Adicionalmente, un alto porcentaje afirmó que la solución dependía de su propia acción y no de la del Estado. El tema del conocimiento del órgano con potestades jurisdiccionales y la noción del servicio debido son vitales para el ejercicio de la ciudadanía, pues si no se asume que hay instancias obligadas a hacer cumplir los derechos, la noción misma de derechos pierde sentido.
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La afirmación de que, en caso de violación de un derecho, la reparación depende de la acción del propio afectado, no significa sin embargo que las personas ignoren la existencia de  instituciones estatales competentes. Saben por experiencia directa o indirecta que normalmente el Estado sólo responde  cuando se le presiona. De ahí que, ante la pregunta de si alguien está obligado a solucionar un problema relacionado con el cumplimiento de derechos, la lectura de la respuesta “depende de mi”, se debe efectuar  en el sentido de que ello depende de su  capacidad de mover el aparato estatal.

En lo  que se refiere a los tribunales,  a pesar de que no los nombran frecuentemente como los órganos obligados a prestar el servicio justicia, tanto en la encuesta como en las entrevistas se demostró que las personas de escasos recursos conocían de su existencia y ubicación así como también  sus funciones. 

En el cuestionario se incluyó una pregunta para medir el grado de conocimiento de la ubicación física de los tribunales. Los tribunales se encuentran situados en el centro de las ciudades donde se aplicó la encuesta y dos de los cuatros barrios encuestados están  ubicados hacia las afueras de dichas ciudades. En general, la lejanía geográfica y la dificultad para identificar a los tribunales como órganos competentes para solucionar los conflictos interpersonales hacían suponer que el conocimiento de la ubicación de los tribunales sería bajo, sobre todo en los barrios alejados del centro de la ciudad. Esta hipótesis no se comprobó y, al contrario, la mayor parte de la población de escasos recursos conocía con bastante exactitud la ubicación de los tribunales. 
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En las entrevistas en profundidad y en el taller focal también se observó que las personas sabían donde se encontraban los tribunales. Las  razones que podrían  explicar el alto conocimiento que tiene la población sobre la ubicación de los tribunales son: en Barquisimeto, porque  se encuentran situados en un edificio que fue creado como sede de  organismos gubernamentales hace bastante tiempo, como es el caso del Edificio Nacional; y en Barcelona,  al estar en el centro y en una edificación construida exclusivamente para ese fin, el Palacio de Justicia,  son fácilmente ubicables.


La ausencia de identificación del órgano con potestades jurisdiccionales y la ausencia de la noción de servicio debido, están sin embargo acompañadas de un alto conocimiento de las funciones que las instituciones cumplen en la práctica, aunque con frecuencia estén actuando fuera de sus atribuciones.   

En la encuesta se construyeron una serie de situaciones que permitían indagar si las personas conocían las instituciones que podían ayudarlas en problemas laborales, vecinales, familiares, penales y comerciales. En general, el conocimiento de las funciones que de hecho cumplen las instituciones fue relativamente alto en las áreas del trabajo y de la familia. 

La Inspectoría del Trabajo es ampliamente conocida por la población de escasos recursos. El 72% de la muestra piensa que esa instancia  puede obligar al patrono a pagar las prestaciones sociales. En la teoría eso no es así, pero, tanto los patronos -sobre todo los de la pequeña y mediana- empresa, como los trabajadores,  siempre han asumido a la Inspectoría del Trabajo como una instancia con poder para obligar a pagar acreencias laborales.
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Las funciones de las instituciones competentes para resolver problemas jurídicos en el área de la familia y de los niños también son conocidas, aunque las respuestas a la pregunta sobre qué hacer en caso de incumplimiento por el padre de la obligación alimentaria se dividen entre varias instituciones, todas las cuales tienen competencia en el área. En este caso vale la pena destacar que la única institución con facultades para obligar al cumplimiento de dicha obligación, es decir, el Tribunal de Familia y Menores (hoy Tribunal de Protección de Niños y Adolescentes) fue identificado por el 25.7% de la muestra, lo cual es una proporción ciertamente más alta que la que se observa en el resto de las situaciones planteadas.  La Procuraduría de Menores (hoy Fiscalía de Protección) fue nombrada  por el 20% mientras que un 16.6% identificó a otros organismos de protección a la infancia.

Nota: en los cuadros se ha utilizado la misma terminología empleada en el cuestionario aun cuando ella haya sido cambiada  por la Ley Orgánica de Protección a los Niños y Adolescentes.

Aunque, en materia de familia, el único que legalmente puede obligar al padre es el tribunal, en la práctica, las funciones de conciliación que cumplían varios organismos de protección a la infancia y a la adolescencia (antiguas procuradurías y el desaparecido Instituto Nacional del Menor)  fueron también asumidas como vinculantes por los usuarios de esos servicios. 

La dificultad para identificar el tribunal se acentúa en materia comercial, área en la cual la competencia de este órgano debería ser más evidente.  Ante la pregunta de donde acudir ante el incumplimiento de un contrato de venta a crédito, sólo el  15% dijo que acudiría a un tribunal o a un abogado.  Por otro parte, solamente el 6% identificó al organismo de protección al consumidor como competente en esos casos, cuando sería la institución con competencia específica para resolver el caso y herramientas adecuadas para hacer cumplir su decisión. En esta situación la mayoría señaló otros organismos que no son los más adecuados para resolver un problema de este tipo, como la prefectura y la policía, sin que ello implique negar que su intervención pueda resolver la situación, sobre todo en caso de pequeños comercios.  

El conocimiento de las instituciones y de las funciones que ellas cumplen en la práctica se evidenció también en las entrevistas. Los entrevistados, en general, tenían nociones bastantes aproximadas de los servicios que de hecho ofrecen los órganos del Estado:

“Inspectoría del Trabajo sirve para ayudar a uno, cuando los patronos no le quieren pagar bien”

“Visité una Prefectura cuando nacieron mis hijos para sacarle la partida de nacimiento. Acompañé para que lo casaran; para cualquier documento, para sacar documentos”

(Notaria) ”para registro de documentos”

(Defensoría del Pueblo) ”Carrera 23 y 24, para los derechos humanos”

(Procuraduría de Menores) ”atender a los menores de edad, siempre por el maltrato de los padres”

“La Prefectura (sirve) para presentar a los hijos, también para poner denuncias, por ejemplo un ladrón...”

(Fiscalía) “Eso es para casos ya más graves, que por lo menos otros organismos ya no han podido hacer nada. Yo creo (que queda) en el Edificio Nacional” … “los derechos humanos también”


En el caso de los tribunales, es notable el grado de conocimiento que manifestaron las personas entrevistadas tanto de las funciones que éstos cumplen  como de los diversos tipos de asuntos que se pueden plantear ante ellos: 

“Para resolver los problemas de una persona, para enjuiciar, pues, cuando se mata a una persona, problemas de drogas. Tantos problemas que los tribunales resuelven: problemas que suceden con las esposas, esposos, problemas de menores”

“Sirven para muchas cosas, imagino que es para defender a un detenido, también para mandarlo a la cárcel, y muchas así por el estilo, y también de vez en cuando para prestar ayuda”

“Es donde deciden, donde están los jueces y donde deciden arreglar los problemas de las personas”

 “Buscando la equidad en cuanto a la distribución de la justicia. En caso de agresiones, violación de la ley, litigamientos, querellas, disputas entre la misma comunidad, por casa en alquiler”

En síntesis, puede afirmarse que la gente conoce los tribunales, sabe donde están  ubicados y tiene cierta idea de sus funciones, aunque no los nombra cuando se le interroga sobre lo que harían ante problemas concretos relacionados con el cumplimiento de derechos.   

El conocimiento del sistema de administración de justicia  puede adquirirse por diversas vías, siendo las más comunes,  la  experiencia, ya sea directa o indirecta, la información a través de los medios de comunicación y, en menor medida, la educación formal.

A. Experiencia directa o indirecta 

La experiencia directa de los ciudadanos con el sistema de administración de justicia es una de las maneras como ellos obtienen información sobre el contenido de las normas jurídicas, así como sobre la existencia y las funciones de las instituciones de solución de conflictos. A la vez, la experiencia directa es un indicador de la predisposición a utilizar el sistema de administración de justicia.  Por estas razones, en la encuesta se dedicaron un total de 7 preguntas a indagar sobre el uso de las instituciones.  

De las respuestas a esas preguntas se concluye que, en promedio, el 34% de la población dijo tener experiencia por haber acudido a alguna de las instituciones sobre las cuales se le interrogó, mientras que el 66% de dicha población afirmó no tener experiencia directa. 
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Discriminando por institución, se puede observar cuáles han sido las instituciones más utilizadas por la población encuestada, que son, en orden decreciente: la Prefectura (58.5%), la Notaría (43.8%), la Inspectoría del Trabajo (36.4%), los tribunales (31.8%), la Fiscalía (17.6%) y la Procuraduría de Menores –hoy Fiscalía de Protección- (16.5%).  Estos porcentajes demuestran que existe un cierto uso de las instituciones de justicia, vía a través de la cual un sector de la población ha llegado a conocer el sistema de justicia y sus funciones. Estas cifras podrían ser una expresión de la tendencia a la juridificación de la vida social en Venezuela, de la cual ha hablado Pérez Perdomo (1996), que se expresaría en particular en ese 43% que ha utilizado la Notaria.   
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El uso de las instituciones no se relaciona con la cercanía geográfica a ellas. En Barquisimeto, El Trompillo, parte baja, había utilizado mucho más la Prefectura (65%) y los tribunales (42%) que Pila Lara (50% y 28%), que se encuentra casi al lado del Edificio Nacional, donde se aloja la mayoría de los órganos del poder público en Barquisimeto. En cambio, en Barcelona, no hay diferencias entre las comunidades lejanas y cercanas en el uso de las instituciones. Ambas habían utilizado los tribunales en un 30%. Estos datos sugieren que el uso de las instituciones depende de variables diferentes a la cercanía geográfica a ellas. 

En general, las instituciones incluidas en el cuestionario eran conocidas por la población encuestada. Además, en las entrevistas en profundidad todas esas instituciones fueron nombradas, siendo las más conocidas en cuanto a sus funciones, en orden decreciente: la Inspectoría del Trabajo, la Prefectura, la Notaria y la antigua Procuraduría de Menores. Los tribunales también son muy conocidos, incluso, como se vio, se sabe con exactitud su ubicación, pero su utilidad para solucionar problemas cotidianos no es tan clara para las personas entrevistadas como en lo que se refiere a las otras instituciones mencionadas. Es llamativo que a pesar de que el 30% haya utilizado los tribunales, éstos  sean poco mencionados como una de las instituciones a la cual se acudiría en caso de tener  que  solucionar un problema familiar, laboral o penal. 

En las entrevistas se observó que el conocimiento que la población tenía de las instituciones no parecía estar tan  ligado a la experiencia directa sino más bien a la experiencia de otros y, sobre todo, a la información obtenida a través de los medios de comunicación audiovisuales:

“He escuchado bastante. La Inspectoría del Trabajo sirve para reclamar, por lo menos que uno está trabajando y que el arreglo sea conforme, pues el que uno quiera o el que uno piensa que le hayan dado, entonces uno va a la Inspectoría y va a la empresa, entonces la empresa se dirige a la Inspectoría y allí pagan también” 

La experiencia indirecta, basada en los comentarios escuchados sobre lo ocurrido a otros,  cuando utilizaron una institución del sistema de administración de justicia, conduce a la formación de una imagen diferente a la que tiene del servicio, quien lo ha utilizado. En términos generales, hay una visión más negativa del funcionamiento de las instituciones en  aquellos cuya  opinión se ha  formado por experiencias ajenas: 

“Yo no pondría la vida en un policía. Mira por aquí hay una muchacha que la atracó un policía, la atracó en la noche y al día siguiente ella lo vió con su uniforme”

“He escuchado que las personas que van a la Inspectoría del Trabajo y  los tratan mal allá también, será como hay tanta gente que tienen que atender “

“Trabajé en una compañía y mis compañeros iban a la Inspectoría del Trabajo  para arreglos con sus pagos, pero muy pocos han tenido éxitos”

En cambio, la experiencia directa de los entrevistados les permitió formarse una imagen más positiva del funcionamiento de las instituciones, que se refleja  también en la opinión sobre el trato recibido por los que han sido usuarios de los servicios, como se verá en la parte dedicada a explorar la opinión sobre accesibilidad. En las entrevistas apareció claramente que la experiencia directa normalmente conducía a una evaluación positiva del servicio recibido:

“En la Inspectoría del Trabajo sí tratan muy bien. Te dan apoyo, te dicen que si no tienes abogado te buscan los asesores, eso sí lo único malo es que reparten sólo 20 números y los que llegaron tarde tienen que ir al otro día a partir de las 4:00 de la mañana. Pero en general es un organismo que se respeta mucho. Nada que ver con la DIEX. Porque la gente se va con su problema resuelto. Por lo menos se ve que la gente se mueve. Las veces que yo he ido he visto que tratan bien a la gente, son amables. Incluso cuando uno va a buscar información, lo sientan y le explican. Son colaboradores. Eso uno no lo consigue en cualquier organismo”  

“He ido a la Prefectura a sacar documentos y me  han atendido inmediatamente”

“Fui a la Procuraduría de Menores porque una adulta le puso un pedazo de bloque por la cabeza a mi hijo y le hizo unos hematomas. Me fue bien allí”

B.  La influencia de los medios de comunicación audiovisuales XE "b.  La influencia de los medios de comunicación audiovisuales" 
Una fuente inapreciable de información sobre las leyes y el funcionamiento de las instituciones del sistema de administración de justicia son -sin duda alguna - la radio y la televisión. La experiencia directa e indirecta siguen siendo una fuente limitada para la construcción de una imagen del sistema, justamente por el limitado uso -tanto personal como del entorno laboral, familiar y social- del sistema de administración de justicia.

“Bueno por la televisión es que he escuchao. Justicia para Todos y el Noticiero que oigo así, por radio”  

La opinión sobre la ley, los jueces, los policías y en general sobre las instituciones,  se forma principalmente por lo que se escucha en estos medios. En el caso del Código Orgánico Procesal Penal (COPP) y de la Ley Orgánica de Protección de los Niños y Adolescentes (LOPNA), esto se hizo evidente. Los medios de comunicación tienen una opinión desfavorable sobre el primero y favorable sobre la ley de la infancia. Los medios de comunicación acusan al COPP del auge de la delincuencia y de ser una medida exótica, aplicable a sociedades desarrolladas y no aquellas como la nuestra. En cambio, alaban la LOPNA, pues permite preocuparse de manera integral por el futuro de nuestros niños y niñas. Ello se refleja claramente en las opiniones expresadas en las entrevistas:

“El Código Procesal Penal yo creo que tiene sus fallas, por lógica está que quieren reformar el famoso COPP, no sólo que tiene sus fallas sino que el pueblo no está preparado, en otros  países  ha sido una solución tremenda, pero aquí no”

“Hay cosas del COPP que no pueden ser: ¿cómo es posible que agarren a una persona in fraganti y el otro día esté en la calle?, entonces ¿dónde está el COPP?

La LOPNA ... “... está muy bien pero yo creo que la protección más grande que tiene un niño es que tiene que tener educación”

3. Confianza XE "3. Confianza" 
Esta variable se refiere a la opinión que tienen los usuarios sobre el grado de independencia, imparcialidad y eficiencia del sistema de administración de justicia. Las dimensiones que definen esta variable son a) la opinión sobre el grado de independencia frente a los otros poderes estatales, particularmente al poder ejecutivo; frente a los partidos políticos y al poder económico; b) la opinión sobre el grado de imparcialidad en sus decisiones, lo que implica un trato no discriminatorio;  c) la opinión sobre el nivel de eficiencia, en el sentido de calidad y rapidez del servicio prestado y, d) la opinión sobre la honestidad de los jueces y abogados.

Las preguntas que en el cuestionario pretendieron medir esta variable fueron numerosas. Los resultados de su procesamiento se agruparon por opinión sobre  independencia, imparcialidad, honestidad, eficiencia, y sobre confianza en las instituciones en dos situaciones concretas (problemas vecinales y banda de delincuentes)

A. Independencia de los jueces

En lo que se refiere a independencia se indagó sobre tres posibles fuentes de presión: el gobierno, los partidos políticos y el poder económico. La mayoría de la población -tanto la de escasos recursos como el grupo de control de clase media- percibe una justicia altamente sometida a la influencia de estos poderes. 

La población venezolana piensa mayoritariamente que no existe un poder judicial independiente y soberano frente a los demás poderes y menos aún frente al poder económico.  Esta opinión se acentúa considerablemente en las clases medias.
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La influencia del gobierno es considerada como la de menor peso sobre las  decisiones judiciales. Una explicación posible de que se perciba una menor influencia del gobierno, en comparación con el poder económico, puede estar relacionada con la identificación que se suele hacer de Estado con gobierno. En general, la población venezolana no maneja  la noción de división de poderes. En las entrevistas en profundidad se hizo evidente la confusión entre el gobierno y los diversos poderes públicos. La justicia es asumida como una función del gobierno. Si los tribunales no funcionan es culpa del gobierno. La Fiscalía es también tenida como parte del gobierno. En general, los entes que prestan servicios públicos, aun cuando sean de  índole privada son asumidos como organismos gubernamentales.  
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Las personas con un mayor nivel educativo son las que más claramente perciben la existencia de una justicia altamente dependiente e influenciable por el gobierno, el poder político y el económico. El acceso a una mayor información y, posiblemente, una lectura más frecuente de los medios de comunicación impresos, hacen que las personas de clase media con estudios universitarios opinen, en casi un 100%, que la justicia en Venezuela no es independiente.  Esta opinión es mucho más fuerte en los segmentos universitarios de clase media que en los segmentos con estudios técnicos y superiores en las clases de escasos recursos.

La clase media, con educación superior, opina en un 100% que la justicia es clasista y está mediatizada por los partidos políticos. En los sectores populares,  la imagen de una justicia clasista se encuentra con fuerza en las personas con educación secundaria completa. El 83% de este último segmento la considera influenciada por el poder económico.

La influencia  más frecuentemente señalada es la del poder económico. Este hecho permea todas las opiniones que se tienen sobre el sistema de administración de justicia. Los jueces se venden al poderoso, la policía favorece a los que tienen dinero, son apreciaciones generalizadas en la población encuestada y entrevistada.  
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En la encuesta de opinión, la afirmación de que  la justicia favorece más a los ricos   fue  mayoritaria.

En las entrevistas en profundidad, el tema de la desigualdad económica estuvo presente constantemente en el discurso de las personas entrevistadas. Esta es la influencia más sentida y que sale a relucir casi sin preguntar. En cambio, la influencia de los partidos políticos estuvo ausente de la discusión en el taller focal y sólo fue señalada en las entrevistas, cuando se realizaban preguntas concretas sobre este aspecto. 

La lejanía de los partidos políticos  y su menor influencia en la vida social actual  fue notoria, pues en las entrevistas este factor de influencia no apareció en forma tan preponderante como el poder económico. En el taller focal estuvo completamente ausente, incluso en el discurso de las líderes.   En el taller focal la influencia más señalada es la del dinero:

“Como uno no tiene recursos, los que tienen plata, juegan la pelota con uno” 
“Como nosotros no somos nada, somos unos pelagatos y hacen con nosotros lo que les da la gana, es cuando los derechos se pierden”  

“Uno el pobre tiene menos ventajas por la falta de dinero.  Te llega un juez, a una pobre familia de tres y cuatro muchachos y no les importa dejarlos en la calle, únicamente porque el dueño de la casa es el que tiene billete”

 “El que tiene más capacidad económica, es el que menos paga aquí los delitos.” 
El hecho de que la influencia de los partidos no aparezca espontáneamente en el discurso de la gente no significa que no se tenga conciencia de las ventajas que significa la pertenencia a un partido y de que los jueces pueden estar subordinados al sistema político: 

“Siempre entre los partidos y las autoridades hay una conexión, cuando se les presenta un caso a un familiar de un político, enseguida el político va a hablar con el juez porque tienen conexión” 
“Cuando por ejemplo un representante público, así como un alcalde, un gobernador, por ejemplo cuantas veces no fueron denunciados, y no han hecho nada, porque de verdad se han visto presionados”

B. Imparcialidad de los jueces 

La justicia es mayoritariamente visualizada por la población encuestada como profundamente inclinada a favor de unas de las partes del conflicto; esa opinión es aún más fuerte en las clases medias que en las populares. En la clase media, el 79% opina que la justicia favorece más a los ricos que a los pobres y sólo el 8% cree que es imparcial, en comparación con un 17% de las clases populares, que afirma otro tanto.  

La opinión se inclina a señalar la parcialidad de la justicia en cualquier situación que permita visualizar a una de las partes del conflicto en desventaja económica, social o política frente a la otra. Es así, que mayoritariamente se asume que el patrono siempre ganará al obrero y que el policía quedara impune de sus delitos.  
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La convicción de la ventaja que tienen los económicamente poderosos y de la posibilidad de que pongan a funcionar todo el sistema a su favor se evidenció claramente en las entrevistas y en el taller focal: 

“No hay justicia, habrá justicia con el perdón de la palabra, para el más pendejo. Será el dinero, el dinero lo mueve todo, si no tienes dinero estás fregado”

“Sí, el dinero influye bastante, bueno depende del caso, si es algo donde el dinero está de por medio, el juez va a decidir a favor de esa persona”   

“Si se me presenta un problema con un millonario a mi no me van a hacer más caso que al millonario porque él tiene como pagar”

Las instituciones en general son visualizadas como incapaces de cumplir su misión de tercero imparcial. Normalmente, cuando la instancia tiene que solucionar conflictos entre personas con diverso acceso al poder, se piensa que tenderá  a favorecer al que demuestre poseer mayor peso, ya sea político, económico o de relaciones sociales:  

”En la prefectura nos fue fatal. Yo sentí que no me escucharon, sino que de una vez favorecieron a la otra parte porque estaba representada por un fiscal”

“Cuando el policía comete un homicidio, en el juicio no lo tratan igual que a otra persona, la verdad que hay que decir sinceramente, no lo tratan igual, pero deberían castigarlos igualito”

C.  Eficiencia XE "3.3. Eficiencia"   

La opinión sobre la eficiencia fue evaluada tomando como referencia los indicadores: calidad del servicio y  rapidez del mismo. En el cuestionario se incluyeron una serie de afirmaciones relacionadas con esta variable y se le solicitó a los encuestados que se pronunciasen a favor o en contra de ellas.  

En términos generales, puede sostenerse que el servicio que prestan las instituciones no es evaluado negativamente por la población. Este hecho es llamativo si se compara con la matriz de opinión pública -fundamentalmente expresada por los medios de comunicación-  en el sentido de  que ninguna institución sirve para nada y que la mayoría de los servicios públicos están colapsados. Acá, nuevamente, se presenta la diferencia entre la experiencia personal y la opinión que se ha formado por lo que se ha escuchado en el entorno social: 

En la Prefectura: “por una pelea que hubo de muchachos y yo estaba allí, más bien era un asunto de pantalones, citamos a los muchachos. Bien, sí lo resolvieron”

En la Inspectoría: “fui con mi esposa a la Inspectoría del Trabajo cuando la retiraron del trabajo,  se lo pagaron bien, legal”

La Defensoría del Pueblo (por un paro laboral en el Complejo de Jose): “la señora Defensora se portó muy bien, a la altura, se quedó con nosotros toda la noche, ahí, del día jueves para el viernes”

En los tribunales: “algunos han demandado pero las demandas se han hecho tan largas que han dejado eso así”

Las respuestas a la batería de preguntas que pretendió medir la opinión sobre el desempeño institucional puede verse  en el siguiente gráfico:
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Como se observa, la valoración de la eficiencia  presenta algunas variaciones por instituciones. Así, ante la afirmación de que  en los tribunales se presta una buena atención, un 46% de los encuestados se mostraron de acuerdo,  un 18.2% en contra, un 16.5% respondió a veces, y un  19.3% no sabe o no contesta. En la pregunta que sostenía que los servicios de la Defensoría del Pueblo eran buenos, el porcentaje de quienes se mostraron de acuerdo disminuyó considerablemente y el desconocimiento de los servicios prestados por la institución fue alto (27.3% de acuerdo, 25.6% en contra, 8.5% a veces, 36.6% no sabe o no contesta). La rapidez de los tribunales fue la peor evaluada, ya que ante la afirmación de que los tribunales son rápidos la mayoría se mostró en desacuerdo (16.5% de acuerdo, 59.1% en contra, 14.2% a veces, 10.2% no sabe o no contesta). La atención en la  Fiscalía recibió un alto porcentaje de aceptación, ya que el 40.3% considera que la atención en ese órgano es buena, aunque un 39.8% desconocía la institución (13.6% en contra, 6.3% a veces).  La Prefectura no sale tan bien evaluada como se hubiese podido esperar, teniendo en cuenta las respuestas de las entrevistas y la información recogida en investigaciones anteriores, ya que sólo el 37.5% considera que allí los problemas se resuelven de manera rápida ( 33% en contra, 15.3% a veces, 14.2% no sabe o no contesta).

D. Honestidad XE "3.4 Honestidad"  

Un importante  indicador de confianza en una institución es la opinión que se tiene sobre la honestidad de los funcionarios a cargo de ella.  En este caso, se indagó sobre la  honestidad de dos operadores claves del sistema de administración de justicia: los jueces y los abogados. 

A la pregunta sobre la honestidad de los jueces se respondió mayoritariamente que podían existir algunos jueces honestos. Pudiera concluirse que no hay una matriz de opinión enteramente desfavorable, a pesar de los cuestionamientos públicos que se han hecho del poder judicial en los últimos tiempos.   

Es bueno recordar que el poder judicial fue intervenido por la Asamblea Nacional Constituyente, justamente por las reiteradas acusaciones de corrupción de los magistrados. En Venezuela, la lucha contra la corrupción ha estado asociada a la lucha contra la corrupción dentro del propio poder judicial. Una de las pocas áreas de coincidencia entre el gobierno y la oposición ha sido la referente a la reforma judicial, lo que es una muestra más de la profunda convicción de que este poder estaba carcomido por la corrupción.  

La intervención del poder judicial y los casos de jueces suspendidos en sus cargos  por actos de corrupción, han sido profusamente reseñados por los medios de comunicación escritos y audiovisuales, lo cual debería haber reforzado la creencia de que los tribunales son corruptos. La idea de que los delincuentes compran a los jueces está muy difundida. De ahí que llame la atención que no se condene automáticamente a los jueces  y que el 80.7% considere que algunos son honestos. Con todo, al interrogárseles sobre si hay que pagar al juez para ganar el juicio, el 51.7% respondió afirmativamente.  
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Las diferencias en las respuestas a estas dos preguntas podrían deberse a otra  característica cultural que consiste en la tendencia a responder a preguntas sobre situaciones generales y abstractas con las reglas del deber ser.   La pregunta sobre la honestidad permite situarse en un nivel abstracto, en cambio la de si es necesario pagar para ganar el juicio cambia la ubicación a una situación en concreto, que obliga a su valoración efectiva. Otro ejemplo de este fenómeno fue lo ocurrido en el taller focal, cuando ante la pregunta de si los policías iban presos por sus delitos, la respuesta fue que sí, pero al indagar más, se observó que esa respuesta se refería al deber ser; lo que se quería decir era: deberían ir aunque en la práctica no sucede así.   Por ello, no es aventurado suponer que en las respuestas sobre honestidad de los jueces se hayan mezclado opiniones sobre el deber ser con lo que efectivamente se ha observado que ocurre en la práctica. 

El otro operador evaluado en cuanto a su honestidad fue el abogado. En las entrevistas, los abogados son evaluados de manera  mucho más negativa que los jueces.  La gente no visualiza al abogado como un profesional del Derecho, sino que, mayoritariamente, se le asocia con explotación económica:  
“No hacen nada, la gran mayoría están por la plata. La gran mayoría no son honestos. De cien habrá unos dos. Muchos están por sacarle la plata al que tiene y después le dicen no, no se puede hacer nada, cuando ven que a uno ya no le queda nada” 

“No hay vocación de servicio. El abogado olvida también que él es un servidor público” 

 “Ellos (jueces y abogados) están por lo que les están pagando, aunque aquella persona sea culpable, ellos buscan la manera de defender a los culpables simplemente por ganarse esos reales y que no son honestos porque si lo fueran no llevaran ese caso  o decirles sí tú eres culpable tienes que pagar (cárcel)”  

Esta opinión negativa de los abogados no se expresa tan claramente en la encuesta, pues casi el 85% consideró que algunos son honestos y un 25%  considera que el servicio de los abogados no siempre es costoso.    
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E. Confianza por institución 

La confianza en las instituciones se exploró mediante la construcción de dos situaciones concretas, en las cuales podría requerirse la intervención pública. La primera situación se refería a conflictos graves con un vecino y se preguntaba en quien se confiaría más para su solución. La  pregunta ponía a escoger entre algunas instituciones, pero se dejaba abierta la posibilidad de elegir otras. La Prefectura es la institución que goza de la mayor confianza en este caso y la de menor confianza es la asociación de vecinos, como se puede observar en el siguiente gráfico.  
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La segunda situación planteada en la encuesta fue un problema de delincuencia. Se le preguntó a los encuestados en quien confiarían más para solucionar el problema de la existencia de una  banda de delincuentes en la comunidad, dándoseles a escoger entre tres instituciones.   En este caso, la mayor confianza la obtuvo la policía (48%), pero no deja de llamar la atención que la otra mitad de la población encuestada nombrara instancias diferentes a la creada especialmente para solucionar ese tipo de problemas. La policía es el órgano por excelencia llamado a solucionar los asuntos vinculados con la seguridad ciudadana y casi el 50% no confía en ella  en relación con el desempeño de  su principal función. 
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La asociación de vecinos es muy mal evaluada por las comunidades en lo que se refiere a  su desempeño en la solución, tanto del problema vecinal como el de delincuencia. Es muy significativo que el 40% de los encuestados considere que es la institución menos adecuada para solucionar  problemas que están entre los típicos de su competencia, como  son los conflictos vecinales. 

La desconfianza en la policía para solucionar problemas de seguridad ciudadana es también muy  alta. El 27% de la muestra la identificó como la instancia en la cual  confiaría menos en casos delictivos. Aquí, la opinión de los entrevistados reafirma esa visión negativa de la policía: 

“La verdad es que no confiaría en un policía. No sé, me da miedo. Al menos que sea una situación demasiado difícil y tendría que tomar el riesgo. Yo no pondría la vida en un policía“

4. Accesibilidad XE "4. Accesibilidad" 
La opinión sobre la accesibilidad del sistema de administración de justicia fue indagada mediante preguntas destinadas a  inquirir sobre la valoración que hacen los sectores de escasos recursos de los posibles obstáculos para presentar reclamos y hacer valer derechos. Acá no se trató de medir los obstáculos en sí, sino la percepción de la existencia de esas barreras por la población objeto de este estudio.  En concreto se midió esta variable en función de dos indicadores: distancia social y cultural y costos de la justicia en dinero y tiempo.

    A.  Distancia social y cultural XE "4.2 Distancia social y cultural" 
La distancia social y cultural entre los usuarios y los operadores del sistema es un factor que influye en la utilización del sistema de administración de justicia.  La opinión sobre el lenguaje de los abogados y sobre el trato recibido en las instituciones, fueron dos indicadores utilizados para medir cómo la población de escasos recursos percibe las diferencias sociales entre ellos y los operadores del sistema de administración de justicia.

El uso del lenguaje refleja la distancia  cultural. En el caso de los abogados más aún, pues normalmente utilizan palabras muy técnicas y otras poco frecuentes en el lenguaje cotidiano. 

La presentación de reclamos ante los tribunales está mediatizada por la presencia de los abogados. Son ellos los que deciden si una petición puede presentarse ante los órganos judiciales y cómo va a ser presentada (tipo de recurso jurídico que se va utilizar para defender el derecho supuestamente agraviado). 

Las personas de escasos recursos hacen un uso limitado de los tribunales y si el operador imprescindible para ello se expresa en forma inentendible, es plausible suponer que esto influirá en la utilización del sistema de administración de justicia.  
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La hipótesis sobre la dificultad para comprender lo que dicen los abogados no se comprobó plenamente en la encuesta de opinión y este tema no fue indagado por las otras técnicas de investigación cualitativa. El 42% de la muestra considera que la forma de expresarse de los abogados es fácil de entender. El alto porcentaje de personas que expresaron que entendían el lenguaje de los abogados pudiera deberse al tipo de abogado al cual ellos acceden. Estos posiblemente atienden mayoritariamente a individuos pertenecientes a las clases populares y han adaptado su lenguaje. 

Por clase social no se presenta diferencia en torno a esta opinión, pero sí hubo una diferencia marcada según el nivel educativo. Todas las personas de clase media con primaria incompleta consideraron que el lenguaje de los abogados es difícil de entender, en comparación con un 33% de los universitarios de esa clase social. En los sectores populares también el segmento de la población con primaria incompleta fue el que más apreció la dificultad del lenguaje de los abogados, aunque no tan marcadamente como las personas del mismo nivel educativo de clase media. En las comunidades, el 61% de las personas con primaria incompleta consideró que el lenguaje era complicado, en comparación con el 29% de los que poseían estudios superiores en las clases populares. 

El nivel educativo de la población encuestada en las comunidades es relativamente alto, el 46% posee algún nivel de educación secundaria. Ello puede también estar influyendo en la compresión del lenguaje de los abogados.    

Otro factor que influye en la cercanía social y cultural con los operadores del sistema de administración de justicia es la existencia de abogados dentro de la comunidad, ya que el contacto cotidiano con uno de los más importantes operadores del sistema puede facilitar el acercamiento a un mundo que generalmente se visualiza ajeno, como se desprende del estudio anterior sobre acceso a la justicia varias veces citado (Roche et alt., 2000).  
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Como se muestra en el gráfico anterior, la presencia de abogados en las comunidades de escasos recursos se puede considerar alta.  En promedio un 17% de la población de clase marginal reportó la existencia de un abogado en su comunidad. Es importante recordar que dos comunidades encuestadas se encontraban en el centro de la ciudad y es común que en esa zona funcionen despachos jurídicos. En Pila Lara,  el 75% de los encuestados señaló la existencia de abogados en la comunidad. Este barrio está a menos de dos cuadras de los tribunales y, vale pena destacar, que un miembro de ella estudió Derecho ya de adulto y atiende fundamentalmente casos de esa comunidad. En cambio, en El Trompillo, ubicado hacia las afueras de la ciudad, más del 90% declaró que no conoce de la existencia de abogados en su comunidad. En Barcelona, ocurre algo similar, ya que En Brisas del Mar (ubicada en el centro de la ciudad) casi el 50% conoce de la existencia de un abogado en su barrio. 

Lo que la población expresó en cuanto al trato recibido es otro buen indicador de la opinión sobre accesibilidad. En la encuesta, las personas se pronunciaron  muy bien sobre el trato que recibieron al usar las instituciones.  
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El 100% de las personas encuestadas de clases populares señaló que fueron bien atendidos en los tribunales.  En las entrevistas, un individuo que había sido condenado por delitos menores expresó: 

“Mire, na guará, lo tratan a uno bien, son humanitarios. Ellos me decían todo, porque me decían que ellos querían que yo no volviera más nunca por esos lados”

Sin embargo, no todos los entrevistados se expresan  tan favorablemente sobre el trato recibido en los tribunales: 

“Bueno eso fue un despelote primero iban para allá veían los papeles estos, después vino otra señora y trajo otra broma (el caso tardó) varios meses, como seis meses, ese problema duró mucho tiempo, que al final ellos tuvieron que acomodar la cloaca y pusieron ese acuerdo, pues”


Algunos expresan insatisfacción con el trato recibido en las instituciones, asociándolo a su condición social:  

“Porque si uno es pobre, a mi no me van a tratar igual que al rico”

“Va con la condición, hay personas encopetadas que no las van a tratar como tratan a un chancletúo. La tratan mejor que al pobre” 

“Siempre tratan mejor a la persona que va encopetada, a la persona que va vestida con humildad, tú sabes que no la tratan igual”

“A los ricos los tratan mejor, al pobre nadie lo oye, lo oye solamente Dios”

B. Costos

El servicio jurídico siempre ha sido considerado costoso. En la evaluación que cualquier persona realiza, para tomar la decisión de utilizar los tribunales, está presente la consideración de los costos que ello implica, sobre todo, el pago del abogado. De ahí, que indagar qué pensaban los sectores populares respecto del costo de este servicio era importante para evaluar su opinión sobre la posibilidad de utilizarlo.
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Si bien los encuestados mayoritariamente asumen que contratar a un abogado es costoso, un no despreciable 25% piensa que depende del caso y de la situación.  Acá debe estar influyendo la masificación que se ha producido en la oferta del  servicio jurídico, lo que ha significado un menor costo y, por ende, un mayor acceso a este servicio por parte de la población. 

En las entrevistas, la mayoría relacionaba el alto costo de los servicios jurídicos con un desmedido afán de lucro de los abogados. Los entrevistados afirmaron que los abogados  sólo se interesaban en un caso si había dinero de por medio:
“A los abogados lo que les interesa es sacarle la platica a la gente”

“Un abogado cobra demasiado caro, para ejercer aunque sea el más mínimo caso”

La percepción que se tiene del tiempo necesario para llegar a los tribunales es otro indicador de la opinión sobre accesibilidad del sistema de administración de justicia. Si la gente piensa que ir al sitio de reclamo le tomará mucho tiempo, obviamente ello actuará como desestímulo para la utilización del órgano en reclamos vinculados con la vida cotidiana y sólo se acudirá en casos de  extrema necesidad. 

El hecho de que dos de las comunidades encuestadas se encontraban alejadas del centro de la ciudad permitía suponer que sus habitantes sentirían que los tribunales quedaban distantes. No fue así, la mayoría consideró que llegar a los tribunales no le tomaría mucho tiempo, como se ve claramente en el gráfico siguiente.
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El hecho de que el 72.7% de los encuestados  opinara que se necesita poco tiempo para llegar a los tribunales, podría encontrar una explicación en que el uso del tiempo, así como la noción del mismo, en los sectores populares es diferente si se le compara con el que tienen otras clases sociales.  En primer lugar, los habitantes de los barrios, al vivir en lugares ubicados hacia las afueras de la ciudad, ocupan un tiempo considerable en movilizarse hacia el trabajo y en realizar cualquier diligencia o trámite, ya sea ante  empresas de servicios u organismos públicos. Por otra parte, sus experiencias  previas les han llevado a la aceptación generalizada de que hay que esperar para ser atendidos. En las comunidades, además, es necesario ocupar mucho tiempo en actividades básicas de sobrevivencia, como la recolección de agua,  el traslado de alimentos, la compra de gas, entre otras.  Todo ello influye para que allí se perciba el uso y el transcurso del tiempo de manera diferente.  Treinta minutos en trasladarse de un sitio a otro no es asumido como la inversión de un tiempo considerable, al contrario, se piensa que se ocupó poco tiempo. 

En síntesis, puede afirmarse que la opinión expresada por la población encuestada no evidencia una valoración negativa de la accesibilidad del sistema de administración de justicia.  Una cantidad considerable de esa población se siente bien atendida por las instituciones, comprende el lenguaje de los abogados y hasta conocen alguno que habita en su comunidad, y no considera que todos los abogados son costosos, ni que los tribunales se encuentren distantes. 

******

El taller focal, las entrevistas en profundidad y el cuestionario permitieron recoger información sobre las principales líneas que conforman la opinión de los sectores de escasos recursos sobre el sistema de administración de justicia. La información obtenida   a través de las tres técnicas mencionadas presenta un alto grado de coincidencias que posibilitan su síntesis en unas  reflexiones finales.

VII. Reflexiones Finales

1. El contexto de los estudios de opinión 

Antes de entrar en las reflexiones que sugiere la información recogida sobre las distintas variables que definen la opinión sobre el sistema de administración de justicia, valdría la pena hacer algunas consideraciones sobre los estudios de opinión en general y sobre éste en particular. 

Los estudios de opinión suelen tener una validez limitada, ya que reflejan la opinión sobre algún aspecto de la vida social en el momento sociopolítico en el cual dicha opinión es emitida.  De ahí, que es  conveniente asumir sus resultados como una fotografía, a veces borrosa,  de un momento dado. 

La relativa validez de los resultados de opinión se acentúa en el caso de los estudios de opinión sobre el Derecho, y, más aún, en uno que como éste es pionero, ya  que no se poseen antecedentes que permitan la comparación. 

 Una crítica que frecuentemente se hace a los estudios de opinión sobre el Derecho que vale la pena comentar, es la que alerta sobre las dificultades de indagar en relación con temas pocos conocidos o que requieren de cierto nivel educativo para su compresión.  Se ha discutido la utilidad de obtener información sobre lo que opina la gente que no sabe o no conoce del tema.  En este sentido, el Derecho pareciera ser un área que se conoce poco, sobre todo por parte de los individuos que poseen un bajo nivel educativo, como es el caso general de la población objeto de este estudio.  Aun así, la carencia de información o el poco conocimiento sobre el contenido de las leyes y sobre las funciones de las instituciones del sistema de administración de justicia, no impiden a las personas formarse una opinión sobre el mismo, sino que esa falta de información es, en sí, un elemento a evaluar en el momento en que se analiza la opinión que tienen las personas del sistema (Toharia, 2001).  El presente estudio muestra cómo los individuos poseen una imagen de las instituciones estatales, independientemente del hecho de que las hayan usado personalmente o de que tengan algún grado de conocimiento sobre su existencia y funciones. En tal sentido, la ausencia de conocimiento no les ha impedido formarse una opinión sobre el sistema de administración de justicia.  Es más, en este estudio se observó que el uso de las instituciones, aunque  ha permitido a los individuos tener una valoración más positiva del servicio, parece no haber influido para nada en la confianza que dicen tener en el sistema, en términos generales. Sobre la experiencia directa parece prevalecer las preconcepciones y prejuicios.

La realidad social se construye. Es el modo como ella se define y el sentido que se da a las cosas lo que estructura la percepción y predispone para actuar. En ese sentido, conviene recordar el famoso teorema de Thomas: en la vida social si algo es definido como real deviene real con todas sus consecuencias y con independencia de lo que objetivamente (en la medida en que quepa utilizar tal adverbio)  pueda realmente ser (Toharia, 2001: 66).

La construcción que se haga de la realidad tiene mucha relevancia si se pretende incentivar el uso del Derecho para la modificación de las condiciones de vida de las mayorías pobres. Si esas mayorías, como en este caso, visualizan su pobreza como una realidad inmodificable, producto del destino, no tendrán la disposición necesaria para iniciar un camino que de por sí es difícil. Si esas mayorías opinan que el  sistema de administración de justicia siempre favorece a los ricos, a los poderosos, que permite la impunidad, ese es el sistema que realmente existe y no otro, a pesar de que en ocasiones se derrote al poderoso y se castigue a los culpables. La realidad social simplemente no es: se construye. En última instancia es una representación colectiva: un estado de opinión (Toharia, 2001: 66). 

2. Las características culturales   

Algunas respuestas del cuestionario, pero sobre todo las entrevistas en profundidad y el taller focal, evidenciaron una profunda resignación ante  la situación de exclusión social cotidiana a la que son sometidas las personas de escasos recursos en casi todos los ámbitos de su vida. La carencia de servicios básicos, la arbitrariedad de la policía, la impunidad de ésta con respecto a sus continuos abusos de poder, son asumidas como cosas casi naturales, son así y nada se puede hacer frente a ello. El hecho de que más de la mitad de las personas piensen que las diferencias en la estructura económica son cosa del destino es una expresión muy clara de esa resignación frente a las injusticias sociales.

Por otra parte, el conflicto tiende a no ser enfrentado en lo personal y en lo colectivo, sólo se lo enfrenta en los casos muy graves.  El conflicto interpersonal es socialmente mal visto y los derechos son visualizados como dádivas del poder. Enfrentar esta carencia de una cultura del reclamo personal e institucional pasa por transformar creencias muy arraigadas en nuestra población de escasos recursos.  

El discurso esquizofrénico sobre lo jurídico se presenta en todas las clases sociales examinadas en este estudio, aunque se manifieste de manera diferente en unas y otras. 

Es llamativo que sean las mujeres de clase media las que en este estudio aparecen como las más partidarias de hacerse justicia por su propia mano y a la vez las que apoyan en mayor medida la idea de que la madre debe esconder a su hijo de la policía aunque sea delincuente, así como las que más justifican los linchamientos, y, dentro de su clase social, sean las menos partidarias de la pena de muerte.  Aun cuando esta descripción se refiere al conjunto de las respuestas, lo que puede no coincidir con la opinión de cada una de las mujeres de clase media consideradas individualmente, la tendencia de la muestra presenta porcentajes elevados en cada una de esas respuestas, lo que permite aseverar que en muchos casos individuales se está en presencia de un doble discurso. 

La clase media es la única que opina a favor de la pena de muerte. Es partidaria, tanto del linchamiento, como de la pena de muerte estatal. Lo reducido de la muestra no permite afirmar que ésta sea la opinión mayoritaria de ese segmento, pero la alta frecuencia  de las respuestas son un indicio de una opinión diferente a la de las clases bajas, pero igualmente dual frente al Derecho. La clase media está  de acuerdo, tanto con lo institucional –la pena de muerte estatal- como con la violación más flagrante de la institucionalidad, como lo es el linchamiento. También es posible pensar que esa alta frecuencia de aceptación de la pena de muerte y del linchamiento sea un reflejo más de la actitud dual frente a lo abstracto y lo concreto. La pena de muerte y el linchamiento pueden ser asumidas como realidades de otras clases sociales y permiten situarse en consideraciones generales y abstractas, por lo cual ambas son aceptadas por los individuos de esta clase social. 

La actitud dual, tan claramente expresada en relación con la pena de muerte y el linchamiento, no parece variar significativamente por nivel educativo, en cambio, se observaron algunas diferencias por clase social dentro un mismo nivel educativo.  Así, por ejemplo, las personas de clase media con educación primaria incompleta opinaron en forma muy diferente a las de su mismo nivel educativo de los sectores populares en relación con el linchamiento: un 50% de la clase media con primaria incompleta consideró que nunca está justificado, en comparación con un 14% de los individuos de ese nivel educativo en la clase popular. Lo reducido de la muestra de personas de clase media con primaria incompleta no permite generalizar este hallazgo.

La percepción de juridicidad, al menos en el área explorada, también atraviesa las clases sociales y los niveles educativos. No importa a qué clase social se pertenezca ni que formación educativa se tenga, la mayoría piensa que los asuntos de violencia doméstica son del ámbito privado.

 Este conjunto de actitudes y percepciones comunes que parecen observarse en la muestra también nos hablaría de un sustrato valorativo común, probablemente muy vinculado a las lógicas familísticas y primarias que lubrican las interacciones en la mayoría de los espacios públicos, lo que estaría en la base de la actitud dual frente al Derecho.  

3. La lejanía cultural  de los tribunales

Los tribunales de justicia son conocidos por la población de escasos recursos. Casi el 80%  sabe donde se ubican. También se conoce para qué sirven, en el sentido de que están dedicados a solucionar problemas y conflictos.  Las personas de las clases populares que los han utilizado –en un 100%- se consideraron bien atendidas en ellos. Sin embargo, la mayoría  no los usa y, lo que es más llamativo, poco los mencionan como el órgano por esencia obligado a prestar el servicio de justicia. Fue notable que en todas las situaciones construidas para evaluar la percepción del servicio debido, los tribunales estuviesen casi ausentes del discurso de la gente. Sólo el 1.7% de los encuestados consideró que el órgano obligado a solucionar un caso de violencia doméstica era el tribunal. En caso de despido injustificado, solamente el 4.5% lo identificó como la instancia que debía solucionar ese conflicto y lo que pudiera ser más sorprendente es que sólo el 9.7% lo menciono como el órgano competente en caso de asesinato de un hijo.
En las preguntas destinadas a medir el conocimiento de las instituciones y la predisposición a utilizarlas, los tribunales fueron poco mencionados como instancias  a las cuales se acudiría para buscar ayuda en problemas de la vida cotidiana, como lo son las relaciones comerciales, los pagos de pensión de alimentos y los cobros de acreencias laborales. 

En general, la lejanía cultural de los tribunales se hizo evidente.  Como se pudo ver en la encuesta y en las entrevistas en profundidad, en las comunidades se sabe de la existencia de los tribunales, que en ellos se solucionan problemas, se piensa que es fácil llegar a ellos, pero son tan lejanos y extraños para su mundo cotidiano que ni siquiera se plantean la posibilidad de usarlos para solucionar los problemas de esa cotidianidad. En el discurso de la gente de escasos recursos aparece con facilidad la Prefectura, la Inspectoría del Trabajo, la Procuraduría de Menores, e incluso la Notaría, pero muy poco los tribunales.


En los sectores populares se tiende a utilizar las instituciones para asuntos diferentes a aquellos que son de su competencia natural. Así, por ejemplo, se recurre a la policía más para conflictos vecinales que para  problemas de delincuencia, a la Inspectoría del Trabajo para pago de prestaciones sociales y poco para denunciar accidentes de trabajo, a la Prefectura para denuncias sobre delitos menores que no suelen plantearse ante la policía. Es un hecho que dichas instituciones se dedican en la práctica a resolver estos asuntos, por lo cual poseen una considerable experiencia en su solución, aunque no tengan facultades para hacer cumplir sus decisiones de manera forzosa. De ahí, que desarrollen su acción fundamentalmente mediante la conciliación y que sus decisiones sean cumplidas de manera voluntaria, bien porque se ha llegado a ellas por un acuerdo o porque los usuarios les atribuyen una obligatoriedad que no tienen. Ahora bien, el hecho de utilizar instituciones que cuentan con herramientas limitadas para solucionar los conflictos y no el tribunal, que es el único que puede imponer la solución, puede  llevar en algunos casos a resultados insatisfactorios y a la sensación de que no es posible hacer valer efectivamente los derechos, pues si la otra parte no acata voluntariamente la decisión, es poco lo que el órgano puede hacer. Estas situaciones pudiesen reforzar la creencia en los sectores populares de que el sistema de administración de justicia no los protege, sino que funciona para favorecer al poderoso. Ello se expresó con claridad en las opiniones sobre la Inspectoría del Trabajo, la cual fue vista como afectada por serias limitaciones para defender al trabajador, a pesar de las buenas intenciones de los funcionarios. No es aventurado pensar que el uso de instituciones sin capacidad jurídica para obligar puede contribuir a la imagen de un sistema clasista que defiende los intereses de otras clases sociales y que funciona mediatizado por las presiones e intereses de los que tienen poder económico y político.

La utilización de las instituciones para asuntos que no son de su competencia se vincula con la informalidad que permea el comportamiento popular en lo que se refiere a lo jurídico.  Puede sostenerse que los sectores de escasos recursos, en buena parte, se desenvuelven dentro de un ámbito de informalidad jurídica que no se basa en la coercibilidad sino en el consenso.  El sistema jurídico formal, por diversas razones, no da respuesta a sus necesidades jurídicas, lo que obliga al surgimiento de soluciones informales cuya eficacia deriva de la aceptación general.  Un caso paradigmático lo constituye la propiedad de la vivienda en los barrios, tema que ha sido ya estudiado (Pérez Perdomo et alt., 1979).  La alta utilización de las notarías por los sectores populares tiene mucho que ver con el importante papel que juegan los títulos supletorios como títulos de propiedad de las viviendas (bienhechurías)  construidas en suelo ajeno.

4. La  imagen de la justicia

Las opiniones en torno a la justicia tienen un sustrato común que parece atravesar las clases sociales y los niveles educativos de los venezolanos. En este estudio, tanto en las clases bajas, como en las medias, se percibe de manera similar el sistema de administración de justicia como clasista, parcializado y mediatizado por presiones de todo tipo. 

Las opiniones sobre la independencia y sobre la imparcialidad de la justicia expresadas en este estudio son similares en todas las clases sociales y niveles educativos, diferenciándose sólo por la intensidad con la que se expresan. En todas las clases sociales se percibe al  poder económico como la influencia con más peso.   Acá, la diferencia se da en la magnitud con que se aprecia esa influencia. El 91% de la clase media identificó esta influencia, en comparación con el 75% de los sectores populares. Ambos porcentajes son, dentro de sus respectivas clases, los que concentran los índices más altos, en comparación con la opinión que se tiene de la influencia por parte del gobierno y de los partidos políticos. Podría decirse que se considera mayor la influencia del poder económico, después la de los partidos políticos y por último la del gobierno. Esta escala no varía fundamentalmente, ni por clase social, ni por nivel educativo, con excepción de los individuos con menor educación formal en la clase baja, quienes ubican la  influencia de los partidos políticos después de la del gobierno, pero, al igual que el resto, también en este sector la influencia del poder económico concentra la mayoría de las respuestas.    

5.  La imagen de la policía contrasta con el importante papel que ella cumple

La imagen que tiene de la policía la población de escasos recursos es francamente negativa. Esto se comprobó claramente, especialmente en el taller focal y en las entrevistas en profundidad.  La policía es vista como probable cómplice de los delincuentes o como comprada por ellos.  Se teme por eso denunciar los delitos ante los cuerpos policiales.  Además, se la considera ineficaz en lo que se refiere a imponer sanciones a quienes cometen delitos o faltas, por lo que se considera inútil denunciar y hasta peligroso, por temor a las represalias de los denunciados.  Se la acusa de cometer excesos y arbitrariedades en su trato con los ciudadanos, actos que suelen quedar impunes,  y por ello tampoco se confía en ella.   

Sin embargo, es la institución más cercana a las comunidades, tanto desde el punto de vista geográfico, pues con frecuencia en la misma comunidad o cerca de ella funciona un módulo policial, así como cultural, ya que los agentes de la policía suelen ser de extracción popular.  De aquí que esta institución sea a donde frecuentemente se acude para plantear problemas vecinales de muy distinto orden,  y, a pesar de la desconfianza manifestada por un importante número de los encuestados, muchos acudirían a ella para resolver problemas de delincuencia.

Estas constataciones parecen apuntar hacia la necesidad urgente de apoyar esta institución, dotándola de recursos, organización, y, sobre todo de formación adecuada, para que ella pueda dar respuesta  a muchos problemas de la vida en las comunidades y para que pueda ganarse la confianza de sus habitantes en lo que atañe a su función primordial de garante del orden.

6.  La influencia de los medios de comunicación en la formación de la imagen sobre el sistema de administración de justicia 

La imagen que los sectores populares tienen del sistema de administración de justicia se ha formado fundamentalmente por la opinión de otros, en especial la expresada en la radio y la televisión. El uso del sistema en su conjunto no permite concluir que la experiencia propia y la de otros sea la principal fuente de información en las comunidades. En cambio, sí lo es la radio y la  televisión.

Esta influencia se puso de manifiesto en la opinión sobre la corrupción judicial y sobre las bondades y defectos de  algunas leyes. La gente no conoce por experiencia personal  o por la de su entorno social y laboral,  casos de sobornos a jueces, ya que los relatos de corrupción se referían a situaciones conocidas a través de  los medios de comunicación social.  

La opinión sobre el Código Orgánico Procesal Penal está profundamente influida por los medios de comunicación audiovisuales. La idea de que la policía sólo puede actuar en caso de flagrancia, la acusación de que este instrumento jurídico fue el que lanzó a la calle a los delincuentes, provienen de la campaña efectuada por los medios sobre esos temas, lo que ha distorsionado el contenido del Código y de sus medidas. En cambio, la Ley Orgánica de Protección a la Infancia ha sido considerada un gran avance en la protección de los niños y los medios han desarrollado campañas de difusión de dicha ley. En las comunidades se la conoce y se la valora positivamente.

La formación de la imagen del sistema de administración de justicia, como producto de la acción de los medios de comunicación, abre un campo muy fructífero para el diseño de estrategias comunicacionales de promoción del servicio de justicia.  

7.  La influencia del nivel de organización social sobre la disposición a actuar 

Uno de los hallazgos más sugerentes de este estudio consistió en la constatación de la influencia que un mayor nivel de organización social tiene sobre el conocimiento del Derecho y, sobre todo, sobre la disposición de los individuos de escasos recursos a accionar ante las instituciones formales para reclamar derechos.

Se observó claramente que los líderes comunitarios tenían más conocimiento que el resto de los individuos encuestados sobre leyes e instituciones, especialmente en el área jurídica vinculada con los asuntos que suelen manejar como dirigentes o miembros de una organización.  Adicionalmente, una excepción al poco uso que suele hacerse del Derecho para resolver problemas de la comunidad como tal lo constituyó la utilización del recurso de amparo en materia educacional por las líderes femeninas de Barquisimeto.  

Cabe señalar que se trató en todo caso de excepciones pues la encuesta también demostró que la población objeto participaba poco en organizaciones de cualquier tipo.  Todo lo expuesto muestra la conveniencia de fomentar y apoyar la acción de las organizaciones como una vía para aumentar el conocimiento y conciencia de los derechos y la disposición a actuar para reclamarlos ante los organismos competentes.

8.  Posibles líneas de investigación


Las encuestas de opinión por el hecho de ser una fotografía de la opinión en un momento dado, requieren ser repetidas sucesivamente para observar los cambios que se producen en esas opiniones, ya que las variaciones en el contexto sociopolítico y económico son determinantes en su formación. Estas variaciones tienen mayor significación que la opinión que pueda tenerse en un momento dado.

Este estudio de opinión sugiere además algunas posibles áreas de investigación que deberían ser profundizadas, si se quiere incidir sobre las características culturales de la población venezolana, en especial la de escasos recursos, que influyen en el uso de las instituciones del sistema de administración de justicia y sobre la opinión que esa población  tiene de dicho sistema. 

La visión del conflicto y sus mecanismos de expresión y resolución fue explorada muy superficialmente en este estudio. Este tema en sí merecería una investigación exclusiva. Fue muy llamativo que en las comunidades la gente rechazara instintivamente la posibilidad de enfrentar un problema. Expresiones como “Dios no lo quiera” ante la sola alusión de usar los tribunales requieren una indagación más profunda, pues como ya se ha expresado anteriormente, tal rechazo no puede explicarse sólo por el efecto de irradiación de los tribunales penales. Las personas saben la diferencia entre un tribunal penal y uno civil, pero los rechazan a ambos. Es cierto que en todas partes demandar es generalmente asumido como una declaración de guerra, pero, en Venezuela, para la mayoría de la población, incluyendo por supuesto la de los estratos más bajos, demandar ante los tribunales es algo impensable, no está en su mundo de representaciones.

La visión  popular del Derecho y de sus fines también requiere una indagación más profunda. En esta investigación el tema se tocó tangencialmente y esta percepción debe ser objeto de estudios que toquen temas tales como la noción de justicia, la idea misma de legalidad y del respeto del derecho del otro.

Sería igualmente importante indagar más sobre las creencias populares que configuran y sustentan el ámbito de lo jurídico-informal, en el que se desenvuelve gran parte de las relaciones jurídicas entre los individuos de escasos recursos.

La conducta real frente al Derecho formal también debe ser abordada. Esta  investigación  toca este tema también de una manera tangencial y en ella se ha sostenido - con base en investigaciones generales sobre la actitud de los venezolanos frente a lo normativo - que existe una especie de esquizofrenia frente a la norma jurídica. El discurso represivo y la práctica permisiva están profundamente arraigados y sería conveniente analizarlos tomando en cuenta las características del sistema político y la preponderancia de  lógicas premodernas en muchos espacios públicos, entre  otras.

La imagen del abogado y de su función también requiere ser abordada.  El abogado es un operador fundamental para poner en funcionamiento el sistema de administración de justicia, por lo cual investigar sobre las construcciones sociales en torno a él es muy relevante.

Como conclusión general puede afirmarse que se ha incursionado aquí de manera exploratoria y tentativa en temas fundamentales vinculados con las opiniones, actitudes y conductas de los venezolanos con respecto al Derecho y sus instituciones y con relación al reclamo de sus derechos individuales y colectivos.  Si estos temas tienen una incontestable importancia general, su relevancia es dramática en el caso de la población excluida.  Es por ello que ameritan mucha más exploración.
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� Un buen ejemplo de problemas jurídicos no asumidos como tales se puede encontrar en los efectos de la tragedia de Vargas. Mucha de la inacción del Estado, la falta de coordinación y sobre todo el abandono a que fue sometida la población de ese estado podía ser enfrentada a través de acciones ante los tribunales de justicia. Los afectados, sin embargo, optaron por la presión ante el sistema político (Asamblea Nacional Constituyente, Autoridad Única o Gobernador).


� Elena Broszkowski, “Análisis comparativo de las clasificaciones utilizadas por las principales agencias de investigación en Venezuela”, Caracas, 2000.


� En base en cifras oficiales del Consejo de la Judicatura para el año 1998.


� A partir de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica de Protección Integral del Niño y Adolescente (LOPNA), en abril del 2000, los Procuradores de Menores con competencia en civil especial (organización familiar), pasaron a denominarse Fiscales del Ministerio Público con competencia en el Sistema de Protección del Niño, el Adolescente y la Familia.  En la nueva ley, no se modifican sustancialmente las atribuciones de estos funcionarios, aunque se las precisa y ajusta en función del nuevo paradigma de la protección integral, en el cual se inscribe la ley. Como novedad, se incluye de manera expresa la atribución de promover la conciliación en interés del niño y del adolescente.


�  El Artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo establece las causas justificadas de despido.  


� .- Por ejemplo, en el año 2002, un trabajador que gane salario mínimo  (150000 bolívares mensuales, unos 160 dólares) solicita la calificación de su despido y dado que en promedio los juicios duran 28 meses en primera instancia, en la sentencia tendría derecho a aproximadamente a 4.200.0000 bolívares  (U$ 4.5000) por concepto de salarios caídos. Si el patrono apela  de la decisión y el superior confirma la decisión,  ello puede significar un año más de juicio. Terminadas las dos instancias que prevé la ley, el trabajador  tendría derecho a 6.000.0000 bolívares (U$ 7000) por conceptos de salarios caídos. A medida que el sueldo aumenta la indemnización también crece.


�  Artículo 50 de la Ley Orgánica Tribunales y de Procedimiento del Trabajo y artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo 


� . El Universal (2-10),  26 de junio de 1999. 


� Los trabajadores pueden optar por solicitar la calificación del despido o demandar por el procedimiento ordinario el pago de la indemnización por despido injustificado y  el preaviso sustitutivo.  


� El aumento del desempleo no ha implicado una mayor cantidad de demandas por estabilidad laboral. En investigaciones previas efectuadas en 1996 se reportaban más de 15 solicitudes diarias de calificación de despidos por tribunal, en cambio, en 1999, el promedio es de 5 solicitudes diarias. Además, los asalariados han disminuido dentro de la fuerza de trabajo, como se informa más adelante.


� . Es práctica común entre los abogados litigantes en materia laboral establecer formas diferentes de cobro de sus honorarios profesionales,  dependiendo si se defiende al patrono o al trabajador. Los abogados patronales cobran por la cantidad de trabajo que implique el juicio independientemente de los montos discutidos y de la solución del mismo. En cambio, los abogados de los trabajadores cobran un porcentaje del monto discutido, siempre que la solución sea favorable al trabajador.


�  La pregunta realizada fue: “Si a usted le matan a un hijo (Dios no lo quiera), ¿hay alguien que esté obligado a resolver su problema, o eso depende de Ud.?”


�  La pregunta fue: “Si a usted lo despiden del trabajo sin ninguna razón, ¿hay alguien que esté obligado a resolver su problema, o eso depende de Ud.?”


� Los Círculos Femeninos se caracterizan por la importancia que le dan a la formación ciudadana de  sus integrantes.


�  Órgano dependiente del ejecutivo estatal, ya que forma parte de la división política administrativa del país. Posee competencias en materia de registro civil y de policía local. Los prefectos son una de las autoridades competentes para la celebración del matrimonio civil, previstas en el Código Civil.  


� En el cuestionario se utilizó el término Procuraduría de Menores, por ser aquel con el cual se designaba al Ministerio Público de Menores hasta la entrada en vigencia de la Ley Orgánica de Protección a los Niños y Adolescentes en abril del 2000. Se prefirió utilizar la vieja denominación por ser la que  aún se maneja a nivel del público. Órgano dependiente de la Fiscalía General de la República, creado para velar por la garantía de los derechos de los niños y adolescentes.  Las Procuradurías del área civilcivil, hoy Fiscalías de Protección, se habían ido fueron transformando en una instancia de solución de conflictos, principalmente en materia los temas de obligación alimentaria, régimen de visitas y guarda y custodia. Este órgano utilizaba   -y sigue utilizando - la conciliación para solucionar los casos sometidos a su consideración.


� Órgano del Ministerio del Trabajo con amplias funciones, entre ellas, la de inspección y fiscalización del cumplimiento de la legislación del trabajo.
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